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PRESENTACIÓN

Guillermo GORTÁZAR

El objeto de la edición española de Visions of Europe es
facilitar al lector en lengua castellana un amplio repertorio
de artículos y ensayos en los que se defiende una visión de
Europa respetuosa con su constitución histórica. Una Europa
con una proyección de futuro que desea preservar lo mejor
de la positiva y larga experiencia de colaboración de los
estados europeos, primero en la CEE, y ahora en la Unión
Europea.

En este libro se recogen contribuciones de ilustres líderes
políticos y analistas británicos junto con otros franceses,
belgas, daneses, y alemanes que servirán para mejorar el
presente debate sobre la renegociación del Tratado de Maas
tricht en la Conferencia Intergubernamental de 1996. Entre
nosostros, la aproximación a este tema se ha realizado, en
el mejor de los casos, en ámbitos especializados. Este libro
contribuirá a la ampliación de los argumentos y visiones
sobre Europa basados en la libertad y en la responsabilidad
que difieren notablemente del constructivismo al uso de los
socialistas de todas las tendencias.

En España, la literatura disponible para un debate polí
tico sobre Europa se reduce a unas pocas revistas especiali
zadas y a algún que otro meritorio libro entre los que
destaca el pionero y «visionario» (por lo acertado y antici-
pador de muchas de las cosas que después han ocurrido),
Por la Europa de las libertades. Una propuesta española,
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Barcelona, 1990. Para mí, como editor español de este
libro, sería un honor y un acierto que la presente colección
de artículos y ensayos contribuyera eficazmente a una refle
xión serena y rigurosa sobre los ritmos y metas en relación
a la llamada «Construcción Europea».

La edición española incluye tres aportaciones añadidas a
la edición británica realizada por Stephen Hill. Alejo Vidal-
Cuadras desvela en «Los viejos muebles de la familia. Una
mirada escéptica sobre la fantasía onírica conocida como la
Europa de los pueblos», las inconfesadas razones que em
pujan a los micronacionalistas a ser firmes partidarios de la
Europa Federal sugerida en Maastricht y al desdibujamiento
de la soberanía de los viejos estados nación que hicieron
Europa desde el siglo xvi.

Alejandro Muñoz Alonso en «Europa, después de Maas
tricht» reflexiona sobre los intereses españoles en el actual
proceso de renegociación de los términos del tratado.
Muñoz-Alonso hace un encendido elogio de la diversidad
europea como fundamento del concepto mismo de Europa
y llama la atención sobre lo prematuro y tensionador que
sería adoptar una estructura política federal en la Unión
Europea.

Mi contribución, «El rescate de Europa», hace alusión al
último rapto de Europa por una visión, hasta ahora domi
nante, que se pretende exclusiva y excluyente. La visión de
Europa que planteo apela a la calidad democrática y al
control de los ciudadanos sobre los responsables de la acción
política. España cuenta con una tradición parlamentaria
extensa en el tiempo y de gran calidad que fue interrumpida
en 1936 y recuperada en 1977. Desde entonces, la joven
democracia española está intentando parlamentarizar la vida
política y clarificar las responsabilidades políticas en el Con
greso de los Diputados, que es donde se expresa y canaliza
el debate de la opinión. Por ello es muy conveniente que los
elementos esenciales e indisolubles de la soberanía no se

hurten a las Cortes Españolas en aras de decisiones tomadas
fuera de España y que dejarían a nuestra democracia vacía
de competencias mas allá de tareas de «coordinación» entre
decisiones tomadas en Bruselas o Estrasburgo y la aplicación
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de esas políticas en los diversos gobiernos regionales. Frente
a la doctrina de la armonización y el cumplimiento de
ciertos requerimientos a plazo fijo, en mi ensayo defiendo
los conceptos de flexibilidad y gradualismo por ser más
ajustados al realismo y por ende a los intereses nacionales.

La mayor parte de los ensayos traducidos fueron escritos
en el verano de 1993, poco después de la aprobación formal
del Tratado de Maastricht en todos los países miembros de
la Unión con la excepción del Parlamento Alemán que poco
después dio vía libre a la entrada en vigor del Tratado el
día Primero de Noviembre de 1993. Todos los ensayos por
tanto partían del hecho de la inminente entrada en vigor del
Tratado y se plantean la estrategia más adecuada para la
prevista revisión institucional de 1996. Pero el valor infor
mativo y analítico de esta colección de artículos y ensayos
se proyecta más alia de la coyuntura del debate europeo
sobre Maastricht, el pasado protagonismo del Sr. Delors o
la propia Conferencia de 1996. Este es un libro que será
extraordinariamente útil para una reflexión sobre la esencia
y naturaleza de Europa y su proyeccción en el siglo XXI.

En los últimos meses hemos asistido a nuevos hechos

que parecen dar la razón a quienes reclamamos la continui
dad de los estados-nación que hicieron Europa y entre los
que España ocupa un lugar de primer orden por derecho
propio. En efecto, la ampliación de doce a dieciséis estados
miembros de la Unión Europea, la reducción del peso polí
tico de la Comisión tras el veto británico al candidato

franco-alemán, Dehane, y el reciente debate sobre la Europa
de «geometría variable» han inclinado la balanza en favor
de posiciones más moderadas y realistas en detrimento de
quienes pYetenden la constitución de un superestado centra
lizado en Bruselas.

En este libro se exponen con toda claridad los reparos
que suscitan las estrategias tecnocráticas y socialistas frente
a un concepto tradicional de calidad democrática, de res
ponsabilidad política ante opiniones públicas articuladas, en
las que el uso de un mismo idioma no es baladí, comparado
con la Torre de Babel de Bruselas con más de cinco mil

traductores. En el fondo se trata de un debate entre los
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partidarios de la ingeniería política, del sometimiento del
tiempo y de los hechos a los deseos de una burocracia fuera
de control y quienes pensamos que el protagonismo deben
ejercerlo los ciudadanos y estados en libre competencia con
el solo límite del imperio de la Ley y de los acuerdos
internacionales.
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INTRODUCCIÓN A LA 13a NACIÓN

Stephen HILL

Maastricht ya se ha revelado como una espantosa equi
vocación.

Una nación más se ha introducido subrepticiamente en
la Comunidad Europea, con su dotación completa de corte
sanos, diplomáticos, funcionarios y un déficit que asciende
vertiginosamente.

Su nombre es Burocracia.

Estimulada por la revolución en el campo del manejo de
datos, su poder centralizado está llamado a crecer exponen-
cialmente hasta niveles insospechados.

Sus únicos aliados son los perdedores naturales de Euro
pa: aquellas regiones «agujeros negros» que con cinismo
explotan la decencia y buena voluntad que inspiraron la
creación de la comunidad.

Nutriéndose de sí misma, sólo puede crear impuestos,
ahogar la iniciativa e inhibir los medios de generar empleo.

Mientras se recrea, orgullosa, en su propia creación,
olvida adaptarse a una Europa sin Telón de Acero, aun
cuando el feo espectro de un genocidio brutal ronda su
puerta.

Si Maastricht tiene algún significado, es el de una Buro
cracia que mira a sus adentros, antidemocrática y autoritaria,
que debilitará mortalmente a Europa.

La 13a Nación es el nuevo enemigo. Ignorándolo, el
pueblo y los líderes de Europa se ponen en peligro.
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En 1945 Europa, cuna de la civilización occidental, yacía
en ruinas por segunda vez en este siglo. A diferencia de las
guerras que padeció en siglos anteriores, los conflictos euro
peos del siglo veinte causaron enfrentamientos bélicos mun
diales de proporciones inimaginadas. El número de muertos
que la Primera y Segunda Guerra Mundiales causaron en
todo el mundo fue de 5 y 50 millones respectivamente, y el
alma de Europa se sumergió en las tinieblas.

Pero eso no era todo. La capacidad aniquiladora de las
armas modernas, como la bomba atómica lanzada contra
Japón en agosto de 1945, suponía ahora una amenaza de
total destrucción para la humanidad en cualquier futuro
conflicto.

En ningún lugar del planeta se sintió más profundamente
la necesidad de un orden futuro mundial para garantizar la
paz y la prosperidad, que en Japón y en Alemania. Los
acuerdos alcanzados después de la Segunda Guerra Mundial
con respecto a Japón y a la República Federal de Alemania
prohibieron la legitimidad y los medios para una futura
agresión militar en el extranjero. El General MacArthur
limitó el presupuesto de defensa de Japón a un 1% del PIB,
pero el éxito económico conseguido por esa nación ha su
puesto que su actual presupuesto para el «Cuerpo de Auto
defensa» alcance los 24 mil millones de libras esterlinas

anuales, aunque el reciente despliegue de cuarenta soldados
japoneses de las fuerzas de pacificación de las Naciones
Unidas en la frontera de Camboya, provocó manifestaciones
en Tokyo y angustiados debates en la Dieta.

La nueva constitución de Alemania prohibió el despliegue
de tropas en el extranjero. A pesar de haber reconocido a
Croacia, Alemania no participó militarmente en la guerra
que siguió en Yugoslavia, como tampoco había tomado
parte en la Guerra del Golfo. Cuando se designó a un
puñado de aviadores de las fuerzas aéreas alemanas para
que pilotasen unos aviones Boeing-AWACS de las Naciones
Unidas en espacio aéreo de la antigua Yugoslavia, se desen
cadenó un gran debate público que estuvo a punto de
ocasionar una crisis política y constitucional cuando llegó el
asunto hasta el Tribunal Federal. No obstante, los Aliados
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angloparlantes de la Guerra Mundial, y también otros, soli
citan ahora la ayuda de Japón y Alemania para mantener
la paz del mundo en sus respectivos entornos geográficos.

Cuando se hubo retirado los escombros dejados por la
Segunda Guerra Mundial y habían comenzado a cicatrizar
sus heridas, se vio que el comercio y la cooperación entre
los estados de Europa no sólo eran necesarios económica
mente sino que constituían la base indispensable de una paz
próspera. En 1955 los artífices de este plan de cooperación
comercial y unión política cada vez más estrecha, Jean
Monnet y Robert Schuman, expusieron en Messina su pro
yecto para una unión económica y política de toda Europa.
Su objetivo real era la contención de Alemania, y la idea
quedaría pronto plasmada en el Tratado de Roma, firmado
dos años más tarde por Francia, Alemania Occidental, Italia
y el Benelux. El eje París-Bonn era, sin embargo, vital a la
hora de formular el orden Europeo que había de venir. Sir
Wiston Churchill fue el primer estadista que vio la necesidad
de dicho eje. Ya el 19 de septiembre de 1946 había dicho en
la Universidad de Zurich: «Voy ahora a decir algo que os
dejará atónitos. El primer paso para el reencuentro de la
familia europea debe ser una colaboración entre Francia y
Alemania... Francia y Alemania deben ir juntas en cabeza.»
También Churchill tenía su mirada puesta en la contención
del poder alemán.

En el decenio de los 60, Alemania se recuperó de manera
espectacular de la devastación producida por la guerra,
gracias al Wirtschaftswunder, o milagro económico alemán,
que revitalizó la capacidad del Continente para crear riqueza.
Este éxito manifiesto sirvió para fortalecer el eje estratégico
París-Bonn, con una economía francesa cada vez más entre
lazada y dependiente de la de Alemania Occidental. Era
inevitable que la agricultura y la industria francesas dirigiesen
la mirada hacia un país que poseía una base industrial más
fuerte y unos mercados de consumidores cada vez más
florecientes.

Gran Bretaña también tuvo que adoptar una visión prag
mática de su futuro, especialmente a la vista del deterioro
de su base industrial, pues era patente que el mercado de la
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CEE que se abría a sus puertas, con cerca de 200 millones
de consumidores, serviría de compensación a su remota
Commonwealth (y antiguo imperio), pero Gran Bretaña no
estaba dispuesta a renunciar en absoluto a la milenaria
tradición, natural en una raza isleña, de búsqueda constante
de mercados en todo el mundo. No obstante, el sueño de
Monnet y Schuman de una Europa unida y próspera pareció
casi completo cuando Gran Bretaña se adhirió al Tratado

j j?de Roma en 1973, aunque la votación que a tal fin se
í j | celebró en 1972 en la Cámara de los Comunes arrojó una
| {! mayoría de t^njsólo ocho votos.
i i Harold Wilson, como Primer Ministro, convocó en 1975

un referéndum general en Gran Bretaña para ratificar su
pertenencia a la CEE, que Edward Heath había negociado
en 1973. Una decisiva mayoría, dos tercios de los votantes,
se decantó por el sí a la permanencia en la Comunidad. El
pueblo británico, irritado por el continuo rechazo que desde
1963 había manifestado el General De Gaulle a la entrada

de Gran Bretaña en la Comunidad, acogió con calor la tan
esperada invitación para ingresar en el Mercado Común.
Los británicos son en el fondo una nación de inveterados

defensores del libre comercio, que creen firmemente en la
necesidad de mercados abiertos para los productos, la mano
de obra y el capital, planteamiento que les ha dado buenos
resultados durante siglos. Heath había asegurado a la nación
que su pertenencia a la CEE pondría fin a la guerra en
Europa y que la soberanía de Gran Bretaña no se vería
amenazada por la adhesión.

Sin embargo, o a Heath se le escaparon ciertos fragmen
tos del texto, o fue ingenuamente optimista, pues la primera
parte del preámbulo del Tratado de Roma (artículo 102, A)
exponía la intención de «asegurar la convergencia de las
políticas económicas y monetarias, lo cual es necesario para
el desarrollo futuro de la Comunidad». Maastricht añade
ahora a las ilusiones de los federalistas los temas de defensa,
política exterior y seguridad.

Sin embargo, el resultado del referéndum de 1975 pro
dujo en Gran Bretaña una clara sensación de alivio. El
sueño europeo, al menos en lo que a un mercado común se
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refiere, se había logrado contagiar a la única nación isleña
independiente de la Europa Occidental. Para las generaciones
que habían vivido una, cuando no dos guerras en Europa, o
que habían crecido a la sombra de la Gran Depresión o la
guerra fría, el camino hacia un futuro de paz se prometía
más esperanzador de lo que lo había sido en muchos siglos.
El mercado libre de 250 millones de consumidores que se
abría ante ellos parecía augurar una prosperidad sin prece
dentes. Europa se mantendría unida y se mostraría tan
fuerte como los Estados Unidos en la defensa de la demo

cracia y la libertad. Juntos, la CEE y los EEUU formarían
un bastión contra el comunismo del Este.

En 1973 la atmósfera de euro-euforia era tangible. Los
temores de una invasión de la Europa Occidental se calma
ron y aumentó la confianza en la capacidad de la OTAN
para disuadir a los rusos de una agresión, no obstante la
amenaza nuclear causada por la masiva concentración de
Misiles Balísticos ínter-Continentales por parte de Rusia.
Por fin la Europa Occidental se vería libre de las crisis,
amarguras y derramamientos de sangre que sufrió durante
siglos, y comenzaría a jugar un papel importante como
superpotencia mundial.

El primer golpe al sueño de Europa fue asestado por la
crisis petrolífera de 1974, que causó la primera recesión
seria en Europa desde la guerra, y que desató la inflación.
También provocó la primera crisis monetaria real al Bun
desbank. El segundo golpe llegó con la siguiente crisis del
petróleo de 1979, pero para entonces Europa había aprendi
do a administrar mejor su demanda de energía y los años
80 fueron testigos de un crecimiento sin parangón. Más
tarde, en 1986, los miembros de la CEE, que ahora ascen
dían a doce, firmaron el Acta Única Europea, destinada a
establecer el mercado común sin fronteras con la progresiva
retirada de todas las limitaciones al comercio a partir de las
12 de la noche del 31 de diciembre 1992.

También limitó, sin embargo, el derecho a veto de cada
una de las naciones en favor de la mayoría cualificada en el
ámbito del comercio, abriendo con ello la puerta a una
mayor centralización en la toma de decisiones, y también en
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la formulación de normativas, como ya ha sucedido con la
federalización de la agricultura y el comercio, proceso en
marcha desde hace dos decenios. Los Estados acordaron

también buscar otras formas de convergencia y otros medios
de unificación para fortalecer el mercado común, como, por
ejemplo, la extensión del Sistema Monetario Europeo, cen
trada en torno a la política del franc fort, en virtud de la
cual el franco francés mantendría una estrecha paridad con
el marco alemán a través del control de los tipos de interés.
Esta política había sido muy deseada por el gobierno socia
lista francés desde 1985.

La firma del Acta Única Europea llevó al eje París-Bonn
a agilizar el fortalecimiento de la unión económica, moneta
ria y política. Por estas fechas, en algún tramo de la Auto-
bahn o autoroute que une las dos capitales, el gigante dejó
caer una de las dos letras «E» contenidas en sus siglas, y el
concepto de la CE como unión política, y no simplemente
económica, se vio así reforzado. El Presidente Mitterrand y
el Canciller Kohl, a pesar de sus desmentidos, reunieron la
maquinaria necesaria para convertir a Europa en un super-
estado. Sus objetivos socialistas, y los del Sr. Jacques Delors,
(ayudados, por supuesto, por la actitud de John Major, que
no ha hecho nada por evitarlo), han destruido por completo
el sueño de Adenauer y de De Gaulle. En su primera
reunión, De Gaulle hizo constar el acuerdo de ambos de
que de ninguna manera se podría sumergir la identidad de
«nuestras dos naciones en una institución sin estado». La

CEE, sin embargo, se ha convertido ahora en la CE, y el
mercado común está evolucionando hacia un nuevo estado

europeo, con un sistema jurídico superior, una moneda
única, una política de defensa y una política externa comu
nes, unos niveles mínimos de seguridad social, y unas con
diciones de empleo uniformes, todo ello en beneficio de un
nuevo ciudadano, el europeo.

El nuevo europeo tendrá derechos de ciudadanía, libertad
de expresión y libertad para viajar, trabajar y presentarse a
las elecciones parlamentarias en cualquier lugar de Europa,
igual que puede hacer un ciudadano de los Estados Unidos
en su país. Puede que sea un sueño audaz, pero ¿es econó-
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micamente viable y políticamente realista? ¿Es esto lo que
los pueblos de las doce naciones integrantes de la organi
zación realmente desean? ¿Podría incluir o excluiría esta
estructura al resto de Europa? ¿Y no sembrará la discordia
en lugar de crear la armonía deseada?

El destino, sin embargo, ya había arrojado en octubre
de 1989 al corazón de Europa otra piedra de rayo que
destruiría el Muro de Berlín. El comunismo se había de

rrumbado llevándose con él el muelle de alta tensión que
había apuntado hacia la unidad de la Europa Occidental y
había supuesto una barrera impenetrable para los intermi
nables problemas del Este. Al principio la noticia se recibió
con regocijo en todo el mundo, en especial en el territorio
de la ampliada Patria Germana. La voz serena de la razón
se dejó entonces oir de boca de una persona que preveía los
problemas que se avecinaban: Margaret Thatcher nos previ
no contra la ausencia de democracia y de instituciones que
propiciasen el mercado al otro lado del antiguo Telón de
Acero.

Cuando la euforia se fue apaciguando, se hizo patente
que también la situación de Alemania había cambiado radi
calmente. Desde la Segunda Guerra Mundial había sido
una agrupación federal situada en el extremo oriental de la
CE y no había pretendido desempeñar ningún papel político
abiertamente significativo en el escenario mundial. Ahora
volvía a ser de nuevo una nación con todas las responsabili
dades que ello conlleva, de las que ninguna más apremiante
que la condición de las recién liberadas naciones de la
Europa oriental y la desintegrada URSS. Cuando se produjo
la caída del muro de Berlín, Alemania miró de nuevo hacia
el Este y por fuerza hubo de considerar a Occidente de
importancia secundaria en lo que a reconstrucción económica
y a seguridad se refiere. Esta nueva perspectiva se hizo
patente con el reconocimiento inmediato y unilateral de
Croacia y Eslovenia por parte de Herr Gensher en 1991.

Al canciller Kohl no se le puede culpar por haber apro
vechado Táocásl^ti de reunificar el país, pero sí quizá se le
podrían achacar tres errores íntimamente relacionados con
dicha reunificacíón. El primero consistió en ofrecer una
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paridad parcial al marco de la Alemania Oriental, moneda
sin apenas valor, con eJLpoderoso marco de la Aleinañia
jOccidental. El^segundo fue la promesa a los trabajadores de
la Alemania del Éste de igualdad de salarios para 1995. Y
en tercer lugar, tras haberrñvoTürittóameñte destruido el
potencial competitivo que la economía de la Alemania del
Este podía tener anteriormente a la aplicación de estas dos
medidas, les envió la Treuhand, agencia encargada de crear
una economía de mercado libre, para que privatizase todo
lo que mereciese la pena ser privatizado.

Lo único que consiguió la Treuhand, sin embargo, fue
aplastar como una potente excavadora los medios existentes
de producción y distribución. Nunca se ha elaborado ningún
plan real para la integración política de Alemania, y por
ello el Este sigue sin tener ni voz ni voto en Bonn. Los 15
millones de habitantes de la antigua Alemania Oriental
están ahora desconcertados y en bancarrota, y el presupuesto
alemán tiene un déficit anual de 200.000 millones de marcos.

Estas cifras deberían tratarse con cierta prudencia, pues
pueden seguir aumentando durante muchos años.

Las condiciones establecidas para la reunificación pro
vocaron la dimisión de Poehl, presidente del Bundesbank, y
originaron un repentino aumento de la expansión monetaria
alemana en casi un 10% en 1992, y de la inflación en más
de un 5%. El sucesor de Poehl, Helmut Schlesinger, no tuvo
otra opción, de acuerdo con los estatutos del Bundesbank,
que la de aumentar los tipos de interés para contener estas
presiones internas. Francia, que a través de su política del
franc fort había perseguido tenazmente la paridad con el
poderoso marco alemán, se encontraba ahora con el proble
ma de tener que soportar unos tipos de interés reales del
10%, poniendo su economía en una muy difícil situación
deflacionista. Gran Bretaña no se había adherido al MRC

(Mecanismo Regulador de Cambios) hasta octubre de 1990
(con una imposible cotización de la libra a 2'95 marcos),
pero no pudo de ninguna manera aguantar un régimen
monetario tan duro. Si John Major no se dio cuenta enton
ces del error, a buen seguro que no habrá tardado en
lamentarlo. La economía británica había entrado en una
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recesión en 1990, pero el «boom» alemán continuó durante
dos años más como resultado de la demanda de Alemania
Oriental, que se gastaba los marcos llovidos del cielo proce
dentes de la reunificación, en unos productos que tanto
apetecían. Cuando Gran Bretaña necesitó recuperarse en
1992 y 1993, la economía alemana había empezado a dete
riorarse.

El 16 de septiembre de 1992 el Mecanismo de Tipos de
Interés se vino abajo. La libra esterlina cayó en un 20%
(inicialmente), la lira en un 10% y la peseta española en un
5%. Suecia mantuvo la paridad con el marco alemán, y las
cotizaciones de la corona danesa (fuera del MRC) y de la
libra irlandesa (dentro del MRC) alcanzaron de la noche a
la mañana altísimo valor. Esto resultaba claramente insoste

nible y las dos monedas tuvieron que ser también devalua-
das. Francia siguió flemáticamente adelante con su política
del franc fort pese a todo, haciendo alarde de una verdadera
fortaleza gala, pero sus ciudadanos se mostraron profunda
mente pesimistas. El 2 de agosto de 1993 el tipo de cambio
entre el marco y el franco no pudo aguantar la presión de
los mercados, que acabaron de manera efectiva con el MRC,
al menos por el momento, aunque el Banco de Francia ya
había gastado todas sus reservas de divisas en un intento de
salvar la paridad del franco con el marco alemán.

Mientras los mercados de divisas hacían añicos el punto
central de la unión monetaria del Tratado de Maastricht, el
electorado suizo ya había votado en su contra en un refe
réndum por el que decidían volver la espalda a la CE. Esto
no constituyó ninguna sorpresa, dada la larga tradición
suiza de neutralidad y no compromiso en asuntos «euro
peos». Lo interesante del referéndum fue que el sector fran
cés, una cuarta parte de la población, votó decididamente a
favor del tratado, mientras que los tres cuartos alemanes
votaron marcadamente en contra. Cuando los votantes de

Dinamarca hicieron lo mismo en mayo de 1992, sin embar
go, la cuestión fue diferente. Su votación constituyó un
elocuente mensaje a los dirigentes y eurócratas advirtiéndoles
de que el pueblo no estaba con ellos.
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El pueblo de Europa está padeciendo en 1993 una rece
sión global y Alemania se enfrenta a problemas específicos
por causa de la reunificación. El paro, los impuestos, las
bancarrotas y la inflación están aumentando en Alemania y
Francia y lo mismo ocurre con la deuda pública en todo el
Continente, excepto en Luxemburgo, que es el estado miem
bro más pequeño de la CE. La obsesión que tienen los
políticos con el Tratado de Maastricht no sólo no guarda
ninguna relación clara con los temas inmediatos, sino que,
como pronto se ha podido ver, los criterios para la unión
monetaria que en él se exponen, aun en el supuesto de que
alguna vez hayan sido un objetivo deseable, ya no son
alcanzables ni siquiera a medio plazo.

El espectro diario de los horrores de la «limpieza étnica»
que tiene lugar en Bosnia Herzegovina, justo a las puertas
de la CE, convierte la intención del tratado de organizar
una política exterior y de defensa común en una farsa, ya
que la única política exterior de la CE parece ser la de no
tener ninguna política exterior que no sea el montaje de una
exhibición de ayuda humanitaria patrocinado por las Na
ciones Unidas.

Entretanto, el llamado mercado común sigue sufriendo
la plaga de los subsidios, de las medidas favoritistas de
adquisición de suministros y de la corrupción; a finales de
1992 Francia estuvo a punto de librar una guerra comercial
con EEUU. Empresarios y políticos están también empe
zando a darse cuenta de que los altos costos que suponen
los programas de seguridad social europeos están haciendo
que la CE no pueda competir con efectividad en los merca
dos mundiales, mientras el tratado, en cambio, insiste en el
Pacto Social, que sólo servirá para añadir costes adicionales
a las nóminas y empeorar la situación.

Finalmente, la gente de Europa está tomando cada vez
mayor conciencia de que el propósito de asumir el control
de la moneda de cada nación, argucia ideada por los líderes
políticos de Europa para, mediante el traspaso de la política
monetaria a unos banqueros centrales no elegidos por el
pueblo, anular su propia autoridad y privar del voto a los
electores en favor de unos eurócratas no elegidos democrá-
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ticamente, es ante todo un medio para imponer la idea de
una unión política estéril y burocrática. La Comisión Europea
y demás artífices de Maastricht no son capaces de ver que
una unión monetaria sin un gobierno central elegido demo
cráticamente se convertirá en una potente máquina econó
mica destructora de empleos y desarrollo, las dos demandas
que reclaman principalmente la mayoría de los pueblos de
Europa en una situación de recesión global como ésta. El
desempleo en la CE asciende a más del 11%, que equivale a
17'4 millones de parados, y sigue aumentando sin que los
políticos ofrezcan ninguna solución. Maastricht guarda si
lencio acerca de este importantísimo problema, prefiriendo
establecer niveles nacionales de endeudamiento, que están
siendo violados en todas direcciones al no intentarse solu

cionar el tema acuciante del desempleo.
¿Qué es lo que ha salido mal? La mayoría de la gente no

confía en la intención real de una organización centralizada
encabezada por comisarios no elegidos por nadie y que
adquieren tanto poder en tan poco tiempo. La gente sospe
cha que muchos huesos viejos se romperán en el camino, y
¿para qué? Lo que la gente quiere es democracia y no
burocracia. La gente quiere un proyecto para Europa que
les ilusione y les atraiga.

El Henley Centre de Gran Bretaña realizó una encuesta
entre 7.000 personas en Gran Bretaña, Alemania, Francia,
Italia, los Países Bajos y España y descubrió que en la
actualidad son menos los que opinan que la prosperidad del
continente dependa de una Europa Unida. En Alemania, la
proporción bajó de aproximadamente la mitad de los en-
cuestados en 1991 a menos de un tercio en 1993. En Gran

Bretaña, la caída fue de un 42% a un 30%, en Francia de
un 61% a un 47%; y en Italia de un 60% a un 52%. El
apoyo a una moneda única europea había sufrido un brusco
descenso en Gran Bretaña, de un 41% a un 31%. Mientras
en 1991 el 59% de los Alemanes orientales estaban a favor
de una moneda unificada, la cifra descendió al 35% en
1993. En Gran Bretaña apenas una persona de cada diez se
siente «tan británico como europeo». Entre los italianos la
proporción de los que se sienten «tan europeos como italia-
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nos» ha descendido de un 50% a un 39%. En Alemania las
cifras eran del 48% en 1991 y del 39% en 1993. No ha de
extrañar que el 69% de los encuestados estuvieran a favor
de unos controles de inmigración más estrictos, con cifras
que llegaban hasta un 77% en Alemania del Este y un 73%
en Gran Bretaña.

La primera mitad de 1993 no fue una época feliz para la
política y los políticos europeos. En Alemania el partido del
canciller Kohl, la CDU fue perdiendo popularidad a medida
que los impuestos originados por la recesión, la inflación, la
inmigración y la reunificación empezaron a golpear cada
vez más fuerte; de manera creciente, los banqueros alemanes,
el electorado y los medios de comunicación hicieron saber
que no estaban a favor de la Unión Monetaria Europea y
que preferían conservar sus marcos alemanes. Los socialistas
franceses, que durante los ocho años anteriores se habían
obstinado en la política del franc fort, consistente en mante
ner una estrecha paridad con el poderoso marco alemán,
sufrieron una rotunda derrota en las elecciones de marzo,
en las que el ala derecha obtuvo un triunfo aplastante con
el 80% de los votos a su favor.

En Gran Bretaña los votantes enviaron un impactante
mensaje a los inquilinos de Downing Street, cuando, en
unas elecciones parciales celebradas en Newsbury, la mayoría
conservadora de 12.000 votantes resultó desbancada por los
liberal-demócratas que obtuvieron una mayoría de 22.000
votos; más significativo todavía, los conservadores fueron
derrotados en las elecciones a los Ayuntamientos y se que
daron con el control de tan sólo uno de ellos, el de Buc-
kingham. Lo que el electorado les estaba diciendo era: «Se
trata de la economía, atontados, a ver si os enteráis», pero
¿eran conscientes de que una grandísima parte de ese desas
tre económico venía ocasionado por las exigencias del pro
grama europeo?

Después los conservadores perdieron su decimoquinto
escaño más seguro en una nueva derrota sufrida esta vez en
las elecciones parciales de Christchurch celebradas en julio,
en las que los liberal-demócratas obtuvieron la subida más
grande de la postguerra, un 35%. Entre las cuestiones que
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separaron al gobierno de John Major del electorado británi
co figura la de su firme decisión de ratificar el Tratado de
Maastricht pasando por encima de los deseos de la gente al
no darles la opción de un referéndum para que pudieran
decidir sobre lo que posiblemente es el más grande cambio
constitucional habido desde la publicación de la Declaración
de Derechos de 1689. El argumento que utilizó el primer
ministro fue el de que su renombrada victoria en las elec
ciones generales del 9 de abril de 1992 avalaban el «com
promiso» con Maastricht del manifiesto del Partido Conser
vador, compromiso que no figuraba expresamente como tal.
Hasta el 12 de abril, sin embargo, no se publicó el tratado
en Gran Bretaña, y los otros dos manifiestos más importan
tes del partido también apoyaron a Maastricht. Así que
¿cómo podía nadie en Gran Bretaña votar en su contra?

En marzo de 1992 los daneses rechazaron el tratado de

Maastricht por una escasa mayoría, pero cambiaron su voto
en el referéndum de mayo de 1993, después, no obstante, de
haberse asegurado, en diciembre de 1992 en Edimburgo,
unas excepciones significativas en el tema de la unión mo
netaria, la defensa común y la ciudadanía. El referéndum
francés de septiembre de 1992 había resultado favorable a
Maastricht por un margen de menos del 1%; si se celebrase
otro referéndum en 1993, después de la decisiva salida del
gobierno de los socialistas del presidente Mitterrand, cabe
pensar que el voto se inclinaría sin duda hacia el otro lado.

En mayo de 1993 se descubrió que varios políticos so
cialistas europeos estaban involucrados en graves delitos de
corrupción. El 1 de mayo el antiguo Primer Ministro de
Francia, Beregevoy, se suicidó tras ser acusado de haber
recibido sustanciales préstamos sin interés (o regalos, para
ser más exactos). A continuación, Bion Engholm, líder de
los socialdemócratas alemanes, dimitió a causa de su parti
cipación en un escándalo de juego sucio ocurrido cinco
años antes y que había ocasionado la muerte de un adversa
rio político. En el mismo tiempo, se estaban investigando
en Alemania más de veinte supuestos casos de corrupción
política. En España, el primer ministro socialista, Felipe
González, fue también acusado de soborno y obligado a
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convocar unas elecciones anticipadas, que ganó por una
escasa mayoría. Entretanto, la alianza socialista italiana
parecía estar, o estaba, envuelta en una corrupción a tal
escala que obligó a introducir cambios en la constitución. Y
por si fuera poco, un eurócrata italiano en Bruselas, optando
por una salida honrosa, decidió arrojarse desde una ventana
cuando fue acusado de haber metido la mano en la caja de
los subsidios agrícolas de la CE.

La corrupción italiana que verdaderamente preocupa a
Europa empieza en Sicilia, con las drogas. Aunque la legali
zación por parte del gobierno holandés de las llamadas
drogas blandas ha hecho de Amsterdam el centro para el
comercio de narcóticos de la Europa septentrional, la droga
dura y el tráfico duro se encuentran en Palermo. El mercado
único europeo brinda ahora a los traficantes de drogas la
gran oportunidad de América. El peligro es tan grave que
en abril de 1993 el gobierno francés anunció su intención de
mantener los controles fronterizos, desafiando el (no ratifi
cado) Acuerdo de Schengen de 1990, por el que se pretendía
eliminar las fronteras de Francia, Alemania y los países del
Benelux como primer paso a una Europa sin barreras. Allí
donde llegan las drogas no tarda en aparecer el crimen y la
corrupción y en unas proporciones que aumentan con las
oportunidades del mercado. La CE, sin embargo, no ha
sabido actuar de manera efectiva en un asunto que el elec
torado considera objetivo primordial de una acción concer
tada federal.

Los votantes europeos, que pagan sus impuestos, se
muestran ahora profundamente desengañados de la concen
tración de demasiado poder en sus propios países, y también
en Bruselas. La imagen general que se tiene de los dirigentes
políticos de Europa es la de unas personas económicamente
autosatisfechas, intelectualmente deshonestas, servidoras de
sus propios intereses, cerradas al debate y desdeñosas de la
voluntad del pueblo. Existe un vacío de moral en el corazón
de Europa y una avaricia y arrogancia en el corazón de la
política europea que alcanzan proporciones de crisis. Ahora
el Tratado de Maastricht amenaza con convertirse en una

pesadilla burocrática para todo el continente. No es de
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extrañar que los felices sueños europeos parezcan haberse
perdido en la recesión.

La gente quiere un proyecto europeo que sea realista y
viable entre las diferentes naciones, y que lleve a un futuro
de progreso duradero. Quieren libertad, democracia, seguri
dad, paz y prosperidad en todas sus formas.

Los europeos, sin embargo, están desmoralizados por la
falta de liderazgo político y cultural. Debemos despertar sus
intereses y generar entusiasmo por la tarea de definir una
imagen realista para el futuro de Europa que sea aceptable
para sus ciudadanos. Si los ciudadanos de Europa no hablan,
o no se les permite que hablen, los líderes y los tecnócratas
continuarán ideando e imponiendo medidas centralizadoras
y seguirán impidiendo la democracia. La lucha por el alma
de Europa acaba de comenzar, y muy en serio, pero la
nación número trece ya proyecta su oscura y cínica sombra
a través del continente.

Andover, 15 de agosto de 1993
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DE LAS RUINAS DE LA POSTGUERRA A UNA

EUROPA UNIDA

Stephen HILL

Reflexiones sobre las palabras de Sir Winston Churchill

¿Qué pensaba el supremo artífice de la victoria mientras
contemplaba la Europa de la postguerra? En septiembre de
1946 Churchill afirmaba con absoluto convencimiento que
«debemos construir una especie de Estados Unidos de Euro
pa... o cualquier otro nombre o forma que se le quiera
dar». Consciente del fracaso de la Liga de las Naciones tras
la Segunda Guerra Mundial, que no había conseguido el
respaldo de las Naciones Unidas y luego falló en sus objeti
vos, Churchill desarrolló su idea en un discurso que pro
nunció durante una reunión celebrada el 14 de mayo de
1947 en el Albert Hall para tratar de la unión europea:
«¿Deben los Estados de Europa continuar por siempre mal
gastando los primeros frutos de su esfuerzo en la erección
de nuevas barreras y fortificaciones militares y en la cons
trucción de muros arancelarios y redes de pasaportes que
enfrenten a sus pueblos?».

Churchill pidió a los europeos que «intercambiaran ben
diciones en lugar de maldiciones» al tiempo que daba a
conocer su idea de un mercado común para el comercio.
Pero, como político realista que era, podía percibir las
dificultades que entrañaba la formulación y puesta en prác-
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tica de su gran proyecto: «En mi experiencia he descubierto
que en la realización de grandes empresas a menudo es un
error tratar de resolver todos los problemas de una sola
vez. Muy distante en el horizonte podemos divisar las cimas
de las Montañas Deliciosas, pero no podemos distinguir lo
que se incerpone entre ellas y nosotros. Sabemos adonde
queremos ir, pero no podemos prever todas las etapas del
camino ni planificar nuestras marchas como en una opera
ción militar. No estamos actuando en el campo de la fuerza
sino en los dominios de la opinión. No podemos dar órde
nes. Solamente podemos persuadir y debemos avanzar paso
a paso...»

Luego declaró su preferencia por «la federación de los
Estados Europeos y por la creación de una constitución
federal para Europa», que esperaba acabaría por conseguirse.
Expresó su concepto de las «amistosas relaciones» de Gran
Bretaña con las asociaciones que estaban trabajando por la
«integración económica de Europa», pero se guardó de
«definir o prescribir la estructura de las constituciones» y
declaró que se «contentaba con presentar inicialmente la
noción de Unidad Europea como concepción moral, cultural
y espiritual a la que todos se pueden adherir sin preocuparse
por las divergencias en cuanto a su estructura. Corresponde
a los estadistas responsables, que tienen la dirección de los
asuntos públicos en sus manos y el poder de la acción
ejecutiva, determinar y dar forma a la estructura.»

Consideremos de nuevo las palabras exactas de Churchill.
En su opinión, una «Europa Unida» habría de ser una
«concepción moral, cultural y espiritual». Estos nobles pero
vagos términos evocan la imagen de un idealismo europeo
compartido más que una unión política y económica. No
aparece aquí indicación alguna de unión monetaria, por
ejemplo, en la que unos banqueros centrales no controlados
democráticamente deciden la política monetaria de un vasto
continente. Ni siquiera se observa atisbo alguno del factor
«Bruselas», con sus directivas centralizadas pretendiendo
condicionar todos los aspectos de las vidas de los ciudada
nos.
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Curiosamente, Adenauer se hizo eco en sus memorias, y
en términos similares, de la visión de unidad de Churchill:
«Para mí está muy claro que solamente podría surgir una
Europa Unida si se pudiese reconstruir una comunidad de
los pueblos de Europa, una comunidad en la que cada
pueblo aportase su propia e irreemplazable contribución a
la economía y la cultura europeas, y al pensamiento, imagi
nación y creatividad occidentales». {Imaginación en este con
texto tiene más que ver con las ideas platónicas que con
cualquier pensamiento abstracto). La Europa Unida de Chur
chill era una antítesis de la Europa de 1945 («montón de
escombros, osario, criadero de pestilencia y odio»), se trataba
de un punto de encuentro por encima de las «divergencias
de estructura».

Esta última expresión merece también un examen más
pausado. El uso del plural «divergencias» parece indicar
que las «divergencias de estructura» se entenderían a nivel
de las naciones o estados constituyentes, difícilmente podría
haber «divergencias de estructura» en el punto de encuentro
de naturaleza más metafísica a que se refería Churchill. Esta
interpretación se ve corroborada por la tesis sostenida por
Churchill sobre la integración de Alemania en la nueva
Europa de la postguerra. En realidad no vio ninguna nece
sidad de «intentar hacer una previsión de la futura constitu
ción de Alemania». En su opinión, sin perjuicio de la futura
cuestión de la federación alemana, cada uno de los viejos
Estados y Principados de la antigua Alemania «podrían ser
invitados a ocupar su puesto en el Consejo de Europa». No
puede caber ninguna duda de que la imagen de una Europa
Unida que Churchill se había forjado, era la de una confe
deración de estados soberanos que habrían hecho incluso de
la Alemania Federal una estructura transparente.

Una «Europa Unida» en este contexto, sin embargo, no
incluía de ninguna manera a Gran Bretaña, como Churchill
quiso dejar muy claro en el discurso que pronunció en la
Universidad de Zurich el 19 de septiembre de 1946. Churchill
se cuidó mucho de establecer una diferencia entre Gran
Bretaña y el continente de Europa: «Nosotros los británicos
tenemos nuestra Commonwealth o Comunidad de Naciones,
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la cual no debilita, sino al contrario, fortalece la organiza
ción mundial. Es, en efecto, su principal apoyo. ¿Y por qué
no habría de existir un grupo europeo que diese un sentido
de patriotismo más amplio y de ciudadanía común a los
confundidos pueblos de este turbulento y poderoso conti
nente...?» Para Churchill, Gran Bretaña y el Continente de
Europa se unirían a nivel de una organización mundial,
entiéndase la incipiente organización de las Naciones Unidas,
más que en el corazón mismo de Europa. Correspondía a
los europeos continentales resolver sus diferencias y desa
rrollar su unidad. Churchill no podía «imaginar una Europa
regenerada sin una Francia fuerte... Durante toda mi vida
pública he trabajado por una Francia fuerte y nunca he
perdido la fe en su destino, ni aun en las horas más negras.»
Para Churchill, el Tratado de Alianza firmado a comienzos
de 1947 se limitaba a dar expresión formal a «la comunidad
de sentimiento que ya existe como un hecho indiscutible e
indestructible». En el momento en que Churchill pronunció
estas palabras, la necesidad de reconciliación entre Francia
y Alemania era el problema más importante que había que
resolver.

Cuando Churchill meditó sobre el deseo italiano de un

futuro seguro, pensó en la época «en que los hombres libres
podían viajar libremente con la facultad que les confiere
una ciudadanía común», igual que lo habían hecho en los
días del Imperio romano. Los nuevos ciudadanos «estarán
tan orgullosos de decir "Soy europeo" como una vez lo
estuvieron de decir "Civis romanus sum"».

Y sin embargo, casi inmediatamente, Churchill duda de
ese sueño al darse cuenta de que también dirán, con igual o
mayor fuerza, «Soy holandés» y «Soy belga». Quizá la
facilidad con que un habitante de las Islas Británicas afirma
«Soy inglés» con el mismo ardor con que dice «Soy británi
co» podría trasladarse a un contexto europeo. Pero tampoco
de esto parecía estar seguro, ya que concluyó con una cierta
melancolía: «¡Qué sencillo sería todo, y cuan glorioso, si
pudiera algún día hacerse realidad!»

En otro continente, en cambio, Churchill pensó en el día
en que «por fin llegue (yo pienso que acabará por llegar) el
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principio de ciudadanía común». Hablaba esta vez en Ful-
ton, Missouri, el 5 de marzo de 1946, pero en esta ocasión
se refería a una «ciudadanía común» entre los ciudadanos

de los Estados Unidos y de la Commonwealth británica,
como ampliación de sus «especiales relaciones». En el mismo
discurso, Churchill hizo un llamamiento a los pueblos de
habla inglesa para «trabajar resueltamente por una completa
pacificación de Europa, dentro de la estructura de las Na
ciones Unidas y de acuerdo con su Carta».

Churchill se preguntó en alta voz qué países estarían
incluidos y cuáles se dejarían fuera de la Europa Unida,
pero evitó selecciones odiosas y se replegó en la afirmación
general de que lo que había que hacer era eliminar fronteras
en lugar de establecerlas. A la Europa federal de Churchill
serían bienvenidos todos aquellos países que otorgasen a
sus pueblos los «derechos y libertades personales fundamen
tales sobre los que se ha creado nuestra democrática civili
zación europea».

Fue considerando la actitud de la Rusia Soviética hacia

la Europa Unida, cuando Churchill pronunció su más clara
insinuación acerca de la forma que adoptaría su punto de
encuentro metafísico europeo: «El propósito de una Europa
unida y democrática es exclusivamente el de procurar ga
rantías seguras contra una agresión, tanto si se trata de una
invasión extranjera como de, más grave todavía, la llamada
a la puerta de la policía política que viene a llevarse al ser
querido lejos del amparo de la ley y la justicia». Con estos
peligros en mente, Churchill propuso «la idea de una Carta
de Derechos Humanos, protegida por la libertad y sustenta
da en la ley». Churchill concluyó: «Es imposible separar la
economía y la defensa de la estructura política general. La
ayuda mutua en el campo económico y la defensa militar
conjunta deben ir inexcusablemente acompañadas en todo
momento de unos principios paralelos de unidad política
más estrecha. Se dice con verdad que esto exige cierto
sacrificio o fusión de las soberanías nacionales». En realidad

las ideas de Churchill sobre cómo estructurar la Europa
Unida fueron a veces marcadamente ambivalentes, pero su
visión de esta unidad fue esencialmente evolutiva, «una
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asunción gradual por parte de todas las naciones implicadas,
de esa soberanía más amplia que es la única que puede
proteger sus costumbres y características diversas y distintivas
y sus tradiciones nacionales». Churchill confiaba en que si
los líderes de Europa «asumían con firmeza las grandes
esperanzas de la humanidad, entonces puede ser que co
mience una era más feliz y llena de luz».

Parece, pues, que Churchill hubo de crear el ideal de
una Europa Unida y prestarle su apoyo y mostrarse al
tiempo lo suficientemente hábil como para dejar claro al
resto de Europa que tal unión no incluía ni excluía a Gran
Bretaña. Churchill se describía a sí mismo como un «entu

siasta defensor de una Europa Unida». En su intervención
durante la conferencia del Partido Conservador celebrada

en Brighton el 4 de octubre de 1947 declaró que estaba
convencido de que «es posible hacer compatible nuestra
posición como centro del Imperio Británico con el pleno
desarrollo de unas relaciones económicas estrechas con todos

los países amistosos de Europa».
Churchill no habría abandonado la Preferencia Imperial

en favor de un mercado común europeo; su criterio un
tanto optimista era el de que las dos estructuras comerciales
podían ser compatibles. En una nota dirigida al Consejo de
Ministros el 29 de noviembre de 1951, llegó incluso a decir
que no se oponía a que Gran Bretaña participase en el
desarrollo económico y militar de una Europa Unida, pero
que no «apoyaba una integración total ni por parte del
Reino Unido ni de la Commonwealth... Ayudamos y toma
mos parte, pero no nos fusionamos ni renunciamos a nuestro
carácter insular ni de identificación con la Commonwealth».

En la lista de prioridades de Churchill figuraba en primer
lugar la Commonwealth, le seguía el mundo de habla inglesa,
y, en tercer lugar, una Europa Unida.

Incluso antes de la Primera Guerra Mundial, Churchill
había sido un apasionado defensor del libre comercio. Cuan
do en 1909 se presentó a las elecciones por Oldham con el
partido liberal, pronunció una serie de brillantes discursos
sobre fundamentos económicos, que incluyeron temas co
merciales. En su opinión «las tarifas proteccionistas, con
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sus elevados precios para los alimentos, habían coartado el
crecimiento de las industrias de las naciones» y «perjudicado
injustamente a las clases más pobres», especialmente en
Alemania y los EEUU. De la larga lista de nefastas conse
cuencias que las políticas y medidas proteccionistas habían
causado, citó la corrupción en la vida pública, el desempleo,
los salarios bajos y los elevados precios que había que
pagar por los materiales importados. Churchill estaba tam
bién a favor de los mercados de capitales abiertos y defendió
con fuerza la libre inversión tanto dentro como fuera del
país, para estimular la producción y el comercio futuros:
«Según mi experiencia existe una ley natural y profunda
que rige todas nuestras acciones, según la cual a nadie le
dan nada por nada y muy poco por dos peniques y medio».

Como si hubiese previsto el destructivo impacto que
tuvieron las tarifas proteccionistas de Fordney-McCumber y
Smoot-Hawley impuestas por los EEUU en los años 20 y
30, Churchill advirtió en uno de sus mítines políticos para
las elecciones de 1909 que el proteccionismo «dañaría nues
tras relaciones con los países extranjeros, estorbarían el
progreso del comercio, y agravarían esa inestabilidad entre
los diferentes estados y países que ya estamos sufriendo y
por la que ya pagamos un precio tan alto en defensa nacio
nal». A los cinco años estallaba la Primera Guerra Mundial,
que sólo habría servido para confirmar la opinión de Chur
chill de que la mejor manera de favorecer la armonía entre
las naciones es a través del libre comercio.

En 1953 La Comunidad para la Defensa Europea fracasó
y Churchill se expresó con estas palabras: «Estamos con
Europa pero no pertenecemos a Europa. Estamos unidos a
ella pero no comprendidos en ella. Estamos asociados pero
no absorbidos. Y si los estadistas europeos acaso se dirigie
sen a nosotros para preguntarnos: «¿Hablamos por voso
tros?», debemos responder: «No lo hagáis, pues estamos con
nuestro pueblo». El 11 de mayo en la Cámara de los Comu
nes Churchill rechazó explícitamente la idea de que Gran
Bretaña se viese comprometida en un «sistema federal euro
peo». Esta fue su última declaración oficial sobre el tema.
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Churchill nunca dejó de mirar hacia occidente y en el
discurso que pronunció en Nueva York el 9 de octubre de
1955 agradeciendo la concesión del Freedom House Award,
dejó muy claro dónde, en su opinión, se encontraba el eje
estratégico de Gran Bretaña: «Creo en la unidad esencial y
fundamental de los pueblos de habla inglesa, no lograda a
expensas de otros países ni por obra de complicados meca
nismos artificiales, sino como realización natural de una
gran verdad. La seguridad del mundo depende de ella».

S. R. H.

Londres, 17 de mayo de 1993

Las citas que se utilizan en este capítulo están tomadas
en su mayoría de Post-War Speeches, Vols. I-III, publicados
por Cassell & Company Limited, entre ellos The Sinews of
Peace; Europe Unite; In the Balance; Stemming the Tide y
The Unwritten Alliance. Las citas sobre libre comercio están
tomadas de The People's Rights, publicado por Jonathan
Cape.
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LA ACTUAL ARQUITECTURA POLÍTICA DE EUROPA

Margaret THATCHER

La Comunidad Europea que tenemos hoy día fue creada
en circunstancias muy diferentes para afrontar problemas
también muy diferentes. Se construyó sobre la base de
supuestos muy distintos acerca del rumbo que tomaba el
mundo. Y encarnaba ideas políticas y teorías económicas
que, a la vista de los acontecimientos históricos recientes,
tenemos ahora que cuestionar. Trataré de responder a tres
preguntas en particular.

En primer lugar, ¿de qué manera podemos abordar mejor
el desequilibrio surgido en Europa a causa de la reunifica
ción y resurgimiento de Alemania?

En segundo lugar, ¿cómo podemos reformar las institu
ciones europeas de modo que sirvan a la diversidad de la
Europa postcomunitaria y sean verdaderamente democráti
cas?

Y en tercer lugar, ¿cómo podemos asegurar que la nueva
Europa haga prosperar la economía y estabilidad política
del mundo, en lugar de deteriorarlas?

Nuestras respuestas a estas preguntas ya no pueden estar
determinadas por la postura colectivista convencional de los
años 40 y 50. Eso era el futuro de ayer. Hoy debemos
dejarnos guiar por las ideas de libertad, democracia, libera-
lización de mercados y nacionalidad que se han extendido
por el mundo en el último decenio.
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Nacimiento de la Comunidad

Fue Winston Churchill quien, con la magnanimidad que
le caracterizaba, argüyó en su discurso de Zurich de 1946,
que Alemania debería ser rehabilitada mediante lo que él
llamó «Unión Europea» entendida como «una asociación
entre Francia y Alemania», que «asumirían el liderazgo».
Esto no se podía llevar a cabo de la noche a la mañana y
necesitaba el liderazgo de América. En 1947, después de
viajar por toda Europa en aquel terrible invierno en que
todo se quedó congelado, George Marshall, el entonces
Secretario de Estado, promovió la idea de la ayuda ameri
cana. La ayuda del Plan Marshall fue administrada por
instituciones improvisadas al efecto, y no podía ser de otra
manera ya que la mayoría de los estados europeos carecían
de mecanismos adecuados, dándose el caso de que al dele
gado griego, por ejemplo, se le encontró un día dedicado
simplemente a elaborar números para atender a las necesi
dades de su país, y pienso que hubo más.

El impulso inicial estuvo inspirado por la idea de recu
perar a Europa y fue posible gracias, en primer lugar, a la
buena disposición americana, y en segundo, a un cierto
interés comercial: la prosperidad de Europa, en condiciones
de libre mercado, contribuiría, sin duda, a la prosperidad
de América. Pero su motor principal fue la amenaza que
suponía Stalin. La Europa del Este había demostrado que
los pueblos desmoralizados no pueden hacer frente a la
toma del poder que los comunistas ejecutaron con astucia;
el Plan Marshall pretendió dar nueva fuerza y confianza a
la Europa occidental. Resultó un prodigioso éxito, pero
hemos descubierto, una y otra vez, que las instituciones
creadas para resolver un conjunto de problemas se convier
ten en obstáculos para solucionar los que se plantean a
continuación, e incluso se convierten en problemas en sí
mismas. La política agrícola comunitaria (PAC) es un ejem
plo de ello. Tal como fue concebida originariamente, sus
objetivos eran modestos y razonables.

Sin embargo todos sabemos que el PAC es un dolor de
cabeza que nos está saliendo muy caro y amenaza con
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hacer descarrilar la Ronda de Uruguay. La protección agrí
cola hace que interrumpamos las importaciones de alimentos
que nos llegan de países más pobres. Y son precisamente
estos mismos países los que hoy día defienden de manera
vehemente los principios del mercado: las voces que se oyen
en demanda del libre mercado proceden del Grupo Cairns
de los países en vías de desarrollo. Sin embargo en las
naciones industrializadas del mundo, el contribuyente y el
consumidor tiene que pagar 270.000 millones de dólares en
subsidios y aumento de los costes; según los cálculos del
Banco Mundial, si se redujeran a la mitad los aranceles y
otras barreras económicas, los países más pobres ganarían
en exportaciones una cifra inmediata de 50.000 millones de
dólares. Si alguien piensa que estas reflexiones pueden pare
cer un tanto antieuropeístas, debería saber que están tomadas
de un editorial publicado en la sección económica del Frank
furter Allgemeine Zeitung del 4 de mayo de 1992.

Aquí tenemos un importante ejemplo de cómo las solu
ciones de ayer se convierten en los problemas de hoy. Y ello
podría extenderse a todas las demás instituciones europeas.
Su intención fue la de resolver los problemas de la postgue
rra, y en muchos sentidos cumplieron admirablemente bien
su cometido. La Europa occidental se unió contra la ame
naza soviética y, con preceptos anglo-americanos, adquirió
libertad y prosperidad. La negación de dicha prosperidad a
los países de la Europa oriental y Rusia, fue la causa de la
final desmoralización de sus gobernantes y de las revueltas
de los gobernados. Finalizada la guerra fría, nos encontra
mos con un conjunto de circunstancias completamente dife
rentes.

Cuando me pongo a examinar las instituciones europeas
actuales, me viene a la memoria un comentario sobre los
partidos políticos pronunciado en la Tercera República Fran
cesa. Los nombres de algunos de estos partidos reflejaban
su origen republicano liberal en los años 1870, pero más
tarde se habían tornado conservadores. Estos nombres radi

cales, rezaba el comentario, eran como luces que llegaran a
la Tierra desde estrellas extinguidas largo tiempo. De la
misma manera con el final de la guerra fría, nos vemos
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obligados a reconsiderar la conformación de Europa y sus
instituciones.

La cuestión alemana

Examinaré en primer lugar la nueva situación creada
por la reunificación de Alemania. He de decir que si yo
fuera ciudadana de la Alemania de nuestros días, estaría
orgullosa, aunque también preocupada, del magnífico logro
que han supuesto la reconstrucción de mi país, la consolida
ción de la democracia y la indudable posición de predominio
que ha asumido en Europa. Pero también estaría preocupada
por la Comunidad Europea y el camino que va a seguir. El
contribuyente alemán está pagando muy caro el lugar que
su país ocupa en Europa. Gran Bretaña y Alemania com
parten un fuerte interés por asegurar que los demás miem
bros de la Comunidad paguen la parte del coste que les
corresponde, amén de que controlen el gasto comunitario
con más entusiasmo, sin dejar para nosotros una carga tan
elevada del mismo.

Alemania está bien equipada para alentar dicha pruden
cia económica. Pienso ciertamente que el Bundesbank posee
más capacidad que ningún otro Banco Central Europeo
para contener la inflación, porque los alemanes tienen me
moria bien reciente del total caos y extremismos políticos
que trae consigo una hiperinflación. Los alemanes, por lo
tanto, tienen razón en estar cada vez más preocupados por
los términos en que acuerdan la unión económica y mone
taria. Si yo fuese alemana, preferiría que el Bundesbank
proporcionara nuestro equivalente moderno del patrón oro
en lugar de hacerlo ningún comité de bancos centrales euro
peos.

Pero existe una comprensible reticencia por parte de
Bonn a la hora de defender sus puntos de vista y sus
intereses de una manera tan directa. Durante años las na

ciones vecinas han hecho creer a los alemanes que su respe
tabilidad dependía de la supeditación de sus intereses nacio
nales a las decisiones conjuntas de la Comunidad. Dejemos

— 48 —



de fingir. Una Alemania reunificada no puede ni está dis
puesta a supeditar indefinidamente sus intereses nacionales
en política económica y exterior a los de la Comunidad. La
nueva preponderancia de Alemania es un hecho. Todos
saldremos ganando si reconocemos que la Alemania demo
crática moderna ha adquirido su mayoría de edad.

No obstante, el poder de Alemania supone un problema,
tanto para los alemanes como para el resto de Europa. El
territorio alemán es demasiado extenso como para ser un
mero jugador más en el juego europeo, pero no lo suficiente
como para establecer una supremacía incuestionable sobre
sus vecinos. Y la historia de Europa desde 1870 ha girado
en gran parte en torno a la búsqueda de la estructura
adecuada para contener a Alemania.

Los vecinos inmediatos de Alemania, los franceses, han
sido los que han visto esto de manera más clara. Tanto
Briand en 1929 como Schuman después de la Segunda
Guerra Mundial, propusieron estructuras de unión econó
mica tendentes a dicho fin. La propuesta de Briand fue
formulada justo en el momento en que la aparición de los
nazis hacía imposible un plan tan visionario, por lo que
fracasó. Pero la visión de Schuman de una Comunidad

Europea pudo realizarse gracias a una multitud de circuns
tancias favorables prácticamente única. La amenaza soviética
hacía imprescindible una cooperación europea. Alemania,
por su parte, estaba dividida. Otras naciones occidentales
solicitaban la participación alemana en la defensa de la
Europa occidental. La Alemania del Oeste necesitaba la
respetabilidad que la OTAN y la Comunidad pudieran darle.
Y la presencia y liderazgo americanos en Europa reducía
los temores que pudieran tener los vecinos de Alemania.

Con el desmoronamiento de la Unión Soviética y la
reunificación de Alemania, sin embargo, la situación ha
cambiado por completo. Ha surgido una nueva Europa
formada por unos 30 estados, el problema del poder alemán
ha salido de nuevo a la superficie y los estadistas han
luchado por encontrarle una solución. Al principio Francia
confiaba en que la sociedad franco-alemana de la postguerra
continuaría, con Francia como socio principal. Las fructífe-
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ras negociaciones que el canciller Kohl tuvo en solitario con
Gorbachov pronto demostraron que tal esperanza no era
más que una quimera.

La reacción inmediata de Francia y otros países europeos
fue la de intentar inmovilizar al Gulliver alemán mediante

la toma de decisiones conjuntas de la Comunidad Europea.
Una vez más, sin embargo, no tardó esta medida en revelarse
como una ilusión. La preponderancia de Alemania dentro
de la Comunidad es tal que en realidad no es posible tomar
ninguna decisión importante en contra de los deseos alema
nes. En semejantes circunstancias, la Comunidad aumenta
el poder de Alemania en lugar de limitarlo.

Ilustraré este punto con dos ejemplos en los que estoy
de acuerdo con la posición alemana. El primero, como ya
queda mencionado, fue la decisión alemana de reconocer a
Croacia y Eslovenia, lo que obligó al resto de Europa a
hacer lo mismo. El segundo es la negación del Bundesbank
a poner en práctica las imprudentes medidas financieras que
pedían algunos de los 7 Grandes. Aparte de lo que yo
pueda simpatizar con esta política, el hecho indudable es
que Alemania ha seguido sus propios intereses ignorando
los consejos de sus vecinos, que se han visto obligados a
modificar sus posturas.

Equilibrio de poder

Lo que se desprende de esto es que el poder alemán
encontrará un lugar mucho más idóneo en una Europa en
la que los estados que la componen conserven su libertad
de acción. Si Alemania o cualquier otra potencia sigue
luego una política a la que se oponen otros países, estará
invitando a que se forme automáticamente una coalición
contra ella. Y la solución resultante reflejará el peso relativo
de sus adversarios. Una política exterior común, sin embar
go, es susceptible de expresar los intereses individuales del
componente de mayor magnitud. Y una disputa seria entre
los estados miembros de la CEE ligados en una política
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exterior común precipitaría una crisis que afectaría a todos
los aspectos que abarca el ámbito de la Comunidad.

Nos encontramos aquí con la paradoja de que los inten
tos de cooperación demasiado ambiciosos fácilmente crean
conflictos. Tendremos unas relaciones más armoniosas entre

los estados de Europa si se les continúa dejando holgura
para tomar sus propias decisiones y guiarse por sus propios
intereses, como sucedió en la Guerra del Golfo. Pero sería
ocioso negar que este equilibrio de poder, pues eso y no
otra cosa es lo que acabo de describir, se ha quebrado en
ocasiones y conducido a la guerra. Y Europa sola, por muy
organizada que esté, seguirá sin encontrar una solución a la
cuestión del poder alemán. Europa ha gozado realmente de
estabilidad sólo desde que América se convirtió en una
potencia europea.

La tercera respuesta, por lo tanto, es la de mantener una
presencia americana en Europa. El poder americano tiene
tal peso específico que deja pequeño al de cualquier otro
país europeo tomado aisladamente. Hasta ayer dio tranqui
lidad al resto de Europa ante el poder soviético; y propor
ciona la misma sensación de alivio contra el protagonismo
de Alemania en nuestros días, como los mismos alemanes
de hecho perciben. ¿Por qué no nos preocupa el abuso de
poder americano? Porque es difícil que nos inquiete una
potencia con tan poco interés por imponer su poder que
nuestra principal preocupación es que sus tropas abandonen
el continente.

Y ahí está el problema. Existe presión por parte de los
que mantienen una postura aislacionista en EEUU para
retirarse de Europa. Está provocada y alentada por posturas
semejantes existentes dentro de la Comunidad, que es pro
teccionista en materia de economía y «poco europeísta» en
asuntos de estrategia. En el terreno comercial, en las nego
ciaciones del GATT, en la reestructuración de la OTAN,
necesitamos seguir una política capaz de persuadir a América
de que permanezca siendo una potencia europea.
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Una Europa libre y democrática

Si América es necesaria para mantener una Europa se
gura, ¿qué se necesita para mantenerla libre y democrática?

Cuando los fundadores de la Comunidad Europea re
dactaron el Tratado de Roma, introdujeron en él elementos
de dos tradiciones económicas bien diferentes. Del liberalis

mo tomaron el libre comercio, el libre mercado y la compe
tencia. Del socialismo (disfrazado de maneras tan diversas
como social catolicismo y corporatismo) adoptaron la regu
lación y la intervención. Y durante treinta años, hasta la
firma del Acta Única Europea, estas dos tradiciones se
mantuvieron en un estado de perpetua pero no reconocida
tensión.

En la actualidad, con una Comisión que explota el Acta
Única Europea para acumular mayores poderes de dirección
y regulación, Europa está llegando al punto en que debe
escoger entre estos dos enfoques. ¿Va a tratarse de un
Estado federal estrictamente regulado, centralizado y buro
crático, que imponga estándares uniformes en todo el conti
nente? ¿O va a ser una Europa de estados soberanos, más
holgada, descentralizada, de libre mercado, basada en la
competencia entre diferentes sistemas fiscales y normativos
dentro de un territorio de libre comercio?

Los federalistas al menos parecen tener las cosas claras.
El Tratado de Maastricht satisfizo los requisitos de los
comisarios de tener un «único marco institucional» para la
Comunidad. Y sin embargo, aun antes de que secara la
tinta con la que se había escrito el Tratado, se informó de
que el presidente de la Comisión Europea estaba tratando
de obtener más dinero y más poderes para la Comisión, que
se convertiría en el poder ejecutivo de la Comunidad, en
otras palabras, en un gobierno europeo. No parece que
haya ninguna duda sobre el camino que los federalistas
europeos están ansiosos por seguir, el de una Europa federal.

Tampoco es ningún secreto la urgencia con la que persi
guen la causa federalista. Aunque quizá deseen aplazar la
«ampliación» de la Comunidad que incluiría a los países del
Este, se dan cuenta de que se trata de un empeño imposible.
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El sometimiento de una mitad de Europa a la tiranía sovié
tica era una cosa; pero el sometimiento de una mitad de
Europa sometida a Bruselas sería una catástrofe moral que
despojaría a la Comunidad de su legitimidad europea.

La Comisión sabe que tendrá que admitir a muchos
nuevos miembros en los próximos decenios. Pero antes es
pera construir un superestado centralizado, y de manera
irrevocable, de modo que los nuevos miembros tengan que
solicitar su entrada en condiciones de federalismo. Y eso no

se debe admitir.

Imagínese una Comunidad Europea de 30 naciones, tan
distantes en productividad económica como Alemania y
Ucrania, y en estabilidad política como Gran Bretaña o
Polonia, y todas gobernadas desde Bruselas; todas aplicando
las mismas condiciones en el trabajo; todas con los mismos
derechos para los trabajadores que los sindicatos alemanes;
todas sujetas a los mismos tipos de interés, y a las mismas
política económica, fiscal y de defensa; todas de acuerdo en
una política exterior y de defensa común; y todas aceptando
la autoridad de un ejecutivo y de un remoto parlamento
extranjero sobre el 80% de la legislación económica y social.
^Un organismo así es una em£res^^^

que la Tórrele Babel. Porque al menos los constructores
jde] BlBel hablaban todos la misma lengua cuando empeza-
ron. Eran, se podría decir, communautaires.

La idea inspiradora de las propuestas de la Comisión es
fundamentalmente la idea del «mañana del ayer». Era el
modo en que las mentes más lúcidas de Europa veían el
futuro en medio de las ruinas que dejó la Segunda Guerra
Mundial. Pero cometían un craso error intelectual. Daban

por sentado que el modelo para un gobierno del futuro
tenía que ser el de una burocracia centralizada que recogería
información hacia arriba, tomando decisiones en la cúpula
y emitiendo las consiguientes órdenes hacia abajo. Y lo que
parecía el colmo de la cordura y la sabiduría en 1945 era en
realidad una grosera falacia. La burocracia jerárquica puede
que sea un método adecuado para organizar un pequeño
negocio expuesto a una fiera competencia externa, pero es
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la mejor garantía para el estancamiento e ineficacia en casi
todos los restantes contextos.

Y, sin embargo, es precisamente este modelo de organi
zación remota, centralizada y burocrática la que la Comisión
Europea y sus partidarios federalistas pretenden imponer a
la Comunidad que según reconocen, pronto contendrá a
más países de niveles considerablemente diferentes de desa
rrollo político y económico, y en los que se hablarán más
de quince lenguas. «Cest magnifique, mais ce nfest pas la
politique».

Cuanto más crezca Europa, más diversas han de ser las
formas de cooperación que requiera. En lugar de una buro
cracia centralizada, el modelo debería ser un mercado, no
sólo un mercado entre individuos y empresas, sino también
un mercado en el que participen los gobiernos. De esta
manera los gobiernos competirían entre sí para conseguir
inversiones extranjeras, altos puestos directivos e ingresos
más elevados mediante la aplicación de impuestos más bajos
y menos reglamentaciones. Semejante mercado impondría
una disciplina fiscal a los gobiernos, que no querrían que se
les escapasen los profesionales bien preparados para hacer
funcionar a las empresas. También ayudaría a establecer
qué política fiscal y de reglamentación produce los mejores
resultados económicos globales. No es de extrañar que esto
no guste a los socialistas.

Para hacer que un mercado de estas características fun
cione, los gobiernos nacionales han de conservar, por su
puesto, la mayor parte de las atribuciones que ahora poseen
en materia social y económica. Dado que estos gobiernos
están más cercanos a sus votantes y han de responder ante
ellos, es doblemente deseable que mantengamos poder a
nivel nacional.

El papel de la Comisión

En 1996, año previsto para la revisión de los acuerdos
de Maastricht, y probablemente en fecha mucho más tem-
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prana, la Comunidad debería tomar un rumbo diametral-
mente opuesto al que proponen los federalistas europeos.

Una Comunidad de estados soberanos comprometida
con la cooperación voluntaria, con un mercado libre sujeto
a reglamentaciones poco estrictas y un comercio libre inter
nacional no necesita de una Comisión en la forma que ésta
presenta en la actualidad. El gobierno de la Comunidad,
aparte de lo acertado o no del término, es el Consejo de
ministros, compuesto por representantes de los gobiernos
nacionales democráticamente elegidos. El trabajo de la Co
misión tendría que dejar de ser legislativo en todos los
sentidos y convertirse en un organismo administrativo, como
cualquier funcionariado profesional, y no debería promover
ninguna política, sino limitarse a ponerla en práctica, en
cuyo caso estaría sujeta al escrutinio del Parlamento Europeo
que actuaría según el modelo de los Comités Selectos de los
Comunes. De esa manera, las normas o reglamentos colecti
vos que se requieran surgirían de una deliberación entre
gobiernos democráticos, responsables ante sus parlamentos
nacionales, en lugar de estar impuestos por una burocracia
con su propio orden del día.

Cooperación en Europa

Pero ¿es necesario que siempre se realice todo esto dentro
del mismo «marco institucional único»? Nuevos problemas
se suceden sin cesar. ¿Requerirán éstos siempre las mismas
instituciones? Lo dudo. Necesitamos una flexibilidad mayor
de la que las estructuras de la Comunidad Europea han
proporcionado hasta hace muy poco tiempo.

Un marco internacional único suele adjudicar demasiado
poder a las autoridades centrales. Es bueno que una política
exterior común continúe estando regulada por un tratado
independiente y no esté sujeta al Tribunal Europeo ni per
mita que la Comisión ponga en marcha iniciativas a su
voluntad. Si Europa se introduce en nuevas áreas, debe
hacerlo de acuerdo con unos tratados independientes que
definan claramente los poderes que han sido transferidos.
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¿Y por qué necesitan todas las nuevas iniciativas europeas
la participación de la Comunidad? Se dará el caso algunas
veces, especialmente después de la ampliación, de que sólo
algunos miembros de la Comunidad quieran avanzar hacia
otra fase de integración.

En este punto rindo tributo al éxito que ha tenido John
Major al convencer a los otros once jefes de gobierno de la
Comunidad de que podían caminar hacia un capítulo social,
pero no dentro del Tratado y sin la participación de la
Gran Bretaña. Establece un precedente de capital importan
cia, pues una Comunidad ampliada sólo puede funcionar si
la construimos con una flexibilidad de esa naturaleza.

Debemos aspirar a una Europa de muchas vías en la
que se formen grupos de diferentes países, como el Grupo
Schengen, para solucionar cada caso concreto dando lugar
a niveles variables de cooperación e integración. Una es
tructura de esta naturaleza carecería de la pulcritud del
papel cuadriculado, pero estaría en consonancia con la di
versidad de la Europa postcomunista.

El Parlamento Europeo

Los partidarios del federalismo arguyen, sin duda con
toda sinceridad, que se puede dar cabida a esta diversidad
otorgando más poder al Parlamento Europeo. Pero la de
mocracia requiere algo más que eso.

Para tener una democracia europea verdadera, se necesi
taría una opinión pública basada en una lengua única; unos
partidos políticos a nivel europeo con un programa común
que se entendiera por igual en todos los estados miembros;
un debate político a nivel europeo en el que a las palabras y
conceptos políticos y económicos se les reconociera el mismo
significado en todos partes. Estaríamos en la misma situación
en la que se encontró el inmanejable parlamento del Imperio
de Habsburgo.
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El Parlamento de Habsburgo

Aquel parlamento fue un sonado fracaso. Había en él
docenas de partidos políticos representando a casi una do
cena de pueblos: alemanes, italianos, checos, polacos... De
bido a que había que satisfacer los variados intereses de sus
componentes, el gobierno tardaba siglos en llevar a cabo
cualquier proyecto, por ejemplo, el pequeño aumento en el
número de reclutas del año 1889. Cuando se producía des
contento por parte de uno u otro representado, su portavoz
recurría a la obstrucción en forma de un prolongado discur
so en ruso, un batir de las tapas de las mesas, un lanza
miento de tinteros o, como sucedió en una ocasión, el toque
de una trompeta de caballería a cargo del Catedrático de
Jurisprudencia de la Universidad Alemana de Praga. No era
posible aprobar ninguna medida y los presupuestos sólo
podían elaborarse por decreto. El primer ministro que duró
más tiempo en el cargo, el conde Taaffe, comentó quejsu
mayor ambición en la política era conseguir un descontento

~soportaW£^
puedelíegaFaracontecer ^enjaMComunidad Europea.
—•Y'TTciaui^ los parlamentos, la
monarquía de Habsburgo sólo pudo ser en realidad gober
nada por burócratas. Eran necesarias veinticinco firmas para
validar un pago de impuestos; una de cada cuatro personas
empleadas trabajaban para el estado de una u otra forma,
aun en 1914; y se gastaron tantos recursos en ello que no
fue mucho lo que quedó para defensa: se hubo incluso de
reducir las bandas militares, incluida la Radetzky. Desde
luego que se trató de un período cultural enormemente
importante tanto en Viena como en Budapest. Por nuestra
parte en Inglaterra nos hemos beneficiado de una inmigra
ción, a menudo forzada, de tantos y tantos talentos prove
nientes de la Europa central. Pero el hecho es que tuvieron
que dejar sus países de origen porque la vida política se
hizo imposible.

Este ejemplo se podría multiplicar una y otra vez. Bélgica
y Holanda, que tienen tantas cosas en común, se separaron
en 1831. Suecia y Noruega, más cercanas todavía, lo hicieron

— 57 —



en 1905. Y es que en los tiempos modernos la norma
habitual parece ser que los países que poseen dos lenguas,
aunque sean similares, al final tengan que dividirse, a menos
que una de las lenguas absorba a la otra.

Sería agradable pensar que todos podríamos retroceder
a las prácticas de la Edad Media, en que las clases cultas
hablaban latín y los gobernantes se comunicaban con gruñi
dos. Pero no podemos. Si no contamos con una cooperación
y alianzas internacionales, libremente acordadas, estamos
creando estructuras artificiales que acaban convirtiéndose
en el problema que pretendían solucionar. La Liga de Na
ciones, cuando estalló la Segunda Guerra Mundial, resolvió
ignorar el hecho y discutir en su lugar, la estandarización
de los pasos a nivel.

Una Europa Federal

Algunas veces me siento tentada a pensar que la nueva
Europa que la Comisión y los eurofederalistas están creando
no está equipada para satisfacer ni las necesidades de sus
miembros ni los deseos de sus pueblos. Se trata, sin duda,
de una Europa que combina todos los fracasos más llamati
vos de nuestra era.

Ijvj Los días de los macroestados construidos artificialmente
I li ha pasado ya, y los eurofederalistas están afanándose con
¡íí desesperación por construir uno.
¿P El estado del bienestar sueco ha fracasado, incluso en

Suecia, y los partidarios del estatismo europeo siguen ade
lante con su capítulo social.

La inmigración a gran escala en Francia y Alemania ha
fomentado ya el crecimiento de partidos extremistas, y la
Comisión Europea nos presiona para que retiremos los
controles fronterizos.

Si la Comunidad Europea prosigue en la dirección que
la mayoría de los gobiernos de los Estados miembros y la
Comisión parecen desear, crearán una estructura que traerá
consigo la inseguridad, el desempleo, el resentimiento nacio
nal y el conflicto étnico.
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Inseguridad^porque el proteccionismo de. Euxopa^creará
tirantez y posiblemente rompeiiia relación.xoaJosJEEUU
de la qué depende en última instancia la seguridad del
contir

Desempleo\ porque la búsqueda de_X£gl^jaientaciones
aumentara Tos costes, con que perderán puestos de trabajo,
fteserítimiento nacional, porque la moneda única y la política
económica centralizada que la acompaña, dejará al electora
do de un país descontento e impotente para cambiar sus
condiciones. Conflicto étnico, porque no sólo se verán los
países ricos de Europa invadidos por los inmigrantes del sur
y el este, sino también dentro de la misma Europa, el efecto
de una moneda única y la regulación de salarios y costes
sociales tendrá una de dos posibles consecuencias^ bien ten-
drá que producirse un trasvase masivo de dinero de un país
a otro, lo cual en la práctica será imposible de afrontar, o
SíenTse producirá una migración masiva de los países menos -
ricos a los más prósperos.

'"Sin embargo, si el futuro que se nos está ofreciendo
entraña tantos riesgos y reporta tan pocos beneficios reales,
¿por qué, cabría preguntarse, está resultando poco menos
que irresistible? La respuesta es sencilla^En prácticamente
todoslosj3aí§£&^^
los asuitfos-que de verdad«importan. Y pocas cosas pueden
importar más que saber si las antiguas naciones históricas
de Europa han de ver sus instituciones políticas y hasta su
propia identidad transformadas furtivamente en algo que
sus electorados respectivos ni desean ni entienden. Pero la
aceptación de esta estrecha unión He naciones ha llegado a
significar tal prueba de respetabilidad que cuestionarla pro
vocaría una afectsai^incredulidad o incluso el ridículo. Este
entendimiento tácito, este euroesnobismo, entre políticos,
burócratas, académicos, periodistas y hombres de negocios,
entorpece enormemente el debate serio.

Por ello John Major merece nuestro aplauso por haber
dejado claro en Maastricht que nosotros no admitiríamos
que se nos impusiera ni una moneda única ni las absurdas
^dáu^ulas del capítulo social: nuestra industria, nuestra mano
de obra y nuestra prosperidad nacional saldrán beneficiadas
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por ello. Si los británicos controlamos firmemente el gasto
y reducimos el déficit, estaremos preparados para sobresalir
en Europa. Porque nuestros impuestos son bajos, nuestra
inflación es pequeña, nuestra deuda está controlada y nues
tras reglamentaciones favorecen la marcha de las empresas.

Es tranquilizador para nosotros el hecho de que tanto el
primer ministro como el ministro de Asuntos Exteriores se
hayan expresado con la contundencia con que lo han hecho
contra las fuerzas de la burocracia y el federalismo.

Las alternativas

Las alternativas están muy claras. O ejercitamos un con
trol de Europa a través de la cooperación entre los gobiernos
y parlamentos nacionales que gozan de legitimidad, expe
riencia y estrecho contacto con la gente, o efectuamos un
trasvase de decisiones a un parlamento remoto y multilingüe
que no tendrá que responder ante una opinión pública
europea real y por consiguiente estará cada vez más subor
dinado a una burocracia poderosa. Y esto será así por
mucho lenguaje engañoso que se quiera emplear para vender
la idea de una soberanía común.

Europa y el resto del mundo

En los asuntos de alcance mundial y durante la mayor
parte de este siglo, Europa ha planteado problemas y no
soluciones. Conscientes de ello, los fundadores de la Comu
nidad Europea trataron de cambiar la situación. La demo
cracia y prosperidad de Europa tendría que servir de ejemplo
a los pueblos de otros continentes. En ocasiones esta actitud
tomó unos sesgos demasiado ambiciosos llegándose a hablar
de Europa como una tercera fuerza independiente entre las
dos superpotencias de oriente y occidente. Este enfoque se
ha basado siempre en una desastrosa quimera, la de que la
Europa occidental podría en una fecha futura prescindir de
la defensa militar ofrecida por los Estados Unidos.
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Ahora que las fuerzas del comunismo se han retirado y
la amenaza de los tanques y misiles soviéticos que apuntaban
al corazón de Europa han desaparecido, existe el riesgo de
que la vieja tendencia a desligar a Europa de los Estados
Unidos pueda surgir de nuevo. Esto es algo contra lo que
los europeos mismos deben protegerse, y que los Estados
Unidos considerar.

Este riesgo podría hacerse realidad de varias maneras.

Comercio

En primer lugar está la cuestión del comercio. Es una
terrible señal de la autocomplacencia que caracteriza al
mundo que siguió a la guerra fría el que hayamos permitido
que la presente ronda del GATT se estancase durante tanto
tiempo. El libre comercio constituye la primera fuerza que
existe_gara.conseguir la prosperidad y una cooperación
pacífica.

TPJo""reporta ningún bien a la alianza occidental el que
Europa y los Estados Unidos se miren el uno al otro como
representantes de intereses hostiles. En la práctica, por
mucho que la teoría diga lo contrario, las disputas econó
micas agrian las relaciones políticas. Los subsidios agrícolas
y los aranceles son la razón de fondo de la disputa, que no
desaparecerá si nosotros en Europa no decidimos que la
política agraria común tiene que ser transformada de manera
fundamental. Esto contribuirá grandemente a determinar
qué clase de Europa estamos construyendo.

A mí me gustaría que la Comunidad Europea, con in
clusión de los antiguos países comunistas de su costado
este, acordase desarrollar un área atlántica de libre comercio
con los Erados^.JJi3[¿dosTEsfS"Téná'',uh medio de fomentar
un comercio multilateral más abierto en todo el mundo.

Europa debe intentar que el mundo abandone los bloques
comerciales de compéTencia regional, y no fomentarlos. En
este plan comercial, Gran Bretaña jugaría un papel esencial
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sirviendo de puente a esa división atlántica, al igual que
Alemania debería ser para Europa un puente hacia el este y
los países de la antigua Unión Soviética.

La Europa del Este

En segundo lugar, debemos modificar y modernizar nues
tra defensa. Los peligros procedentes de la frontera oriental
de Europa han disminuido, pero no olvidemos que de la
credibilidad del poder militar de la OTAN dependen todos
nuestros objetivos de mayor alcance: tranquilidad para los
países postcomunistas, estabilidad en Europa y cooperación
política transatlántica.

Puede que el comunismo haya sido derrotado, pero con
demasiada frecuencia no lo han sido los comunistas. Las
cualidades camaleónicas de los camaradas nunca se han
visto tan claramente demostradas como en su aparición
como socialistas democráticos y tipos varios de nacionalistas
en los países de la Europa central y oriental. Desde las
posiciones de fuerza que conservan en la burocracia, los
aparatos de seguridad y las fuerzas armadas, desde los
puestos en empresas que no han sido en realidad privatiza-
das, pueden realizar operaciones de obstrucción, sabotaje y
pillaje.

Los sistemas de representación proporcional que han
adoptado tantos de estos países han permitido que estas
tácticas tengan todavía más éxito, dando como resultado
unos gobiernos débiles y una desconcertante multiplicidad
de partidos. Todos estos riesgos desacreditan la democracia.
Si los países del este europeo que conservan ciertos vínculos
con el pasado precomunista y tienen una cierta clase media
con la que contar, recorren con paso inseguro el camino de
la reforma, ¿cómo van los líderes de los países de la antigua
Unión Soviética a atreverse a seguir adelante con ella?

Nosotros podemos ayudarles permitiéndoles libre acceso
a nuestros mercados. Veo con enorme agrado que se han
firmado acuerdos de asociación entre la Comunidad Europea
y varios de estos países. Me gustaría que se agilizase la
inclusión de los demás en acuerdos similares. Pero diez
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años es una espera demasiado larga hasta que se levanten
las restricciones sobre comercio. Y a mí me gustaría que a
estos países se les aceptase rápidamente como miembros
plenos de la Comunidad Europea.

Por encima de toda otra consideración, debemos ofrecer
a estos países una mayor seguridad. Las tropas rusas per
manecen todavía destacadas en territorio polaco. Más aún,
es comprensible que los países de la Europa central y orien
tal estén alarmados ante lo que los conflictos en la antigua
URSS y en la antigua Yugoslavia pueda presagiar. Aunque
yo reconozco que el Consejo del Atlántico Norte para la
Cooperación ha sido creado con estas miras, sigo pensando
que los países excomunistas europeos tienen derecho a esa
mayor tranquilidad que puede proporcionarles una relación
independiente y más estrecha con la OTAN.

Seguridad

La mayoría de los peligros que amenazan los intereses
de Europa y occidente, sin embargo, ya no vienen de este
continente. Yo creo, y no he dejado de repetirlo constante
mente a los miembros de la OTAN desde 1990, que los
americanos y los europeos deberían poder desplegar sus
fuerzas bajo el mando de la OTAN fuera de la zona permi
tida por el actual Tratado del Atlántico Norte. Es imposible
saber de dónde vendrá la próxima amenaza, pero hay dos
consideraciones que deberían alertarnos de los riesgos reales
que pueden hacen peligrar nuestra seguridad.

En primer lugar, el resquebrajamiento de la Unión So
viética ha hecho que exista un número mayor de armas de
tecnología avanzada al alcance de posibles compradores a
precios de saldo; sería ingenuo imaginar que alguna de ellas
no caiga en las peores manos.

En segundo lugar, Europa no puede ignorar su depen
dencia del Medio Oriente para el abastecimiento de petróleo.
Saddam Hussein sigue en el poder. El fundamentalismo es
más fuerte que nunca. Las viejas cuentas están todavía por
saldar. Debemos estar alerta. Y debemos ampliar nuestra
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capacidad para defender nuestros intereses y estar preparados
para actuar cuando fuera necesario.

El nuevo papel de la Comunidad

Finalmente, la Comunidad Europea debe reconocer su
lugar en lo que se ha dado en llamar el nuevo orden mun
dial.

El final de la guerra fría ha significado que las institu
ciones internacionales creadas en los años de la postguerra
(la ONU y el Fondo Monetario Internacional, el Banco
Mundial, el GATT), pueden funcionar de manera mucho
más eficaz. Esto significa que el papel de la Comunidad
está inevitablemente limitado. Dentro de Europa, un papel
más amplio para la OTAN y la Conferencia para la Coope
ración y Seguridad en Europa, debería también reflejarse en
unas ambiciones más modestas para la diplomacia comuni
taria. En Yugoslavia, la Comunidad se ha mostrado incapaz
de resolver eficazmente los asuntos de seguridad. Fuera de
Europa, el GATT, con su mandato para reducir las barreras
comerciales debería ser el organismo que estableciera las
normas del juego en materia de comercio. La Comunidad
debe aprender a vivir dentro de esas normas.

Resumiendo, la Comunidad ha de estar preparada para
ajustarse al nuevo internacionalismo, no para suplantarlo.
Asegurémonos de construir una Europa espléndida y dura
dera, en lugar de una tan lastimosa y efímera como la sede
de la CEE en el edificio Berlaymont de Bruselas.

S'Gravenhage, 15 de mayo de 1992
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¿DONDE ESTÁN AQUELLOS GRANDES ESTADISTAS?

Lord TEBBIT

Son muy pocos los dirigentes nacionales que aprenden
de los errores, o aciertos, del pasado. Por fortuna para
nuestra generación todavía viva hoy día, los líderes de la
era que siguió a la Segunda Guerra Mundial sí lo hicieron.
Como resultado Europa ha gozado de casi medio siglo sin
guerras entre las naciones, por no mencionar el período de
prosperidad sin precedentes que ha disfrutado la Europa
occidental.

El contraste entre las dos postguerras del siglo veinte es
considerable. Tan sólo veinte años después del final de la
guerra de 1914-18 estallaba una nueva confrontación. Y sin
embargo las amenazas que se cernían sobre la paz al finalizar
la Segunda Guerra Mundial eran casi exactamente las mis
mas que las de los años de entreguerras.

En 1919 los peligros provenían del militarismo e impe
rialismo alemanes, la devastación de las economías europeas,
la aparición del proteccionismo y el riesgo de depresión y
fracaso económicos y, apenas comenzando, la amenaza del
imperialismo soviético. La reacción de los aliados victoriosos
fue la conferencia y tratado de paz de Versalles, además de
la formación de la Liga de Naciones y el cobarde desarme y
política de apaciguamiento por parte de las naciones demo
cráticas.

Después de 1945 el renovado militarismo alemán podría
muy bien haber desgarrado a Europa. La amenaza de un

— 65 —



colapso económico y la necesidad de reconstruir las maltre
chas economías no era menos urgente. El proteccionismo se
mantuvo igualmente fuerte. La sombra del imperialismo
soviético se había convertido en terrible realidad con la

mitad de Europa cayendo bajo el yugo de una nueva tiranía,
más sangrienta y más cruel que la de la Alemania nazi.

Afortunadamente los estadistas de la segunda postguerra
tomaron un camino diferente. Churchill, Attlee, Bevin, Tru-
man, Marshall, Monnet, Schuman, Adenauer y Thatcher
colocaron los cimientos sobre los que hemos construido los
mejores cincuenta años que la Europa occidental ha tenido
durante mucho tiempo.

Sólo la Alianza del Atlántico Norte ha salvado a la

Europa occidental de la agresión soviética. Y con las fuerzas
de la OTAN destacadas en Alemania Occidental y las del
Pacto de Varsovia en la Alemania Oriental, no había ningu
na posibilidad de que Alemania pudiera de nuevo tomar el
camino de la agresión. El poder militar americano que
operaba dentro de la OTAN impidió los conflictos militares
durante más de cuarenta años, ganó de manera decisiva la
guerra fría y, sin que mediara batalla alguna, liberó a los
estados vasallos del antiguo Imperio soviético. El GATT ha
reprimido la amenaza del proteccionismo y las guerras co
merciales. La ONU, aunque paralizada frecuentemente por
la rivalidad entre el este y el oeste y la guerra fría, ha sido y
sigue siendo un foro para el debate y la limitación de las
disputas internacionales.

Pero nunca se podrá valorar suficientemente la impor
tancia de la generosidad desinteresada de la donación que
los Estados Unidos hicieron a Europa con el Plan Marshall
que condujo a la creación de la OCDE, Organización para
la Cooperación y el Desarrollo Económico.

De esos comienzos emergió la CECA (Comunidad Euro
pea del Carbón y el Acero) y su equivalente nuclear, Eura-
tom, y más tarde de las experiencias de los mismos y la
visión de sus padres fundadores nació el Mercado Común,
la CEE y la Comunidad Europea.

El Plan Marshall constituyó la base económica sobre la
que las seis naciones que se asociaron en un principio y
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luego las doce a que se amplió la asociación, construyeron
la Comunidad Europea y el florecimiento económico de la
Europa occidental.

Ahora que nos aproximamos al cincuenta aniversario de
la liberación por los anglo-americanos de la tiranía nazi en
la Europa occidental, y con el siglo veintiuno a las puertas,
existen amenazas y peligros que podrían significar el final
de este medio siglo de bienestar, aunque son diferentes a los
que se dieron en 1919 y 1945.

En algún lugar dentro de la antigua URSS quizá se
sueñe todavía con el imperialismo soviético, y no podemos
olvidar que existe un vasto y mortal arsenal de armamento
bajo control exclusivamente político, pero por el momento
el colapso económico y político puso fin a tales ambiciones.
En cuanto a los alemanes, nadie podría contemplar la posi
bilidad de que los blindados recorran de nuevo Europa. En
este momento incluso las columnas de Mercedes, BMW y
VW parecen haber renunciado a la batalla por el liderazgo
económico.

Es innegable que el proteccionismo goza de buena salud,
lo mismo dentro de la Comunidad Europea que en el centro
de su política comercial exterior y en el resto del mundo. A
nivel interno, el Acta Única Europea diseñada por Gran
Bretaña para romper el proteccionismo de nuestros compa
ñeros de la Comunidad Europea se ha utilizado en contra
nuestra. A nivel externo, las medidas de la Comunidad
debilitan el GATT en las batallas comerciales en las que
Gran Bretaña es rehén del Tratado de Roma, imposibilitada
para luchar por el libre comercio que tan desesperadamente
necesitan tanto las naciones industrialmente avanzadas como

las menos desarrolladas.

Europa, afortunadamente, a pesar de la recesión que en
gran medida se ha autoinducido, sigue siendo inmensamente
próspera si se toman como referencia los niveles de los años
de entreguerras, y podría parecer que todo va tan bien que
los europeos podemos esperar satisfechos otros cincuenta
años de prosperidad pacífica.

Desgraciadamente en este decenio no parece haber líderes
capaces de ver los peligros que nos acechan. Se diría que
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los dirigentes que tenemos hoy día sólo han considerado en
Maastricht los problemas del pasado.

¿Dónde están, pues, los peligros que amenazan actual
mente a la Europa occidental? Nos bastaría con mirar a la
antigua Yugoslavia, las nuevas repúblicas democráticas de
Europa central, los estados del Báltico e incluso la antigua
Unión Soviética.

La antigua Yugoslavia es un caso extremo. Su historia,
particularmente cruel, ha sido de conquista y dominio por
parte de Roma, Viena, Berlín y Moscú. No obstante, consti
tuye una clara advertencia de lo que puede suceder si gente
de orígenes étnicos, religiosos y lingüísticos distintos se sien
ten amenazados por su mutua condición minoritaria dentro
de un estado único.

Más al norte siguiendo la frontera oriental de la Comu
nidad Europea, los antiguos estados vasallos del Imperio
soviético, Hungría, Rumania, Polonia, Eslovaquia, las tierras
checas y bálticas, la lucha por conseguir la democracia y el
capitalismo está en marcha. Si sus economías fracasan, no
es probable que prosperen sus democracias. Muchos de
ellos cuentan con sustanciales poblaciones minoritarias, en
especial Alemania y Rusia.

En tiempos de fracaso económico y posibles gobiernos
autoritarios, estas minorías podrían convertirse en agentes o
víctimas de una desestabilización que avance hacia el oeste.

Maastricht no está orientado a resolver estos posibles
peligros. Los exacerba.

En primer lugar, y puesto que la magnitud y profundidad
de las responsabilidades de la Comunidad y sus instituciones
se van a incrementar, se propone su ampliación con la
admisión de Austria y las naciones nórdicas.

El proceso de toma de decisiones del Consejo, que pronto
estará compuesto no de doce sino de quince o más socios,
habrá de examinar un aluvión creciente de proyectos de
normas y directrices. Las dificultades para un debate pro
fundo, o para unos compromisos que, por medios democrá
ticos, satisfagan a todos los estados miembros, se incremen
tan por el cuadrado o incluso el cubo del número de los
estados miembros. Las presiones para avanzar hacia una
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unión política y un gobierno único aumentarán a medida
que crecen las responsabilidades de la Comunidad.

Este hecho no sólo obstaculizará la admisión de los
europeos de la Europa central y oriental, sino que creará un
resentimiento creciente entre los pueblos de los actuales
estados miembros de la Comunidad Europea.

Más grave todavía, el proyecto de moneda única surtirá,
simultáneamente, efectos igualmente perjudiciales. Aun en
el caso de que la idea de los economistas sobre convergencia
entre las economías de los estados miembros llegue a reali
zarse, no existen probabilidades de que pueda darse una
convergencia natural suficiente entre los niveles de vida de
los pueblos pobres del Mediterráneo y los ricos del norte.
Una moneda única requiere no sólo un gobierno único, lo
que podría convertirnos a todos en minorías descontentas,
sino una política económica única. Dicha política de ninguna
manera será adecuada para Alemania, Francia, Gran Breta
ña, Grecia, Portugal y Finlandia. Como tampoco pueden
los costes del capítulo social ser los mismos para economías
tan divergentes.

Esa es la razón para la creación del Fondo de cohesión,
un mecanismo de vastas proporciones encargado de gravar
a las economías prósperas para compensar aquellas cuyas
posibilidades de éxito han quedado destruidas por la moneda
única y la política económica única. Se trata de un mecanis
mo abocado a^causar. resentimiento entre los donantes y los
receptores, resentimiento agudizado póf las manifiestas divi-
|tan¡bl1to lingüisticas^~~

Y antes de transcurra mucho tiempo, a los inmigrantes y
refugiados de los estados de Europa central y oriental se
unirá una nueva oleada procedente en su mayoría del Medi
terráneo.

Maastricht, que ya se contempla como un posible fraca
so, se convertirá en un mecanismo incendiario para resucitar
los encendidos conflictos que la cooperación y la prosperidad
de la última mitad del siglo veinte habían extinguido.

Existe una alternativa. Maastricht, como deberá hacerlo
la Conferencia intergubernamental de 1996, tendría que
haber girado en torno a la reducción de la responsabilidad
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y poder de la Comunidad a un nivel manejable por una
familia de quince o veinticinco estados.

La moneda única y sus inevitables acompañantes, la
política económica común y el gobierno único deben ser
totalmente rechazados durante mucho tiempo, como una
proposición sencillamente irrealizable.

La política agraria común debe reorientarse hacia la
producción de alimentos más baratos y la eliminación de
los excedentes que se han exportado bajando los precios y
causando un grave perjuicio a nuestros socios comerciales.

Estos cambios permitirían a las naciones del antiguo
Imperio soviético, en primer lugar tener acceso a nuestros
mercados de los bienes que puedan producir y, en cuanto
sea posible, una progresiva integración en la familia europea
de las naciones de la nueva y revitalizada Comunidad Euro
pea.

Nada de esto será fácil, pero no es la primera vez que
Europa se enfrenta con el problema de tener que elegir
entre un camino difícil y peligroso hacia la paz y la prospe
ridad y un camino difícil y peligroso hacia el desastre.

Maastricht está conduciendo al declive económico, las
rivalidades étnicas, el nacionalismo extremo y la destrucción
de lo que se ha edificado gracias a la clarividencia y coraje
de aquella extraordinaria generación de estadistas americanos
y europeos de la postguerra. Existe un camino mejor, pero
¿dónde están los Trumans, Marshalls, Churchills, Attlees,
Adenauers, Monnets y Schumans de nuestro tiempo?

Londres, 1 de agosto de 1993
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UNA NACIÓN EN PELIGRO

Godfrey BARKER

Siempre he observado que nadie hace caso alguno
de las advertencias o señales admonitorias; las únicas
señales en las que se cree o a las que se presta atención
son las que nos halagan o favorecen.

Goethe, Las afinidades electivas

El Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht
en 1992, introduce el cambio constitucional más importante
habido en Gran Bretaña desde 1832 (Proyecto de Ley de
Reforma) y anteriormente en 1689 (Proyecto de Ley de
Derechos y la Gloriosa Revolución), al exigir la cesión a la
Comunidad Europea de unas libertades que los parlamentos
ingleses lucharon durante siglos por reivindicar de los mo
narcas, libertades que ahora quedan sujetas a los nuevos y
arbitrarios poderes creados en este Tratado.

La más preciada de estas libertades que Maastricht ahora
confisca es el derecho que tiene cada ciudadano británico a
no sufrir cargas fiscales ilimitadas y sin su aprobación, un
derecho que, por antiguo y olvidado, nadie hoy día cuestio
na, pero que se remonta a la Carta Magna de 1215, que los
barones, caballeros y burgueses hicieron valer cuando se
negaron a financiar en su totalidad las guerras de Eduardo I
y Eduardo III, y que solamente dejaron de disfrutar los
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ingleses a partir de entonces bajo el absolutismo de Carlos I
y Oliver Cromwell. Este, más que las libertades de expresión,
asociación, religión y prensa, ha sido el tema central en la
lucha por la libertad que a través de los siglos mantuvieron
los ingleses y sus gobernantes.

El tratado firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992
cercena gran parte de este antiguo y precioso derecho, ha
ciendo entrega de amplios poderes a los comisionados y
banqueros de Europa, ninguno de ellos elegidos por los
ciudadanos ordinarios y sin posibilidad de ser cesados por
los mismos, para gravar, multar y recaudar préstamos e
impuestos a instigación propia y dentro de límites poco
definidos. La naturaleza de estos poderes y la erosión de
soberanía que los mismos conllevan se examinan a conti
nuación.

Las 65.000 palabras que contiene el Tratado —que, según
ahora sabemos, muy pocas de las personas que nos gobier
nan han leído en detalle— suponen una cesión de las liber
tades conseguidas por los ingleses en 1215, 1352, 1376,
1628, 1640-42, 1660 y 1832 —y que todo escolar estudia
como máximo exponente de «progreso» en la historia de la
nación— a cambio, por así decirlo, de unos indefinidos,
ilimitados y gloriosos sueños de «Unión Europea» y moneda
europea única.

Y no se pueden recuperar a voluntad; no se trata éste de
un tratado que se pueda rescindir con una simple anulación
del mismo: las nuevas atribuciones para imponer impuestos,
multas y recaudaciones que se crean en Maastricht son
aplicables en Europa por derecho, y sin duda serán aplica
das. Las excepciones son muy limitadas y están sujetas a
revisiones periódicas. En estas múltiples adiciones y enmien
das al Tratado de Roma no se establece ninguna fórmula
que permita la exención de sus radicales disposiciones.

La entrega a los comisarios, funcionarios y burócratas
de la Comunidad Europea, no elegidos por los ciudadanos
ni responsables ante ellos, de tan amplias parcelas de una
libertad ganada con mucho esfuerzo, no es asunto banal,
sino el tema central de nuestra constitución. Poner nuestra
confianza en el arbitrario poder de los bancos, de las insti-
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tuciones monetarias y de unos ejecutivos a quienes no se
pueden pedir cuentas, es hacer retroceder de manera significa
tiva el desarrollo que la libertad ha experimentado a lo
largo de 778 años de historia.

Semejantes afirmaciones se antojan extravagantes e in
fundadas a los ardientes partidarios de la unidad europea.
Sin embargo se pueden justificar.

Los artículos más temibles del Tratado de Maastricht

son el 99, 100, 103, 104c, 105, 105a, 106-108a y 109a-m. En
términos generales, controlan las políticas económicas na
cionales, los bancos y el capital; también deciden y equilibran
los impuestos. El estatuto por el que se crea el Sistema
Europeo de Bancos Centrales (SBCE), establece también
poderes numerosos e ilimitados.

Hemos de decir inmediatamente, pues todos los europeos
convencidos se apresurarán a hacer esta objeción, que el
primer ministro excluyó al Reino Unido de muchas de las
nuevas propuestas más alarmantes (ver la lista en el Proto
colo referente al Reino Unido, Cmnd. 1934, p. 115, párrafos
5 y 8).

Las exenciones de Gran Bretaña estarán sólo en vigor,
sin embargo, mientras el Reino Unido decline adherirse a la
tercera fase del Sistema Monetario Europeo, la moneda
única. Como lo plantea John Major, se trata de una buena
salvaguardia para la tan preciada independencia británica;
el derecho de Gran Bretaña de no participar en la adopción
final del ECU ni en los avances futuros hacia tal adopción,
justifica enteramente nuestra firma del texto general del
Tratado. Como decisión política de urgencia tomada en la
tensa noche de Maastricht, las excepciones de Gran Bretaña
se consideraron, sin duda, una rotunda victoria para el
primer ministro y también para el país. Pero las cosas no se
ven de igual manera a la luz del día. Nuestras exclusiones
de la fase tercera y de muchos de los temibles y arbitrarios
poderes que la acompañan, están garantizadas (se ha dicho
una y otra vez) con este Parlamento y en tanto y cuanto
John Major permanezca con nosotros, pero los aconteci
mientos que este verano tuvieron lugar en relación a la
ratificación final de Maastricht pusieron de manifiesto que
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ni John Major ni la Cámara de los Comunes de 1992 son
inmortales. Un simple cambio de líder o de gobierno pueden
significar el rápido fin de las excepciones de Gran Bretaña.
Si Douglas Hurd, Kenneth Clarke, John Smith llegan a
convertirse en Primeros Ministros, parece probable que mos
trarán más entusiasmo por la fase 3 y por una mayor
integración en Europa del que demuestra John Major, y su
llegada al poder en algún momento de autodestrucción con
servadora en el período 1993-1996, no parece imposible.

El actual primer ministro tenía ante sí una única línea
de acción a seguir si hubiera querido poner a Gran Bretaña
a salvo para siempre de los poderes arbitrarios creados en
Maastricht: no la excepción de las disposiciones más desfa
vorables del Tratado, sino la negación rotunda a firmarlo y
de esa manera (según la ley de unanimidad) poder destruirlo.

Nadie puede presumir, por ahora, que las excepciones
británicas se mantendrán para siempre, o que vayan a ga
rantizar de alguna manera nuestra salvaguardia eterna contra
un control ejercido por organismos que no han sido elegidos.
Lo más probable es que tengan una vida muy corta. Por
ello, este capítulo examina la redacción completa del Tratado
que hemos optado por ratificar. Sólo un cambio de política
del Partido Laborista se interpone entre nosotros y su gene
ral aplicación.

Una lectura cuidadosa del texto de Maastricht, que muy
pocos ministros que lo aprueban han efectuado, según ahora
sabemos, deja sin sentido la tibia declaración de los euro-
peístas en los debates parlamentarios de 1992-1993 de que
este tratado tiene un peso constitucional menor y escaso
significado si se compara con el Acta Única Europea de
1986.

En contra de lo que afirman dichas declaraciones, su
significado constitucional es de una importancia radical y
abroga las más antiguas libertades y conquistas de soberanía
británicas. La lista que sigue es, en forma abreviada, una
selección de las principales erosiones de la soberanía parla
mentaria que se han producido en Westminster y las princi
pales creaciones de poder absoluto que obran en el Tratado:
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1. El Consejo de Ministros equilibrará los impuestos
indirectos, las ventas, y los impuestos sobre el consumo,
actuando conforme a las propuestas de la Comisión y «con
sultando» al Parlamento Europeo y al Comité Económico y
Social (artículo 99, Tratado sobre la Unión Europea 1992,
HMSO/Cnmd. 1934, p. 16). Se trata del traspaso formal a
los ministros de otros once países comunitarios de nuestras
atribuciones para fijar los impuestos, que suponen el 70%
de los ingresos del Gobierno Británico.

2. El Consejo promulgará directivas, a propuesta de la
Comisión y después de «consultar» al Parlamento Europeo,
para aproximar las leyes y reglamentaciones de todos los
Estados miembros en relación con el funcionamiento del
mercado único (artículo 100, ibid., p. 16). La facultad para
proceder por «directivas» emitidas por la Comisión en una
esfera de gobierno tan amplia como ésta es el poder más
absoluto que se ha concedido a un organismo soberano por
los ciudadanos británicos desde que el Parlamento autorizó
a Carlos I a recaudar tonelajes, comisiones por cada libra e
impuestos sobre la navegación durante el decenio de 1630.

3. El Consejo de ministros esbozará por votación ma-
yoritaria cualificada «las directrices generales de la política
económica de los Estados miembros» (artículo 103, par. 2 y
4, ibid., p. 18). Esto supone la cesión a otros once países del
poder soberano sobre nuestra propia política económica.
¿Se puede imaginar una pérdida de libertad más absoluta
que la que encierran estas palabras?

4. Los Estados miembros evitarán los déficits públicos
excesivos; cuando no lo hagan, el Consejo puede ordenar
soluciones que tendrán efecto en un plazo de tiempo deter
minado. Dichas soluciones pueden incluir la negación de
préstamos del banco europeo de inversiones, el depósito de
capital en la CE por parte de los estados que no hayan
cumplido las normas y «sanciones económicas de una pro
porción adecuada» (artículo 104c passim, ibid., p. 20). Esta
cláusula está en la actualidad sujeta a excepción por parte
del Reino Unido (p. 115). Confiere un poder absoluto a los
once ministros de Economía para sancionar a los estados
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miembros en forma de préstamos forzados («depósitos sin
interés») y multas «ilimitadas», segunda acepción que se
puede dar al vago término de «adecuadas». El coste de tales
sanciones y de la reducción del déficit en general, recae
inevitablemente sobre el contribuyente, con lo que el Tratado
de Maastricht crea el delito capital de «impuestos sin con
sentimiento», conculcando el derecho que los británicos li
bres han gozado desde los tiempos de Eduardo I.

El Tratado no ofrece ninguna definición de «déficit ex
cesivo». Sólo un voto mayoritario emitido por el Consejo
decidirá «si existe un déficit excesivo» (artículo 104c6, p.
20).

5. El Banco Central Europeo tendrá facultades «para
supervisar las instituciones de crédito y otras instituciones
financieras» (artículo 105, 5 ibid., p. 21). Esta arroUadora
usurpación de los derechos del sector de la economía privada
a realizar negocios con quien desee, ya sea para prestar,
realizar adquisiciones de empresas o colocar sus fondos a
voluntad, rebasa con mucho, si se atiende a la letra del
artículo 105, lo que es un poder de reglamentación. El
lenguaje de aparente informalidad en que está redactado
permite un derecho de interferencia napoleónico, pero está
en la actualidad sujeto a una excepción por parte de los
británicos.

6. El Banco Central Europeo tendrá derecho a imponer
multas o sanciones económicas periódicas a los gobiernos
que no cumplan los siguientes requisitos: a. Mantener unas
reservas mínimas en el BCE: b. poner en marcha controles
monetarios según unas directrices previamente aprobadas:
c. mantener el capital del Banco Central Europeo a unos
niveles aprobados: d. hacer una cesión de reservas según los
niveles que por votación mayoritaria se determinarán el
primer día de la fase 3 del SME. También se podrá imponer
multas a los gobiernos que desafíen cualquier otra decisión
o reglamentación del Banco Central Europeo (artículo 106.
6, 108a, ibid., p. 22; Estatuto del SBCE, artículos 19.2. 20,
28.1, 30.4 y 34.3). Esta facultad para imponer multas ilimi
tadas, que, obviamente habrá que trasladar al contribuyente,
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está siendo objeto de una excepción británica. Otorga a una
mayoría de los onCe ministros de la CE un grado de poder
absoluto para sancionar mediante multas a los ciudadanos
británicos no conocido por ningún monarca desde los tiem
pos del Rey Juan.

7. El Banco de Inglaterra no podrá recibir instrucción
alguna del gobierno británico en lo que concierne al cum
plimiento de sus obligaciones y al de las obligaciones conte
nidas en los términos del Tratado. Tampoco habrá de soli
citarlas (artículo 107, p. 22). Ello despoja al ministro de
Hacienda, elegido democráticamente, de cualquier derecho
de control sobre el banco nacional del país. Esta cláusula
está en la actualidad sujeta a una excepción británica.

8. Un Comité monetario en el que Gran Bretaña tendrá
menos de una doceava parte de los miembros, asesorará al
Consejo de ministros económicos y a la Comisión de la CE
sobre la libre circulación de capital y sobre el cumplimiento
por parte de los miembros de las obligaciones expuestas en
los puntos 3, 4, 5 y 6 que preceden (artículo 109c. 2, ibid.,
p. 24). Esto supone la muerte de la responsabilidad demo
crática. En este Consejo de 28 miembros, Gran Bretaña
tendrá dos representantes, lo mismo que en la Comisión de
la CE y en el Banco Central Europeo, ninguno de cuyos
organismos han sido elegidos democráticamente. Durante
800 años los parlamentos y los jueces han gozado del dere
cho a determinar si los ciudadanos ingleses cumplían con la
ley elaborada con su consenso; una parte importante de este
derecho pasa, con el Tratado de Maastricht, a un organismo
al que ningún ciudadano británico libre puede pedir cuentas.

9. En caso de crisis extrema en la balanza de pagos de
una nación miembro, la Comisión de la CE determinará las
medidas protectoras que dicho estado puede tomar; sólo un
voto mayoritario cualificado en el Consejo de Ministros
podrá levantarlas (artículo 109h, 1, 2, 3, 109i, 3, ibid., pp.
27-28). Esto equivale a un poder absoluto sobre nuestra
política económica nacional en tiempos de crisis. Las medi
das impuestas por la Comisión de la CE, organismo no
elegido democráticamente, pueden incluir controles de im-

— 77 —



portación e intercambio, así como una mayor presión fiscal
(por mencionar solamente las más obvias); únicamente nos
liberaremos de dichas medidas con el voto de otros once
países.

10. El Tratado crea «obligaciones» sobre los estados
miembros para lograr la estabilidad de precios y bajos
déficits y para mantener sus monedas dentro de los márgenes
declarados por el MRC durante dos años sin devaluación.
Los tipos de interés se mantendrán bajos. En el período de
transición de 1994-97, las decisiones que el Instituto Mone
tario Europeo, el núcleo del futuro Banco Central Europeo,
tome en estas áreas serán vinculantes para los estados miem
bros; después de 1997 el Banco Central Europeo impondrá
reglamentaciones monetarias con la percepción de intereses
en concepto de penalización y sanciones (artículo 109j, 1, 5,
ibid., p. 28: Protocolo sobre los criterios de convergencia, p.
112; Estatuto del Instituto Monetario Europeo, artículo 15.
4, p. 109; Estatuto del SBCE, artículo 10, p. 95). Esta
última disposición está sujeta en la actualidad a una excep
ción por parte de Gran Bretaña.

El artículo 109j ya ha sido quebrantado, de manera
especial con la devaluación de las siete monedas producida
en agosto de 1993 en relación con el marco alemán (infrac
ción que se ha enmascarado con la ridicula ficción legal de
«la continuación de un MRC con bandas más amplias de
fluctuación». Será interesante constatar si el Consejo y la
Comisión deciden que las infracciones cometidas por algunos
de los miembros se pueden ignorar mientras que las cometi
das por otros se tratarán de manera más severa. Las bonda
des que suscribe el artículo 109j pueden ser indudables; lo
que no lo es, es el modo en que se aplican, sobre el que
carecemos de control democrático alguno.

11. El Banco de Inglaterra debe pagar su suscripción al
capital del Banco Central Europeo para ayudar a sostener
sus costes de funcionamiento, independientemente de que
pasemos o no a la fase 3 (Protocolo sobre el Reino Unido,
artículo 9c, ibid., p. 115). Se trata de un nuevo concepto en
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materia de impuestos: el pago de una suscripción a un club
al que, por el momento, no pertenecemos.

Se podría añadir mucho más acerca de la cesión de
soberanía en las áreas de política exterior e interior (títulos
V y VI, ibid., pp. 80-86), en las que Gran Bretaña pierde el
control exclusivo de la política de asilo e inmigración y el
control exclusivo en la dirección de nuestras fuerzas armadas,
las cuales quedarán de ahora en adelante sujetas a una
«acción conjunta» (artículo J3. 4, p. 81).

Nada de ello tiene que ver con la tradición universal-
mente aceptada en la práctica política británica, una tradi
ción que se supone alimenta las ideas y acciones de un
Partido Conservador moderno por encima de cualquier otra
fuente de inspiración, incluso en un partido como el actual,
que ha olvidado por completo a su Burke e ignorado a su
Oakeshott.

Pero ello no nos sorprende. El Tratado de Maastricht es
sólo el último de una larga serie de triunfos continentales
de la razón, en virtud de los cuales las mentes más lúcidas
de Europa al sur y al este de Calais anulan las constituciones
que heredan y elaboran otras nuevas. Hemos de decir, en
defensa de esta práctica, que las expectativas medias de vida
de la constitución alemana o francesa desde mediados del

siglo diecinueve han sido de un mínimo de 40 años, y que
posiblemente estas dos naciones no sean responsables de
que el Tratado de Maastricht prometa pasar a la historia
como una constitución para Europa que murió antes de que
empezase a respirar. El reiterado fracaso de las constitucio
nes del continente se debe a la creencia, basada en los
conceptos deductivos de Descartes, de que los problemas
políticos solamente se pueden resolver por la razón, es
decir, utilizando los términos que encandilan a las mentes
embotadas de la Bruselas de 1993, la ilusión de que los
problemas políticos pueden ser resueltos por la ideología, la
imagen de futuro, la determinación, el utopismo de «Tengo
un sueño» y la planificación detallada, desdeñando toda
consideración del pasado. Se trata de una fórmula que ha
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resultado desastrosa en el pasado y que, con Maastricht,
volverá a serlo de nuevo.

Durante 900 años pocos monarcas y primeros ministros
de Gran Bretaña se han decididido a burlarse de la tradición

y gobernar según su propia razón y sus propios dogmas;
aquellos que lo han hecho (los reyes Juan, Eduardo II,
María, Carlos I y Jaime II y los primeros ministros Peel y
Gladstone) han terminado mal. La supervivencia, o más
bien el desarrollo, de la Constitución inglesa a lo largo de
778 años debe casi todo a nuestro profundo respeto por las
tradiciones y por las libertades heredadas del pasado y
garantizadas por el Rey en el parlamento; y debe poco o
nada a nuestra desconfianza en los «planes», códigos jurídi
cos prescriptivos y estatutos que los Emperadores impusieron
en Roma, Madrid o Viena sobre imperios que se extendían
sobre una superficie de miles de millas.

Europa, en cambio, ha estado durante siglos sacudida
por las guerras, los desórdenes y la revolución. El hilo
conductor en la madeja de tantos conflictos es el del despre
cio que por la práctica local en materia de política y religión
tuvieron los gobernantes absolutos desde España a Prusia, y
al desdén por la tradición de libertad. La democracia se ve
de nuevo amenazada por los arrogantes dirigentes que, sin
haber sido elegidos, llenan las salas del comité de Bruselas,
gobernantes no menos absolutos, a su manera mezquina,
que los Federico Guillermos que provocaron a las multitudes
en el pasado y que nos traen, en el Tratado de Maastricht,
uno de los documentos más pretenciosos que los legisladores
hayan pretendido jamás imponer a los pueblos dolientes de
Europa.

¡Ah! replican los defensores de Maastricht: fue precisa
mente el deseo de poner punto final a las guerras y los
conflictos en Europa lo que llevó a los padres espirituales
del Tratado de Roma, encabezados por Jean Monnet, a
soñar con una Unión Europea en los años que siguieron a
1945. En cada cláusula de aquel tratado y de éste se respira
su profundo conocimiento del turbulento pasado de Europa.
La necesidad histórica de destruir las tradiciones nacionalis

tas que han encendido tantos conflictos explica por qué
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nosotros, los dirigentes de Alemania, Francia, Italia, Holan
da, Bélgica, todos asolados por la guerra, mostramos tanto
entusiasmo por Maastricht.

¿Pero no suena todo esto a una repetición de la historia?
El sistema de congresos que nació después de Napoleón fue
la solución que el siglo diecinueve dio a una Europa rota
por la guerra. Duró ocho años. Concebía la seguridad,
escribió Harold Nicholson con extraña presciencia de cómo
la política de la CE, y particularmente el intento francés de
unir Alemania a Europa, evolucionaría más tarde, «más
con referencia a la guerra que acababa de terminar que a la
guerra por venir».

No fue ésta, sin embargo, la razón primordial de su
fracaso final: éste se debió más bien a que los intereses
nacionales se reafirmaron de manera inevitable una vez que
el cemento de la alianza, es decir, la resistencia que las
cuatro grandes potencias opusieron a Francia, su enemigo
común, se hubo disuelto. Los estados europeos a menudo
han encontrado intereses comunes en la guerra, rara vez en
la paz. En 1821 Inglaterra había vuelto a lo que Nicholson
llama «un aislacionismo natural», involucrándose de nuevo
en el continente con el exclusivo propósito de conservar el
equilibrio entre las potencias competidoras, el equilibrio
que Castlereagh llamó «un equilibrio justo».

«Demasiado asustados para luchar entre sí, demasiado
estúpidos para ponerse de acuerdo», fue el desdeñoso co
mentario que Talleyrand dirigió a las naciones que se reu
nieron en Viena en 1814-15: pero solamente los racionalistas
extremadamente arrogantes y desconocedores de la historia
creen que las tradiciones, ambiciones y libertades de los
pueblos antiguos pueden borrarse con tanta facilidad. Na
poleón, que en 1813 dijo a Metternich en Dresden que «a
un hombre como yo le preocupan poco las vidas de un
millón de hombres», dio su nombre al precio que probable
mente habrá que pagar por una Unión Europea duradera:
pero incluso Inglaterra contó entonces con su propio soña
dor racionalista en Castlereagh, que tenía puestas sus espe
ranzas en un Consejo de Seguridad Europeo que facilitase

— 81 —



las relaciones comerciales y mantuviese la paz de manera
concertada y permanente.

Se trataba de la visión de un Concierto europeo que
extrañamente preludia a Maastricht y que entonces como
ahora encontró pocos amigos en casa. Nos llevaría, objetó
Canning, sucesor de Castlereagh en el Ministerio de Asuntos
Exteriores, «a involucrarnos profundamente en los asuntos
políticos del continente, mientras nuestra verdadera política
ha sido siempre la de no interferir sino en casos de gran
emergencia, en que actuaríamos con fuerza dominante».

El Concierto europeo estaba destinado a venirse abajo
con rapidez. Se le mantuvo con vida en Aix la Chapelle,
Karlsbad, Troppau, Laibach y Verona de 1819 a 1822 por
los mismos estadistas que se habían reunido en Viena en
1814, pero ni siquiera este club de íntimos colaboradores,
manipulados por el intrigante y mediocre Metternich, pudo
controlar con acuerdos las cambiantes ambiciones e intereses

de unas naciones que ahoran están en paz. Gran Bretaña, la
potencia más fuerte de Europa, se negó repetidas veces a
intervenir en asuntos internos de otros países y en 1822
Canning, ya en el poder, declaró: «Por "Europa" desearé
de cuando en cuando leer "Inglaterra"».

Se puede decir que en términos generales, y en los cinco
siglos que siguieron a nuestra retirada, exhaustos, de la
Guerra de los Cien Años, la diplomacia inglesa, luego britá
nica, ha mantenido una postura de «aislacionismo natural»
frente a Europa. Una intensa acción diplomática desde el
continente ha venido trabajando en sentido contrario para
atraparnos de nuevo. «Si podemos tener a Inglaterra de
nuestra parte, no habría ningún contrapeso en Europa que
impidiese a su Majestad y al Emperador hacer lo que les
pluguiere», escribió el primer ministro español Olivares a
Felipe III en 1631, explicando que los subditos de Carlos I
eran «los dueños del comercio mundial e imponían las
condiciones del mismo a su antojo».

Pocos gobiernos ingleses, sin embargo, han entrado en
alianzas a largo plazo que no hayan lamentado posterior
mente. La más lograda y duradera, el acuerdo con Portugal
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de 1386, ha sido, y no por casualidad, la que nos hemos
visto menos obligados a activar.

Llegado el año 1850, los responsables del Ministerio de
Exteriores, de mente más lúcida que los que lo rigen hoy
día, tenían muy claro cuales eran los intereses de Inglaterra
en Europa. Canning lo expresó de manera admirable en el
comentario que citamos más arriba; Palmerston escribió en
1841 que «no es usual que Inglaterra establezca compromisos
con relación a asuntos que todavía no han surgido», aña
diendo que el parlamento probablemente no aprobaba el
que Inglaterra se vinculase a ningún acuerdo para resolver
casos futuros. «La política de este país», dijo Lord John
Rusell a la Reina Victoria, «no ha sido la de entablar
compromisos que no respondan a las circunstancias del
momento».

¿Cuál entonces, a la luz de la práctica histórica, debería
ser nuestro papel cuando la previsible amenaza que se cierne
sobre la Europa continental es una vez más el resurgir de
una poderosísima potencia entre nosotros? La solución fran
cesa a Alemania es el febril e imposible sueño de Maastricht.
La respuesta británica a la aparición de prepotentes poderes
en Europa ha sido la de reafirmar la alianza trasatlántica,
buscar la fuerza que da el libre comercio y recabar el apoyo
de nuestros socios comerciales tradicionales en todo el

mundo, pertenecientes o no al imperio. Nuestra política ha
sido también la de mantener el equilibrio en el continente
por medio de convenios y alianzas, que no constituyen una
garantía infalible de seguridad pero que en un mundo inse
guro ofrecen más esperanza de paz y armonía en Europa
que las prescripciones autocráticas de Maastricht.

Este Tratado, en resumen, es un disparate que adopta
formas varias. La más destacada, sin embargo, es la cesión
que exige de los ciudadanos británicos de unas libertades
cuyo origen se remonta a una época muy anterior a las
concesiones de Eduardo I a los condes de Norfolk y Here-
ford en 1297, a las que Simón de Monfort consiguió obtener
de Enrique III en 1265 y a los derechos que los barones
armados en Runnymede hicieron valer ante el rey Juan en
1215. Dicho origen hay que buscarlo en la ley consuetudi-
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naria anglodanesa, elaborada, como los historiadores Whig
gustaban de alegar en el siglo diecinueve, en los bosques
vírgenes de Alemania. La libertad de los ingleses de no
pagar impuestos sin su consentimiento fue motivo de orgullo
ante los franceses a mediados del siglo XV, cuando el presi
dente del Tribunal Supremo de Justicia de Inglaterra, Sir
John Fortescue, declaró con orgullo en 1461 que «el Rey de
Inglaterra no puede alterar ni cambiar las leyes del Reino a
su gusto. Pues gobierna a su pueblo en virtud de un poder,
no sólo real, sino también político» («que emana del pue
blo»).

En 1625 un conservador como Sir Robert Phelps pudo
comparar favorablemente las libertades inglesas con las de
nuestros vecinos: «somos la última monarquía de la Cris
tiandad que conserva sus derechos y constitución originales».
Los «derechos» fueron el motivo de protesta a Carlos I en
la Petición de 1628, la cual no declaraba en qué debían
consistir las libertades en Inglaterra, sino lo que ya eran de
hecho: «en virtud... de las buenas leyes y estatutos de este
reino, los subditos de su majestad han heredado esta liber
tad: que no han de ser obligados a contribuir con ningún
impuesto, tallas, o cualquier otra carga similar que no hayan
sido establecidos con el consenso de los representantes del
pueblo en el parlamento».

Heredada o no, esta libertad está siendo ahora confisca
da, no en su totalidad pero sí de manera sustancial, por el
Tratado firmado en Maastricht en 1992.

Y sin embargo se trata de un derecho crucial para la
democracia en estas islas, y ha sido materia de reivindica
ciones revolucionarias. Fue la causa de las guerras civiles
ocurridas en Inglaterra de 1258 a 1265, de 1642 a 1660 y de
1688 a 1690; ha sido y sigue siendo un gran símbolo de
«progreso» en la historia del país, presente en las fechas
fundamentales y momentos decisivos de nuestro pasado y
que todo escolar todavía hoy debe aprender. Ha sido un
privilegio que los ingleses disfrutaron siglos antes de que lo
conocieran los franceses, los alemanes o los españoles.

El principio de no gravar al pueblo con impuestos sin su
consentimiento está siendo ahora sacrificado con despreocu-
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pación por un gobierno y un parlamento que desconece, en
el más profundo sentido de la palabra, una de las grandezas
de la historia de Inglaterra y Gran Bretaña.

Maastricht, donde se fragua el desastre, es el castigo a
una época que no conoce la historia, una época totalmente
ignorante de las antiquísimas tradiciones inglesas de libertad,
así como de los mil años de historia diplomática. Se trata
de una locura racionalista sin parangón, una insensatez
abocada a agotar la riqueza de las naciones, destinada a ser
repudiada por los pueblos de Europa con la misma ferocidad
que recientemente se desató contra el MRC.

Tampa, Florida, 10 de agosto de 1993
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OTRA FORMA DE HACER POLÍTICA:
UNA REFORMA COMPLETA

Philippe SÉGUIN

Debe reconocerse que el Tratado de Maastricht ha juga
do un papel altamente decisivo eii la elaboración de la
Unidad Europea, pero no el papel que sus autores habían
pensado. Una vez que perdieron el control del debate, todo
el proyecto se les escapó de las manos. Este magnum opus
del pensamiento tecnocrático tenía por objeto consagrar
una forma determinada de hacer una nueva Europa me
diante la construcción de unos mecanismos legales y mone
tarios que conducirían implacablemente al nacimiento de un
superestado federal. Estos mecanismos fueron, sin embargo,
areojados como un yugo al cuello de las economías existentes
para obligarlas a converger y, adoptando estructuras legales
variadas, conducirlas hacia la uniformidad. Fue el fruto
final del método concebido décadas atrás de concentración
en el aspecto técnico de las cosas, haciendo caso omiso de
las demás opciones políticas importantes y manteniendo a
los respectivos pueblos fuera del proceso creador, como si
no fueran ni competentes ni tuvieran el juicio suficiente
para decidir su propio futuro político.
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El Debate sobre Maastricht ha concluido

Los eurócratas creyeron que con Maastricht había llegado
el momento de apurar el paso hacia una total armonización.
Este fue su gran error, porque en lugar del consenso general
que esperaban y deseaban, descubrieron que lo que habían
hecho era dar inicio al debate más espectacular que la
construcción de una Europa Unida había inspirado jamás
desde que, hace cuarenta años, se discutiera el tema de una
Comunidad para la defensa europea.

Ahora con la introducción de Maastricht, el pueblo se
está decidiendo por intervenir de nuevo en algo que real
mente le importa, como es el modo en que vamos a cons
truir la nueva Europa. Porque eso es precisamente de lo
que se trata: no el decidir si queremos construir una Europa
Unida, sino el cómo vamos a hacerlo. No se trata de un
conflicto entre europeístas y antieuropeístas, sino entre aque
llos que dicen que sólo hay un camino posible, el camino de
Maastricht, y los que están convencidos de que podemos y
debemos elegir otra senda.

Pero fundamentalmente, este debate concreto está ya
resuelto. Los acontecimientos recientes han mostrado que
los partidarios de la moneda única y de la Europa integrada
y centralista de los doce estaban equivocados. Toda la
filosofía de Maastricht estaba encerrada en esta idea de la
moneda única, pero el concepto no ha pasado la prueba
empírica. Durante años, el Sistema Monetario Europeo ha
estado orientado hacia la perspectiva a largo plazo de la
Unión Monetaria.

El objetivo de una moneda única ha hecho imposible
durante más de un decenio ningún ajuste significativo de las
paridades de cambio entre los doce, pues se pensaba que
ésa era la mejor manera de obligar a las diversas economías
y sistemas sociales a converger. Esta quimera se desvaneció
con la tormenta monetaria de septiembre de 1992, que casi
hace desaparecer con ella una serie de logros que habían
sido conseguidos con mucho esfuerzo. En el momento en
que escribo estas líneas, la tormenta amenaza de nuevo
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debido a la presión a que se están viendo sometidos el
franco francés y la corona danesa l.

Pero no sólo se están planteando serias dudas sobre la
cooperación monetaria, sino que a la larga quizá se llegue a
cuestionar también el acuerdo mismo entre los respectivos
pueblos europeos. Porque los países que, a pesar de los
problemas, decidieron permanecer ligados al marco alemán,
han sufrido las desastrosas repercusiones del coste de la
reunificación alemana que mantuvo elevados los tipos de
interés real, agravando así la recesión. Esta crisis económica
es tan profunda que está creando un sentimiento antieuropeo
extremadamente peligroso.

Con la gran fantasía de la moneda única y la arriesgada
apuesta por una convergencia obligada, los eurócratas pro
baban fortuna en el mundo de la magia. Otro de sus torpes
juegos de prestidigitación consistió en cerrar las puertas a
media Europa levantando un verdadero telón de oro para
reemplazar al de acero, sin calibrar las dramáticas conse
cuencias que una decisión así tendría para la paz y la
estabilidad de todo el continente.

Ahora que los grandes equilibrios entre el este y el oeste
han sido reemplazados por un orden nuevo y los pueblos ya
no están dispuestos a dejarse manejar, está claro que debe
mos buscar una manera distinta de construir una Europa
unida. En la situación que el mundo presenta en la actuali
dad, es urgente dar un fuerte impulso a esta unión de
Europa, pero por un camino distinto de aquel en el que se
acaba de extraviar. Se nos ocurren dos acicates para conse
guirlo: la cooperación entre los gobiernos y un proyecto de
futuro que abarque a toda Europa.

Delegación de responsabilidades sin renuncia de soberanía

Si queremos construir Europa sobre la base de las reali
dades nacionales (las naciones en definitiva siempre tendrán

1 Nota del editor: el mecanismo de tipos de cambio se derrumbó en un
plazo, de dos semanas.
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la última palabra), debemos estar dispuestos a terminar con
este proyecto de supraestado federal que subyace a toda la
política de la Comisión Europea y del Tribunal de Justicia
de las Comunidades, y que también ha inspirado el Tratado
de Maastricht.

La soberanía de los distintos estados es la norma general
que ha de guiarnos. Esto significa no sólo que los poderes
de la Comisión deberían disminuir en favor del Consejo de
Europa, sino también que la renuncia a la soberanía debe
descartarse y, digámoslo sin ambages, que tenemos que
reafirmar la primacía de las leyes nacionales en los casos en
que entren en conflicto con la norma europea, y consentir
en la delegación de competencias. Este enfoque es indispen
sable si la cooperación ha de resultar efectiva.

Este punto es de crucial importancia porque exige un
cambio radical en el planteamiento de las cosas. En lugar
de acumular una estructura legal supranacional cada vez
más penetrante, deberíamos ahora proceder exclusivamente
por consenso, hacia una legislación comunitaria que estuviera
limitada a lo estrictamente necesario. Debido a la primacía
de las leyes nacionales, esta ley comunitaria delegada sería
por supuesto revocable por cada uno de los organismos
legislativos de los países miembros.

¿Ha de asustarnos que ocurra esto? La respuesta depende
de la idea que tengamos de lo que es la democracia. Sólo
mediante esta primacía de las leyes nacionales puede cada
unos de los organismos legislativos tener la seguridad de
que no será paulatina e irreversiblemente desposeído de su
poder legislativo fundamental.

¿Existe alguna razón para temer que todas las cuestiones
serán relegadas al olvido cada vez que se produzca un
cambio de gobierno en uno u otro país miembro? La res
puesta es «No», de la misma manera que no hay que temer
que una mayoría parlamentaria vaya a disolver todo el
sistema legal de su propio país cada vez que se produzca un
posible viraje político en otra dirección. Si estamos dispuestos
a aceptar que los representantes de la nación en los diversos
países europeos no son, por su propia naturaleza, unos
irresponsables, entonces no hay razón para preocuparse.
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Así pues el problema radica en saber si tenemos o no
confianza en la democracia representativa. Debemos escoger
entre una estructura legal supranacional que implica unifor
midad e integración, y la primacía de las leyes nacionales,
la cual permitiría mantener la diversidad de los distintos
sistemas legales al tiempo que haría necesaria la cooperación.
Si elegimos la primera opción, estaremos construyendo, in
tencionadamente o no, una Europa en contra de la voluntad
del pueblo, o a su pesar. Si optamos por la segunda, Europa
colmaría sus aspiraciones.

Una cooperación eficaz

Para entender claramente cómo funcionaría la Comuni
dad si se descartase la renuncia a la soberanía, no tenemos
más que detenernos a examinar por un momento la expe
riencia del Sistema Monetario Europeo.

En este campo la cooperación ha funcionado bien du
rante mucho tiempo, sin que los diversos gobiernos hayan
cedido su soberanía monetaria, ya que cualquiera de ellos
podía fácilmente optar en cualquier momento por dejar
flotar su moneda. Y sin embargo el sistema fue válido
durante trece años sin que ninguno de sus miembros deci
diese abandonarlo para defender su moneda. Esto se debe a
que el consenso funcionaba tan bien que era posible alcanzar
un acuerdo cada vez que se necesitaba realizar un reajuste.
Entre 1979 y 1992 se produjeron once reajustes por consenso,
pudiendo las paridades adaptarse a las circunstancias y a la
diversidad de las situaciones nacionales.

Con la reunificación alemana, sin embargo, momento en
que se decidió avanzar hacia la moneda única y congelar la
estructura de paridad en lugar de aceptar la flotación del
marco alemán, todo el sistema se puso en peligro.

Esto se debió a que, desde entonces, la cooperación
monetaria fue reemplazada por mecanismos automáticos
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que no tendrían en cuenta la voluntad de los diferentes
países.

La lección que se podría sacar de todo esto es que, en
lugar de tratar de salir de la crisis monetaria acelerando la
marcha hacia una moneda única, nos beneficiaría más re
formar el Sistema Monetario Europeo sobre la base de la
cooperación, con una mayor libertad para la fluctuación y
para reajustar las paridades de una manera sensata y des
dramatizar las devaluaciones.

En cualquier caso, ahora se deberá elegir entre la coope
ración y la integración, sin falsas apariencias ni pretextos.
Una vez que nos hayamos asentado en este principio, con
trolando toda la mecánica jurídica e institucional de la
Comunidad y sus posibles derivados, debemos activar la
cuestión de la ampliación del marco de la comunidad para
incluir a los países del este y a Rusia. Se trata éste, sin
duda, del principal reto con el que se tendrá que enfrentar
la Comunidad Europea en los últimos años de este siglo.

Una Comunidad de todos los estados europeos

¿En qué podemos basar esta Comunidad de todos los
estados europeos, a la que ahora tenemos que dar naci
miento? Debe fundamentarse en la paz, el desarrollo econó
mico y la conservación de nuestro patrimonio común.

La paz significa un sistema colectivo europeo de seguri
dad según el modelo de las Naciones Unidas, en el que se
deberían aplicar los términos de la Carta de las Naciones
Unidas en relación con las organizaciones regionales. Este
sistema colectivo de seguridad debería incluir solamente a
los países europeos, y estar dirigido por un Consejo de
Seguridad compuesto de miembros permanentes.

El desarrollo económico significa cooperación monetaria
y ayudas a la inversión para los países de la Europa oriental.
Significa asimismo un amplio Mercado Común que abarque
desde el Atlántico hasta Rusia, para liberar las barreras al
comercio existentes entre el este y el oeste. Se necesitarán
diez años para ponerlo en marcha, pero los cimientos se
pueden colocar en este mismo momento. Las perspectivas
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deben ser trazadas de manera clara, como se hizo en la
Europa occidental en 1957 cuando se firmó el Tratado de
'Roma.

La conservación de nuestro patrimonio común quiere
decir que hemos de impedir los grandes peligros que se
ciernen sobre el medio ambiente y salvar nuestro patrimonio
arquitectónico. La amenaza de accidentes nucleares y de un
desastre ecológico en el este exige la inversión montaje de
enormes recursos que permitan afrontar la situación de
emergencia latente.

Estos son los perfiles que debe presentar la Comunidad
de Estados Europeos. Podría estar fundamentada en el prin
cipio de armonización de las leyes, armonización estricta
mente limitada a las cuestiones de interés general. Más allá
de este campo, cualquier cooperación se realizaría para
resolver cada caso en particular. Esto es, se ajustaría a los
intereses, ventajas y medios de cada uno de los participantes,
como lo hacen las empresas Airbus y Arianespace.

Las relaciones de amistad entre países concretos servirían
para mantener un equilibrio territorial de influencias: el
área mediterránea de Europa contrarrestaría el poder del
norte; la Europa del Danubio equilibraría el de Alemania; y
el arco atlántico buscaría su circunscripción. Y, en resumen,
la naturaleza específica de las distintas situaciones se vería
respetada; se multiplicarían los intercambios; se estimularía
la eficacia; y se aseguraría el equilibrio.

La competencia estaría basada en la diversidad inherente
a esta dimensión europea. Por encima de ese mínimo que es
absolutamente necesario armonizar, cada uno de los miem
bros quedaría libre para crear su propia moneda y sus pro
pias leyes, recaudar impuestos directos e indirectos y hacer
lo que crea más conveniente con sus recursos específicos.

En lo que concierne al mundo exterior, sin menoscabo
del respeto a los vínculos que unen a Inglaterra, España,
Francia y Portugal con el resto del mundo, del apoyo a los
países pobres, de la ayuda al desarrollo interior de los
países del este, del rechazo a la idea de Europa como una
fortaleza encerrada en sí misma, la Comunidad de Estados
Europeos pondría en práctica una política comercial común
que contrarrestase de manera eficaz la competencia desleal
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y tuviera un peso decisivo en las negociaciones internacio
nales.

Que Europa deba permanecer abierta al mundo no quiere
decir que se deba conceder el acceso a ella de manera
indiscriminada. Los competidores que sin ningún escrúpulo
justifican la utilización de cualquier medio para lograr sus
fines, incluido el «dumping» monetario y social, no serán
admitidos.

Si la Comunidad no puede adaptarse a la nueva situación
mundial, se convertirá en presa mortal del desempleo des
controlado y de una desaparición continuada de los benefi
cios sociales.

Existe una conciencia europea que puede servir de base
a la creación de una amplia comunidad de pueblos. Lo que
no existe es un pueblo europeo único y homogéneo con
voluntad colectiva para fundar un estado multinacional.

Es indudable que tenemos una conciencia europea, pero
no un sentimiento nacional europeo, de lo que debemos
alegrarnos, pues en caso contrario Europa perdería esa ex
traordinaria diversidad sin la cual dejaría de ser ella misma.
Maastricht encarnó un cierto tipo de pensamiento tecnocrá
tico, mercantilista y centralista y lo llevó al más absoluto de
los absurdos. Ahora debemos romper con este concepto, lo
que no significa que tengamos que renunciar al propósito
de formular un nuevo orden ni aceptar tensiones, conflictos
o excesivas discrepancias, o que debamos incitar a cada uno
de los miembros a encerrarse en sí mismo. Esto entrañaría
el riesgo de nuevas tragedias que inevitablemente sellarían
el declive de nuestro viejo continente.

Muy al contrario, cada uno de nosotros debe conservar
su identidad y personalidad. Debemos dejar que los muchos
pueblos que componen Europa expresen su inquebrantable
voluntad de ir hacia un entendimiento mutuo, un alivio de
las tensiones y una cooperación, su firme determinación de
no dejar escapar este momento único. Debemos trabajar
juntos para hacer realidad esta inesperada oportunidad de
conseguir una Europa unida.

París, 19 de julio de 1993
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EL RESCATE DE EUROPA

Guillermo GORTÁZAR

Hesíodo cuenta en la Teogonia, hace poco más de dos
mil quinientos años, que Europa, una de las tres mil oceáni-
das, ninfas del mar, fue raptada por Zeus, en forma de toro
blanco, quien a través de las olas la condujo a Creta. De
ahí se infiere que el agua, madre de las civilizaciones, lo es
por antonomasia de la cultura europea. Europa ha nacido y
crecido alrededor del Océano. Y es que Europa es una
península del continente asiático, penínsulas son Grecia,
Italia, Portugal y España y una isla, Britannia, ha sido
esencial en la proyección y extensión de los valores y de la
cultura europea.

Si la primera noticia de Europa fue su rapto por Zeus,
la última versión de Europa es otro rapto: la visión de una
Europa necesariamente integrada en una suerte de nuevo
estado supranacional. Quien no acepta esa proposición es
inmediatamente relegado al mundo de los «antieuropeos».
Se impone por tanto rescatar Europa de sus últimos raptores
exclusivistas y poner sobre el tapete otros valores como
pluralidad, diversidad, libertad, democracia y responsabilidad
política perfectamente compatibles con la positiva experiencia
de cuarenta años de Comunidad Europea.

La posición de España ante el proceso de integración
europea tiene que apoyarse en la defensa de sus intereses
nacionales dentro del contexto de la Unión. Demasiado a

menudo, la política continental de España ha perdido de
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vista un punto esencial: ningún sistema político o económico
se asienta sobre el altruismo. En demasiadas ocasiones se
olvida que los países comunitarios no sólo son socios, sino
también competidores, como se pone de manifiesto en las
conferencias del Consejo Europeo o cuando surgen serias
discrepancias, como en el conflicto pesquero del verano de
1994.

El primer paso a dar es realizar un diagnóstico lo más
realista y pragmático posible, desde una cierta «humildad
racionalista», que aspire a entender la realidad más que a
transformarla. La realidad es la de un continente que expe
rimenta su mayor proceso de mutación desde el final de la
Segunda Guerra Mundial y en la que los estados comunita
rios tienen una visión muy diferente acerca del contenido y
del ritmo de avance hacia la Unión. Ante esta situación, los
conceptos claves son: flexibilidad y gradualismo.

La Unión Europea sólo puede tener éxito si se asienta
sobre la realidad. La realidad del Viejo Continente está
conformada por la existencia de unas seculares instituciones
políticas, sociales y culturales, producto de un dilatado pro
ceso de gestación histórica que denominamos naciones esta
do. Por ello, como ha señalado José María Aznar en el
debate sobre Europa en el Congreso de los Diputados el
pasado 3 de enero de 1994, «sería ingenuo cambiar o modi
ficar la naturaleza de la Unión Europea como una unión de
estados». En el mismo sentido, poco antes, se había mani
festado el Tribunal Constitucional alemán al considerar sólo
compatible con la Ley Fundamental de Bonn, «una unión
cada vez más estrecha de los pueblos europeos, organizados
como estados, y no un único estado, basado en el pueblo
europeo».

Dos visiones de Europa

Hay una gran variedad de visiones de Europa, unas
derivadas de la historia, otras, de las distintas posiciones
geoestratégicas de cada país en el continente. Por ello el
peso de la historia, de la cultura y de la geografía es
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inmenso a la hora de definir los diversos intereses, a veces
contrapuestos, a veces coincidentes. Pero desde el punto de
vista de los valores y de los principios políticos el debate
europeo se deriva de dos visiones diferentes de Europa: la
intervencionista y la liberal-conservadora. Ambas visiones
conciben de modo diferente cómo funciona el mundo y, por
tanto, las políticas e iniciativas que inspiran son muy distin
tas.

Para los liberal-conservadores las instituciones políticas,
sociales y culturales son el fruto de un largo y delicado
proceso de evolución. Su pervivencia demuestra que han
servido a un propósito útil. Esta visión responde a un
racionalismo crítico o humilde, consciente de que la razón
no es capaz de construir desde la nada un orden político y
social, y que el coste de interferir los procesos sociales
puede ser muy superior a los beneficios que reporta. Dentro
de este esquema, la prudencia exige no tomar decisiones
que puedan trastocar el delicado equilibrio generado por la
historia, la tradición y la acción humana. Es un antídoto
contra la impaciencia de los reformadores, porque evita la
fatal presunción, como diría Hayek, de creer que «el hombre
es capaz de modelar el mundo que le rodea según sus
deseos».

Para los intervencionistas, el poder de la razón es ilimi
tado. Las tradiciones, las costumbres, las instituciones pue
den ser manipuladas, forzadas o ignoradas en pos de cons
truir una sociedad perfecta. Este enfoque fue definido por
Hayek como racional-constructivismo y constituye la fibra
intelectual de quienes creen posible hacer Europa ex-novo
con un toque de genio y voluntad, apoyada en el poder de
la razón. Alguien con cierto instinto poético la ha definido
como el don visionario del futuro europeo. No es de extra
ñar que se deba a Delors y a los socialistas la acuñación del
concepto «construcción» de Europa.

La visión liberal-conservadora se encuentra bien recogida
en el Libro Blanco del Mercado Único y en el Acta Única.
Es una interpretación de Europa basada en la cooperación
entre los estados que camina hacia adelante a través de un
poperiano método de ensayo y error. Esta visión de Europa
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no trata de forzar el ritmo natural de las cosas ni se siente

dueña del tiempo, de los plazos en los que los individuos
deciden cambios esenciales en sus vidas.

Para este modo de ver Europa, la democracia funciona
en la escala de los estados-nación porque permite a las
opiniones públicas articuladas controlar a los gobiernos,
premiarlos o castigarlos en relación al cumplimiento y cali
dad de sus compromisos. En lo económico funciona mejor,
porque la diversidad se traduce en competencia y ésta en
progreso. Pero también porque la competencia entre los
aparatos estatales (sistema fiscal, regulaciones, intervencio
nismo) obliga a que los estados se orienten hacia los intereses
generales si no desean ver ponerse en marcha el voto con los
pies hacia aquellos países de la Comunidad con sistemas
fiscales y de regulación menos onerosos. La democracia en
los estados-nación y el Mercado Único limitan pues la lógica
expansiva del poder y generan seguridad, estabilidad y desa
rrollo económico. En esta visión de Europa se encuentra la
tradición librecambista, partidaria del atlantismo y de los
acuerdos GATT.

La segunda visión, una versión maximalista del Tratado
de Maastricht, provoca consecuencias muy diferentes. Con
cibe la diversidad como un camino hacia el desorden y, por
ello, intenta reducir lo más posible su campo de acción.
Cree posible dominar el tiempo y los hechos, lo que le lleva
a considerar que los estados-nación son obstáculos para
lograr sus fines, que el mercado es un límite a sus planes y,
por último, que los individuos son entes incapaces de com
prender la; grandiosidad y complejidad de sus benéficos
proyectos.

Esta visión, muy propia de los países con tradición de
despotismo ilustrado, coincide básicamente con naciones
fuertes, con vocación de dominio continental, de gran tama
ño y capacidad económica y financiera para considerar
Europa un mercado lo suficientemente dimensionado como
para poder establecer barreras arancelarias externas. El col-
bertismo, la regulación y la protección arancelaria son las
consecuencias lógicas de esta visión. Pero en el siglo XXI, el
colbertismo (en la versión actual de Delors, socialista-
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tecnocrática) es una antigualla mayor que los fisiócratas.
Daniel Bell y Vincent Wright, entre otros, han llamado la
atención sobre el error de considerar a las naciones y a las
agrupaciones comerciales (NAFTA, Japón, CE) como blo
ques cerrados, toda vez que los intereses de las transnacio
nales (accionariado, producción, distribución) son mundiales,
no nacionales.

La Europa que interesa a España

En los años ochenta España estaba tan interesada en
ingresar en la CEE que no importaban las condiciones que
impusieran los países comunitarios. Europa era sinónimo de
democracia y modernización y, por ello, durante la Transi
ción y en el proceso negociador posterior, la unanimidad
sobre el objetivo europeo fue absoluta. Pero ni entonces ni
ahora se hizo una relación de objetivos nacionales a obtener
en el club del cual pasábamos a formar parte. La costumbre
del Gobierno español fue y es atenerse al calendario y
agenda de temas impuestos por franceses y alemanes. Como
máximo, el Gobierno socialista lidera la solicitud de «fondos
de cohesión» y plantea demoras o tímidas negociaciones en
las reducciones de producción, ya se trate de cuotas de
leche, acero, pesca o el vino. Es decir, en el plazo de doce
años hemos pasado de estar en las estrellas del «gran pro
yecto europeo» a una dura realidad derivada de la ineficien-
cia, falta de competitividad y seguidismo.

Hasta tal punto la opinión pública española percibe
nuestro poco lucido papel en la Comunidad que, a juzgar
por sondeos recientes, la adhesión a la CE ha evolucionado
del fervor comunitario de los años setenta y ochenta hacia
un enfriamiento en los noventa. Con todo, la unanimidad
sobre la pertenencia de España a la Unión Europea está
fuera de cualquier duda y del debate político. Pero es nece
sario un nuevo proyecto de España en Europa que recupere,
al menos en parte, el entusiasmo colectivo que los españoles
mostraban por Europa en las pasadas décadas.
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En primer lugar se trata, ya que no se ha hecho hasta
ahora, de definir cuál de las Europas posibles interesa más
a España. En segundo lugar, señalar las prioridades de
interés nacional que pueden ser planteadas en Bruselas en
lugar de ir detrás de la iniciativa franco-alemana. En otras
palabras se trata de clarificar los problemas básicos de los
españoles y ver cómo la UE puede contribuir más eficaz
mente a la resolución de los mismos. Por supuesto sería
ingenuo pensar que España puede imponer una agenda en
la UE, pero entre estar a la defensiva y clarificar nuestras
propias iniciativas e intereses media una distancia que no
parece que el desprestigiado y gastado gobierno socialista
sea capaz de recorrer.

Una de las virtualidades de la UE, a diferencia de los
sistemas estables de alianzas del siglo xix, es la consecución
de acuerdos concretos y multipolares en la mesa de los
Consejos de jefes de Gobierno. La mayor parte de las veces,
por tradición y lazos diversos, la posición española es coin
cidente con Francia pero en otras ocasiones puede serlo
más con el Reino Unido, Italia o Portugal. Así por ejemplo,
en el establecimiento de una «minoría de bloqueo» España
se alineó con el Reino Unido y con seguridad nuestra posi
ción de país atlántico y con una proyección americana
debería favorecer los acuerdos con el Reino Unido o Portu

gal dentro de la Unión Europea frente otra visión más
estrictamente continental de Francia o Alemania.

De las dos Europas posibles, una volcada hacia el centro
y el este de Europa, en la que España ocuparía un lugar
periférico, relegado a la «cohesión» y otra Europa más
atlántica, en la que nuestro país ocupa una de las riberas
del lago central, parece que la elección no tiene duda.
Puede que haya llegado ya el momento de considerar la
conveniencia de apostar por la Europa flexible, por la ver
sión no reglamentista y en la que el juego de acuerdos y
alianzas concretas se efectúen de manera inequívoca por los
intereses nacionales y no por el seguidismo tradicional del
gobierno español.

Desde 1986, España ha mantenido una rígida alianza
continental con el eje franco-alemán. Se ha pensado que
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estar junto a dos de los mayores estados de la UE constituía
per se una capacidad de influencia en los asuntos comu
nitario que ha distado mucho de ser real. Alemania y Fran
cia defienden lógicamente sus respectivos intereses en la UE
que normalmente no son lesivos para España cuando nues
tros intereses coinciden con los de esos países. Pero esta no
es la regla general y no tiene por qué serlo.

En la Europa del fin de siglo, España debe instrumentar
una política europea de alianzas flexibles. La estrategia de
una Europa abierta al exterior, basada en la cooperación
entre los estados es más acorde con los intereses nacionales

que una Europa colbertista, con un nuevo estado centraliza
do en Bruselas, en el que estaríamos condenados a ser su
«Mezzogiorno». Nuestra posición nos sitúa en la periferia
atlántica de la UE que tiene una traducción en tres planos:
EEUU, Gran Bretaña e Hispanoamérica. Por lo tanto, el
atlantismo europeo de la Península facilita una cooperación
interesante con esas áreas.

Hispanoamérica, que parece salir de la década perdida
para convertirse en una zona de gran dinamismo económico,
ofrece grandes oportunidades que debemos aprovechar. Es
paña podría obtener claras ventajas de sus vínculos históricos
y culturales con Hispanoamérica. Resulta lamentable que el
Gobierno español no presione para lograr un trato comercial
similar para los países hispanoamericanos que el disfrutado
por los ACP (Africa-Caribe-Pacífico). No tiene sentido, por
ejemplo, que España establezca limitaciones (que siempre
son recíprocas y perjudiciales) con el mercado audiovisual
hispanoamericano y que, sin embargo, se vea obligada a
establecer relaciones preferentes con el cine de otros países
europeos por un acuerdo general de la UE. Y todo ello
cuando el impresionante mercado español en América, con
más de trescientos millones de consumidores, está destinado
a crecer. Cuando menos, habría que intentar conseguir una
igualdad de condiciones para todo tipo de trato comercial
audiovisual considerando que este terreno siempre tenemos
un mercado enorme por ganar.

Por otra parte, España es un país mediterráneo. En este
escenario, la política exterior y de cooperación puede acer-
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carnos en determinados puntos a colaborar con Francia o
Italia, dos naciones que tienen un marcado interés en garanti
zar la estabilidad del Norte de África. En este sentido, una
iniciativa posible sería llegar a acuerdos de libre comercio
con el Magreb. Esto contribuiría a dar estabilidad política a
la zona, a favorecer su desarrollo económico y a frenar los
movimientos islámicos extremistas.

Flexibilidad y gradualismo

La flexibilidad en los acuerdos concretos con los diversos

estados que componen la UE, es extensible a la agenda
europea, a los temas y plazos que se debaten en el seno del
Consejo Europeo. Uno de los principales errores del Tratado
de Maastricht es la idea de que resulta posible cristalizar la
Europa del futuro cuando el centro y este europeo se en
cuentra en una fase de reordenación y reequilibrio general.
Este hecho requiere reflexionar acerca del ritmo y del conte
nido de la Unión, ya que por un lado resulta muy difícil,
por no decir imposible, conciliar la interpretación máxima-
lista del Tratado de Maastricht, con el escenario europeo
surgido a raíz del derrumbe del muro de Berlín; y por otro,
la experiencia de estos últimos años muestra las diferencias
entre los estados miembros de la UE sobre el ritmo y
contenido de la futura Unión.

El propio Tratado abrió el camino a la hipótesis de una
Europa de geometría variable, cuando permitió que daneses
y británicos pudiesen acogerse a la cláusula opt-out en de
terminadas cuestiones (moneda única y legislación social).
De la misma forma, el Tratado contempla la posibilidad de
hacer viable una cooperación más estrecha opt-in entre los
países que estén en condiciones de llegar a la unión moneta
ria en 1997; ésta es de hecho la idea que subyace en el
documento elaborado por el grupo parlamentario de la
Democracia Cristiana alemana y en las declaraciones del
primer ministro francés.

La reacción en España, así como en otros países de la
periferia de la Unión, ha sido unánime en contra de la
Europa de dos velocidades por lo que tiene de quiebra de
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toda la trayectoria de la CE. Pero es que, además, las
políticas decididas en el llamado «núcleo duro» afectarán
también al resto de los miembros de la Unión sólo que
ahora se excluye al resto de los estados de los procesos de
decisión. De manera que el dilema es el siguiente. O la
Unión se ralentiza y aplaza sine die la profundización para
abordar otras tareas como puede ser la ampliación (esa es
la posición de Dahrendorf, quien afirma que ampliar es una
forma de profundizar) o continuar con el calendario diseña
do en Maastricht, sólo para un reducido grupo de países, en
cuyo caso se altera sustancialmente el proyecto de la Unión
Europea.

Entre esas dos opciones, para España es, sin duda, pre
ferible la primera si queremos mantener el nivel de influencia
y participación de nuestro país en la UE. Por tanto lo
prudente sería establecer un gradualismo más dilatado en el
tiempo que el inicialmente previsto y apostar por una mayor
flexibilidad en cuanto a contenidos y objetivos. Por ejemplo,
en relación a la moneda única, la experiencia demuestra que
forzar paridades fuera del mercado sólo beneficia la especu
lación sobre las monedas. De esto tenemos una reciente
experiencia con nuestra peseta sobrevalorada por la existen
cia de una banda estrecha en el SME totalmente fuera de la
realidad. Cuando se ha dejado fluctuar la peseta en una
banda mucho más amplia, el mercado ha encontrado el
equilibrio del valor real de nuestra divisa, lo que ha benefi
ciado las exportaciones y sobre todo la estabilidad de la
moneda.

Para España es más conveniente estar dentro que fuera
del Sistema Monetario Europeo, pero hoy por hoy nos
convienen más los parámetros de fluctuación (la banda
ancha) establecida tras la crisis cambiaría del verano del 93.
España no está en condiciones ni de comprometerse a fijar
un tipo de cambio irrevocable ni de avanzar a corto o
medio plazo hacia la moneda única, ni siquiera de admitir
un margen de fluctuación más estrecho para la peseta dentro
del SME. Desde este punto de vista, sin ningún dogmatismo
previo de partida, el objetivo de incorporación de España a
la Unión Monetaria dependerá de la calidad nuestra política
económica y de la eficiencia de nuestra economía. De forma
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que nuestra incorporación a la moneda única debería pro
ducirse después de un cuidadoso estudio de los beneficios
que pueda comportar para nuestro país y no por el resultado
de un precipitado compromiso a fecha fija del Sr. González.
Afortunadamente no hay automatismo en la incorporación
de España en la moneda única: por eso es especialmente
útil la conferencia intergubernamental de 1996, en la que
nuestra no incorporación a la moneda única (en el supuesto
de que se lleve finalmente a cabo) debe plantearse como un
elemento positivo y de prudencia política, habida cuenta de
cómo ha conducido la política económica el Gobierno so
cialista.

Si partimos del hecho de que la Europa que interesa a
España es la Europa de los estados-nación, flexible y gra
dual, resulta más fácil establecer un criterio conveniente
para nuestro país en relación a la reforma de las instituciones
comunitarias en la Conferencia Intergubernamental de 1996.
Así por ejemplo, la llamada Constitución Europea no es
conveniente ni oportuna, primero, por lo que tiene de cris
talización extrema de una Europa en continua evolución y
segundo, porque a diferencia de los EEUU, en Europa no
hay un sujeto soberano que pueda definirse como «pueblo
europeo». Pero además, si queremos preservar la UE, la
mejor manera es no forzar la aprobación de una «constitu
ción» que traería consigo la crisis definitiva de las institu
ciones comunitarias con la salida inmediata de varios e
importantes países del seno de la Comunidad que no desean
perder ni su soberanía ni su identidad.

Por tanto, si nos centramos, como parece evidente, en el
estado-nación, el órgano de atención preferente es el Consejo
Europeo y los consejos sectoriales de ministros, instrumentos
claves para la cooperación y coordinación de políticas de
los diversos estados miembros. El mantenimiento de la una
nimidad para los asuntos esenciales, una minoría de bloqueo
operativa y la responsabilidad de los presidentes y ministros
ante los parlamentos nacionales garantizan el control de las
opiniones públicas sobre las iniciativas y compromisos de
sus gobiernos.

En este marco, la Comisión, el Parlamento Europeo y el
Tribunal de Justicia, que son las instituciones comunitarias
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con vocación de reducir los estados nacionales a gobiernos
autonómicos, deberían quedarse como están y conscientes
de sus propios límites. El Tribunal de Justicia, no obstante,
sí podría aspirar a desempeñar un papel más efectivo en la
defensa de los derechos fundamentales de los europeos. Al
estar éstos expresados en constituciones diferentes, España
puede promover el principio de «trato de ciudadano más
favorecido». Es decir, que un derecho constitucional que
otorgue cualquier constitución europea se reconozca a cual
quier ciudadano de un país miembro en sus relaciones con
los órganos de la Unión Europea y que ésta tenga que
respetar la suma de todos ellos sin ignorarlos, reducirlos ni
armonizarlos. Esta medida contribuye además a controlar
los poderes y burocracia comunitarios.

Como ha puesto de manifiesto Cario Pelanda, el reto al
que se enfrenta Europa en los próximos lustros es la estabi
lidad política y la eficiencia de su sistema productivo. El
paro, que es el doble del que registran japoneses y nortea
mericanos, sugiere que la UE utiliza inadecuadamente los
resortes de la economía y los criterios de producción y
competitividad en un mercado cada vez más mundializado.
Y si esto es verdad para la media europea, para España la
situación resulta dramática porque nuestros parámetros de
paro y eficiencia se sitúan muy por detrás de nuestros
socios europeos. El camino de la estabilidad política, de los
valores morales de una nación y su eficiencia económica
son los retos reales de España en el siglo XXI dentro de la
UE.

Rescatar Europa significa hoy poner sobre el tapete las
diversas visiones de Europa que compiten entre sí. Pero
también abogar por evitar la dispersión de responsabilidades
políticas o el establecimiento de sistemas tecnocráticos que
no favorecen la calidad democrática (es decir la capacidad
de los ciudadanos de decidir los temas que les afectan) ni la
recuperación del pulso moral imprescindibles para cualquier
sociedad civilizada.

Madrid, octubre de 1994
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LOS VIEJOS MUEBLES DE LA FAMILIA
(Una mirada escéptica sobre la fantasía onírica

conocida como la Europa de los Pueblos)

Aleix VIDAL-QUADRAS

Las lenguas nacionales se verán cada vez más limi
tadas al uso doméstico, e incluso allí tenderán a ser
tratadas como un mueble viejo heredado de la familia,
algo que tratamos con veneración aun cuando no tiene
mucha utilidad práctica.

(Karl Kautsky)

Es el Estado el que hace la Nación y no la Nación
al Estado.

(Josef Pilsudski)

Descripción del artefacto

Cuando se visita en nuestros días la sede de un movi
miento político articulado alrededor de una determinada
reivindicación nacional contra un Estado presuntamente car
celero, léase un partido nacionalista vasco, catalán, gales,
gallego, corso, flamenco, lapón o cualquier otro de la rica y
abigarrada fauna separatista que puebla la Europa que se
asoma al segundo milenio, es frecuente ver colgado en la
pared un mapa sorprendente. Las fronteras que delimitan
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los Estados existentes entre el Atlántico y los Urales no
aparecen o lo hacen en líneas muy tenues, como si sintiesen
vergüenza de su arbitrariedad, y en su lugar destacan níti
damente trazadas unas entidades territoriales distintas a las
habituales, con nombres y ubicaciones que oscilan entre el
relato feérico, la investigación arqueológica y la nostalgia
sentimentaloide.

Occitania, Euskadi, Bretaña, Gales, Países Catalanes,
Córcega, Flandes, Galicia, Castilla, Escocia, Lombardía,
Sicilia, Frisia, Sames, Man, y así hasta cuarenta supuestas
naciones con aspiraciones a gozar de soberanía política y
pleno reconocimiento internacional. Se trata de la denomi
nada Europa de los Pueblos, supuestamente reflejo de las
verdaderas realidades nacionales que constituyen el Viejo
Continente frente a la Europa de los Estados, fruto de los
centralismos mastodónticos y opresores que someten por la
fuerza a un numeroso y variopinto conjunto de minorías
nacionales cuya liberación constituye la misión sagrada que
los nacionalistas tienen sobre el planeta.

Aunque el mundo de la imaginación humana ofrece
infinitas posibilidades y la Europa de los Pueblos podría ser
vista como una ensoñación inofensiva de cuatro excéntricos
o el escenario adecuado para una novela de Tolkien, resulta
interesante e incluso prudente analizar esta propuesta de
configuración política europea, porque algunos de los que
la formulan poseen un poder considerable en sus circuns
cripciones electorales y la propugnan muy seriamente.

Tal como se aprende en el diván del psiquiatra, los
sueños, así como las fantasías en estado de vigilia, suelen
encubrir deseos soterrados y propósitos no siempre confesa-
bles que conviene desvelar con fines terapéuticos antes de
que sea demasiado tarde.

La Europa de los Pueblos es uno entre los muchos
instrumentos de propaganda de algunos movimientos nacio
nalistas especialmente fuertes en sus respectivos Estados
que, mediante la generalización de sus objetivos, pretenden
legitimarlos y presentarlos como una pieza más de un amplio
engranaje imparable.

108



Es por ello que un análisis histórico, político y cultural
de la entelequia en cuestión resulta oportuno en un período
en el que la tentación de colocarse a la rueda de la aparición
de nuevas naciones tras el derrumbe del imperio soviético
empieza a ser muy fuerte para ciertos líderes nacionalistas
de la Europa occidental.

En el reducido espacio de este ensayo sólo se podrán
dar unas breves pinceladas de un tema tan vasto como
sugerente, pero cualquier ocasión para levantar la máscara
de los particularismos micronacionalistas, aunque sólo sea
unos centímetros, debe ser aprovechada.

Un rápido recorrido histórico

Los micronacionalismos separadores no representaron
un auténtico problema para los grandes Estados-Nación
europeos hasta finales del siglo XIX. El nacionalismo
democrático-revolucionario alumbrado por la Ilustración,
creador de los Estados Unidos de América y de la Francia
moderna, se apoyó en principios universales, y las apelacio
nes a la lengua, la religión, la etnia o la tradición histórica,
le fueron ajenas. En cuanto al nacionalismo liberal-burgués
que configuró el nuevo mapa de Europa entre 1830 y 1880,
tuvo carácter unificador y dio lugar a naciones grandes y
viables, construidas sobre la base de una economía mundial
progresivamente internacionalizada bajo la supremacía co
mercial británica. La creación de la Italia de los Saboya o
del Reich de los Hohenzollern no se hizo mediante el recurso

a la identidad recuperada o a las esencias de la raza. Ni a
Cavour ni a Bismarck se les hubiera pasado jamás por la
cabeza despertar la adhesión de los habitantes de los diversos
y numerosos principados, reinos, ducados y grandes ducados
que componían los respectivos mosaicos que se disponían a
cohesionar, enarbolando banderas lingüísticas, religiosas o
étnicas.

Los cañones que tronaron en Sedan o en Magenta lla
maban a la modernización, a un cambio de escala en lo
económico y en lo cultural, a trasladar las lealtades políticas
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a nuevas entidades territoriales que surgían del entusiasmo
por lo extenso y grandioso. Los apóstoles de los nuevos
Estados-nación invocaban al progreso, a la ambición y al
futuro.

Fue a partir de 1880 cuando el vector de la Historia
cambió de sentido en lo que al impulso engendrador de
naciones se refiere, y pasó de apuntar hacia la excitación
del porvenir y la dilatación del horizonte a orientarse en
dirección a la nostalgia del pasado y al enternecimiento por
lo doméstico. La existencia de un umbral demográfico y
geográfico por debajo del cual una nación no merecía la
consideración de tal, dejó de ser exigible y se volvió a lo
establecido en la mítica Declaración de Derechos francesa

de 1795, que rezaba textual y doctrinalmente «cada pueblo
es independiente y soberano, cualquiera que sea el número
de individuos que lo componen y la extensión del territorio
que ocupan». La respuesta a la decisiva e inquietante pre
gunta de Renán en su impresionante conferencia dictada en
La Sorbona en 1882, cuya misma formulación ya indicaba
la nueva tendencia, «¿Por qué Holanda es una nación mien
tras que Hannover o el Gran Ducado de Parma no lo
son?», dejó de estar apoyada en criterios de población nu
merosa, amplia extensión territorial y riqueza suficiente que
permitiesen la aspiración a la preeminencia y la conquista.
La sentencia del economista alemán Friedrich List, contenida
en su tratado sobre economía política aparecido en 1827,
«una nación restringida en el número de su población y en
su territorio, especialmente si tiene una lengua propia, sólo
puede poseer una literatura inválida e instituciones inválidas
para la promoción del arte y de la ciencia» cesó de ser
reconocida como una evidencia en las postrimerías del siglo
xix y comenzó a sonar a blasfemia en los albores del siglo
xx.

Así, en los últimos años del que Walter Bagehot calificó
de «siglo constructor de naciones», las mentes, y sobre todo
los corazones, de los hombres y mujeres de la calle se
volvieron hacia eras pretéritas en busca de identidades per
didas, de orígenes olvidados y de lenguas vestigiales, cuya
resurrección y dignificación constituía crecientemente un im-
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perativo político y ético. Los vientos ardientes del Romanti
cismo silbaron entre viejas ruinas y en valles perdidos
tañendo liras espectrales que cantaron de nuevo antiguas
leyendas y hazañas heroicas, y los pueblos sintieron la nece
sidad, hasta entonces desconocida, de saber quién y qué
eran, de dónde venían y cuál era su raíz auténtica y profun
da, de distinguirse de los demás, de ser únicos, irrepetibles
y, en cuanto hallaran la menor excusa, superiores.

Aunque unas pocas décadas atrás pensadores tan anta
gónicos como Marx y Stuart Mili habían coincidido en
considerar la cuestión nacional como secundaria, sus plan
teamientos aparecían de repente como extrañamente ana
crónicos. La progresiva democratización y la intensa capaci
dad movilizadora del nacionalismo sobre las masas le
hicieron extraordinariamente eficaz en el ámbito de la lucha
electoral y la invocación a la conciencia nacional se trans
formó con sorprendente rapidez en una de las herramientas
preferidas de los aspirantes al poder político. De la lúcida
observación de Mazzini, «hemos hecho Italia, ahora hemos
de hacer a los italianos», se pasó aceleradamente a un
avispero de reivindicaciones nacionales legitimadas a partir
de la raza, la religión, y fundamentalmente la lengua.

Gladstone vio premonitoriamente que Irlanda estaba per
dida a largo plazo para el Reino Unido cuando en las
elecciones de 1884 la práctica totalidad de los escaños cató
licos de la isla fueron adjudicados a un partido beligerante-
mente irlandés, es decir, y de acuerdo con la terminología
que hoy resulta familiar y que entonces era novedosa, a una
formación nacionalista.

Las comunidades imaginadas se multiplicaron para llenar
el vacío que había dejado tras de sí la desaparición de las
comunidades reales que configuraron el entorno inmediato
y natural de los europeos durante el Antiguo Régimen y
que se remontaban en muchos casos a la Edad Media.

No se conoce mejor sistema para unir pueblos diferentes
que encresparles contra una amenaza exterior. El cemento
de calidad más probada para crear un «nosotros» es el
señalar un «ellos» hostil. Los arquitectos de las recién naci
das Italia y Alemania encontraron en los austríacos y en los
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franceses los antagonistas ideales para fabricar un patriotis
mo de Estado desconocido hasta el momento. Pero una vez
culminado el proceso de construcción de los grandes
Estados-nación, la imponente crisálida nacionalista se abrió
y de su seno alzaron el vuelo, en bandada incontrolable y
multicolor, todo tipo de reivindicaciones étnicas y lingüísticas
que exigían unas fronteras propias en cuyo interior ser
hegemónicas y ejercer plena soberanía política. El gran
Estado-nación pluricultural y multiétnico, depositario y re
ceptor hasta entonces de la adhesión patriótica, cambió de
rostro y se alzó sin desearlo como el verdadero enemigo y
el cruel opresor, que debía ser troceado y destruido para
que pudieran florecer las naciones prístinas, asfixiadas bajo
su manto sofocante. Catalanes, irlandeses, vascos, griegos,
serbios, croatas, búlgaros, checos, flamencos, eslovacos y
polacos, entre otras nacionalidades, reclamaron mediante la
exhibición más o menos violenta, más o menos justificada,
más o menos conmovedora, de títulos históricos, étnicos,
religiosos o lingüísticos, combinados en mezclas de diversa
proporción, pero casi siempre explosivas, un lugar al sol y
el reconocimiento de su existencia diferenciada y de su
derecho a autogobernarse. El camino que llevaba a la diso
lución de los venerables imperios austrohúngaro y otomano
estaba abierto y condujo a la Europa wilsoniana que vio la
luz tras el Tratado de Versalles de 1919.

El principio de autodeterminación quedó definitivamente
consagrado y proporcionó un pretexto impagable a todos
aquéllos que en adelante tuviesen el acierto, la desfachatez
o el arrebato místico de inventar o resucitar naciones con el

propósito de conseguir el apoyo de los electores o de ganar
premios literarios eliminando competencia. El mapa de la
Europa proyectada por Mazzini desplegaba en 1857 una
docena escasa de Estados, el punto décimoprimero de los
ingenuos catorce epígrafes de Wilson los aumentó a veintiséis
y la Europa de los Pueblos, objeto del delirio de los actuales
micronacionalistas catalanes, vascos, bretones, corsos, galeses
o lombardos, contempla del orden de cuarenta. El ritmo de
crecimiento parece obedecer, al menos en las dos primeras
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sacudidas, a una ley geométrica de razón dos, por lo que es
de esperar que se detenga en aras a la supervivencia de
nuestro continente.

La Europa de entreguerras conoció el fin del Grosstaa-
tenbildung y del libre cambio y el triunfo del Kleinstaatrei y
de las economías nacionales, mientras el término «balcani-
zación» adquiría su actual connotación peyorativa. El pe
ríodo comprendido entre 1918 y 1939 brinda una excelente
oportunidad de estudiar las luces y las sombras de los
nacionalismos plenamente realizados, poniendo de relieve
que el principio wilsoniano de congruencia perfecta nación-
estado-cultura-territorio-lengua es irrealizable en la práctica,
tal como señalara con lucidez ese testigo apasionado de la
experiencia nacionalista que fue Francesc Cambó, y que la
única forma de conseguir la homogeneidad étnico-lingüístico-
cultural es, en su grado más horripilante, el genocidio o la
deportación masiva, y en su versión suave, la coacción
psicológica y la vulneración de derechos individuales inalie
nables a través de trágalas impuestas por mayorías parla
mentarias insensibles a los legítimos deseos de las minorías.
Si una cosa quedó clara en la Europa surgida tras la derrota
de los imperios centrales en la Gran Guerra, fue que los
pequeños nacionalismos son tan impacientes e intolerantes
como los grandes, y que incluso el Estado de tamaño más
minúsculo suele ser plurilingüístico, multiétnico y multicon-
fesional, albergando en su seno la semilla del conflicto.

La primera y por ahora última vez que el mapa político
de Europa se trazó de acuerdo con el principio de la nacio
nalidad, concretado en el carácter primordial del hecho
nacional y la homogeneidad cultural y lingüística en un
determinado territorio, fue en 1919. Ningún observador mí
nimamente lúcido dejará de reconocer que la operación fue
un desastre y que el método no funcionó. La tragedia que
asoló Europa entre 1939 y 1945 fue una de las consecuencias,
sin duda la más terrible, de la concepción nacionalista nacida
y perfilada entre 1880 y 1914.

La Europa de los Pueblos, reclamada y acariciada por
algunos movimientos micronacionalistas actuales, especial
mente por los que han tenido más éxito político en sus
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respectivas demarcaciones, es heredera de errores demostra
dos y de apocalipsis sobrecogedores que tan sólo unos
pocos fanáticos o irresponsables desearían reproducir. Si
existe una vacuna recomendable por su fuerza curativa con
tra ciertos ardores nacionalistas liliputienses en la presente
hora europea, y que además presenta la ventaja adicional
de una total ausencia de efectos secundarios nocivos, es el
conocimiento sereno y detallado de la Historia a lo largo de
los últimos doscientos años de los Estados que hoy integran
la Unión, así como de los que aspiran a incorporarse a
corto o medio plazo. La lección que se extrae, si la reflexión
es lúcida y honesta, no avala precisamente al principio de la
nacionalidad como motor de nuestro futuro colectivo.

Viabilidad del invento

Uno de los estudios sociológicos que más complace a los
nacionalistas separadores es la elaboración de relaciones
exhaustivas de minorías potencialmente generadoras de con
flictos étnicos-religioso-lingüísticos, los traídos y llevados
«pueblos», que deben sacudirse los yugos estatales que los
reprimen y humillan.

Sin embargo, dada la notoria imposibilidad, reconocida
incluso por los mismos nacionalistas, de hallar una definición
objetiva de nación y de fijar unos criterios seguros de reco
nocimiento de naciones, estamos ante un ejercicio condenado
de antemano al fracaso. Bastaría el horror del actual drama

yugoslavo para disuadir al ideólogo nacionalista más ani
moso, en el supuesto improbable de que estuviese dispuesto
a razonar.

Stuart Mili había observado sagazmente que una nación
ha de ser factible y deseada para adquirir corporeidad.
¿Cuántas de las cuarenta colectividades listadas por los
micronacionalistas para Europa como posibles candidatos a
identidad nacional reconocida cumplen estas dos condiciones?
¿Cuáles serían las fronteras «naturales» que sustituirían a las
«artificiales»? ¿Cómo reubicar a los millones de europeos de
acuerdo con sus características nacionales «auténticas»?
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Los alemanes en Silesia, Pomerania, Chequia, Dina
marca, Holanda, Hungría o hasta en el Kazajistán, ¿han de
ser trasladados al territorio del actual Estado alemán? ¿O es
el Estado alemán el que ha de anexionar territorios que
pertenecen a otros Estados, como intentó en 1939, con el
brillante resultado de todos conocido? Los flamencos de
Bélgica, ¿se han de independizar o se han de unir a Holanda?
¿Han de emprender los frisones una guerra de liberación
contra Dinamarca? ¿Es necesario dotar a los nómadas lapo-
nes de un Estado propio a caballo entre Suecia, Noruega,
Rusia y Finlandia? ¿Es verosímil que la Cruz de Tolosa
vuelva a ondear como símbolo de una Occitania indepen
diente en el Sur de Francia? ¿Ha de romper la Isla de Man
sus vínculos seculares con la Corona británica? ¿Ha de ser
Macedonia absorbida por Grecia o por Bulgaria, o ha de
ser independiente? ¿Tiene sentido la pervivencia de curiosas
miniaturas como Monaco, Licchtenstein, Andorra o San
Marino, o deben ser fagüeitadas? ¿Hay que partir el queso
suizo en tres porciones, una para Italia, otra para Francia y
la tercera para Alemania? ¿Dónde colocar a los suizos de
lengua romanche? ¿Cómo salvar a la minoría finlandesa en
Suecia de la absorción laminadora? ¿Cómo defender al Es
tado finés de la presencia en su franja litoral de una nume
rosa, fuerte, próspera y bien asentada minoría sueca?

La serie de preguntas sin respuesta se haría interminable
porque muchas de ellas son absurdas en su propio enuncia
do. Una aproximación mínimamente realista a la cuestión
revela que el mapa de la Europa de los Pueblos requiere
una cartografía del delirio. Ya se ha comentado en el apar
tado anterior que la aplicación del principio de la nacionali
dad wilsoniano en 1919 desembocó en un fiasco monumen

tal, por lo que una reedición en el siglo XXI no parece
aconsejable.

La proliferación de unidades políticas pequeñas y vulne
rables despertaría los apetitos de las potencias de mayor
envergadura y haría Europa más insegura e inestable. Habi
da cuenta de la variedad de situaciones lingüísticas, demo
gráficas, históricas, económicas y políticas, los argumentos
y las justificaciones utilizadas por cada movimiento micro-
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nacionalista serían distintas, y en algunos casos, contra
dictorias. Europa se vería convertida en un guirigay ingo
bernable, agitado por docenas de conflictos locales que
previsiblemente degenerarían en violencia en más casos de
los deseados.

La tentación de promover y estimular movimientos de
segregación en el interior de Estados comercialmente com
petidores con el fin de debilitarlos se generalizaría y podría
provocar enfrentamientos de largo alcance. Los nuevos
micro-estados tampoco serían homogéneos y muchas mino
rías quedarían desigualmente distribuidas con lo que los
traslados masivos de población, las discriminaciones y el
atropello a los derechos individuales estarían al orden del
día. No hay que olvidar que los rencores y las rencillas
seculares que enfrentan entre sí a determinadas comunidades
étnicas o religiosas son amortiguadas por los Estados que
las integran, evitando o atemperando choques sangrientos
que sin esa mirada vigilante estallarían sin remedio. Así, la
autoridad estatal central, que es percibida como coactiva
mente encorsetadora, es en realidad la benéfica defensora
de la supervivencia de los supuestamente oprimidos. La
única cosa buena que tuvo el comunismo soviético, aparte
de mostrar con toda claridad el camino que no se debía
seguir, fue el mantener bajo control la tendencia atávica de
muchos grupos nacionales que formaban parte de su imperio
a acuchillarse entre sí.

También en el plano económico los inconvenientes se
multiplican. Si bien los defensores de la independencia de
sus hipotéticas naciones, desgajándolas del Estado que las
cobija, esgrimen la progresiva aparición de grandes mercados
abiertos, del tipo de la Unión Europea, como fundamenta-
ción de la pérdida de vigencia de las economías estatales
autónomas, lo que les deja a ellos campo libre para producir
y competir sin necesidad de escudo protector, olvidan que
por inercias insoslayables de carácter cultural e histórico,
así como de accesibilidad y proximidad, el espacio físico
correspondiente al Estado al que tan a disgusto pertenecen,
suele representar el porcentaje mayoritario de su comercio
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«exterior» en bienes y servicios de todo orden. Una segrega
ción, aunque no sea traumática, casi siempre va acompañada
de reacciones de hostilidad y antipatía por parte de los que
se sienten rechazados, que automáticamente tienen repercu
siones en sus decisiones económicas. No es una casualidad
que el producto interior bruto de Chequia y Eslovaquia
haya descendido significativamente, sobre todo el eslovaco,
desde la disolución de Checoslovaquia en enero de 1993.
Para las regiones menos desarrolladas y competitivas, la
desaparición o la difuminación del Estado que compartían
con otras más ricas y avanzadas, se traduciría en una pérdida
del apoyo solidario y redistributivo que impulsaban las
autoridades «centrales», mientras que para las más prósperas,
su mercado inmediato se vería sujeto a una contracción
provocada por los mecanismos psicológicos de alejamiento
afectivo antes aludidos. Si los votantes del nacionalismo
catalán tuviesen presente en el momento de acercarse a las
urnas que el 70% de su cifra de negocios con el mundo en
general corresponde al resto de España, y que el balance del
ahorro invertido por los españoles en el conjunto del Estado
les es espectacularmente favorable, lo meditarían dos veces
antes de depositar su papeleta a favor de una política de
permanente hostigamiento y menosprecio hacia su mejor
cliente. En cuanto al presunto expolio fiscal que sufre Cata
luña por parte del Estado español, si se sitúa en el contexto
global de intercambio comercial, flujos financieros privados
y reducción de costes derivada de compartir gastos de de
fensa, política exterior, administración de justicia y demás
funciones propias de la soberanía, una simple suma liquida
la polémica.

Una estrategia defensiva utilizada por los Estados-nación
consolidados frente a los micro-nacionalismos centrífugos
ha consistido en emprender amplios procesos de reparto del
poder político entre el gobierno central y organismos regio
nales descentralizados. Es interesante recordar que el único
Estado federal que existía en Europa antes de 1914 era
Suiza y que esta maniobra se ha generalizado en las últimas
décadas registrando diferentes intensidades, desde la regio-
nalización meramente administrativa en Francia y algo más
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acusada en Italia, hasta una generosa cesión de competencias
y recursos que han significado un cambio profundo en la
estructura del Estado, de lo que son buen ejemplo España o
Bélgica. Como era de esperar, movimientos nacionalistas de
índole separatista han reaccionado airadamente contra este
despliegue de flexibilidad y sentido común por parte de sus
explotadores y se han apresurado a marcar diferencias entre
sus derechos «históricos» y el a sus ojos insípido «café para
todos» con el que se pretende vanamente colmar su sed
insaciable de plena realización nacional. Curiosamente, mu
chos entes territoriales sin vocación nacional conocida en su
pasado y surgidos de estas reorganizaciones descentraliza-
doras han desarrollado velozmente patriotismos locales muy
agudos, de manera análoga a como las fronteras arbitraria
mente trazadas por las potencias coloniales en África hicie
ron brotar de la nada nacionalismos virulentos gestados por
líderes nativos durante sus estancias de formación en Cam
bridge, Lovaina o La Sorbona. En cualquier caso, la presión
por ejercer su identidad diferenciada de Lancashire, de Mur
cia o de La Vienne difícilmente se podrá homologar a la
sentida en Flandes o el País Vasco, y esta dispersión de
autoconciencias y de niveles de integración estatal es un
obstáculo más, por si hubiera pocos, a la posibilidad de que
los anhelos micro-nacionalistas pasen del universo de las
sirenas, los hipogrifos y los unicornios al de la cruda reali
dad.

La sola nota positiva que presenta la Europa de los
Pueblos es que resulta irrealizable y que pertenece al reino
de la ficción. Los auténticos motivos por los cuales algunos
alimentan este desvarío son la clave del problema y su
diagnóstico correcto es de la mayor importancia. A ello
dedicaremos el próximo apartado.

La cara oculta de la Luna

La comprensión inequívoca de que el nacionalismo con
siste en la utilización racional de lo irracional al servicio de
la conquista del poder político es tan o más importante que
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la percepción sin falsos pudores de que el socialismo res
ponde al mismo esquema. En el caso del nacionalismo, los
factores irracionales a instrumentalizar son la necesidad de
autoidentificación, el deseo de reconocimiento y la hostilidad
atávica al extraño. El socialismo, con análoga eficacia, ex
plota el deseo tiernamente humano de vivir sin trabajar y el
rencor que despierta el que tiene más que uno. Oponer a
semejantes herramientas de movilización la apelación a la
libre competencia generadora de calidad, al placer que pro
porciona la consecución de la excelencia y al reconocimiento
del mérito ajeno, revela sin ningún tipo de duda que el
liberalismo es una forma particularmente llamativa de inge
nuidad.

Si hay una doctrina política que dedique esfuerzos a
ocultar aquello que es en realidad, es el nacionalismo. Bajo
el pretexto del amor a las propias raíces y de la recuperación
de las auténticas esencias, se esconde habitualmente una
máquina implacable de asalto al Estado y al presupuesto
por parte de grupos mesocráticos impacientes por pasearse
en coche oficial, disponer de despachos lujosamente enmo-
quetados y colocar a amigos y parientes. La elección del
señuelo nacionalista para conseguir tan noble propósito, en
vez de excitar las bajas pasiones de los electores con encen
didas llamadas a la igualdad y la solidaridad, depende de
que las circunstancias culturales, políticas y económicas sean
más favorables a la ferocidad que a la envidia.

Con frecuencia se han propuesto elaborados análisis del
nacionalismo por autores no nacionalistas a partir de expli
caciones psicológicas, económicas o funcionales. En cuanto
a las teorías de los propios nacionalistas sobre su ideología
no ofrecen mayor interés, salvo que se desee profundizar en
el arte de la confección de disfraces.

Sin embargo, tal como ha explicado magistralmente J.
Breully, el nacionalismo es, ante y sobre todo, una forma
de acción política encaminada a apoderarse del Estado me
diante la movilización de las masas llamándolas a la cons
trucción o a la liberación de una nación previamente fabri
cada a partir de elementos protonacionales de índole
histórica, lingüística, étnica o icónica.
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En el caso de los nacionalismos particularistas y separado
res que se oponen al Estado-nación en la Europa occidental
contemporánea, y que han alcanzado posiciones de hegemo
nía electoral o, cuando menos, de presencia significativa en
sus reclamadas «naciones», tales como el catalán, el escocés
o el vasco, existe una característica común que podríamos
sintetizar en la expresión coloquial «lo mío es mío», cuya
obviedad tautológica encaja muy bien con la naturaleza
íntima del fenómeno nacionalista. Los nacionalismos vasco
y catalán se han desarrollado en este siglo en dos regiones
industriales con rentas per cápita netamente superiores al
promedio español, y sus mensajes se centran en la injusticia
de verse obligados a compartir su prosperidad, fruto de su
mayor laboriosidad e inteligencia, con el resto del Estado,
del cual aspiran en consecuencia a segregarse. El nacionalis
mo escocés, por su parte, aunque opera en un país de
riqueza inferior a la de Inglaterra, ha hallado en el petróleo
del Mar del Norte la excusa perfecta para exigir su desvin
culación con el Reino Unido y el disfrute en exclusiva de
semejante regalo de la naturaleza. En otros aspectos, los
tres ejemplos citados difieren netamente. El nacionalismo
catalán es de base fundamentalmente lingüística, el vasco
toma como referente la etnia y el escocés, al que sería difícil
recurrir a la lengua o a la raza, se ha volcado en la idea
pragmática de que los escoceses manejarían mejor sus pro
pios asuntos y recursos, ya que las políticas de Westminster
para Escocia no han sido capaces de elevar su nivel de vida
en la medida requerida. En cambio, los escoceses pueden
sin forzar la Historia esgrimir el recuerdo de un Estado
propio, mientras que los vascos ni siquiera se atreven a ello
y los catalanes han de remontarse a la Edad Media y
recurrir a una hipotética monarquía catalana, que jamás
existió como pieza aislada sino formando parte de un reino
mucho más amplio que experimentó varias divisiones y
recomposiciones en agitados avatares dinásticos.

Por ello, resulta imposible establecer un modelo general
de micro-nacionalismo separatista europeo de nuestros días,
y el único rasgo común, de abrumadora certidumbre, es la
voluntad de apropiación del Estado a través de la construc-
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ción de un aparato estatal propio equipado con total sobe
ranía, una vez consolidada y mantenida una mayoría elec
toral suficiente en el territorio de su «nación», que facilite el
ejercicio del derecho a la autodeterminación y el reconoci
miento de la comunidad internacional.

La Europa de los Pueblos es la extensión artificiosa a
todo un continente de una concepción que determinados
movimientos nacionalistas hegemónicos en regiones espe
cialmente desarrolladas utilizan como herramienta de per
suasión política. El entusiasmo europeísta de estos naciona
lismos, que se manifiestan partidarios de una Europa
fuertemente federalizada en detrimento de los actuales Esta
dos, es una simple coartada para su deseo de debilitar los
poderes centralizados que todavía los coartan. Desde su
óptica, un gobierno federal europeo sería algo lejano e
impreciso, que no podría oponer una identidad nacional
alternativa a la que constituye su principal arma de acción
electoral. No es casualidad que en los despachos de los
líderes de estos movimientos aparezcan expuestas las bande
ras de su hipotética «nación» y la de la Unión Europea, y
esté clamorosamente ausente la del Estado-nación corres

pondiente.
Hay una cara de la Luna que nunca vemos. De la

misma forma, el nacionalismo ofrece siempre una faz calei-
doscópica y seductora que nos invita a bucear en el pasado,
a no compartir lo que es nuestro y a odiar a nuestros
enemigos, propuestas todas ellas pletóricas de atractivo. Y
lo hace, además, fortaleciendo nuestro patriotismo mientras
flamean las banderas, suenan los pífanos y nuestras almas
exultan del gozo de la confraternidad tribal. Pero tras esa
máscara ceremonial de abigarrada belleza se esconden, aga
zapadas y tensas, otras facciones, las auténticas, que reflejan
la implacable determinación de bloquear la razón y cabalgar
sobre el instinto hasta hacerse con el poder. Lo que hace
del nacionalismo una amenaza potencial a la libertad todavía
más sombría que el socialismo, es que éste se plantea como
objetivo el control de la sociedad por el Estado, en tanto
que el nacionalismo se considera realizado cuando elimina
la diferencia entre Estado y sociedad para fundirlos en un
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andrógino totalizador y opresivo. El socialismo es inhumano
en la medida que pretende dirigir y tutelar a los individuos
sirviéndose de un hipertrofiado aparato administrativo que
trasvasa en un bombeo incesante la riqueza del sector priva
do al público, eliminando la espontaneidad y la vitalidad
que emanan de la interacción imprevisible de muchas vo
luntades libres. El nacionalismo es infrahumano porque su
meta no es someter lo privado a lo público, sino borrar la
línea que los separa y que es la marca distintiva de la
civilización. Los que se atreven a desvelar la trastienda de
cualquier nacionalismo, yendo más allá de su escaparate
vocinglero, asumen un riesgo altísimo de ser anatemizados
y estigmatizados como traidores a su sangre y desertores de
la mejor causa. Emprender semejante aventura frente a los
micronacionalismos separadores de la Europa que roza el
año 2000 conlleva, en consecuencia, el vivir peligrosamente.
No deja de ser paradójico que el combate intelectual y
político contra los aspectos más reduccionistas y empobre-
cedores de ciertos nacionalismos implique seguir el consejo
desesperado del pensador que fue fuente involuntaria de
inspiración para sus peores excesos.
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EUROPA DESPUÉS DE MAASTRICHT

Alejandro MUÑOZ-ALONSO

Con la aprobación del Acta Única en 1986, el proceso
de construcción europea experimentó un impulso decisivo:
se planteaba el objetivo de un Mercado Único y se fijaba
como horizonte para ponerlo en marcha el 1 de enero de
1993. Al mismo tiempo, la Comunidad se amplía con la
integración de los dos países ibéricos, España y Portugal, y
se perfila la necesidad de que la cooperación entre los
Estados miembros no se limite al ámbito económico. Du
rante varios años a partir de la firma del Acta Única, la
Europa comunitaria vive un período de «eurooptimismo»
durante el cual en todos los países se trabaja para lograr la
necesaria convergencia entre las dispares economías de los
Estados miembros de la Comunidad.

Sin embargo, mucho antes de que se alcance el horizonte
del Mercado Único, en los ámbitos comunitarios empieza a
percibirse una cierta inquietud como si se dudara de aquel
objetivo o, al menos, como si se le considerara insuficiente.
Se insiste desde entonces en la necesidad de avanzar en la
«unión política», expresión que aparece por primera vez de
un modo oficial en las conclusiones del Consejo Europeo
celebrado en Dublín el 28 de abril de 1990 (Dublín I). Unos
meses después (Consejo Europeo de junio de 1990, Dublín
II), se establece ya el principio de una conferencia intergu
bernamental que fije criterios para la Unión Política, en
paralelo con la otra conferencia intergubernamental que
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abordaría la cuestión de la Unión Económica y Monetaria.
Ambas deberían terminar sus trabajos antes del fin de 1992.

¿Por qué esta aceleración del proceso hacia una Unión
Política? Fueron claramente los acontecimientos en Europa
Central y Oriental los que han determinado este nuevo
interés por la Unión Política. El fin de la división de Europa
por la línea del Elba —expresión geográfica de la división
ideológica simbolizada por el término «telón de acero»—
suscitó las dudas sobre el porvenir de la CE, entendida por
muchos como estructura típica de una posguerra que termi
naba. El propio Delors manifestaba ante el Parlamento
Europeo el 17 de enero de 1990 que eran «el grado de
compromiso exigido a la Comunidad» y «los riesgos de
dilución» las razones que exigen, afirmó, «una armadura
institucional que resista a toda prueba». Se planteaba, pues,
la Unión Política como una especie de maniobra defensiva,
casi como una operación de supervivencia exigida por unos
acontecimientos, los de Europa Central y Oriental, que
habían llevado a algunos (Guy Sorman) a gritar «la CE ha
muerto. ¡Viva Europa!».

A la vista de estas circunstancias, algunos —tachados de
«europesimistas»— advirtieron que si la Unión Política se
planteaba como una especie de huida hacia adelante, los
resultados podrían ser catastróficos: o no se llegaría al
punto de destino o se llegaría habiendo perdido en el camino
una buena parte de la impedimenta. Las alegrías con que
algunos empezaron a hablar de cesiones de soberanías o de
estructuras federales sin tener presentes las enseñanzas his
tóricas, los consejos de cautos especialistas ni las mismas
realidades culturales, institucionales y sociológicas, tan dife
renciadas, de los pueblos de la CE, confirmaron estos ries
gos. La prudencia política, que desaconseja siempre las
prisas, se compadece mejor con las cautelas que con los
atolondramientos. Más vale dar pasos cortos pero seguros
que arriesgarse a saltar en el vacío. Se olvidaba, en buena
medida, el espíritu de la Declaración Schuman (9 de mayo
de 1950), que dio origen a la primera comunidad europea,
la CECA, donde el «padre de Europa» decía algo tan sabio
como lo siguiente: «Europa no se hará de golpe ni en una

— 124 —



constitución de conjunto: se hará mediante realizaciones
concretas, creando primero una solidaridad de hecho». En
cuarenta años se había avanzado mucho en el proceso euro
peo, pero el criterio gradualista seguía siendo válido y hasta
exigible también en esa fase en la que, paralelamente, se
planteaban dos formidables retos, la Unión Política y la
Unión Económica y Monetaria. Pero a partir de 1989-1990
pareció predominar en la CE el criterio del apresuramiento
en vez del de la cautela.

Estas recomendables cautelas no suponían en absoluto
que debieran renunciarse al magno objetivo de una unión
más estrecha entre los Estados miembros, aspiración de los
«padres fundadores» de la Comunidad. Jean Monnet afir
maba:

«Nosotros no unimos a los Estados, unimos a los hom
bres», y la aspiración política ha estado siempre «aleteando»
sobre una CE que se ha visto frecuente y despectivamente
considerada como una mera empresa mercantil, como una
«Europa de los mercaderes». La necesidad de asociar a los
pueblos a la construcción de Europa, de avanzar hacia una
auténtica «Europa de los ciudadanos», ha aspirado a darle
a la Comunidad ese «suplemento de alma» que sólo con su
conversión en empresa política puede alcanzarse. Y todo
ello, sin minimizar el formidable objetivo que supone conse
guir una amplia zona de librecambio con libre circulación
de personas, mercancías, capitales y servicios.

Muy pronto se percibieron las consecuencias del apresu
ramiento en el proceso de construcción europea. Y fue el
debate en torno al Tratado de la Unión Europea —firmado
en Maastricht en febrero de 1992— la ocasión para poner
de relieve las insuficiencias del método de trabajo adoptado
por las instancias comunitarias en esta fase del proceso. El
referéndum de Dinamarca primero (junio de 1992), en el
que se registra un triunfo del «no», y el francés después
(septiembre de 1992), donde el «sí» al Tratado obtiene una
magra victoria, fueron la ocasión para ese debate, que dis
cute metas y métodos de un modo que no se había hecho
hasta entonces. La crisis del Sistema Monetario Europeo,
con el abandono del Reino Unido y de Italia, confirman la
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necesidad de replantear no sólo los calendarios para la
Unión Económica y Monetaria, sino el mismo espíritu que
inspiró el Tratado.

Es evidente que a estas alturas nadie puede oponerse
sensatamente al imparable proceso de una unión más estre
cha entre los Estados de Europa que abre, para los pueblos
que tienen su morada en el Viejo Continente, una nueva
etapa histórica y deja atrás definitivamente siglos de san
grientos conflictos y de nacionalismos estériles y excluyentes.
Pero si una Europa unida es el objetivo, el diseño de esa
Europa está sujeto a un debate —no limitado a las clases
políticas ni menos aún a los eurócratas profesionales— que
todavía no se ha agotado. Maastricht supone una discutible
Europa federalizante —por más que se haya evitado el
término «federal»— con una fuerte tendencia centralizadora
y burocratizada, proclive al aumento desenfrenado de las
competencias, a pesar del teórico principio de subsidiariedad.
Quienes, confesadamente o no, pensando en el paradigma
de los Estados Unidos de América, sueñan con unos Estados
Unidos de Europa, no calibran las enormes diferencias que
se dan entre aquellas Trece Colonias —núcleo inicial de
aquel gran país establecidas unas cuantas décadas antes en
la costa Atlántica de América del Norte y habitadas casi
exclusivamente por hijos de ingleses, cuando no por emi
grantes británicos recientes— y los viejos Estados europeos,
milenarios o centenarios y nutridos en culturas diferentes,
por más que todos ellos sean ramas de un tronco común.

Europa significa esencialmente la diversidad, y la nueva
Europa unida sólo tendrá éxito si respeta esa diversidad
básica. Aumentar la cooperación, e incluso la integración,
sin dañar esa diversidad, es la única vía practicable. Y se
equivocan quienes piensan que un esquema federal es una
garantía frente a la centralización. Sólo un planteamiento
confederal puede facilitar el avance hacia «una Unión más
perfecta», respetuosa con la diversidad. Sólo la consolidación
de «las solidaridades de hecho», —por utilizar de nuevo la
expresión de Jean Monnet— puede garantizar que Europa
sea una realidad sólida y no un artificio tecnoburocrático
desconectado de la voluntad y de las emociones populares y
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sin más apoyo que la eurocracia bruselense. Si Europa se
construyera desde esos supuestos, se puede asegurar que,
antes o después, en muchos, si no en todos, los pueblos
europeos se desencadenaría una reacción nacionalista que
echaría por tierra esa arquitectura burocrática y centraliza-
dora y obligaría a empezar desde cero la construcción euro
pea, seguramente al precio de no pocos contratiempos y,
quizás, sufrimientos. La historia reciente nos enseña (la
fenecida URSS, la ex-Yugoslavia) cómo los montajes artifi
ciales que desconocen realidades históricas y juegan a una
imprudente centralización no soportan la prueba del tiempo.
La Historia siempre acaba tomándose el desquite.

Resulta imposible abordar aquí, con el suficiente detalle,
las razones por las que no es en absoluto conveniente
adoptar criterios federalistas en esta fase del proceso de
construcción europea. Conviene, sin embargo, perfilar algu
nas ideas.

El horizonte europeo podría ser, en nuestra opinión,
quizá, a muy largo plazo, como quieren algunos, un hori
zonte federal, pero digamos, también, que en la fase actual
serían prematuras unas estructuras de ese tipo. Al federalis
mo se debe llegar por pasos prudentes y contados, y como
coronación de una evolución lógica que multiplique espon
táneamente «la solidaridad de hecho» sin imposiciones arti
ficiales.

Aunque al federalismo se le pueden dar diversos sentidos,
no cabe duda de que supone una estructura en la que
predomina el conjunto sobre las partes. C. J. Friedrich es
cribía que «podemos hablar apropiadamente de federalismo
tan sólo si un conjunto de comunidades políticas coexisten
e interaccionan como entidades autónomas, unidas en un
orden común, y, por supuesto, cada cual con su propia
autonomía. Semejante federalismo resulta incompatible con
el concepto tradicional de soberanía. Al menos eso es cierto
mientras dicha autonomía no quede autodesignada como
"soberanía", según se hace, de hecho, en Norteamérica,
donde los Estados quedan descritos en la Constitución de la
Unión como "soberanos". Es evidente que tal uso —conti-
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núa Friedrich— supone una perversión del significado clásico
de soberanía». (Las cursivas son nuestras).

Esta cita de C. J. Friedrich deja patente hasta qué punto
sería prematuro dotar a la Unión Europea de una estructura
federal, pese a la teórica salvaguardia del principio de subsi-
diariedad ya que eso supondría la pérdida de su soberanía
efectiva por parte de los Estados miembros. Así lo entendie
ron los redactores del Tratado de Maastricht que evitaron
el término «federal» aunque a lo largo del texto del Tratado
sea muy frecuente la presencia de un claro espíritu federali-
zante. En nuestra opinión este intento de introducir el fede
ralismo por la puerta falsa ha sido una de las causas de las
dificultades que ha encontrado el Tratado y del rechazo de
una parte de las opiniones públicas de los países comunita
rios.

Lo sensato, por lo tanto, es dejar a un lado el federalis
mo para más adelante y afrontar la construcción de la
Unión Europea desde un planteamiento confederal. La idea
de confederación es mucho más flexible y, sobre todo, no
admite dudas acerca de que el poder residual reside en tal
estructura en los Estados-miembros. A partir de ahí, y si
todo va bien —como es deseable—, se podría producir, a
muy largo plazo, la evolución hacia una estructura federal.
Por algo, como le gustaba decir a Jean Monnet y repetía
recientemente André Fontaine, «no hay más que dos tipos
de confederación: las que se transforman en federaciones
(como Estados Unidos y Suiza) y las que fracasan».

El mismo André Fontaine escribe que «la diferencia
entre confederación y federación no es en sí misma evidente.
Se puede afirmar que, en el primer caso, los Estados miem
bros conservan la soberanía internacional, mientras que la
pierden en el segundo. Dicho de otro modo: que la coacción
resultante para un Estado por su pertenencia a una confe
deración es infinitamente menor que la que implica la en
trada en una federación».

Todas estas razones creemos son suficientes para optar
claramente por una estructura confederal. Eso quiere decir
también que es prematuro hablar de una Constitución euro
pea. El instrumento para establecer la Unión Europea inspi-
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rada en ideas confederadas no puede ser otro que un tratado
entre Estados, como lo es el de Maastricht, que, aunque
pueda comportar amplias cesiones de soberanía —más exac
tamente, de puesta en común de esa soberanía—, deja claro
que el poder residual permanece en los Estados miembros,
pese a otras interpretaciones. No olvidemos, siguiendo a
Friedrich, que mientras una confederación es un pacto entre
entes soberanos, una federación lo es entre entes «autóno
mos».

Es prematuro, en efecto, plantearse una Constitución
europea si es que no queremos utilizar los conceptos jurídi
cos sin el rigor que les han dado la historia y la doctrina.
Se suscitarían, además, problemas teórico-prácticos insolu-
bles. ¿Quién sería el poder constituyente? ¿Un «pueblo euro
peo» inexistente en la actualidad, por más voluntarismo que
se aporte? ¿Cómo se conciliaria ese poder constituyente,
ilimitado por naturaleza, con la subsistencia de los Estados
legitimados por otros poderes constituyentes? Si la Consti
tución se basa en el pacto de los Estados miembros, ¿no es
eso un tratado, cualquiera que sea el nombre que se le dé?
De ahí se deducen, además, otras conclusiones, como la de
que también es prematuro hablar de federalismo, pues, como
escribe García Pelayo, «la existencia jurídica del Estado
federal se expresa en una Constitución en sentido jurídico-
político y no en un pacto». Este mismo autor escribe que,
cuando el Estado federal surge por un acuerdo entre Estados
independientes, aun cuando haya en los orígenes un tratado,
éste «desaparece con la ejecución», y surge un nuevo Estado
con constitución y órganos propios, los Estados particulares
cesan en su existencia para convertirse en Estados miembros,
de modo que —continúa, citando a Le Fur— «las relaciones
contractuales dejan paso a las relaciones de dominio y de
subordinación, y el Derecho internacional es reemplazado
por el Derecho público interno». A partir de ahora, el
mantenimiento y reforma de la constitución no depende de
la voluntad de los Estados, sino de la voluntad que la
Federación como totalidad, y los Estados miembros tienen.

Madrid, mayo de 1994
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REALIDADES FUNCIONALES DEL COMERCIO,
LA SOBERANÍA Y LA DEMOCRACIA

Manfred BRUNNER

Debemos enterrar el Tratado de Maastricht y emprender,
paso a paso, un nuevo camino que nos conduzca a la
unidad europea. Los dirigentes de los doce países miembros
de la CE deben dejar a un lado sus tensiones políticas
personales y mostrarse dispuestos a entender la situación de
Europa en toda su complejidad. En lugar de pretender,
como lo están haciendo, organizar una Europa Federal de
regiones autónomas, su objetivo debería ser la creación de
una unión económica de estados autónomos afiliados.

La primera medida habría de ser la implantación defini
tiva de un mercado único, superando las barreras que aún
quedan para el establecimiento del libre comercio, es decir,
fronteras abiertas, una completa seguridad interna, derecho
común de asilo y normativas uniformes que regulen el co
mercio. Los temas de compensación económica todavía pen
dientes deben abordarse conforme al principio de reconoci
miento mutuo, y no al de total armonización que contempla
Maastricht.

En segundo lugar deberían ocuparse de la integración de
los países de la EFTA, con lo que la CE quedaría fortaleci
da, resucitando las negociaciones con cada uno de los esta
dos que la integran y utilizando las experiencias adquiridas
en el intento de federalización para afirmar la descentraliza-
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ción. Deben abandonar el marco actual de sanciones legales
y lograr la expansión de la CE por la vía de la negociación.

A continuación, los estados miembros deberían ofrecer
el ingreso en la Comunidad a aquellos países del Este
liberados hoy del comunismo, incluidos Ucrania y la Rusia
Blanca. Su entrada debe plantearse al mismo mismo nivel
de integración que España, Portugal y Grecia, con la inten
ción de llegar rápidamente a una integración plena. La CE
debe abrir sus fronteras a los productos de todos estos
países, sin reserva alguna.

Además, la CE debería caminar hacia la democratización
de todas sus decisiones. La Comisión Europea tendría que
reducir el número de sus representantes y limitarse a dar
directrices sobre normas de actuación, aprobadas indivi
dualmente por los parlamentos respectivos de los estados
miembros. Esta forma de democratización es a todas luces
preferible a la ampliación de las competencias del Parla
mento Europeo, que es lo que se contempla en Maastricht,
porque ninguna nación podría estar representada en una
organización federal sin el respaldo de su pueblo. Las con
fusas decisiones que en el pasado tomó el Parlamento Euro
peo mostraron lo indeseable de sus procedimientos centrali
zados.

La Comisión Europea debe ser reformada y recobrar su
función primera, que era la de actuar como órgano de
cooperación en tareas de dirección. Los 17 miembros de la
Comisión deben ser reducidos a sólo 5, y la presidencia
renovada anualmente. El Director General ha de pertenecer
a un país distinto de aquellos a los que pertenecen los
comisionados. Se establecerá el derecho a la autodetermina

ción de los pueblos de Europa. La CE actuará, por ejemplo,
sobre la base de una política exterior común regida por el
principio de la autodeterminación de las naciones afiliadas.
Este principio fundamental, sin embargo, debe quedar sujeto
a un sistema de compromiso militar para despliegue de
tropas dentro de Europa. Cualquier estado que se niegue a
participar plenamente en dicho sistema militar, perderá su
calidad de miembro de la CE. Las responsabilidades milita
res que rebasen las medidas aplicables únicamente en Euro-
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pa, deben ser resueltas dentro del marco de la OTAN. No
se debe tolerar relajamiento alguno de los vínculos que
Europa tiene establecidos con EEUU para llevar a cabo una
política de defensa conjunta; la posición de Francia dentro
de la OTAN pero fuera de su estructura militar es sencilla
mente insostenible.

Las acciones legales que he iniciado en el Tribunal Cons
titucional de Alemania también rebasan en su significado
las fronteras de Alemania. Lo que me movió a actuar fue la
preocupación sobre el grado de soberanía que la Comisión
Europea debería ser autorizada a recibir de los estados
miembros soberanos. Mi alegato al Tribunal se refiere al
alcance que las garantías democráticas deben tener en el
contexto de la coalición europea. Dentro de Alemania me
interesa el artículo 20 de la Ley Fundamental que, junto
con el artículo 79 III, garantiza la soberanía del pueblo
alemán, garantía que, por definición, ha de ser definitiva y
permanente. En otras palabras, lo que defiendo es una com
binación constitucional de soberanía nacional y democracia.

Por otra parte el artículo 24 de la Ley Fundamental
establece transferencias parciales de soberanía a través de
alianzas interestatales que respondan a unos objetivos co
munes. En la resolución (a la que se ha dado el nombre de
Solange II) de 22 de octubre de 1986, el Tribunal Constitu
cional de Alemania establece lo que sigue: las facultades
que otorga el artículo 24 GG no deben ser entendidas como
un poder general sin ninguna limitación constitucional. Esta
reglamentación no significa la renuncia a la identidad indivi
dual de la República de Alemania, lo que violaría su estruc
tura constitucional.

La estructura constitucional de Alemania está basada en

el artículo 20 de la Ley Fundamental. La Constitución
alemana sólo permite aquellas acciones por parte del estado
que se correspondan con los poderes que al mismo Estado
le otorga la estructura constitucional, y con las acciones
políticas que surjan de la aplicación del principio democrático.
En otras palabras, toda consideración se asienta sobre el
principio de la Soberanía Nacional Alemana.
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El principio democrático es de una importancia decisiva
en la Ley Fundamental; quiere decir que aquellos a quienes
se ha concedido poderes soberanos sin haber sido ellos
mismos elegidos democráticamente, —careciendo, por tanto,
de legitimidad— no pueden ser designados por los órganos
de la República Federal Alemana para tratar asuntos cons
titucionales. Este principio debe aplicarse con mucho más
rigor cuando se trata de una estructura supranacional que
comienza a exhibir todos los rasgos de un Estado soberano.
Dicha estructura supranacional debe ser valorada de este
modo, lo que, en otras palabras significa que la única
democracia admisible es aquélla que responda a los valores
de la Ley Fundamental, en tanto esencialmente liberal y
democrática conforme con el artículo 79 III GG.

El Tribunal Constitucional de Alemania ya ha formulado
sus quejas acerca de la estructura de la CE anterior a
Maastricht, en particular por no haber establecido un listado
de Leyes Fundamentales. Esta ausencia niega la prioridad
incondicional de las leyes de la CE sobre las disposiciones
contenidas en la Ley Fundamental. Según el Tratado de
Maastricht todo es competencia de la Comisión Europea,
de modo que la pregunta que uno se plantea es si a un
ciudadano alemán de la Unión Europea no se le debería
facilitar dicho listado, para hacer justicia a una forma de
democracia que está basada en una sólida constitución.

El principio de soberanía nacional debe también ser ob
servado como condición previa al ingreso de miembros en
cualquier unión política, más aún en la CE en la que la
democracia se va restringiendo de manera continuada. Es
incuestionable que el artículo 20, II, I exige una legitimidad
para el ejercicio de la acción política, y no la legitimidad
que le daría cualquier pueblo, sino el propio pueblo alemán,
que ya está dando muestras de cierta tensión psicológica en
relación con el artículo 24 sección I. Aquellos que nos han
dado la Constitución deben decidir ahora si están dispuestos,
a la vista del artículo 79 III, a respaldar una estructura con
apariencia de estado (i. e. la CE) que vinculará al gobierno
nacional (o puede hacerlo con el sistema de «Mayoría Cua
lificada» en el que Alemania, como Gran Bretaña, sólo
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tiene un 15% de voto minoritario), despojándole de su
soberanía nacional, lo que nos lleva a concluir que no se ha
establecido una verdadera democracia parlamentaria para
Europa.

La esencia misma de la democracia que la Constitución
alemana ampara resulta lesionada si los votantes no pueden
expresar su confianza durante las elecciones al actual parla
mento nacional o durante las elecciones al Parlamento Euro
peo. Los nuevos derechos del Parlamento Europeo están
relacionados con el actual mercado único y no lo están
todavía con los asuntos de más alcance a los que Europa
debe ahora dirigir su atención. De acuerdo con las leyes del
Tribunal Supremo Alemán, no se puede negar que el status
quo del Parlamento Europeo afecta a competencias básicas.

El Tratado de Maastricht, que amplía las competencias
de la Comisión Europea, no puede por tanto recibir la
aprobación del Parlamento Alemán si al mismo tiempo no
se garantiza institucionalmente la condición estatal de Ale
mania. Esta garantía habría de establecerse antes del trasvase
de poderes legislativos al Parlamento Europeo; otra manera
de garantizarlo sería que se otorgase a los representantes
alemanes derecho de veto en el Consejo Europeo de Minis
tros.

Al mismo tiempo el Parlamento Alemán tendría que
olvidarse de la división de poderes —íntimamente relaciona
da con consideraciones surgidas del principio mismo de esa
división— cuando, de acuerdo con su Constitución, se le
someta el supuesto derecho de ratificación alemana. En este
punto es obvio que el Tratado de Maastricht sigue aumen
tando la tendencia hacia una mayor acumulación de poder
en el centro. Hasta ahora la tesis podría quizá justificarse
en el sentido de que un trasvase de competencias al Parla
mento Europeo podría compensarse por una limitación del
poder del nuevo supraestado.

Se desprende de aquí la necesidad de poner los poderes
del Parlamento Alemán y de la Comisión Europea en un
pie de igualdad, aunque la futura unión política podría
finalmente desarrollar nuevos derechos, con lo que las de
seadas normas para la división de poderes se verían debili-
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tadas. Esta debilitación vendría determinada por el estable
cimiento de acuerdos contractuales y no se basaría en los
principios arriba expuestos de nacionalidad, que están rela
cionados con la igualación de fuerzas que se impone para
equilibrar la Comisión y con la necesidad de tomar decisio
nes. Es significativo que los dirigentes de los doce estados
miembros de la CE no prestaran ninguna atención al princi
pio de división de poderes a la hora de formular el Tratado
de Maastricht.

El Profesor Román Hertzog, actual Presidente del Tri
bunal Supremo de Alemania, definió hace años los principios
de división de poderes y de democracia abierta en tanto
negaciones del principio fundamental de la democracia tota
litaria, concepto de vanguardia que impone el reconoci
miento del bien común.

El deseo de los dirigentes de los gobiernos de la Europa
Occidental es apartar a Maastricht de la corriente principal
del desarrollo histórico siguiendo adelante por encima de
cualquier tipo de objeción, otro pensamiento de vanguardia.
De la misma manera el Canciller alemán se siente inclinado
a cerrar los ojos y comportarse como un elefante en una
cacharrería. Se trata del mismo Canciller que acusó a Gran
Bretaña y a Dinamarca de violar el Tratado de Roma
cuando se mostraron contrarios a construir una Europa
basada en la violación del derecho de las naciones a la
autodeterminación.

La violación del principio del artículo 20 de la Ley
Fundamental, que define la estructura de estado federal
(violación que se produce con el Tratado de Maastricht) no
podría admitirse como una alteración del artículo 79 III,
cosa constitucionalmente imposible. Por esta razón el Parla
mento Europeo no podría aparecer como un elaborador de
constituciones a la hora de decidir esta cuestión en particu
lar. Los párrafos relativos a la Ley Fundamental que nos
interesan de manera especial son aquellos que reconocen
que el pueblo es el proveedor y portador del poder constitu
cional. La cuestión de un plebiscito sobre Maastricht debe
mantenerse dentro del contexto de la cuestión constitucional,
no en el contexto menos significativo de los plebiscitos

— 136 —



celebrados para decidir otros cambios permisibles de la
constitución.

Es asombroso que los ministros de Interior y de Justicia
alemanes hayan permanecido hasta el momento callados
respecto a la puesta a prueba de esta cuestión constitucional.
El objeto de mi queja personal es esta misma cuestión
constitucional y con ella pretendo romper el cártel de silencio
que la rodea. Ahora el Tribunal Constitucional debe hablar
«en nombre del pueblo».

Munich, 28 de mayo de 1993
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UNA EUROPA FELIZ

Bill CASH

La división de Europa en una serie de estados
independientes, aunque conectados entre sí por la ge
neral semejanza de sus religiones, lenguajes y costum
bres, produce unas consecuencias altamente beneficiosas
para la libertad de la humanidad.

Edward Gibbon,
Decadencia y caída del Imperio Romano, c.h. III

Muchos dirigentes europeos harían bien en leer a Gib
bon.

Las dos Europas

¿Qué significa ser europeo? Nosotros los europeos habi
tamos unos países históricamente soberanos situados en un
continente en el que, en mayor o menor medida, comparti
mos o hemos hasta ahora compartido una cultura cristiana
cuya diversidad e inteligente competencia le hizo gozar de
un glorioso pasado desde el Renacimiento hasta el siglo
diecinueve.

Pero existe otra Europa. Una Europa presa hoy de un
internacionalismo europeo que debe sus oscuros orígenes a
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un ominoso y atávico concepto del Volk cuyas consecuencias
más extremas fueron el racismo y el fascismo. Doce de
estos países se han unido en los últimos cuarenta años con
cierto éxito pero dentro de una estructura jurídica cada vez
más exclusiva, conocida como Comunidad Europea, vincu
lada ahora por el «Tratado sobre la Unión Europea». Esta
otra Europa es una Europa gris, insípida y uniforme, a la
que unas ambiciones políticas obsoletas pero peligrosas ha
llevado a encerrarse en el Salón de los Espejos trasplantando
viejas soluciones a problemas nuevos, en particular desde la
reunificación de Alemania y el colapso de la vieja URSS.

Se dice que la historia se repite a sí misma, pero nunca
tanto como la naturaleza humana, su orgullo, avaricia y
ambición. No hay tratado ni pliego de papel que pueda
cambiar esta verdad. Este escepticismo es lo que inspira los
argumentos que esgrimen los euroescépticos ingleses contra
la innecesaria e irrealizable armonización total que representa
Maastricht. No se trata ni mucho menos de una campaña
contra Europa, sino de una campaña por Europa. Una
campaña contra la burocracia sin rostro y la ideología vacía
de espiritualidad de los eurócratas de la Comunidad. No se
dirige contra la Comunidad Europea como concepto, sino
contra su orientación antidemocrática.

Esta Europa feliz, esta Comunidad Europea no democrá
tica, autoritaria y socialista construida como un gran meca
no, diseñada para mantenerse estrechamente unida por
medio del supuestamente inflexible Mecanismo de Tipos de
Cambio, que fracasó con su política en Bosnia, que no supo
atender las necesidades democráticas de la Europa oriental
y central, que frustró las esperanzas del Mercado Único,
que no consiguió reformar la Política Agraria Comunitaria,
está a años luz de la Nueva Europa que hoy se necesita.

Promesas y realidades

Es esta contradicción fundamental entre promesas y
resultados lo que está debilitando a la Comunidad y por
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tanto, y de manera más peligrosa, a Europa en su conjunto,
que está cayendo en un pozo de corrosivas contradicciones.

La opinión pública se ha vuelto contra Maastricht, que
se contempla ahora como un experimento que nadie explicó
debidamente y que está llamado a fracasar. Los sondeos de
opinión realizados a lo largo del último año en el Reino
Unido, Alemania y Francia han dado un giro decisivo en
contra de lo que Maastricht representa, o no representa.
Una vez ratificado, sólo podrá deshacerse por requerimiento
unánime, lo cual es punto menos que imposible, o cuando
la unión monetaria se venga abajo (como lo hizo el Meca
nismo de Cambios), se producirá un caos generalizado con
una enorme inestabilidad política y comercial en toda Euro
pa...

El estado de derecho europeo se hundirá con él. No es
una perspectiva muy halagüeña. El colmo de la ironía es
que cediendo la democracia a unos banqueros no elegidos,
los dirigentes de Europa han perdido su legitimidad en un
empeño que no puede funcionar. Edouard Balladur, por
ejemplo, está cautivo de la contradicción entre las políticas
de un presidente socialista francés y un electorado conserva
dor francés y un europeísmo encarnado por el Partido del
Pueblo Europeo en la persona de un antiguo presidente,
Valery Giscard d'Estaing. John Major, con el apoyo de los
Partidos Laborista y Liberal-Demócrata y el ala Cristiano-
Demócrata del Partido Conservador, pero con la oposición
de la tendencia antifederalista, se encuentra en la misma
situación contradictoria.

El Tratado supone un gigantesco obstáculo para devolver
a Europa la relativa paz y prosperidad que ha disfrutado, si
bien con necesidad de reformas, desde 1957. No es cristiano
ni democrático y tiene muy poco en común con el conserva
durismo tradicional del Reino Unido. Se parece más al
peligroso «conservadurismo» que conoce la tradición auto
ritaria, incluso racista, de otros lugares de Europa.

En los debates del Parlamento del Reino Unido hemos
oído decir al ministro de Exteriores que lo que figura escrito
es menos importante que la forma en que funciona en la
práctica, y Kenneth Clarke, actual ministro de Hacienda,
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admitió incluso que no había leído el Tratado. El presidente
de la Cámara de los Lores, sin embargo (la máxima auto
ridad judicial de nuestro país), admitió que «el Tratado
provocará cambios dentro y fuera de los Tratados de la Co
munidad, algunos de ellos de considerable importancia.
Pero... no cambian sustancialmente la condición de la cons
titución tal como fue establecida en 1972. Hay un desarrollo
pero no un cambio sustancial en estas medidas» {Hansard
Col. 712, 8 de junio de 1993).

Lo que esta declaración, correcta por otra parte, omite
señalar es que, en primer lugar, depende de cómo se va a
urdir el «desarrollo» de Maastricht en el tejido de la Ley de
1972 y, en segundo lugar, que una vez se haya asegurado la
unanimidad de los doce Estados miembros por vía de la
ratificación, se requerirá un acuerdo de todos y cada uno de
ellos, lo que raya en lo imposible, para evitar el federalismo
que el primer ministro afirmó abominar: «Nunca, contra
viento y marea, permitiré que nuestra distintiva identidad
británica se pierda en una Europa federal. Que a esta Con
ferencia no le quepa ninguna duda: este gobierno no va a
aceptar una Europa centralizada» ( Conferencia del Partido
Conservador celebrada en octubre de 1992). Este federalismo
es lo que el resto de Europa abraza con entusiasmo (inclu
yendo los miembros del Partido del Pueblo Europeo aliados
con el Partido Conservador) mientras seis de los Estados
miembros se sienten atraídos por el señuelo de los subsidios
y las transferencias regionales.

Eurofantasía

El canciller Kohl, anticipándose a la cumbre propuesta
para octubre de 1993 y a pesar del colapso que el Mecanis
mo de Tipos de Cambio sufrió en agosto, reiteró las preten
siones alemanas de que se constituyesen unos Estados Uni
dos de Europa mediante la unión económica y política y
que el Instituto Monetario Europeo y el Banco Central
tuviesen su sede en Frankfurt (¿dónde si no?) después del
desastre de el Mecanismo de Tipos de Cambio. Más ominoso
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todavía resulta que, a pesar de la completa falta de voluntad
política de la CE sobre Bosnia y de la insistencia alemana
sobre el reconocimiento de Croacia (acogida por su ministro
de Exteriores como «la más grande victoria que ha tenido
la política exterior alemana desde 1945»), Kohl haya decla
rado que «la guerra en Europa sólo se puede evitar con una
Europa unida. Así pues la unión política de Europa es
nuestro objetivo más importante».

El cumplimiento de esta fantasía alemana se hizo incon
mensurablemente más fácil gracias a la aceptación jurídica
mente vinculante por parte de todos los Estados Miembros
de que ningún estado (incluido el Reino Unido) podría
vetar a los demás en el punto referente al paso a la tercera
fase de la unión económica y monetaria. Bastó este solo
acto de contemporización para abrir las compuertas a una
Europa federal poniendo posiblemente al Parlamento del
Reino Unido en la desalentadora situación de tener pronto
que decidir si permanecer o no dentro de la Comunidad. Si
no se hubiera producido esta derrota, la Comunidad podría
haber dirigido su atención a las reformas reales que se
necesitaban para su renovación en lugar de afrontar la
perspectiva de un sistema monetario que no puede funcionar.

Incluso la Comisión Europea, en un comunicado interno
cuya publicación se prohibió en 1992 debido al efecto que
probablemente tendría sobre el debate de Maastricht, pero
que fue filtrado al Financial Times el 16 de agosto de 1993,
admite que la Unión Monetaria Europea causará un desem
pleo masivo, que aumentará las probabilidades de huelgas y
el desorden civil, disminuyendo al mismo tiempo la respon
sabilidad pública de los políticos, ya que los dirigentes
europeos, incluidos los del Área Económica Europea, se
liberarán de ellas al dejar más decisiones en manos de
banqueros y funcionarios no elegidos.

Las reformas y mejoras en la responsabilidad de los
representantes en la Asamblea Nacional francesa que instigó
su temido y respetado antifederalista y recientemente elegido
presidente, Philippe Séguin, y las reformas exigidas en Italia
indican que el pueblo insiste en que haya cambios, pero ¿lo
lograrán? A medida que la castración de los parlamentos
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nacionales impuesta por Maastricht va cogiendo ritmo, la
parálisis de la Europa real dará paso al espectáculo de
derrumbamiento del Estado de Derecho, agravado por las
oleadas de inmigrantes procedentes del Este, por la recesión
y por la anarquía.

Nada de esto era necesario. Las desagradables conse
cuencias que acabo de exponer podrían haberse evitado
sencillamente con un firme «¡No!» cuando se propuso el
Tratado de Maastricht, o si John Major se hubiera negado
a ratificar el Tratado cuando el Mecanismo de Tipos de
Cambio, la pesada cruz de la unión política, se hizo pedazos
a principios del mes de agosto de 1993, en lugar de ratifi
carlo ese mismo día.

Alternativas positivas

Pero ¿podemos todavía renunciar a la Europa feliz que
se está construyendo?, ¿tenemos los medios o la voluntad de
hacerlo en el tiempo que queda hasta 1996? La firme deci
sión de respaldar este irrealizable Tratado, incluso cuando
Dinamarca votó «No» y más tarde cuando se vino abajo el
Mecanismo de Tipos de Cambio, demuestra que la política
de consenso, el derrotismo y la carencia de voluntad política
son tan profundos que los federalistas y otros políticos
acomodaticios parecen tener la mayor parte de las cartas en
sus manos, a no ser que sean derrotados desde dentro del
bloque europeo.

Los «ingenieros políticos», con su fe en las constituciones
escritas, han trabajado sobre un proyecto original (basado
en un marco jurídico) que, a pesar de haber sido sobrepasa
do por los acontecimientos, no ha visto alterada su adhesión
a él. El pragmatismo no figura en su orden del día. Cierta
mente, la observación de que lo que está escrito en el
Tratado es, de alguna manera, menos importante que su
funcionamiento en la práctica, revela una falta de apreciación
de la importancia real del marco legal y del poder del
Tribunal Europeo de Justicia, y también del hecho de que
la Comunidad Europea es verdaderamente europea. Con el
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Tratado de Maastricht ya no sería posible argüir que pode
mos actuar unilateralmente aun en aquellos casos en que
nuestros intereses vitales se vean amenazados. Y esto debe

cambiarse.

El cese de la guerra fría no significa el final de las
tensiones subyacentes en Europa, como Yugoslavia demues
tra con claridad. La reunificación de Alemania, la caída del
muro de Berlín, la emancipación de Hungría, Polonia y
Checoslovaquia (hoy dividida) y la disolución de la antigua
URSS constituyen los rasgos más sobresalientes del paisaje
europeo. Europa ha cambiado pero el pensamiento de los
euroingenieros no ha cambiado con ella. Es el pensamiento
de Maastricht.

Tomemos el ejemplo de Rusia. Hasta hace unos cuantos
años era la segunda nación más poderosa del planeta. Hoy
día, tras haber alcanzado un índice de inflación acumulada
de 2.500%, se está desintegrando. A causa de su inestabilidad
política no puede satisfacer sus deudas financieras (la mitad
de las cuales corresponden a Alemania) ni puede desplegar
los enormes recursos naturales con que cuenta para la pro
ducción de oro y petróleo.

Sus «soluciones» son contraproducentes. Uno de los ob
jetivos originales y sensatos de los padres fundadores fue el
de contener a Alemania después de la Segunda Guerra
Mundial y conseguir la reconciliación y armonía entre Fran
cia, Alemania y el resto de Europa. Los desastres ocurridos
en el Mecanismo de Tipos de Cambio en septiembre de
1992 y agosto de 1993 fueron, comprensiblemente (salvo
desde el punto de vista de los desahuciados pero aquiescentes
defensores de la unión política en Europa) provocados por
el egoísmo alemán.

Desgraciadamente, el desequilibrio de las relaciones co
merciales entre Alemania y el resto de Europa (que llega
hasta un 85% de toda la inversión extranjera que se realiza
en zonas del este de Europa) va en contra de este objetivo
tanto a nivel colectivo como individual, aun teniendo en
cuenta los aproximadamente 180.000 millones de marcos
que cuesta anualmente la reunificación alemana y las amplí
simas transferencias prometidas por Alemania a otros países
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dentro y fuera de la Comunidad Europea, aparte de su
irracional «apuntalamiento» del Mecanismo de Tipos de
Cambio.

Sería poco realista ignorar el poder que tal desequilibrio
daría a Alemania en un sistema de votación mayoritaria en
la esfera del gobierno europeo, como también lo sería igno
rar las aspiraciones crecientes de una Alemania fortalecida
en el escenario europeo y mundial, alentada por la nueva
administración de los EEUU, entre ellas la de ocupar un
escaño en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas
y el reciente y poco investigado tratado ruso-germano que
ofrece el intercambio de deuda alemana por tecnología es
pacial, aérea y armamentística.

¿Quién en la práctica decidiría los sistemas de voto
mayoritario del proyectado Banco Central? Alemania, a la
que ya se contuvo en los acuerdos previos a Maastricht,
está actualmente presionando para obtener más escaños en
el Parlamento Europeo, una mayor unión política y mayor
control a través de su influencia en el cristianodemócrata
Partido del Pueblo Europeo.

Esto plantea también los importantísimos temas de la
responsabilidad política y la democracia real, que en una
Europa potencialmente inestable se necesitan más que nunca.
Los banqueros centrales van a ser independientes y no
elegidos, y no tendrán que responder ante el pueblo de sus
decisiones. Dirigirán la política monetaria y económica. Los
Parlamentos Nacionales quedarán mutilados. Las decisiones
de los votantes a la hora de elegir gobierno y prioridades
económicas en las elecciones generales estarán subordinadas
a la búsqueda impersonalizada de la «estabilidad de los
precios» que ni siquiera los banqueros pueden garantizar, y
que sin embargo se puede conseguir (como en el Reino
Unido) por medio del esfuerzo nacional. Tampoco, salvo
que la imposición de su voluntad democrática cause un
desempleo masivo, podrán ser expulsados de sus cargos,
aunque sus decisiones hayan causado ya un gran desorden.

Lo que Maastricht representa ante todo es la antidemo
cracia en las tareas de gobierno. Y hay intereses nacionales
a los que no se puede renunciar y que hemos de preservar si
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queremos que la voluntad popular sea la fuerza que aglutine
a la Comunidad Europea. Sin ella el sistema fracasará en
un mar de mutuas recriminaciones o podrá haber quien
intente exigir (¿quién sabe?) que una vez que se ha accedido
«voluntariamente» a la cesión de unas parcelas decisivas de
gobierno, se acate el nuevo estado de derecho o, si fuera
necesario, se «imponga» por la fuerza (pero ¿a cargo de
quién correría tal imposición?).

Además tenemos ahora ante nosotros la perspectiva de
ampliar la Comunidad hasta 20 países (y quizá más). Los
centralistas aducen con frecuencia que la inclusión de nuevos
Estados miembros (a los que en cualquier caso no se puede
negar el derecho de solicitar su ingreso según los términos
del Tratado de Roma) impediría a la Comunidad actuar
unida con eficacia. La centralización no funcionaría a esa

escala. Exactamente lo mismo podía haberse argüido en
cualquier otro momento de la historia de la Comunidad,
desde su fundación en los años 50. Sin embargo, con total
independencia de las objeciones morales a la exclusión de
las nuevas democracias que están emergiendo en el este de
Europa, que necesitan desesperadamente apuntalar su de
mocracia con el libre comercio, su participación también
estabilizaría sus frágiles relaciones con el resto de Europa
en bien del interés de todos. Su hundimiento supondría un
desastre. Yugoslavia es tan sólo un dramático ejemplo de lo
que les puede esperar si se les niega la oportunidad a la que
les ha hecho merecedores su valor en deshacerse del yugo
del comunismo. No tenemos mucho tiempo. Debemos im
pedir que estos países se conviertan en los satélites econó
micos de una nueva Alemania, ya que esto no beneficiaría
ni siquiera los intereses a largo plazo de la misma Alemania.

Libre comercio y libertad de elección

Resulta por lo menos irónico que mientras la antigua
URSS ha estado intentando democratizarse y descentralizar
se, la Comunidad Europea haya estado ocupada en moverse
en dirección contraria. No sirve el argumento de que no
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existe comparación posible con la actual Comunidad porque
aquéllos eran estados comunistas. La cuestión real es que el
medio para conseguir la libertad de elección y la libertad de
comercio, es la democracia, respaldada por la voluntad
popular. Esto es lo que Maastricht, extrañamente, no reco
noce.

El debate ha perdido de vista el impacto real que Maas
tricht tendrá sobre las vidas diarias de la gente, sobre sus
trabajos y sus negocios. ¿Qué países (y empresas, muchas de
ellas europeístas acérrimas, respaldadas por subsidios nacio
nales con ayuda de la Comunidad Europea) serán los gana
dores y cuáles los perdedores? ¿Cuál será el impacto del
Mecanismo de Tipos de Cambio si continúa vinculando a
otros países al marco alemán? ¿Qué pasará si son invadidos
por nuevos inmigrantes? ¿Valdrá la pena que se molesten en
votar en las elecciones generales?

Los argumentos positivos de los detractores de Maas
tricht están muy claros. La Comunidad Europea tiene as
pectos importantes y beneficiosos como para que se la
ponga al día de las necesidades presentes y las del próximo
siglo. No es negativo decir que «hasta aquí hemos llegado»
si seguir adelante significa destruir la Comunidad y con ella
la democracia de Europa. Preservar ambas es la tarea más
positiva que un político puede realizar en Europa. El pro
blema es que casi todos los Estados miembros creen que
pueden obligar al Reino Unido a aceptar sus condiciones en
todas las cuestiones esenciales (como el Banco Central) aun
a costa de la democracia.

La futilidad de una política exterior europea

Presentar el Tratado de Maastricht como una victoria es

extraordinario cuando se compara con todo aquello que se
ha cedido, por citar sólo un ejemplo, en el campo de la
política exterior y controles de fronteras.

Nadie habría pensado jamás que la dirección de la polí
tica exterior podía quedar bajo la jurisdicción del Tribunal
Europeo de Justicia. Los peores aspectos (del Título V) son
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la pérdida de nuestro claro y eficaz control unilateral sobre
nuestra política exterior y la confusión que ello genera y
que daña profundamente toda decisiva acción futura. Lo
único que se consigue con esta medida es una inoperancia
total, como han demostrado las funciones solapadas de
UEO y la OTAN, la ONU y la CE en Yugoslavia. La
Política Exterior Común refuerza sencillamente la soberanía
de Bruselas, supeditando a ella y a la Unión Europea nues
tras relaciones con los Estados Unidos. El Título V ha
quedado completamente obsoleto. Los términos en que está
redactado engendra los peligros que el Secretario general de
la OTAN describió en abril de 1993 como debate estéril
entre «atlantistas» y «europeístas». Lo que se necesitaba,
pero que ha sido ignorado, es el requisito de trabajar con la
OTAN y no por la «independencia» de Europa. El Tratado
de Maastricht se basa en una imagen surrealista de una
Europa federal.

Durante siglos hemos funcionado mediante alianzas y
tratados con otros países que han dado buen resultado. Las
circunstancias cambian, y también las prioridades. La tota
lidad de este Título nos priva, de un plumazo, de uno de
nuestros más grandes bienes, nuestro pragmatismo en cir
cunstancias cambiantes, y lo reemplaza por un sistema de
acción conjunta totalmente innecesaria e inexplicada, quizá
no directamente en manos de la Comisión (cuyos miembros
están sin embargo plenamente asociados) o exigible por el
Tribunal de Justicia, pero que de todas formas nunca ha
sido posible. Pero lo que sí hace es obligarnos por tratado a
justificar cualquier acción individual, sembrando las semillas
de la inseguridad y la indecisión cuando menos nos podemos
permitir el lujo de tomar esta actitud entre los Estados
miembros. La Guerra del Golfo y Yugoslavia son presagios
de los que nos espera.

Comprometernos a actuar a escala europea es de una
profunda insensatez cuando todas las pruebas indican que
esto resulta contraproducente, de imposible realización e
innecesario, tanto en lo que concierne a la política exterior
como a las propuestas de creación de un Banco Central.
También atañe a la defensa. Resulta casi imposible trazar
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una línea definida, especialmente en tiempos de peligro de
guerra y de inseguridad, entre política exterior y defensa.

¿Habría sido derrotado Saddam Hussein si las disposi
ciones del Tratado sobre política exterior y seguridad hubie
ran estado en vigor en los días que precedieron a la Guerra
del Golfo? Tal derrota no se debió ciertamente a los Estados
miembros, uno de los cuales (Bélgica) no se mostró dispuesto
a suministrar armamento a otro estado miembro de la CE,
como es Gran Bretaña.

Descentralización de los centralistas

Lejos de ser un Tratado descentralizador, lo que Maas
tricht hace es centralizar. Todas las parcelas de gobierno
más importantes, como la dirección de la política monetaria
y la política exterior quedan en manos de una instancia
superior.

Las obligaciones a que vincula el Tratado han sido
puestas por escrito y no pueden por tanto esconderse bajo
la alfombra, sino que han de ser renegociadas. El principio
de subsidiaridad no altera en absoluto el carácter centraliza-
dor del Tratado y, si se tiene previsto devolver algunas de
las atribuciones a la jurisdicción nacional, ¿por qué entonces
no incluir éstas en una lista de funciones que clarifique la
situación? En lugar de ello han decidido utilizar la cortina
de humo de la subsidiaridad que confunde y oscurece tanto
los argumentos como los problemas. Si existen poderes ya
otorgados donde la Comisión y la Comunidad han sido
demasiado «intervencionistas», pueden rectificarse sencilla
mente realizando cambios expresos al Tratado... Si se hace
esto, la subsidiaridad no tiene nada que ofrecer.

Si el Acta Única Europea no está funcionando como es
debido, si se ha fracasado en alcanzar un campo de juego
igualado, el remedio está en forzar una decisión acudiendo
a los tribunales. Si la Comisión se excede en sus atribuciones,
también se la debe llevar ante los tribunales y seguir los
procedimientos acordados por Tratado para cortar de raíz
tales acciones. Todos estos sistemas descentralizarían la Co-
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munidad sin invocar el principio de subsidiaridad. Cuantos
más ejemplos aparecen de lo que la Comisión y otros tienen
la intención de «descentralizar», más claramente se revela la
roca centralizadora que se esconde en el corazón de Maas
tricht.

La Europa feliz podía haberse evitado, como traté de
advertir en febrero de 1991 cuando escribí una comunicación
(a invitación de Douglas Hurd, el ministro de Exteriores)
para el Comité del Manifiesto Conservador. Dije entonces
que los federalistas tenían su propio programa, que cediendo
a él no sería posible cuadrar el círculo, y que sólo se les
podría detener si se repudiaba la unión económica y mone
taria, y por ende la política, y se mantenía el derecho de
veto de Gran Bretaña. Advertí que esto nos convertiría en
una excrecencia de la Europa de dos velocidades, debilitán
dose así al Reino Unido y a la propia Comunidad Europea.
Me quedé atónito cuando incluso las palabras «estado sobe
rano independiente» fueron eliminadas del borrador final.
Con ellos quedaban establecidas las posiciones para la bata
lla de Maastricht, que no está ni mucho menos concluida.

Lo que se está creando es una Comunidad Europea
timorata, derrotista y autodestructiva, cribada y corrompida
por un temor a la libertad: una Europa feliz.

Las fuerzas que operan dentro de esta Europa, la Europa
que artificialmente se creó en Maastricht, oscurecerán y
desestabilizarán a Europa en su conjunto. Los verdaderos
europeos debemos continuar la batalla desde dentro.

Londres, 12 de agosto de 1993
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EL FUNESTO ENGREIMIENTO DE MAASTRICHT.

LA FUNESTA MEGALOMANÍA QUE SUFRE
MAASTRICHT. LOS FUNESTOS DELIRIOS

DE GRANDEZA DE MAASTRICHT

Paul BELIEN

Dos veces ha dado Roma nacimiento a Maastricht. El

Tratado de Maastricht de 1991 debe su existencia al Tratado

de Roma de 1957, que marca el nacimiento de la Comunidad
Europea. Y la ciudad de Maastricht, Mosae Trajectum («el
paso del Mosa» en latín), fue fundada por los romanos hace
veinte siglos, en el punto en el que la calzada romana de
Colonia Agrippina a Camaracum cruzaba el río Mosa. Colonia
Agrippina es la actual ciudad alemana de Colonia; Camara
cum, la ciudad francesa de Cambrai, en la carretera que
enlaza Bruselas con París; y el Mosa es el Maas (o Meuse),
río que hace frontera entre Bélgica y los Países Bajos.

Esa parte del imperio romano estaba habitada por la
tribu de los Eburones, que vivía a ambos lados del río y se
trataba, por supuesto, de un mismo pueblo con una lengua
común. Los romanos llamaron a esta región Bélgica, que es
el nombre latino para Países Bajos (en neerlandés, «Neder-
landen», que también significa literalmente «Países Bajos»).

Países Bajos y Bélgica han formado estados totalmente
independientes desde 1830. El Reino de Países Bajos (tam
bién conocido por el nombre de su provincia más importan
te, Holanda), comprende las provincias norteñas de los
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antiguos Países Bajos, mientras que las provincias del sur se
denominan oficialmente Reino de Bélgica. Aunque los habi
tantes de una orilla del Maas tienen pasaporte belga y los
de la otra lo tienen neerlandés, siguen siendo el mismo
pueblo y siguen hablando la misma lengua, el Hmburgués,
dialecto del neerlandés.

Hasta 1839 los estados de Bélgica y Países Bajos se
disputaron dos provincias: el ducado de Luxemburgo y el
ducado de Limburgo. La disputa se resolvió dividiendo
ambas provincias en dos partes. La parte occidental de
Luxemburgo pasó a Bélgica y la parte oriental se convirtió
en estado independiente, el Gran Ducado de Luxemburgo,
con el monarca de Países Bajos (la dinastía Orange-Nassau)
como jefe de estado. La unión personal duró hasta 1890,
pero Luxemburgo conserva todavía la misma bandera que
tienen los Países Bajos.

Limburgo también fue dividida en dos. La orilla izquier
da del Maas pasó a formar parte de Bélgica, y la derecha se
integró en Países Bajos. La capital de Limburgo, Maastricht,
si bien situada en su mayor parte en la orilla izquierda, se
quedó para los Países Bajos (como lo hizo el título Duque
de Limburgo, que se concedió al rey Orange de los Países
Bajos). La ciudad perdió pues, toda la mitad occidental de
sus tierras del interior.

Roma no sólo fundó Maastricht, también fundó el primer
imperio paneuropeo. A excepción de los alemanes, los da
neses y los irlandeses, todos los estados miembros contem
poráneos de la Comunidad Europea participaron en él,
incluidos los británicos. En el siglo V, el imperio se derrumbó
bajo la presión germánica. El segundo imperio paneuropeo
fue fundado en el siglo IX. Esta vez entraron en él los
alemanes pero no los británicos. Maastricht estaba muy
cercana al centro de esta segunda unificación europea. Tras
la retirada de los romanos, la región situada a lo largo del
Maas había sido poblada por la tribu de los francos, pueblo
que, si bien dio su nombre a los franceses, dejó su lengua a
los daneses, y en especial a los limburgueses. El dialecto
Hmburgués es, de las lenguas que se hablan hoy día, la que
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está más cerca del idioma de los francos. El texto escrito
más antiguo que se conserva en holandés procede de esta
región.

Fue uno de estos francos quien unificó Europa y refundo
el «Sacro Imperio Romano Germánico». Nació en la dinastía
de los señores de Herstal, pueblo situado a 20 kilómetros al
sur de Maastricht en la margen izquierda del Maas, en lo
que hoy es Bélgica. Como ciudadano europeo, tenía su
capital en Aquisgrán, situada a 30 kilómetros al este de
Maastricht, en la actual Alemania. Probablemente cruzó el
Maas alguna que otra vez siguiendo la antigua calzada
romana a Maastricht. Existe una popular canción infantil
en la región que dice (en neerlandés) «Tussen Keulen en
Parijs ligt de weg naar Rome»: «entre Colonia y París se
encuentra el camino a Roma». Y, en efecto, en diciembre
del año 800, el héroe del pueblo del Maas fue coronado en
Roma emperador de Europa: Carolus Magnus, «Carlomag-
no».

Carlomagno fue hombre sabio y modesto. Su hijo, Luis
el Piadoso, también fue un hombre modesto. Tras la muerte
de Luis, sin embargo, el imperio se desmembró, dando
lugar a las naciones-estado de Francia y Alemania. En los
doce siglos que siguieron, existieron dos dictadores para
quienes las naciones-estado de Francia y Alemania se anto
jaban demasiado pequeñas y trataron de seguir los pasos de
Carlomagno. «Europa» se convirtió en la propuesta utilizada
por el corso Napoleón Bonaparte y por el austríaco Adolfo
Hitler. Ninguno de los dos consiguió mantener unido su
imperio europeo durante más de diez años. Ninguno de los
dos fue un hombre modesto. Junto con el hundimiento de
su pretencioso sueño europeo, causaron la ruina de la
nación-estado de la que partieron. Más tarde Jacques Delors
cruzaría también la vieja calzada romana a la altura de
Maastricht. Como socialista que es, tampoco le distingue su
modestia. Maastricht podría muy bien convertirse en su
Waterloo, y junto con su arrogante proyecto de Europa,
arruinar también los modestos logros que el Continente ha
alcanzado hasta el momento.
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Los pueblos del Benelux figuran entre los más fervientes
defensores de la integración supranacional. No resulta difícil
comprender por qué. Los limburgueses y los luxemburgueses
que habitan a ambos lados de la frontera son conscientes de
lo artificial de esta división de su tierra y de su gente.
Como lo es el pueblo de Brabante, el antiguo ducado que
también resultó dividido entre Bélgica y Países Bajos: el
tercio norte de su territorio pasó a formar parte de los
Países Bajos, y la parte sur, con la capital, Bruselas, y el
título de Duque de Brabante, pasó al rey de Bélgica. Lo
mismo ocurrió con el pueblo de Flandes, que perdió una
quinta parte de su país, la más septentrional, en favor de
los Países Bajos, mientras el resto, junto con el título de
Conde de Flandes, se adjudicó también al rey de Bélgica.
Hasta 1839 la ciudad de Gante, capital de Flandes, si bien
otorgada a Bélgica, disfrutó de un gobierno local dirigido
por inquebrantables francófonos «orangistas», que profesa
ron su lealtad a Guillermo de Orange, rey de los Países
Bajos.

La partición de los Países Bajos es también causa de la
crisis de identidad que sufre Bélgica como Estado, y el
subsiguiente conflicto lingüístico que todavía amenaza con
dividir al país. Bélgica no es más que un medio estado y,
como tal, no puede resolver su problema de nacionalidad.
Los belgas son quizá el único pueblo de Europa que no se
enorgullece en absoluto de su nación-estado y no tendrían
ningún escrúpulo en participar en una «Europa de las regio
nes» bajo el gobierno directo de Europa, sin naciones-
estado intermedias. Bélgica no es una nación, sino un estado
artificial, y eso es también lo que sería la nueva Europa.
Como escribió el historiador británico Hugh Seton-Watson
en Naciones y Estados: «La nación neerlandesa se formó por
la división en dos de una comunidad que.... estaba en vías
de convertirse en una nación moderna; pero [se la dividió],
convirtiendo a una parte en nación [Países Bajos] y dejando
a la otra [Bélgica] en una situación incierta».

¿Por qué Bélgica, con sus dos grupos lingüísticos princi
pales, el flamenco y el francés, no forma una entidad nacio
nal viable, mientras que la multirracial Suiza, con cuatro
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grupos lingüísticos diferentes, posee un sentido de identidad
nacional tan fuerte que la llevó a rechazar en referéndum el
ingreso en un marco europeo más extenso? Porque en Suiza
la mayoría que forma el 65% de suizos germanoparlantes es
lo suficientemente grande como para asegurar que el país
no resultará dividido cuando el segundo grupo, el 20% de
suizos que habla francés, vota en sentido contrario (como
ocurrió con ocasión del referéndum sobre Europa). En Bél
gica los flamencos, el 59%) de la población, experimenta una
frustración constante. Nunca consigue imponerse en aquellos
asuntos en que el minoritario 39% de francoparlantes man
tiene un criterio contrario. Dentro del marco del Benelux,
sin embargo, la situación lingüística sería una copia exacta
de la suiza: un 70% flamenco frente a un 20% francés y dos
lenguas minoritarias (alemán y frisón). Paradójicamente, la
situación de la minoría francesa en una situación semejante
sería mejor que la que existe en Bélgica. Como demuestra la
experiencia suiza, una mayoría que no se siente amenazada
puede permitirse una mayor benevolencia con la minoría.

Después de haber obligado a sus pueblos a vivir durante
más de cien años uno junto a otro, pero totalmente separa
dos, la experiencia de la guerra de comienzos de los 40 unió
a los gobiernos holandés y belga en el exilio. En septiembre
de 1944 los gobiernos de Bélgica, Países Bajos y Luxemburgo
firmaron el Tratado de Londres, por el que se creó el
Benelux, primera organización supranacional europea, con
cebida para establecer una unión económica entre los tres
países. Benelux era una modesta institución. En sus estatutos
nunca se contempló la transferencia de la soberanía nacional
a un nivel supranacional, si bien muchos esperaban que
esto sería un segundo paso, eliminando así las fronteras que
dividen a los tres pueblos que a lo largo de la mayor parte
de su historia siempre habían pertenecido, después de todo,
a la misma nación.

Debido a su modesta naturaleza, el Benelux funcionó
admirablemente bien. Si se le hubiese dejado proseguir sin
estorbos con su lento pero espontáneo crecimiento, podría
muy bien haber llegado a constituir, medio siglo después de
su creación, en 1994, una completa unión política y mone-
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taria entre sus tres estados miembros. La realidad es que
Bélgica y Luxemburgo son ya una unión monetaria desde
1921. Sin embargo, las cosas no han sucedido de esta mane
ra. A comienzos de los años 50 parecía cobrar vida una
copia territorial de la Europa de Carlomagno. Los seis
países sobre los que había reinado el ilustre hijo de la
región del Mass (el Benelux, Francia, Italia y la parte occi
dental de Alemania), decidieron crear una serie de organiza
ciones con fines de cooperación económica. La iniciativa
para la primera de estas organizaciones, la Comunidad Euro
pea^ del Carbón y elAcero de 1952, partió de un luxembur
gués, Robert Schuman, que se había establecido en Francia
y llegó a primer ministro de ese país en 1947. Los mismos
seis países se unirían más tarde en otras organizaciones
paneuropeas. A diferencia del Benelux, se contemplaba en
ellas un trasvase sustancial de soberanía de los gobiernos
nacionales al nivel supranacional. El proceso dio como re
sultado la firma del Tratado de Roma de 25 de marzo de
1957, por el que nacía la Comunidad Económica Europea
(CEE).

Los padres fundadores de la CEE imaginaron una Euro
pa unida políticamente, y la liberalización económica se
contemplaba como un primer paso hacia este objetivo. Pero
se trataba de gente modesta. Tuvieron cuidado de no aspirar
demasiado alto y hacer las cosas con tranquilidad. El tratado
de 1957 estipulaba que, para el 1 de enero de 1970, la CEE
constituiría un mercado sin fronteras para todos los pro
ductos y servicios.

Desgraciadamente, la CE hizo abortar el Benelux. Este
último habría sin duda conducido también a una cesión
sustancial de competencias nacionales a una institución su
pranacional, si se le hubiera dejado crecer espontáneamente.
Sin embargo, y dado que los tres países que lo integraban
acordaron hacer transferencia de la soberanía nacional den
tro del más amplio proyecto de la CE, el Benelux se hizo
innecesario. Desde mediados de los años 50 dejó de tener
significado alguno y se convirtió en una institución sin
ninguna actividad («esta Bella Durmiente, esperando que
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llegue alguien que la despierte», como dijo en 1990 el minis
tro de Asuntos Exteriores belga, Mark Eyskens).

La CEE del Tratado de Roma fue creada como instru

mento de liberalización económica. La transferencia de la

soberanía nacional a un gobierno de la Comunidad (la
Comisión) es bueno si el nivel supranacional impide que los
niveles nacionales se hagan demasiado intervencionistas. El
resultado debería haber sido claramente una menor interfe

rencia gubernamental. Sin embargo, a medida que se fue
expandiendo la CEE, se produjo lo contrario.

Mientras la CEE fue sólo un vehículo para la liberaliza
ción económica, sus estados miembros se mostraron reacios
a ceder soberanía, actitud que debe más al socialismo que
al nacionalismo. Cuando se fundó la CEE en 1957 los

países de la Europa occidental había sucumbido ya a la
tentación contra la que Friedrich von Hayek había llamado
la atención en su libro El Camino a la servidumbre en 1944:

se habían convertido en Estados del bienestar, en los que los
gobiernos nacionales se hacen principales responsables de la
protección y promoción del bienestar económico y social de
sus ciudadanos.

La aceptación del criterio de que un ciudadano tiene
derecho a la ayuda del Estado siempre que se encuentre en
dificultades sociales o económicas, implica que cualquier
proyecto que limite el poder del Estado nacional está prác
ticamente sentenciado desde el comienzo, a menos que la
institución que reemplaza al estado nacional se haga cargo
de sus funciones benefactoras. Esto es lo que ocurrió con la
Política Agraria Comunitaria, establecida en 1962. La PAC,
que devora casi dos tercios del presupuesto anual de la CE,
consiste en una gigantesca operación de ayuda social para
los agricultores que, sin ella, hacía tiempo se habrían que
dado sin trabajo. Resultó ser un desastre financiero y eco
nómico. Pero desde el punto de vista de la cooperación
supranacional, es un éxito.

En 1966 el llamado Compromiso de Luxemburgo concedió
a los Estados miembros el derecho de vetar cualquier deci
sión de la Comunidad siempre que vieran amenazado un
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«interés vital». En la práctica, los gobiernos de los Estados
de la CEE que creen en el «Estado del bienestar» invocaron
la amenaza a intereses vitales cada vez que un segmento de
su población corría el riesgo de experimentar una desventaja
social o económica como resultado de la liberalización a
nivel europeo. El día de Año Nuevo de 1970 el mercado sin
fronteras para productos y servicios que había prometido el
Tratado de Roma, no se divisaba por ninguna parte, ni
siquiera entre los tres países del Benelux que insensatamente
habían renunciado a su integración panneerlandesa en favor
de la paneuropea.

Aunque sin gran fortuna, la CEE (con excepción de la
PAC) siguió operando más o menos como instrumento de
liberalización económica hasta finales de los años 70. Esto
explica por qué en 1973 el partido laborista se opuso con
tanta contundencia al ingreso de Gran Bretaña en la CEE,
y por qué la apoyó el partido conservador. Hoy día, sin
embargo, los laboristas abrazan «Europa» con entusiasmo
mientras que algunos conservadores se muestran bastante
críticos. Ciertos observadores han considerado este fenómeno

como «la inversión de papeles más brusca de la reciente
historia política de Gran Bretaña», pero no es en Londres
donde se produjo un cambio brusco, sino en Bruselas.

A medida que a los seis países «de Carlomagno», aso
ciados en 1957 se les unían Dinamarca, Gran Bretaña e
Irlanda (1973), Grecia (1981), y Portugal y España (1986),
se hacía más y más difícil habilitar mecanismos para una
liberalización supranacional del mercado. A mayor número
de Estados del bienestar participando en el proyecto, mayo
res probabilidades de que esos Estados vetasen muchas de
las decisiones de la Comunidad. La mayoría de los nuevos
miembros no ingresaban en la organización porque se adhi
riesen a los principios del libre mercado, sino porque era
una manera de conseguir subsidios para su agricultura y su
industria.

Los planteamientos de la Comisión Europea también
han cambiado. El objetivo de los Comisarios ya no es el de
la liberalización económica que contemplaba el Tratado de
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Roma, sino en ocasiones un puro intervencionismo econó
mico. La Comisión está compuesta de diecisiete miembros,
dos por cada uno de los cinco estados miembros más gran
des y uno por cada uno de los más pequeños. En los países
pequeños como Bélgica, y por acuerdo tácito de los princi
pales partidos políticos, éstos se turnan en la designación
del comisario que el país tiene derecho a nombrar cada
cuatro años. A un comisario del partido cristianodemócrata
le seguirá uno socialista, y a éste uno liberal. Un país
grande con dos comisionados europeos normalmente nombra
a uno de un partido de la derecha y a otro de un partido de
la izquierda. Gran Bretaña tiene un comisionado conservador
y uno laborista, Alemania uno cristianodemócrata y uno
liberal. Dado que la Comisión abarca todo el espectro
político, todavía figuran en ella algunos defensores de los
principios del libre mercado, pero también se encuentran
partidarios de una economía planificada. La política econó
mica que elabora representa forzosamente una mezcla de
tendencias. La CE se ha convertido en el paladín de la
«economía mixta», o, como sus defensores dirían, un «capi
talismo templado por el socialismo», que es el sistema eco
nómico típico del Estado del bienestar.

En 1985 Jacques Delors llegó a la presidencia de la
Comisión Europea. En la elección a presidente existe tam
bién un acuerdo no escrito entre los estados miembros para
aplicar un sistema de rotación, basado en la nacionalidad y
la afiliación ideológica. En 1985 le tocaba el turno a un
francés y a un socialista. Fue la oportunidad de Delors,
antiguo ministro socialista francés y político dotado de gran
encanto personal, inteligente y capaz. No se trata de un
socialista duro partidario de una economía planificada, sino
uno moderado que cree en la economía «mixta» del Estado
del bienestar. Entendió con claridad el enorme potencial de
la CE, no como vehículo de liberalización económica, sino
como vehículo del Estado del bienestar.

Delors fue uno de los primeros políticos en darse cuenta
de que a principios de los 80 las economías se habían hecho
cada vez más internacionales, lo que hacía imposible que
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los Estados del bienestar retuvieran el control nacional sobre

sus economías. Consecuentemente, el Estado del bienestar,
que dependía del dinero y la riqueza generados por la
economía libre, tenía que seguir los pasos de la economía y
pasar al nivel supranacional. Dado que la internacionaliza-
ción de las economías avanzaba cada vez con mayor celeri
dad, Delors supo que tenía que actuar deprisa. Se puso
inmediatamente a mejorar los mecanismos institucionales de
la CEE a fin de que la integración supranacional se desa
rrollase con suavidad y rapidez. En el plazo de un año de
su acceso a la presidencia, se había aprobado el Acta Única
Europea (diciembre de 1985).

El Acta Única Europea abolió el veto unilateral de los
Estados miembros (excepto por razones varias de bienestar
social, como sanidad, seguridad, protección medioambiental,
protección del consumidor, o protección del entorno de
trabajo) e introdujo un sistema de votación según el cual el
valor del voto de un representante es proporcional a la
población que representa. El Acta Única también fijó el 31
de diciembre de 1992 como nueva fecha límite para la
conversión de la CE en un mercado sin fronteras para
productos y servicios. Esto último podría considerarse una
paradoja, es decir, se aspira a la liberalización que supone
un mercado sin fronteras, para servir a unos fines interven
cionistas propios del Estado del bienestar. Pero Delors com
prendió que un mercado sin fronteras conduciría al creci
miento económico adicional que se precisaba para generar
el dinero necesario para la supervivencia del mecanismo del
bienestar.

Delors cambió por completo la mentalidad que inspiraba
a la CEE. Añadió una «dimensión social» al proyecto euro
peo y convirtió la burocracia de la CE en el instrumento
que había de intervenir regularmente en las economías na
cionales para «crear» de manera activa un mercado libre.
Hubo algo, sin embargo, que Delors no supo ver: una
burocracia no puede construir un mercado libre; un mercado
libre se construye a sí mismo, de manera espontánea. Un
gobierno, ya sea nacional, europeo o local, no puede «crear»
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la libertad, sólo puede dejar que la libertad ocurra. La
libertad, como advirtió Isaiah Berlín, debería ser un concepto
negativo más que positivo. Tiene más que ver con lo que
una autoridad política no hace que con lo que sí hace. La
libertad positiva, como ha señalado Leszek Kolakowski, es
un concepto marxista. Normalmente reduce la libertad en
lugar de aumentarla.

Sin embargo, los políticos y burócratas de la Europa
occidental no quieren oír este mensaje. A los 17 comisiona
dos de la CE y los trece mil funcionarios que trabajan para
ellos en el edificio Carlomagno y otros bloques de oficinas
que la Comisión tiene en Bruselas les complació el mensaje
de Delors para la «construcción de Europa». Les hacía
sentirse importantes, y esta vanidad resultó funesta.

El socialismo, como escribió Hayek, es una forma de
constructivismo, y el constructivismo es inmodesto: ciertos
políticos y burócratas creen que saben lo que es bueno para
el pueblo mejor que el mismo pueblo. El problema del
socialismo no es que estos constructivistas no tengan buena
intención (a menudo la tienen) sino que sufren de una falta
de conocimiento. La mentalidad constructivista ve la socie

dad como un sistema que puede ser dirigido desde arriba.
El gobierno centraliza todo el conocimiento que está presente
en la sociedad y consecuentemente formula los objetivos
colectivos l.

Sin embargo, dado que la sociedad se complica cada vez
más, se hace más y más difícil centralizar el conocimiento
en un centro burocrático. El sistema resulta contraprodu
cente por su falta de conocimiento de la realidad. El socia
lismo funciona en el cerrado y casi «tribal» orden del grupo,
donde todo el mundo conoce más o menos las necesidades

y aspiraciones de todos los demás, pero no en el más
abierto y cada vez más complicado y extenso orden del
mundo moderno. En este último también se puede conocer
más o menos cuáles son las necesidades y aspiraciones de la

1 Nota de los editores: la misma tendencia se observa claramente en los
cristianodemócratas.
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gente, pero no centralizando la información, sino examinan
do el mercado. El mercado, a condición de que sea abierto
y libre, constituye, como indicó Michael Polanyi un instru
mento de comunicación que transmite información acerca del
comportamiento de las gentes de acuerdo con el conoci
miento que esa gente tiene de sus propias situaciones. El
mercado constituye un depósito de conocimiento que está
siendo puesto al día constantemente y que es vital para la
supervivencia de un orden abierto. Sin él el orden de la
sociedad se rompe y ésta sólo sobrevive si se cierra, es
decir, si se «tribaliza». El proteccionismo es el resultado
económico de dicha tribalización. Es la consecuencia del

socialismo y del nacionalismo.
La tribalización o «egoísmo de grupo» es lo que repre

senta el Tratado de Maastricht. Maastricht representa la
culminación de la «mentalidad Delors» que ha impregnado
a la CE. Maastricht no puede funcionar porque el socialismo
no puede funcionar. No puede funcionar, del mismo modo
que los antiguos regímenes socialistas de la Europa oriental
no pudieron funcionar. También ellos estaban faltos de
conocimientos y completamente alejados de la realidad. Aca
baron por perecer, pero no sin antes haber destruido toda
la economía y traído la pobreza al pueblo. Con Maastricht
podría pasar exactamente lo mismo, porque los comisiona
dos europeos y sus miles de funcionarios no tienen ni la
más mínima idea de lo que son las realidades europeas: las
metas, las aspiraciones y las necesidades de los pueblos de
Europa. No pueden tenerla, porque nadie puede. Solamente
el mercado, adaptándose y ajustándose constantemente a
los nuevos fenómenos y a los sucesivos cambios, puede
darlas a conocer.

Europa no necesita Maastricht, ni ningún otro Tratado,
para ser más próspera y libre. Para hacerse más libre,
Europa necesita más libertad. La Comisión Delors empezó
por sustituir los distintos reguladores de los gobiernos locales
(nacionales) por un superregulador europeo declarando que
estaba resuelto a «liberalizar» el mercado. Una vez más, la
libertad positiva ha llevado a una disminución de la libertad.
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La competencia entre los distintos reguladores nacionales
tenía al menos la ventaja de que los ciudadanos y empresas
de Europa podían trasladar su dinero y actividad económica
a los países más favorables a los negocios y con una econo
mía más saneada. El superregulador europeo les priva de
esta ventaja. Pero la experiencia de la Europa del Este de
1989 ha demostrado que el mercado triunfará a la postre,
puesto que sabe más que el regulador. En la sociedad del
conocimiento del siglo veintiuno, la CE no podrá detener la
internacionalización de las economías y la difusión de la
información más allá de las fronteras de Europa. Si Luxem
burgo se ve forzada por el intervencionismo de la CE a
abandonar su clima favorable a la banca internacional, los
bancos se trasladarán a las Islas Caimán, las Antillas Ho
landesas o a otros lugares lejanos. El ciudadano sólo tiene
que pulsar un botón para transferir dinero, ya sea a un
banco en su propia ciudad, en Luxemburgo o al otro lado
del mundo.

La Europa de Delors resultará haber sido un sueño
inalcanzable, pero antes de que esto se haga evidente puede
haber causado un gran perjuicio a Europa, tanto occidental
como oriental. En efecto, la nueva mentalidad de la CE que
cambió el concepto negativo de libertad de los padres fun
dadores, tal como quedaba expresado en el Tratado de
Roma de 1957, por el concepto positivo que encarna el
Tratado de Maastricht de 1991, también se manifiesta clara
mente en la actitud de la Comunidad hacia otras naciones,
especialmente las del Este de Europa. Mientras la CEE
sirvió de vehículo a una liberalización verdadera, formaba
una organización abierta, que acogía a nuevos miembros
aunque esto comportara problemas adicionales. Pero cuando
la mentalidad de egoísmo de grupo se apoderó de ella,
comenzó a actuar como lo hacen los regímenes socialistas
en todas partes: cerrando sus fronteras al mundo exterior.
A finales de los 80 la CE se había convertido en una

sociedad cerrada en lugar de una organización abierta. A
los europeos que solicitaban el ingreso se les decía que
esperasen hasta que el grupo se consolidase. Cuando cayó
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el muro de Berlín en 1989 la CE no acogió a las naciones
liberadas del Este de Europa y no abrió el mercado a sus
productos, sino que los dejó fuera por no considerarlos
aptos para participar en el mercado «abierto» de la CE. No
eran Estados del bienestar, pues no generaban ninguna ri
queza (todavía) que pudiera ser redistribuida mediante me
canismos nacionales o supranacionales.

La lealtad de Delors y los nuevos «eurófilos» socialistas
a Europa es falsa. Su lealtad es solamente una lealtad al
Estado del bienestar. Su «Europa» no incluye a las antiguas
naciones europeas como Polonia, Hungría, Letonia y otras,
que tienen experiencia de primera mano de lo que el socia
lismo es en realidad, y su ideal europeo es condicional. Es
dependiente de la «dimensión social» que se está dando a la
CE. Esta «dimensión social» constituye la más alta prioridad
de Delors y ha sido respaldada por los líderes de Europa en
Maastricht como uno de sus principales objetivos. La Co
misión Europea quiere que se elabore una Carta Europea de
Derechos Sociales Fundamentales, que garantizaría, entre
otras cosas, el derecho de todo trabajador a estar protegido
por un convenio colectivo y la creación de un Estatuto
Empresarial Europeo estableciendo la participación de los
trabajadores en los consejos de dirección de la empresa. En
1989 el presidente francés Fran^ois Mitterrand dejó claro
que no estaba dispuesto a aceptar el mercado sin fronteras
y a levantar las restricciones sobre el libre movimiento de
capital dentro de la Comunidad si la Comunidad no tenía
su Carta social.

Mitterrand respaldó el Tratado, preparando el terreno
para la «Europa social».

La mentalidad del Tratado de Maastricht de 1991 es

totalmente equivocada. Europa debería ser una sociedad
abierta, una economía liberal, movida por proyectos políticos
modestos. En lugar de eso promete ser una sociedad cerrada
con una economía «mixta» y creciente intervencionismo por
parte de la burocracia comunitaria en todas las parcelas de
la vida, impulsada por un proyecto político imposible: una
unión monetaria europea programada para final de siglo.
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Una estructura de esta naturaleza es perjudicial en un
mundo en expansión como el nuestro en el que la necesidad
de optimización del conocimiento humano está aumentando,
una optimización que sólo puede ser proporcionada a través
del canal de comunicación espontánea del mercado abierto
y libre. Los regímenes socialistas duros que defienden una
economía planificada en la Europa oriental no podrían
sobrevivir en la sociedad del conocimiento de nuestro
mundo, pero tampoco lo pueden hacer los regímenes socia
listas moderados del bienestar que preconizan la economía
mixta en la Europa occidental, ni siquiera cuando actúan al
nivel supranacional de la CE. Esta estructura podría estallar
de manera tan repentina y total como lo han hecho los
regímenes del Este, y si eso ocurre, se hundirán con ella los
valiosos logros alcanzados gracias a la cooperación supra
nacional en Europa. Uno de ellos es la unión monetaria
entre Bélgica y Luxemburgo. Por primera vez desde 1921
esta unión acusa una tensión producida por la inestabilidad
monetaria que, como resultado de los ambiciosos planes
monetarios de Jacques Delors, está amenazando a la CE.

Amberes, 1 de junio de 1993
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LA NATURALEZA DE LA SOBERANÍA Y LA

CIUDADANÍA

Leslie BLAKE

En cualquier nueva constitución para Europa aparecen
dos principios en discordia. Por una parte la piedra angular
de la Constitución inglesa (la palabra constitución significa
«aquello por lo que nos mantenemos unidos»), definida por
Henry de Bracton, jurisconsulto del siglo trece: «El rey no
debe estar sometido a hombre alguno, sino a Dios y a la
ley, ya que la ley hace al rey».

Por otra está la declaración de Justiniano, aplicada en
los territorios sometidos al Derecho Romano en toda la

Europa continental: «Lo que place al príncipe posee fuerza
de ley» porque «el pueblo le confirió su total soberanía y
autoridad».

En lenguaje de hoy día, «Lo que place a la Comisión
Europea posee fuerza de ley» no es una afirmación que se
aleje mucho de la verdad. Los comisarios encabezados por
el Sr. Delors, tienen amplios poderes legislativos y ejecutivos.
Son los geiseres de los que manan todas las directivas,
reglamentaciones y decisiones. Ellos formulan el pensamiento
del Consejo de Ministros. El proceso de reconciliación que
se contempla en el Tratado de Maastricht para los casos en
que hay desacuerdo por parte del Parlamento Europeo, es
demasiado desalentador.

Sir John Fortescue observó y escribió acerca de dos
conceptos constitucionales diferentes en 1470, en un delicioso
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diálogo con el joven príncipe Eduardo, hijo de Enrique VI,
con quien compartió exilio en el continente. Su libro In
Praise of the laws of England (Elogio de las Leyes de Inglate
rra) es en realidad un manual de formación para los reyes
ingleses premaquiavélicos:

Pues el rey de Inglaterra no puede cambiar las leyes
de su reino a placer, pues rige a su pueblo con un
gobierno no

sólo real sino también político. Si hubiera de presidir
los con un poder enteramente real, podría cambiar las
leyes

de su reino, y también imponerles tallas y otras cargas
sin consultarles; ésta es la clase de dominio a que se
refieren

las leyes civiles cuando establecen que "Lo que place
al príncipe posee fuerza de ley." Pero el caso es muy otro
con

el rey que gobierna a su pueblo políticamente, ya que
él mismo no puede cambiar las leyes sin el asentimiento
de sus

subditos ni gravar a un pueblo contra su voluntad
con impuestos irregulares, para que, gobernados por las
leyes que

ellos mismos desean, disfruten libremente de sus pro
piedades, y no sean despojados ni por su rey ni por
ningún otro.

«No gravar a un pueblo contra su voluntad con impues
tos irregulares»: ¿cómo se puede afirmar lo mismo de la
Comunidad Europea? Y «consultar al pueblo»: ¿cómo puede
ser esto posible cuando un miembro del Parlamento Europeo
representa probablemente a 500.000 ciudadanos, la mayoría
de los cuales no se molestan en votar para que acceda o
cese en el cargo?

Las palabras «rey sometido a la ley, pues la ley hace al
rey» han resonado como un eco durante siglos en la historia
de Inglaterra. Las pronunció Fortescue en tiempos de guerra
civil. Las pronunció el Justicia Mayor Coke enfrentándose
valerosamente a Jacobo I cuando éste afirmó que también
él podía decidir las leyes para servir a sus propios intereses.
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Coke dijo que la ley era la vara y medida de oro para tratar
las causas de los subditos y proteger a un rey en la seguridad
y en la paz. Jacobo se ofendió profundamente y dijo que
eso implicaba que él estaba sometido a la ley, afirmación
que, a su juicio significaba traición. Coke entonces le recordó
las palabras de Bracton arriba citadas.

Carlos II escucharía, en un sermón pronunciado ante él
con motivo de su restauración, las inequívocas implicaciones
de dicho principio. Lord Denning también lo tuvo que
declarar recientemente: «por muy alta que sea vuestra auto
ridad, la de la ley lo es todavía más», a un fiscal del
Tribunal Supremo que se negó a aducir razones al tribunal
para justificar unas determinadas actuaciones. Y en los Es
tados Unidos el Tribunal Supremo se impuso al Presidente
Nixon que reclamaba un privilegio administrativo sobre las
cintas del Watergate, no mostrándose dispuesto a excluir de
la acción de las leyes penales ni siquiera a la más alta
autoridad ejecutiva.

La demostración práctica del funcionamiento de estos
dos principios contradictorios, «el rey está sometido a la
ley» y «lo que place al príncipe posee fuerza de ley», es
ésta: en Gran Bretaña a los funcionarios de la reina, inclui
dos los oficiales de policía sólo se les permite operar dentro
de las atribuciones que la ley específicamente les concede. Si
se exceden en dichas atribuciones, tienen que vérselas con
los tribunales, mientras que según el derecho anglosajón el
ciudadano ordinario es libre de decir o hacer cualquier cosa
que no perjudique a otro. El derecho anglosajón se basa en
obligaciones y no en derechos. En el continente, sin embargo,
el ciudadano tiene aquellos derechos que le reconoce el
Estado: a la inversa los funcionarios del Estado (por ejem
plo, el prefecto en Francia) gozan de amplias y relativamente
indefinidas atribuciones para hacer lo que quieran, y sólo
pueden ser cuestionadas, cuando lo son, por unos tribunales
administrativos especiales fuera de la jurisdicción de los
tribunales ordinarios.

Jeremy Bentham observó que las cartas de derechos
preceptivos, como la Convención Europea sobre Derechos
Humanos y Libertades Fundamentales, son «bobadas sobre
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unos zancos» (Adviértase el plural «zancos»; es significativo,
la libertad no se puede dividir). Edmund Burke fue igual
mente mordaz:

Sabemos que no hemos hecho ningún descubrimiento,
y creemos que no se puede hacer ningún descubrimiento,
en moralidad ni en la idea de libertad, ni en muchos de
los grandes principios de gobierno que fueron entendidos
mucho antes de que nosotros naciéramos... En Inglaterra...
no hemos sido destripados y sujetos en brochetas para
que se nos pueda rellenar, como pájaros disecados, con
trapos y paja y unas miserables hojas de papel borrosas
que hablan de los derechos del hombre.

El público general puede no haberse dado cuenta de que
ya hay «miserables hojas de papel borrosas» en forma de
anteproyecto de constitución preparado por el Comité del
Parlamento Europeo para Asuntos Institucionales (fechado
el 3 de febrero de 1993). Constituyen una clara indicación
de lo que puede venir en el futuro y fueron formulados
para la «Unión Europea», incluso antes de que se ratificara
Maastricht. No hay aquí un «rey en el parlamento», sello de
garantía de soberanía en Gran Bretaña y otras monarquías
constitucionales, producto del concepto de Bracton de «rey
sometido a la ley». Al contrario, resulta difícil encontrar
dónde está «el rey», ya que tenemos nada menos que tres
presidentes regios, rivalizando cada uno de ellos por el
poder y la atención: el presidente del Consejo de Ministros
(cargo en el que se turnan cada seis meses los distintos
estados miembros); el presidente no elegido de la Comisión
Europea, nombrado por el Parlamento Europeo para cinco
años; y el presidente del Parlamento Europeo.

En realidad, el presidente de la Comisión Europea será
soberano, mientras que la presidencia del Consejo «estará
regulada por una ley orgánica; esto es, por una ley adoptada
por el Parlamento Europeo por una mayoría de (todos) sus
miembros. No se impone ninguna reglamentación semejante
al presidente de la Comisión. El mismo artículo le faculta,
«actuando de acuerdo con la Comisión», «para disolver el
Parlamento Europeo». La Comisión «tendrá la iniciativa
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legislativa»; «participará en el poder legislativo»; y «tendrá
un poder general de supervisión en relación con el acata
miento de las disposiciones de la Constitución».

¿Qué significa, en vista de lo que acabamos de exponer,
eso de la «soberanía compartida»? Está claro que no existe
intención alguna de conferir soberanía a nadie que no sea el
jefe de una burocracia creciente. La cuestión real es si es en
absoluto necesario introducir otro nivel de gobierno en la
vida diaria de los nuevos ciudadanos europeos.

Hay otros rasgos preocupantes en el proyecto de nueva
constitución europea. Supuestamente, el Reino Unido no
suscribe el «Protocolo sobre Política Social» anejo al Tratado
de Maastricht. Mucho se ha debatido en nuestro propio
Parlamento sobre esta desestimación. No obstante, si se
aprueba el anteproyecto de constitución en su planteamiento
actual, el Reino Unido se verá comprometido con unos
llamados «Derechos Humanos» (expuestos en el artículo 8
del Documento de trabajo), que incluyen un código casi
completo de política social que el Reino Unido pretende
evitar.

El texto del Documento de trabajo es tibio y carece de
sentido. En su preámbulo se declara: «la Unión respetará la
identidad de los Estados miembros que forman parte de la
Unión en base a los principios de solidaridad, progreso
económico y social, subsidiaridad y la activa participación
de las autoridades locales y regionales». Con un paquete
semejante de principios fundamentales, ¿queda algo que
respetar en la identidad nacional?

Si Europa desea unirse, debe también hacerlo cultural-
mente, libre de interferencias gubernamentales, de forma
semejante a lo que imaginaron Churchill y Adenauer. El
Renacimiento florentino, por citar un importantísimo ejem
plo, fue verdaderamente europeo. Dio nuevo impulso a la
vida y a las artes en todo el continente y fue la fuente de
nuestro rico patrimonio cultural europeo. Desgraciadamente
no existe en nuestros días ninguna evidencia real de un
renacimiento cultural que alimentaría el metafísico punto de
encuentro que Churchill soñó después de la Segunda Guerra
Mundial.
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Si uno se vuelve a examinar los orígenes del Renaci
miento florentino, descubre a su agente activo, el sacerdote
filósofo Marsilio Ficino (1433-99) combinando hábilmente
la tradición cristiana con las enseñanzas platónicas y dar así
el impulso hacia una era moderna. Asociados con él y su
Academia estaban los hombres más brillantes que se han
reunido jamás en la Europa moderna. Fueron los hombres
que personificaron el Renacimiento: Lorenzo de Medicis,
Alberti, Poliziano, Landino, Pico della Mirándola; y los
artistas Botticelli, Miguel Ángel, Rafael, Ticiano, Durero y
muchos otros. El profesor KristeUer ha dicho que toda la
vida intelectual de la Florencia de su tiempo estuvo bajo la
influencia de Ficino. En una época en que la religión y la
cultura están en decadencia en toda Europa, podemos espe
rar que nos llegue algo del mismo aliento con el interés
suscitado por las enseñanzas del Oriente, ilustradas en las
obras de Dom Bede Griffiths (recientemente fallecido) que
vivió en la India y buscó la base común indoeuropea que
sin duda existe en las enseñanzas cristianas y védicas. Con
siste esencialmente en expresar la no dualidad de los pueblos
con su divinidad.

En verdad toda renovación de la humanidad debe basarse
en planteamientos religiosos y morales, no en mal redactados
documentos constitucionales que pretenden extender normas
y controles burocráticos sobre las vidas de la gente. Lord
Denning dijo: «Sin religión no puede haber moralidad; sin
moralidad no puede haber ley». Y Marsilio Ficino, hacia
1457, unos cuantos años antes de las declaraciones de For-
tescue, escribía a los jurisconsultos en estos términos:

Sin embargo, aunque parece haber muchas leyes en el
Estado, no hay muchas almas. Pues, así como muchos
oficios y muchas categorías de ciudadano no hacen mu
chos Estados sino sólo uno si caminan hacia el mismo
objetivo y de acuerdo a principios semejantes, así puede
haber normas judiciales en una ciudad, y sin embargo
solamente un derecho público. Esta es la norma común
que rige una existencia justa, que conduce a la felicidad
pública. Dios y la naturaleza nos prepara para esta ley,
las normas nos guían hacia ella, y sólo Dios nos hace
finalmente ajustamos a ella. Pues de la ley divina emanan
igualmente la ley de las estrellas y la ley de los hombres.
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Este es el verdadero reto para aquellos que querrían
construir una Europa federal sobre la base de una burocracia
perpetrada por unos funcionarios no elegidos: ¿de dónde
viene su autoridad? Esos aspirantes a federalistas que redac
taron el Tratado de Maastricht no supieron enfrentarse a
dicho reto. Pensaron en un presidente para la Comisión
Europea y trataron de revestirlo con un toque de legítima
soberanía, pero como era de esperar, resultaron derrotados
precisamente por su ausencia. Se pusieron entonces a buscar
y tomaron prestada del catolicismo la idea de «subsidiari
dad», concepto por el que la autoridad soberana se delega a
los obispos en sus distintas diócesis. Se trata de un concepto
religioso que no es susceptible de ser adaptado a los asuntos
políticos en un contexto democrático. La advertencia de
Cristo «Dad al César...» ha sido completamente ignorada,
incluso por parte de los cristianodemócratas, que están tra
tando de reintroducir nociones obsoletas y peligrosas proce
dentes del Sacro Imperio Romano. El problema subsiste
porque el concepto no aborda en el contexto de una Europa
federal, la cuestión de ¿«subsidiaridad» de quién?

Fue en este punto en el que los federalistas se dieron
cuenta de que tendrían que jugar un mass trick x a los
ciudadanos de los estados miembros de la CE, demandando
que cada nación cediese sus poderes soberanos a los comi
sarios no elegidos, a fin de que éstos pudieran devolver
ciertos poderes, todavía sin definir, a los mismos Estados
miembros como acto de «subsidiaridad». Este absurdo si
mulacro de ceremonia, difícilmente podría ser celebrado a
la luz pública, pues todo el mundo vería entonces cuan
absurdo era. Así pues los líderes políticos decidieron que
estos asuntos serían resueltos, no por los parlamentos na
cionales abiertos, sino por Conferencias Intergubernamenta-
les cerradas, e incluso se negaron a contestar por qué las
cosas se habían hecho de este modo.

Los ciudadanos de los Estados miembros de la CE, sin
embargo, empezaron a darse cuenta, y lo siguen haciendo

1 Nota del traductor: juego de palabras: («mass trick», «mala pasada (o
truco) masiva», recuerda frenéticamente a Maastricht).
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más y más, de las implicaciones de la abrumadora transfe
rencia de poderes nacionales soberanos a Bruselas propuesta
por los federalistas en su conspiración de silencio. (En el
momento de la primera lectura del Proyecto de Maastricht
en la Cámara de los Comunes británica, el público no
dispuso de ninguna copia del tratado y muchos parlamenta
rios tampoco pudieron conseguir la suya.) Ha empezado
mal y acabará mal: cuando las gentes de Europa se den
cuenta de que han sido engañadas por sus representantes
democráticos, se producirá una fuerte reacción. La evolución
de la unidad europea no se puede conseguir «viviendo en la
injusticia», y un presidente burocrático jamás puede asumir
una legitimidad soberana sobre tantas naciones diferentes.
Desgraciadamente, la falta de un debate sincero y abierto
sobre estos importantísimos temas es una clara señal de
debilidad, de que «lo que place a la Comisión Europea» no
satisface los deseos del pueblo, que nunca los eligió para
que lo gobernasen.

Londres, 1 de junio de 1993
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SOBERANÍA FRENTE A LIBERALISMO

John LAUGHLAND

Si queremos salir victoriosos en la gran lucha de
ideas que se está librando en la actualidad, debemos
antes de nada conocer aquéllo en que creemos.

Friedrich von Hayek,
La Constitución de la Libertad

Se produce una dulce ironía cuando se pide una «alter
nativa positiva» a Maastricht; debido a que las objeciones
de principio de los llamados «euroescépticos» han venido
ganando constantemente las discusiones, los partidarios de
Maastricht utilizan ahora argumentos esencialmente negati
vos en pro de su causa. John Major, por ejemplo, defiende
el Tratado más por lo que omite que por lo que contiene, y
Douglas Hurd reduce su defensa a argumentar que, aunque
defectuoso, Maastricht es la única oferta que tenemos. El
segundo referéndum, como el que se celebró en Francia el
año pasado, estuvo basado en un mensaje de carácter fun
damentalmente negativo: o se vota por Maastricht o se
producirá el caos. Las cada vez más vociferantes condenas
del grupo anti-Maastricht (por parte de los defensores del
Tratado) como simplemente negativo, son por sí solas una
señal de que los defensores del Tratado están a la defensiva.
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Hasta aquí, la batalla está medio ganada; una continuada
y rigurosa defensa de principios asegurará la victoria com
pleta. En este sentido la retórica demanda de los defensores
de Maastricht de que se ofrezca un «plan alternativo positi
vo» es una trampa, pues la manera de hacer progresar la
causa anti-Maastricht no debe ser la de reemplazar un plan
constructivista para la unión europea por otro, ni siquiera
la de limitarse a echar a pique el tratado o su aplicación.

Y es que el error que ha cometido la Comunidad Euro
pea aventurándose en el miasma de Maastricht es más pro
fundo que el simple hecho de firmar un mal texto. Su error
ha sido desviarse de los principios fundamentales de la
democracia y del Estado de derecho. Este fallo fundamental
ha llevado a la defensa de tres teorías interrelacionadas (y
básicamente negativas), a las que los detractores de Maas
tricht deberían dar respuestas afirmativas claras y funda
mentadas en principios.

La condición de Estado independiente y la autoridad política
son bases indispensables de la democracia

Los defensores de Maastricht a menudo mantienen la
tesis negativa de que hfsoberanía nacional y el federalismo
son conceptos que están, o bien pasados de moda, o son
imposibles de definir. Sir León Brittan ha comparado la
soberanía con la astronomía medieval, «hecha pedazos por
las nuevas realidades», al tiempo que él y otros defensores
del Tratado se complacen en pretender que el federalismo
tiene significados diferentes en Gran Bretaña y en el Conti
nente. Resulta extraño que se argumente en favor de la
unificación política de la CE y al mismo tiempo se sostenga
que las diferencias lingüísticas y culturales hacen imposible
un acuerdo siquiera en los conceptos políticos más básicos;
estas pretensiones, sin embargo, son poco más que una
manera barata de eludir el tema.

Cualquiera que sea su significado exacto, soberanía y
federalismo son clara propiedad de los Estados. Negar que
estos términos tengan significado alguno equivale a negar
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que existe algo que se llama condición de Estado indepen
diente. En efecto, un federalista europeo ha llegado incluso
a escribir que, «la misma idea del Estado es hoy un anacro
nismo». En cualquier federación, aunque esté descentralizada
(Alemania está muchísimo menos descentralizada de lo que
normalmente se dice), el gobierno federal y las leyes federales
son, por definición, reconocidos como la autoridad suprema.
La pregunta «¿Queremos una Europa federal?» podría re-
enunciarse como «¿Queremos que la Comunidad Europea
se convierta en un Estado?».

La soberanía nacional es, en efecto, la característica que
define a un Estado independiente. Significa independencia
constitucional. Una constitución es el conjunto de las normas
por las que se ejerce la autoridad política dentro de un
orden jurídico. La autoridad política es el hecho fundamental
en cualquier Estado: un gobierno que ha recibido el recono
cimiento general para gobernar, es legítimo y tiene autoridad.
El orden jurídico es el Estado de derecho sobre el que
reposa, y del que fluye, este reconocimiento fundamental de
autoridad política. La autoridad política en una democracia
se basa en el consentimiento, en tanto que la autoridad de
la ley proviene de la justicia natural. En otras palabras,
aquellos que niegan el concepto de soberanía están negando
la noción misma de autoridad (o legitimidad). Para ellos
existe únicamente una cosa: el poder.

Sin el reconocimiento de una autoridad política (el senti
miento de que un país representa una unidad política), no
puede haber constitución, y de este modo el Estado de
derecho y la participación política (democracia) no pueden
darse. A pesar del desarrollo del Derecho internacional, el
orden político y jurídico con el que se identifica la inmensa
mayoría de la gente en una democracia es el de la nación-
estado. El idioma, las prácticas políticas, las condiciones del
debate y el marco histórico y cultural de referencia son más
o menos entendidos por los ciudadanos; la política nacional
refleja con mayor facilidad las preocupaciones reales de la
gente; los políticos nacionales son relativamente accesibles
al hombre de la calle, y podríamos seguir enumerando
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ventajas. Las naciones-estado son esenciales para preservar
la democracia.

El constructivismo político destruye el Estado de derecho

Una consecuencia de la confusión existente entre poder
y autoridad es la confusión entre derecho y legislación. La
tendencia burocrático-administrativa equipara a las dos, y
piensa que el gobierno consiste en una mera administración
de la sociedad para el logro de ciertos fines. Una conse
cuencia de esto es la teoría de que lo importante es el modo
en que se aplica la ley, no lo que la ley es. A menos que el
grupo anti-Maastricht establezca sus principios con claridad,
la lógica constructivista de Maastricht continuará minando
la democracia y el Estado de derecho.

Existe la opinión generalizada en muchos países de la
CE de que lo que se decide un día puede ser revocado al
día siguiente a capricho del legislador. En Francia, por
ejemplo, los políticos allegados a Jacques Chirac rechazan
Maastricht alegremente como una simple hoja de papel que
se ha firmado por pura conveniencia de política exterior, y
que se puede aplicar o cambiar a voluntad. Incluso Simone
Veil, destacada ministra proeuropea del gabinete francés, ha
declarado repetidamente que lo que importaba en el refe
réndum francés no era el texto del Tratado sino el «gesto
simbólico de votar en favor de Europa». Por último, Dou-
glas Hurd, que a menudo ha demostrado una preocupante
ignorancia del contenido exacto del Tratado, se sacude sus
patinazos diciendo que «lo que importa es cómo vaya a
funcionar el Tratado en la práctica, no lo que en él está
escrito». Resulta difícil imaginar unas confesiones más fran
cas de que ambos tienen la intención de torcer la ley, y es
asombroso que unos políticos de la estatura moral y política
de Douglas Hurd y Madame Veil puedan hacer con impuni
dad semejantes comentarios.

En el fondo, en esta actitud no vemos sino a nuestro
viejo amigo el dirigismo económico disfrazándose política
mente. Resulta muy curioso que, aunque su condena haya
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sido muy generalizada en la esfera económica, la amenaza
que supone para la integridad de la esfera política no
siempre llegue a entenderse. Así como el mercado necesita
de la estabilidad de unas normas neutrales y abstractas, la
sociedad demanda también que la ley sea respetada como
es. Esto explica por qué los más ardientes pro-federalistas
se oponen histéricamente al libre comercio. Tanto Alain
Peyrefitte, veterano político y académico francés y ex minis
tro del Interior con De Gaulle, como Joseph Rovan, cate
drático de la Sorbona y uno de los más grandes «expertos»
franceses en el tema alemán, compararon de manera sensa-
cionalista con terroristas a los especuladores que hicieron
hincar la rodilla al Mecanismo de Tipos de Cambio en
agosto de 1993; ambos argüyeron que las Naciones Unidas
deberían ser las encargadas de enfrentarse a este «nuevo
peligro mundial» ¡de la misma manera que se enfrentaron a
S. Hussein!

La opinión contraria es que la tarea del gobierno es
hacer respetar la ley, cuya justicia tiene un origen trascen
dente. Los jueces y los legisladores descubren la ley, no la
inventan. El reto que tiene ante sí el grupo anti-Maastricht
es el de reafirmar esta visión clásica de la ley y la justicia,
pues, a pesar de la pretensión de que Maastricht representa
un nuevo tipo de construcción constitucional, la verdad es
que no existe nada nuevo en la burocracia como alternativa
a la democracia. Al contrario, la lucha entre los dos con
ceptos de ley y gobierno que subyacen al debate es tan vieja
como la misma vida política: la historia antigua empieza
con la rivalidad entre los atenienses libres y observantes de
la ley, y una Esparta dirigista y autoritaria.

En su versión moderna, sin embargo, la burocracia como
forma de gobierno comenzó a florecer con el imperialismo
del siglo XIX. El administrador que gobierna mediante in
formes, del tipo que conocemos y amamos en la CE, era
una figura existente en la India británica. Lord Cromer,
Cónsul General de Gran Bretaña en Egipto, y uno de los
teóricos de la burocracia imperialista, declaró (al igual que
los partidarios de la CE) que era «una forma híbrida de
gobierno de la que no existe precedente». Como muchos
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sistemas no democráticos, es popular entre la gente que la
práctica. Un juez británico preguntó en la India: «Si el
despotismo y la burocracia funcionan tan bien en la India,
¿no puede utilizarse alguna vez este argumento para intro
ducir algo del mismo sistema en Inglaterra?».

Fue también en el siglo XIX cuando se elaboraron las
justificaciones filosóficas de la fórmula burocrática de go
bierno, sobre todo en las filosofías de Jeremy Bentham en
Inglaterra y Augusto Comte y Saint-Simón en Francia. Con
las arrogantes pretensiones de certeza científica que solían
caracterizarlos, los dos últimos declararon que sus teorías
«reemplazarían el gobierno de los hombres por la adminis
tración de las cosas», mientras Bentham concibió un absurdo
«cálculo de obtención de felicidad», con coeficientes de
durabilidad y probabilidad de la futura felicidad que traería
una legislación. Pero tan estúpido como es pensar que una
economía puede ser planificada, lo es creer que el legislador
podría conocer de antemano los efectos que surte la legisla
ción en el complejo organismo de la sociedad.

Las tendencias positivistas y constructivistas de la CE se
ven reflejadas en su predilección por los expertos, los infor
mes, los «organismos independientes», las directivas y su
general deseo de desmantelar las instituciones políticas y
jurídicas de los Estados Miembros. Se afirma con frecuencia
que la «construcción europea» es un «proceso constante»,
pero éstas no son simples expresiones equívocas para eludir
los fallos evidentes del Tratado, sino que son incompatibles
con la propia noción de ley, porque una característica esen
cial de la ley es que entre dos opciones mutuamente exclu-
yentes se puede emitir un juicio autorizado y definitivo, un
juicio fundamentado en la justicia y la conformidad con la
ley. Las leyes se derivan de un sentido de la justicia, no de
un supuesto principio de finalidad: una no aplicación de la
ley, o una forma torcida de aplicación, supone socavar la
noción misma de ley.

No es coincidencia que los federalistas usen alegremente
la expresión «construcción europea», ya que suponen que el
legislador es omnisciente y que entra dentro de sus posibili
dades el «construir» una constitución política. Esto se deriva
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en parte de las tradiciones políticas racionalistas dominantes
en el continente, especialmente en Francia. Las nociones
británicas de la democracia y del Estado de derecho no
tienen un arraigo profundo en la cultura de la mayoría de
los países continentales, y la política que en ellos se practica
hace tiempo que se ha reducido a la mera «administración
de las cosas» que Engels esperaba produciría el comunismo.
No es, pues, una coincidencia, que Francia, Alemania, Italia
y España tengan todas unos sistemas políticos más o menos
corruptos.

No obstante siempre ha habido gente en Gran Bretaña
que ha preferido el estilo de gobierno continental dirigido
por expertos al de un parlamento responsable ante el pueblo.
Disraeli denunció a la «secta jacobina de la ciudad de
Londres» que consideraba arcaicas las instituciones políticas
tradicionales de Gran Bretaña, anticipándose de manera
interesante al apoyo dado a Maastricht por el Financial
Times en nuestros propios días. Incluso el indiscutible liberal
que era John Stuart Mili admiraba la administración cen
tralizada y autoritaria de Prusia, que basaba su reputación
de Rechtstaat (Estado de derecho) sobre una equivocada
identificación del Estado de derecho con el simple respeto
por el proceso formal de la legislación, en lugar de tener un
sistema jurídico y gubernamental basado en la justicia.

Sin embargo, la razón por la que Gran Bretaña ha
gozado de una estabilidad política excepcionalmente larga
es que la tradición de responsabilidad política y debate
abierto que se ha mantenido en Westminster, su frescura y
efectividad, y el contacto orgánico que ha habido a lo largo
de la historia entre los partidos políticos y la opinión públi
ca, todas esas cosas han sido posibles gracias exclusivamente
a un equilibrio interno de fuerzas, y como resultado de
factores históricos, culturales y geográficos, que son dema
siado delicados y sutiles como para haber sido planificados
por ninguna persona. Sólo manteniendo la robustez de las
instituciones, como la del Parlamento del Reino Unido,
puede Europa resistir los inicuos efectos de los enredos
racionalistas.
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La política debe ser clara, de principios y honesta

Uno no puede menos de quedarse atónito ante la natu
raleza explícitamente antidemocrática de muchos de los ar
gumentos esgrimidos en favor de Maastricht, y el desprecio
que expresan por las elecciones y los votantes. La postura
oficial del Movimiento Europeo es la de rechazar un refe
réndum en Gran Bretaña arguyendo que el resultado es
impredecible y el futuro de la nación se vería por ello en
peligro; el Financial Times calificó al Parlamento Europeo
de «obstáculo para el papel de Gran Bretaña en Europa»;
mientras que la Konrad Adenauer Stiftung, grupo de exper
tos que trabaja para el gobierno alemán, sostuvo después
del referéndum danés que éste constituyó un mero voto de
protesta y que «si Europa no logra encontrar una nueva
clase de votante, entonces gobernar se hará todavía más
difícil de lo que ya lo es.» Incluso Douglas Hurd expresó el
mismo sentimiento después de ese voto.

Existe también una deshonesta tendencia entre los fede
ralistas a utilizar falsos argumentos para hacer triunfar sus
objetivos políticos. El peor ejemplo de esto es la ridicula
tesis de que ahorrar en costes de transacción entre las
monedas es argumento suficiente para la unión monetaria,
cuando el ahorro que supone tal medida es inapreciable.
Además la unión monetaria europea es una reforma mone
taria que, como todas las demás, es tan política como
económica: como el Bundesbank alemán no se cansa de
señalar, se trata de una medida política que requiere la
existencia de un gobierno único europeo.

Finalmente, una gran parte del discurso en favor de
Maastricht sobresale por su oscuridad y carácter surrealista,
como la afirmación de John Major de que Maastricht no es
un tratado centraHzador ni federal, o el absurdo legal de la
«subsidiaridad». Esta falta de claridad es preocupante en sí
misma, al estar basada en el desprecio a la verdad.

La política no debería ser esto. Como lo entendieron los
antiguos griegos, la verdadera política es un arte, no una
ciencia. En ella entran en juego el juicio y el valor, algo que
no se puede consultar en los libros. Las decisiones políticas
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deberían llevar la marca personal de aquellos que las toman,
no el sello anónimo de un funcionario. Tratándose de una

actividad eminentemente humana, la política exige en oca
siones actos simbólicos en lugar de nuevos comités; no es
un trabajo que se pueda realizar en los pasillos o dentro de
los despachos, sino una actuación pública, semejante a la de
un actor. La verdadera política puede ser elegante, o humo
rística: la fórmula de burocrática de gobierno resulta tre
mendamente aburrida, por lo que, a fin de desviar la aten
ción, los partidarios de Maastricht tratan desesperadamente
de presentar a sus detractores como «¡aburridos!».

Estas observaciones, que pueden parecer retóricas, tienen
una base real en la verdad y en la vida diaria, y su no
comprensión explica por qué el Tratado de Maastricht está
haciendo agua. Toda la lógica que lo inspira socava la
noción de autoridad, por lo tanto los políticos que lo apoyan
carecen totalmente de ella y en consecuencia pierden las
elecciones. (Esto explica de alguna manera la crisis de auto
ridad que está afectando a los gobiernos de toda Europa.)
Cualidades como el valor, la credibilidad y la integridad
son el material de que está hecha la política, y también la
economía. Por ejemplo, la caída de la libra en septiembre
de 1992 no fue tanto el resultado de factores técnicos, como
serían la debilidad de la economía británica y los altos tipos
de interés alemanes, sino de un grave vacío político: los
políticos de toda Europa han insistido en que no existe
alternativa para Maastricht, y en parte fue la ausencia de
un plan de contingencia para un eventual «no» francés lo
que aterró a los mercados de una forma tan espectacular.

Otro ejemplo sería el del verano de 1992 cuando se dijo
que John Major creía que la política británica con respecto
a los tipos de interés podría hacer que la libra esterlina
desalojara al marco alemán de su posición de predominio
como moneda más fuerte de Europa. Pero la fuerza de una
moneda no se deriva simplemente de cuestiones técnicas,
como puede ser la política monetaria. El marco alemán es
fuerte porque es la moneda alemana: por la confianza larga
mente acumulada en los instintos antiinflacionistas del pue
blo alemán, y por la robusta reputación institucional del
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Bundesbank. Por definición, dicha confianza no puede estar
relacionada con procedimientos meramente técnicos.

Por ésta y otras razones, está claro que la defensa de
principios resulta políticamente acertada y moralmente im
prescindible. Si Jacques Chirac se hubiera opuesto a Maas
tricht en el referéndum francés, hoy sería presidente de
Francia. Si John Major se hubiera resistido a la unión
monetaria, se habría ganado nuevos amigos en Francia y
Alemania, cuyas voces no se están dejando oír (una línea de
acción que, además, habría mejorado la posición e influencia
de Gran Bretaña en la Comunidad).

La honradez, pues, es la mejor política. Al contrario,
continuar con la misma rutina tecnocrática conducirá inevi

tablemente a unos choques más violentos y a unos especta
culares fracasos. El pasado octubre el presidente de la Re
pública Checa, Vaclav Havel, fue admitido como miembro
de la Academia Francesa de Ciencias Morales y Políticas.
Havel, uno de los más perspicaces críticos de la burocracia
post-totalitaria, confesó que no había conseguido preservar
la unidad de su país porque había sido víctima del mismo
frenesí reformista que Edmund Burke había denunciado en
1790, y que él identificó con la mentalidad comunista o
racionalista:

Separada del alma humana, la mente sólo puede con
ducir a la violencia cuando se erige en principal motor de
la política. El mundo se subleva contra cualquier orden
impuesto por el cerebro, un cerebro que parece haber
olvidado que no es sino una pequeña parte de la arqui
tectura infinitamente rica del mundo. Cuanto mayor es la
medida en que el mundo se ve constreñido por categorías
racionalistas, mayores son las explosiones de violencia
con las que nos sorprende...

Si los políticos aprenden a esperar, en el mejor sentido
de la palabra, mostrando así su respeto por el orden
intrínseco de las cosas y por sus insondables profundida
des; si comprenden que todo en este mundo lleva su
tiempo, más allá de lo que esperan del mundo y de la
Historia: si también saben lo que el mundo y la Historia
esperan de ellos, entonces la humanidad no terminará tan
mal como a veces nos tememos.
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Conclusión: el papel de Gran Bretaña—el equilibrio de poder
en Europa

El más pernicioso de los «argumentos» esgrimidos en
favor de Maastricht es aquel que dice que, pase lo que pase,
debemos «estar en Europa». Se trata, en el fondo, de una
visión de las cosas profundamente insular, que supone que
el continente es un bloque, y que la única cuestión que
interesa a Gran Bretaña es la de estar «dentro» o «fuera».

Dado que los Lord Howes de este mundo sólo se reúnen
con burócratas y ministros de mentalidad semejante a la
suya, creen inevitablemente que toda «Europa» piensa de la
misma manera. Pero, como los defensores de Maastricht
podrán averiguar muy pronto, Europa es muchísimo más
variada que el lugar que conocen de sus vacaciones en el
camping. Existen tensiones entre los países lo mismo que
dentro de ellos, y Gran Bretaña tiene aquí un papel tradi
cional que desempeñar.

Gran Bretaña no debería ser separada de Europa, pues
ésta es la mentalidad derrotista y de excepciones que suscribe
John Major. Al contrario, deberíamos estar dispuestos a
defender nuestros principios y, con ello, inspirar al pueblo
europeo. Si el gobierno británico hubiera actuado con una
verdadera visión de Europa, habría vetado tanto la unión
monetaria como el pacto social para Europa en su conjunto.
Estos dos puntos centrales de Maastricht se están quebrando
ya bajo la presión de las realidades económicas y políticas:
si hubiéramos advertido a Europa de lo que ahora está
descubriendo, y nos hubiéramos opuesto claramente a ellos,
la habríamos salvado del dolor y el desperdicio que ha
supuesto el fracaso de esas políticas, al tiempo que nos
habríamos ganado un prestigio.

Gran Bretaña es una isla y por muchos discursos vacíos
que se puedan escribir, ese hecho no se podrá cambiar. Ello
significa que nuestro papel geopolítico en Europa debe estar
siempre basado en horizontes más amplios que los de algu
nos países continentales. Significa que la CE debe seguir
abierta al mar (especialmente al Atlántico), y a la Europa
oriental, pero sobre todo significa qué se ha de asegurar un
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equilibrio de poder en el continente, impidiendo que un
país, cualquiera que sea, domine a los demás. La historia
europea del siglo pasado ha revelado que esta tradicional
preocupación de Gran Bretaña ha supuesto uno de los más
profundos y valiosos modos de entender cómo debería fun
cionar el continente: no es coincidencia que tanto el kaiser
Guillermo II como Hitler la hayan rechazado.

París, 8 de agosto de 1993
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SIN AUTOGOBIERNO NO EXISTE LA CONDICIÓN
DE NACIÓN

Sir Richard BODY

Dichoso el país que no tiene historia; y mucho más
dichoso el continente que no tiene historia. De todos los
continentes, Europa es el que más historia puede reivindicar;
y no existe otra parte del mundo que haya sufrido tanto el
conflicto humano y el dolor de las guerras continuas. El
historiador que haya hecho un estudio de este triste pasado,
puede mirar a la Europa de 1993 y maravillarse de lo que
ve.

Los acontecimientos de Bosnia son una trágica excepción,
pero por primera vez en la historia de nuestro continente
no existe ningún conflicto que divida a sus pueblos. Alrede
dor de 600 millones de hombres y mujeres que durante más
de mil años han encontrado incontables motivos para luchar
entre sí, ahora no encuentran ninguno. ¿Estamos ante una
Europa unida? No; pero por fin tenemos el terreno suficien
temente abonado para hacer crecer en él las semillas de la
cooperación entre las naciones.

Parece que ahora tenemos la oportunidad de elegir. Po
demos seguir adelante con una mayor integración de los
doce, a fin de establecer algún tipo de unión europea, a la
que pueden o no querer unirse otras naciones. (Pero por
muchos países que decidan aceptar a Bruselas como capital
del nuevo superestado, resulta bastante fantasioso suponer
que ni Rusia ni Ucrania, por nombrar sólo a dos, se vean
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irresistiblemente atraídos a ella. Por tanto y con toda segu
ridad, Europa se verá dividida una vez más: la oportunidad
dorada de una nueva armonía se desvanecerá.

Existe, como demuestran estas constituciones, una mul
tiplicidad de maneras de alentar a los pueblos de Europa a
vivir juntos con cierto grado de armonía. Lo importante es
reconocer el fallo fundamental en las intenciones supra-
nacionales de la Comunidad Europea. La historia nos pro
porciona innumerables ejemplos de formación de uniones
federales o supranacionales. Muchas son las que han surgido
y desaparecido, y solamente unas pocas sobreviven. Estos
supervivientes tienen un denominador común: sus estados
miembros son homogéneos, forman una unidad cultural y
lingüística. Es cierto que la unión de Canadá sigue en pie,
pero entre Quebec y las provincias anglosajonas aumenta la
división, y nadie puede estar seguro de por cuánto más
tiempo continuará aquélla siendo miembro de la federación.
La verdadera excepción es, sin duda, Suiza, pero únicamente
porque las tres naciones están divididas en cantones casi
autónomos, todos ellos del mismo tamaño, de modo que
ninguna puede dominar a las otros dos.

La alternativa para Europa es, pues, desviarse de esta
orientación supranacional o federal. Debemos examinar otra
vez el Tratado de Roma. El artículo 189 nos dice que la
legislación aprobada por las instituciones de la Comunidad
anula cualquier ley de un Estado miembro. ¡Y ahí está el
problema! La sección 2 del Acta de las Comunidades Euro
peas de 1972 consagra este principio en nuestras propias
Actas Legislativas; y revocarlo es de la máxima urgencia.
Todos los Estados miembros deberían hacer lo mismo e
inmediatamente se daría una alternativa práctica de armonía.

Una Conferencia Intergubernamental nunca puede hacer
por sí misma mucho daño y en cambio puede reportar
mucho bien. Es mucho lo que hay que hacer en este sentido
si se quiere que los pueblos de Europa, es decir, los cuarenta
países que la forman, vivan en armonía. ¿Cómo si no po
dremos superar los peligros medioambientales que traspasan
las fronteras, como la lluvia acida o la muerte biológica del
Mar del Norte? ¿No es sensato demoler muchas de las
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barreras comerciales que los Estados miembros han levanta
do? Si queremos disfrutar del derecho de cruzar libremente
las fronteras, ¿en qué medida podemos o debemos controlar
la inmigración? Existe una docena de razones para celebrar
una Conferencia Intergubernamental que resuelva los pro
blemas de paso de fronteras que existen en la actualidad.

Cuando los ministros, y sus asesores, conferencian, se
reúnen para considerar un problema que tienen en común;
puede que hablen demasiado, quizá suspenden la reunión
para comer y beber en exceso, pero puede que al final se
entiendan unos a otros bastante mejor y alcancen un acuer
do. La puesta en práctica de dicho acuerdo casi siempre
implicará la aprobación de nuevas leyes y el aumento de la
recaudación fiscal. Y por ello, la retirada del artículo 189
del Tratado de Roma requeriría que el acuerdo alcanzado
por los ministros fuera ratificado por los parlamentos na
cionales. En una palabra, el enfoque internacional reempla
zaría al supranacional.

¿Por qué es ésta la clave para el progreso en una comu
nidad reformada? Lord Palmerston lo resumió con estas
palabras: «una nación no tiene amigos, sólo intereses». Cual
quier alianza entre dos o más naciones solamente durará
mientras coincidan sus intereses. Tan pronto como difieran,
la alianza comenzará a debilitarse, y se derrumbará por
completo una vez que el conflicto de intereses no pueda ser
solucionado. Una comunidad que sea puramente europea
encontrará un lugar para cada una de sus naciones, pero
sólo deben tomar parte en una política común si están
convencidas de que satisface sus propios intereses. El papel
de la Comisión debería ser el de identificar los intereses de
grupos diversos de naciones-estado; en algunos casos será
posible incluir a todas las zonas del continente, en otros la
mayoría, pero en muchos casos una minoría. ¿Qué importa
que tan sólo dos o tres naciones de Europa puedan asistir a
la Conferencia Intercontinental? Es preferible que esos pocos
cooperen libres y satisfechos, a que se reúnan para chalanear,
pelearse y pisotear los intereses verdaderos de las minorías.
¿Y quién mejor para juzgar cuáles son los intereses de una
nación que los representantes democráticos de los parla-
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mentos nacionales? Si se dice que ellos no son el organismo
adecuado para hacer eso, resulta difícil apoyar la causa de
la democracia.

Es posible que la descripción que Gettysburg hace de la
democracia carezca de precisión, pero Abraham Lincoln le
puso un condimento esencial cuando añadió «gobierno con
trolado por el pueblo». Este elemento crucial se ve socavado
por los Tratados de Roma y Maastricht, pues entre los dos
hacen posible que pase de los parlamentos nacionales a las
instituciones supranacionales un programa legislativo y fiscal
de trascendental alcance. Se aprueban tantas leyes hoy día y
se gravan tantos impuestos, que corremos el riesgo de perder
de vista su finalidad. Equivale a despojarnos de nuestra
libertad.

Una nueva ley es inútil a menos que impida a la gente
hacer algo que quieren hacer o les obligue a no hacer lo
que desean. De la misma manera, los impuestos carecen de
sentido si damos el dinero voluntariamente, y cada penique
que se toma de nuestros bolsillos mediante los impuestos es
un penique menos que gastamos como desearíamos. Cual
quiera que quebrante la ley, por muy trivial que ésta sea, o
deje de pagar sus impuestos, por mínimos que éstos sean, se
enfrenta a una sanción; y la sanción final (la que se impone
por persistir en la desobediencia) es la pérdida de libertad
que llega con una sentencia de encarcelamiento. Las leyes y
los impuestos son el arsenal del gobierno, sin el cual no es
posible ninguna forma de gobierno.

La prueba para determinar si una nación vive o no en
democracia depende, sin duda, de si esos dos poderes de
coacción están en manos de la gente que ha de ser coaccio
nada. La transferencia del más mínimo de esos poderes
limita el proceso democrático.

Así pues, aspiremos a una Europa democrática. Sus
pueblos deben ser libres para actuar como deseen y gastar
su dinero como quieran, con la única limitación que le
impongan las leyes y los impuestos que el pueblo decida a
través de los representantes que él mismo ha elegido, a los
cuales confía de manera exclusiva la facultad de coaccionar;
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y porque han sido democráticamente elegidos, darán cuenta
de lo que hacen.

Un último punto, aunque quizá el más importante. Cuan
do una nación pierde su autogobierno, ¿puede conservar su
autoestima? Arrebatar a la gente el poder para tomar deci
siones en su vida diaria es abrir una herida en la confianza
que tiene en sí misma, y lo mismo ha de ocurrir con la
nación en su conjunto, especialmente con una nación que
posee una gloriosa historia de autogobierno. La historia nos
enseña que las naciones sólo progresan de verdad cuando
poseen este sentimiento de autoestima y autoconfianza. En
tales períodos de la historia de una nación se producen los
grandes logros en las artes, la literatura y la arquitectura,
en la cohesión social y la unidad nacional, así como en los
aspectos materiales como el comercio y la industria, y en el
avance de la ingeniería y de las ciencias. Y lo contrario
también debe ser verdad. Eliminemos la autoestima y deja
remos de ver grandes obras de arte, no escucharemos música
enriquecedora, la literatura y la arquitectura entrarán en
declive, se tolerará el delito y la violencia, y las cosas
materiales no serán más que un oropel.

La historia, sin duda, nos puede indicar el camino que
debe seguir Europa.

Palacio de Westminster, 4 de agosto de 1993
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LA JUSTICIA Y EL SUPERESTADO EUROPEO

Martin HOWE

¿Qué es lo que hace a la Comunidad Europea radical
mente diferente de los muchos otros y variados tratados
internacionales de cooperación firmados entre los estados
del mundo moderno? La respuesta se llama Derecho comu
nitario: un cuerpo de normas legales contenido en, o elabo
rado de acuerdo con, los Tratados Comunitarios.

El derecho comunitario penetra los sistemas legales in
ternos de los Estados miembros y crea unos derechos y
obligaciones directamente aplicables tanto a empresas como
a ciudadanos particulares. Los organismos encargados de su
interpretación y cumplimiento son las propias instituciones
de la Comunidad, la más importante de las cuales es el
Tribunal Europeo de Justicia con sede en Luxemburgo.

Ese mismo Tribunal definió claramente la naturaleza del

derecho comunitario en una de sus primeras causas judicia
les, que tuvo gran trascendencia, la de Van Gend en loos
(1963):

Este Tratado es algo más que un acuerdo para la
mera creación de obligaciones mutuas entre los Estados
participantes. Esta opinión se confirma en el preámbulo
del Tratado, que hace referencia no sólo a los gobiernos
sino también a los pueblos. ...la Comunidad constituye
un nuevo orden legal en el derecho internacional en cuyo
beneficio los Estados han limitado sus derechos soberanos,
si bien dentro de unos campos limitados, y cuyos sujetos
son los Estados miembros y sus habitantes.
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En causas posteriores, el Tribunal de Justicia ha dejado
claro que, si se produce un conflicto, los tribunales naciona
les deben aplicar directamente el derecho comunitario con
preferencia a sus propias leyes nacionales, aunque con ello
se contravengan las leyes fundamentales o constitucionales
de su propio país. Por consiguiente los actos legislativos
gubernamentales y nacionales, incluyendo (en el Reino
Unido) los Decretos del Parlamento, deben ser anulados si
entran en conflicto con el derecho constitucional. Como

dijo el Juez Hoffmann en la causa Stoke-on-Trent en 1990:

El Tratado de Roma constituye la ley suprema de este
país, teniendo prioridad sobre los Decretos del Parlamen
to. Nuestra entrada en la Comunidad significó (si no
ejercemos el indudable pero probablemente teórico dere
cho a retirarnos de la Comunidad) que el Parlamento
renunció a su derecho soberano a legislar en contra del
Tratado en los asuntos de política social y económica que
reglamentaba.

La interpretación tanto del contenido como del campo
de aplicación de la ley comunitaria es en definitiva compe
tencia no de los tribunales o autoridades nacionales, sino
del Tribunal de Justicia. El Tribunal de Justicia realiza su

función bien cuando un tribunal nacional le remita una

causa (lo cual equivale a una apelación en toda regla,
aunque se le dé otro nombre), o mediante las acciones
judiciales directas que la Comisión puede iniciar contra los
estados miembros. Maastricht concede al Tribunal de Justicia

la facultad de imponer multas a los Estados miembros que
no acaten sus fallos.

La Comunidad Europea presenta así los rasgos esenciales
de un estado federal. La soberanía es ejercida dentro de
ciertos campos por las autoridades centrales con exclusión
de las autoridades locales o provinciales. Las leyes federales
son de aplicación directa dentro de todas las unidades del
estado federal y anulan cualquier ley local con la que entren
en conflicto. La determinación del contenido y ámbito de
aplicación de las leyes federales, y la consiguiente limitación
del campo de autonomía de las unidades inferiores, es com-
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petencia no de las unidades inferiores sino de los órganos
de las autoridades federales, de manera primordial el Tribu
nal Supremo Constitucional o Tribunal de Justicia.

En esta estructura, los Tratados de la Comunidad de
sempeñan el papel de la constitución escrita. Muchos políti
cos, entre los que puede incluirse al presente gobierno britá
nico, parecen incapaces de entender la naturaleza esencial
de estos Tratados. Parecen pensar que se trata de simples
acuerdos políticos, que pueden ser respetados cuando interese
e ignorados cuando sea conveniente.

En los tratados internacionales ordinarios, la vaguedad
y las lagunas existentes en la redacción dejan espacio para
la maniobra. Los Estados pueden, en general, interpretarlos
a su manera. Pero con los Tratados de la Comunidad

sucede todo lo contrario. La vaguedad y las lagunas de los
Tratados se rellenan con juicios terminantes emitidos por el
Tribunal de Justicia. La vaguedad y las lagunas se interpre
tan rutinariamente para ampliar el ámbito de los poderes de
la Comunidad y limitar los poderes residuales de los estados
miembros.

El Tribunal de Justicia está facultado para decidir el
alcance de los poderes de la Comunidad y por tanto el
alcance de sus propios poderes. ¿Cómo acomete esta tarea?
Curiosamente, el mismo Tribunal lo ha explicado en térmi
nos meridianamente claros cuando comparó el proyectado
Tratado del Área Económica Europea con el Tratado de
Roma:

Un tratado internacional ha de ser interpretado no
sólo atendiendo a sus términos, sino a la luz de sus
objetivos. El Tratado de Roma se propone conseguir una
integración económica que conduzca al establecimiento
de un mercado internacional y a la unión económica y
monetaria. El artículo I del Acta Única Europea deja
claro que el objetivo de todos los Tratados de la Comu
nidad es contribuir juntos a hacer progresos concretos
hacia la unidad europea. De esto se desprende que las
disposiciones del Tratado de Roma sobre libre movimiento
y libre competencia, lejos de ser unos fines en sí mismos,
son meros medios para alcanzar dichos objetivos.
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El Área Económica Europea se establecerá de acuer
do con un tratado internacional que, en esencia, se limita
a crear derechos y obligaciones entre sus miembros y no
contempla la transferencia de derechos soberanos a las
instituciones gubernamentales que establezca. Contraria
mente, el Tratado de Roma, aunque concertado en la
forma de un acuerdo internacional, constituye sin embargo
la carta constitucional de una Comunidad basada en el

estado de derecho. Como el Tribunal de Justicia siempre
ha mantenido, los Tratados de la Comunidad establecieron
un nuevo orden legal para el beneficio del cual los Estados
han limitado sus derechos soberanos, en campos cada vez
más amplios, y cuyos sujetos comprenden no sólo los
Estados miembros sino también sus ciudadanos. Las ca

racterísticas esenciales del orden legal así establecido son
en particular su primacía sobre las leyes de los Estados
miembros y el efecto directo de toda una serie de disposi
ciones que son aplicables a sus ciudadanos y a los propios
Estados miembros.

En la causa Van Gend de 1963, el Tribunal de Justicia
dijo que los Estados miembros habían limitado sus derechos
de soberanía en campos limitados, pero en 1991, cuando se
celebró la causa del Tratado del Área Económica Europea,
ya se hablaba de campos cada vez más amplios. Debido a
las diferencias en la naturaleza esencial de los dos tratados,
el Tribunal decidió que las secciones del tratado del Área
Económica Europea y del Tratado de Roma sobre libre
movimiento y libre competencia, aunque estuviesen redacta
das en términos idénticos, habían de ser interpretadas de
manera diferente. Con esta conclusión, el Tribunal no hacía
sino emplear la técnica que él mismo utilizaba para inter
pretar los tratados de la Comunidad, consistente en inter
pretarlos en la forma más conveniente para «hacer progresos
concretos hacia la unión europea», al tiempo que presuponía
que el derecho comunitario se extendería a «campos cada
vez más amplios».

Esto ilustra la naturaleza esencial del Tribunal. Es un

error compararlo con un tribunal de justicia convencional e
imparcial. Considera su misión esencial el emitir fallos que
favorezcan el proceso de la integración europea en pro de
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una «unión cada vez más estrecha». La composición del
tribunal conduce a eso: la mayoría de sus jueces no han
sido jueces anteriormente en sus propios países, y muchos
de ellos provienen de la escena política. Los cargos en el
Tribunal de Justicia se consideran cargos políticos en muchos
de los estados miembros que los designan.

El Tribunal de Justicia tiene la costumbre de emitir
fallos que parecen tener muy ligera, o ninguna, base en el
texto real de los Tratados: sus conclusiones son a menudo
«inherentes a la idea de los tratados», o justificadas por su
«espíritu». La impaciencia que exhibe el Tribunal con la
lentitud del proceso de la integración europea le ha llevado
a evitar restricciones molestas que parecen estar presentes
en el texto de los tratados.

Así el artículo 119 del Tratado de Roma exige que los
Estados miembros apliquen «el principio» de a igual trabajo
igual salario para los dos sexos. Existen muchas maneras
diferentes de aplicar en la práctica un principio expresado
de una manera tan general, y el artículo 119 constituía
claramente una pauta general dirigida a los Estados miem
bros, sin que con él pretendiese jamás el establecimiento
directo de derechos privados entre empresarios y trabajado
res.

Sin embargo, en 1976, el Tribunal de Justicia decidió
sorprendentemente que este «principio» era aplicable de
manera directa, creando así derechos privados exigibles por
los tribunales de los Estados miembros. Con esta decisión,
el Tribunal de Justicia quedaba comprometido para definir
en detalle el alcance preciso de los derechos que acababa de
establecer en causas futuras, incluyendo una minuciosa apli
cación del principio de igual salario para las pensiones de
trabajo.

En un terreno que exige una legislación cuidadosamente
pensada, en particular la que se refiere al modo en que el
principio de igual salario debe afectar a los derechos acu
mulados para la percepción de pensiones por servicios pres
tados, los fallos del Tribunal parecían dar palos de ciego. A
fin de solucionar algunas de las incertidumbres creadas, se
tuvo que añadir un protocolo especial al Tratado de Maas-
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tricht, y el propio Tribunal de Justicia ha fijado limitaciones
temporales a los efectos de sus fallos, aclarando de manera
explícita que su tarea es en realidad la de elaborar una
legislación judicial y no la de interpretarla.

En el terreno del libre movimiento de mercancías, el
Tribunal de Justicia ha ampliado en una serie de causas
una disposición del Tratado que declaraba ilegales los con
tingentes y otras barreras no arancelarias impuestas a las
importaciones procedentes de otros Estados miembros, a un
poder general para controlar todas las normas comerciales,
aunque éstas no supongan una discriminación específica
contra la importación de mercancías. Así, incluso las normas
nacionales relativas al comercio dominical sólo pueden tener
validez si cumplen la normativa comunitaria de «proporcio
nalidad». Los autores originales del Tratado de Roma se
habrían quedado atónitos si se les hubiera dicho que sus
normas sobre barreras no arancelarias podían llevarse tan
lejos.

Otra importantísima invención del Tribunal de Justicia
es la teoría de que las directivas de la Comunidad pueden
ser directamente aplicadas por los tribunales de los Estados
miembros. Los autores del Tratado de Roma tuvieron la
clara intención de que los reglamentos se aplicasen directa
mente dentro de los Estados miembros, pero las directivas
sólo obligarían a los Estados miembros a aprobar su propia
legislación para alcanzar los objetivos de la directiva.

Sin embargo, el Tribunal de Justicia ha decidido progre
sivamente que el cumplimiento de las directivas puede ser
exigido en los tribunales de los estados miembros frente a
las leyes nacionales. Más recientemente ha decidido que los
ciudadanos pueden demandar a los estados miembros por
daños y perjuicios derivados de la no aplicación de una
directiva, hecho que tendrá unos efectos de extrema trascen
dencia. Este derecho a demandar por daños y perjuicios no
aparece en ningún lugar del texto del Tratado pero, en
opinión del Tribunal, es «inherente a la idea del Tratado».

¿Qué hay de malo en esta «creativa» interpretación judi
cial en pro del objetivo de «hacer progresos concretos hacia
la unión europea»? La respuesta es que al Tribunal de
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Justicia se le ha encomendado la tarea de mantener la

debida división de poderes entre la Comunidad y los Estados
miembros. Si no desempeña dicha tarea de manera imparcial,
sino que actúa como promotor ferviente de los poderes de
la Comunidad, destruye toda legitimidad democrática para
el ejercicio del poder por parte de la Comunidad. Los
habitantes de los Estados miembros, mediante referéndum
en muchos casos, votan un tratado: pero lo que en realidad
se les da es la «interpretación» que el Tribunal de Justicia
hace de ese tratado, que queda así irreconocible.

Por esta razón, el Tribunal de Justicia debe ser conside
rado como uno de los peligros potenciales más serios a que
se enfrenta la democracia en la Europa occidental de nues
tros días, como es el de este pequeño grupo de hombres
resueltamente comprometidos con un programa hecho a sus
deseos y sujetos a un escaso control externo y escasa res
ponsabilidad ante sus electores.

En un orden constitucional, cualquiera que sea el orga
nismo encargado de la interpretación final, inevitablemente
surge la pregunta: «Quis custodiet ipsos custodes?». Aunque
se pueden sugerir reformas que mejoren la imparcialidad
del Tribunal de Justicia, siempre será difícil garantizar que
cualquier organismo en la situación del Tribunal de Justicia
pueda ser lo suficientemente abnegado como para imponer
limitaciones efectivas a sus propios poderes.

Esto nos lleva a otra cuestión fundamental: ¿es un orga
nismo como el Tribunal de Justicia necesario en absoluto

para el debido funcionamiento democrático de las Comuni
dades Europeas? ¿Es en realidad necesario disponer de un
orden jurídico comunitario que penetre los sistemas jurídicos
internos de los Estados miembros, o basta con poner en
marcha un sistema de obligaciones mediante tratados a
nivel intergubernamental, sin que afecten de manera directa
a los tribunales y a los ciudadanos particulares? El propio
Tribunal de Justicia, según se ha señalado, considera que el
Tratado del Área Económica Europea logra el libre movi
miento y la competencia leal a través de organismos que
actúan a nivel exclusivamente intergubernamental. El GATT
funciona igualmente sin un tribunal del GATT y sin un
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orden jurídico que obligue ante los tribunales de los Estados
miembros. Unos humildes jurados para litigios que operen
a nivel intergubernamental satisfarían suficientemente estos
fines.

La creación de un orden jurídico comunitario no es en
realidad necesaria para la creación o funcionamiento de una
Comunidad de naciones-estado con proyección exterior y
libre comercio. Dicho orden jurídico sí es necesario para la
creación de un superestado Europeo en el que los Estados
miembros constituyan unidades subordinadas en un sistema
federal o incluso unitario. Esa es la razón real por la que el
orden jurídico comunitario se incorporó al Tratado de Roma
en primer lugar, y por la que su retirada sería la mejor y
más segura manera de desviar a la Comunidad hacia el
sendero del desarrollo abierto acorde con este final del siglo
veinte.

Temple, Londres, 12 de agosto de 1993
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LOS MALES DE LA POLÍTICA EUROPEA

Henrick Overgaard NIELSEN

Los dos referendos daneses

El hecho de haber votado dos veces sobre el mismo
Tratado de Maastricht convierte a los daneses en el electo
rado europeo probablemente mejor informado de las cues
tiones que atañen a la Comunidad Europea. Por desgracia,
esto no significa gran cosa, pues a pesar de los 20 años de
nuestra pertenencia a la CE, muchos de los datos relativos
a la campaña del referéndum fueron territorio desconocido
para una gran mayoría de votantes. Este nivel de ignorancia
es uno de los más grandes problemas que plantean la co
operación en la CE. Casi toda la actividad política se desa
rrolla tan lejos de los ciudadanos ordinarios que éstos se
ven imposibilitados para obtener información acerca de las
actividades de la CE.

Me gustaría enumerar algunos de los puntos más impor
tantes de la campaña. Se trata, por supuesto, de mi evalua
ción personal de los temas principales, pero me valgo de la
experiencia de haber participado en reuniones públicas que
se celebraron a diario en el transcurso de las dos campañas
del referéndum. Los daneses son un pueblo homogéneo.
Nuestro pequeño país de cinco millones de habitantes no
cuenta con un grupo significativo de inmigrantes y todos
hablamos la misma lengua. Estamos por lo general orgullo-
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sos de nuestra democracia cuya vitalidad está arraigada en
y expresada por prósperos grupos locales.

Los partidarios de un «Sí» a Maastricht en los dos
referendos daneses abarcaban a todas las «grandes fuerzas»
de la nación, incluidos siete de los ocho partidos políticos
del parlamento danés: las asociaciones de empresarios o
Folketing, la inmensa mayoría de los sindicatos, casi todos
los líderes de la industria, cuarenta y cuatro de cuarenta y
seis periódicos nacionales y, por supuesto, todos los repre
sentantes de la maquinaria política de la CE.

Del lado del «No», teníamos un partido político en la
extrema derecha con escasa influencia en la política general;
cuatro miembros del Parlamento que votaron en contra de
sus propios partidos, de un total de ciento setenta y nueve
parlamentarios; un pequeño grupo de sindicalistas activistas,
un periódico que se puso de nuestro lado y otro que siempre
mantuvo una firme objetividad, dos movimientos nacionales
populares; el Movimiento June (que se opuso a Maastricht
y más tarde a la integración europea), el Movimiento del
Pueblo (que recomienda que Dinamarca abandone la CE),
y finalmente varias organizaciones regionales de diversas
creencias políticas.

Los puntos más significativos de la campaña eran sobre
si Dinamarca debía conservar su derecho a la autodetermi
nación. (Seguirían las Folketing tomando las decisiones im
portantes en nombre del pueblo danés?). ¿Y qué pasaría si
Dinamarca rechazaba el Tratado de Maastricht una vez
más?

La CE ha existido desde el establecimiento de la Comu

nidad Europea del Carbón y del Acero en 1953, que siempre
estuvo inspirada por la idea federalista de unos Estados
Unidos de Europa. Esta idea ha gozado siempre del firme
apoyo de una pequeña minoría de europeístas. Ahora
mismo, después del 18 de mayo, todavía representa tan sólo
un 8% de la opinión danesa, pero parece que cada vez más
gente se está subiendo al carro de la moda federalista, y
eso, como demócrata que soy, me perturba.

¿Cómo pudieron los dirigentes de la nación, el establish-
ment persuadir al 57% de los daneses a que votasen por una
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Unión Europea en el segundo referéndum? El principal
argumento utilizado fue el mismo que se empleó en otros
países de la CE; que si no participamos nos quedaremos
marginados y ninguno de los demás países querrán saber
nada de nosotros. El argumento tiene muchas caras. Por
ejemplo, el canciller Kohl dice que el movimiento hacia la
Unión Europea continuará con o sin Dinamarca o Gran
Bretaña. De forma similar, el ministro danés de Hacienda
encargó un informe cuyas conclusiones fueron que si Dina
marca votaba «No», sería excluida de la CE y eso incre
mentaría el paro en un 50%, y los políticos y los líderes de
la industria declararon que cesaría la inversión extranjera
en Dinamarca si salía un voto negativo. Hay incluso ejem
plos de empresas que negociaron contratos de construcción
con fines de expansión e introdujeron en dichos contratos
una cláusula a los efectos de que si Dinamarca votaba
«No», los contratos quedarían nulos y sin valor. Natural
mente, las empresas hicieron públicos estos contratos me
diante comunicaciones en la prensa.

Después del referéndum danés de 1992, la Universidad
de Aarhus llevó a cabo un sondeo objetivo sobre los patro
nes de voto y las motivaciones de los daneses a la hora de
emitirlo. Mostró que la razón principal para votar «Sí» en
apoyo del Tratado de Maastricht fue la creencia de que el
rendimiento económico de Dinamarca mejoraría como re
sultado de ello. La razón principal para votar «No» fue el
miedo a que el Tratado de Maastricht perjudicara a la
democracia danesa y produjera nuevas transferencias de
poder a la CE.

No existe razón para pensar que las consideraciones que
afectan al comportamiento de los votantes daneses hubieran
cambiado de manera significativa cuando llegó la fecha del
18 de mayo de 1993, aparte de un creciente miedo a las
consecuencias que pudiera tener un voto negativo, infundidas
por el establishment. ¿Se habrían vuelto los demás países
contra Dinamarca si hubiéramos sido lo bastante obstinados

como para rechazar Maastricht una vez más? Es difícil
saber lo que habría pasado si Dinamarca hubiera votado
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«No», pero la idea de que la pequeña Dinamarca cambiara
el futuro desarrollo de Europa era demasiado para muchas
personas.

En conclusión, se puede afirmar con seguridad que los
daneses votaron «Sí» por miedo a perjudicar su economía,
no porque desearan una Unión Europea.

¿Cómo hemos venido a parar aquí?

El mismo patrón triunfa en toda Europa (aunque de
manera especial en Dinamarca), esto es, el establisnment
contra el pueblo. El afán de poder de los eurócratas entra
en conflicto con el deseo del ciudadano ordinario de con

trolar su propio destino. ¿Cómo se ha podido llegar a esta
situación?

Existe una amplia tendencia entre los políticos a no
estar en armonía con los deseos del pueblo. Esto parece
extraño en un país democrático, donde, en teoría, el éxito
político depende de que se dé a los votantes lo que desean.
¿Por qué entonces la mayoría de nuestros políticos parecen
desear cometer un suicidio político? ¿Es porque la presión
que ejerce el establisnment es tan grande que nadie se atreve
a desafiarla? ¿Una nueva versión de la ropa nueva del
Emperador? ¿No existe realmente ningún político que se
atreva a criticar el concepto de la Unión Europea?

¿Se puede sugerir con seriedad que el 51% y el 43% de
la población danesa que se atrevieron a desafiar a sus
líderes votando «No» en los dos referendos son todos extre

mistas nacionalistas de derecha o izquierda? ¿O es su deseo
de poder tan grande que a nuestros políticos les traen sin
cuidado los votantes porque una vez cada seis años asumen
la Presidencia del Consejo de Ministros y en consecuencia
se convierten en líderes de 360 millones de personas?

Y si no, ¿estriba la razón de su comportamiento en el
hecho de que contemplan una imagen para Europa que no
han podido comunicar al votante? ¿Se trata en realidad de
que sus sueños europeos no pueden ser entendidos por los
votantes, sus compatriotas? Se daría el caso, entonces, por
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lo menos en Dinamarca, de que por primera vez nuestros
representantes políticos se habrían podido poner de acuerdo
en algo remotamente sospechoso de visionario.

La explicación real para el actual abismo abierto entre
los políticos y el ciudadano hay que buscarla en el hecho de
que hemos creado un monstruo burocrático que está acu
mulando más y más poder a causa de su desconexión de sus
propias raíces nacionales, existiendo sólo un contacto entre
colegas europeos que se encuentran en la misma situación.
Se limitan a fraternizar unos con otros y no tienen ni idea
de lo que el europeo de la calle pueda pensar o sentir.

En consecuencia, han llegado a creer que la mejor ma
nera de satisfacer los intereses de los ciudadanos europeos
es aumentar el poder de las instituciones de la CE, como si la
causa de «Europa» (libre comercio, cooperación amistosa,
etc.) se identificara con los intereses de los burócratas euro
peos.

Los comentarios que siguen son un resumen de mi sueño
alternativo para la Europa del futuro. Las opiniones aquí
expresadas son personales y no pueden ser consideradas
como la postura oficial del Movimiento June.

Discutiré dos temas específicos, el comercio y el me-
dioambiente, que creo de primordial importancia en cual
quier sistema de cooperación europea. Por último, trataré la
cuestión política más importante, esto es, la democracia, en
torno a la cual pienso que existen grandes problemas en la
CE y en Dinamarca.

Medioambiente

Una de los problemas que más preocupan hoy a los
daneses (en relación con la CE) es el medioambiente. La
contaminación no conoce fronteras y combatirla resulta
realmente caro. Está claro, por tanto, que una política
medioambiental eficaz exige la cooperación internacional.

Si no se da dicha cooperación, los intentos de reducir la
contaminación se verán dificultados por el hecho de que
ningún país querrá imponer costes extras a las industrias en
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forma de severas normativas medioambientales si su único

resultado va a ser el de beneficiar a los competidores inter
nacionales que no demandan o no observan los mismos ni
veles «verdes».

Unas medidas coordinadas y acordadas por mayoría de
voto en la CE pueden ser el punto de partida para dicha
cooperación y se pueden ampliar para abarcar a otros países.

La CE y la cooperación internacional "para la protección
del medioambiente deben esforzarse por establecer unos
niveles mínimos que han de ser observados por todos, dando
al mismo tiempo libertad a cada país en particular para que
imponga niveles más elevados de protección medioambiental.
Esto tendría la ventaja de permitir que los diferentes países
se embarquen en la guerra contra la contaminación a su
propio ritmo, al tiempo que se impide una competencia
desleal por parte de aquellos países cuyas industrias están
gravadas por menos o menos costosas normativas medioam
bientales.

Los artículos del Tratado de Maastricht relativos al me

dioambiente suponen un paso adelante en la dirección co
rrecta, pero desgraciadamente no ayudarán a resolver el
problema global que ha provocado la actual legislación
medioambiental de la CE.

La razón de esto es que aproximadamente dos tercios de
la totalidad de los temas medioambientales no están tratados

en los artículos sobre medioambiente sino en los artículos

que se refieren a los problemas comerciales de carácter
técnico. Ello significa que las directivas no establecen niveles
mínimos, sino que imponen niveles máximos.

De ahí, por ejemplo, el deseo de Dinamarca de asegurar
que los productos de pintura estén debidamente etiquetados,
de modo que los consumidores sepan qué sustancias quími
cas y otros ingredientes contienen estos productos, sólo se
puede convertir en ley con el permiso de la CE ya que está
definido como un problema comercial de carácter técnico.
A los ojos daneses, sin embargo, se trata de un tema me
dioambiental que afecta a las condiciones de trabajo puesto
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que no queremos que los pintores daneses sufran lesiones
cerebrales porque trabajan con disolventes orgánicos sin
saberlo.

Si otros países no quieren proteger a sus pintores, que
no lo hagan, pero que a Dinamarca no se le permita exigir
la clase de etiquetado que estima precisa no es el tipo de
cooperación que deseamos ni necesitamos.

Comercio

El libre comercio ha sido durante muchísimo tiempo
objetivo de gran número de filósofos y economistas. El
principio de comerciar sin barreras aduaneras y restricciones
técnicas innecesarias destinadas a proteger las industrias
nacionales, tiene sentido económico y político porque opti
miza el progreso y al mismo tiempo alienta las relaciones
pacíficas entre naciones unidas por lazos cada vez más
fuertes de interdependencia económica.

El libre comercio y la cooperación económica dentro de
la Comunidad Europea debe por tanto recibir el mayor
apoyo posible, no sólo dentro de Europa sino en todo el
mundo. Pero ¿requiere realmente el logro de este objetivo
unas políticas sanitarias y culturales comunes?

En estos días, de manera especial, tanto el Tercer Mundo
como las nuevas y vulnerables democracias de la Europa
oriental necesitan más el libre comercio que la ayuda eco
nómica. Estos países no necesitan la caridad de unos millo
nes de libras sino tan sólo la oportunidad de vender sus
productos en el mundo industrializado.

Todo el mundo está por ahora de acuerdo en que las
nuevas democracias de la Europa oriental necesitan ayuda,
pero la balanza comercial positiva que la CE mantiene con
estos países está todavía muy desequilibrada debido a que
éstos se ven imposibilitados para vender libremente sus
productos, comercialmente viables, en los mercados de la
CE. Chocan con la barrera de la Política Agraria Común
de la CE y con otras restricciones destinadas a impedir que
se bajen los precios de los propios productos de los países
de la CE.
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El principio rector de una sabia política comercial tiene
que ser que cada país fabrique aquello que sepa hacer me
jor, sin barreras aduaneras ni subsidios. Esto ahorrará gran
des sumas de dinero a los contribuyentes y a los consumi
dores. Toda la Política Agraria Común se ha convertido en
una corrupta farsa, y nadie duda de la necesidad de hacer
algo al respecto, pero lo que no consiguen es ponerse de
acuerdo en lo que hay que hacer.

Nuestros socios comerciales fuera de la CE tienen tam

bién muchas restricciones y subsidios que deberían eliminar,
pero la CE debe tomar la iniciativa eliminando sus propias
restricciones comerciales. Con ellos no sólo conseguiríamos
productos más baratos sino también una disminución de la
burocracia en «Bruselas», que quedaría liberada de tener
que pasarse el tiempo midiendo la circunferencia de los
pepinos.

Las políticas comunes de la CE deberían centrar sus
esfuerzos únicamente en alcanzar el libre comercio y la
protección del medioambiente. Las demás tareas de coope
ración tendrían que ser puramente intergubernamentales.
No necesitamos, por tanto, un Parlamento europeo con 518
miembros ni una burocracia que interfiera en nuestra vida
diaria. No necesitamos una armonización que significa uni
formidad, puesto que son precisamente las diferencias entre
los países lo que da sentido al comercio y a los viajes.

Democracia

Actualmente la democracia europea está en estado de
crisis. Escándalo tras escándalo con los políticos como pro
tagonistas llenan los titulares, y se diría que los representan
tes políticos han perdido el contacto con los votantes que
los han elegido. Al mismo tiempo vemos cómo los extremis
tas de izquierda y derecha hacen uso de la violencia para
producir un impacto en el proceso político. Uno no puede
simpatizar con los métodos de estos extremistas, pero pienso
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que la única manera que tenemos de liberarnos de ellos es
devolver al pueblo la fe en su propia capacidad para influir
en sus gobiernos.

El proceso de toma de decisiones se está centralizando
más y más, cuando es así que el concepto original de
democracia se basaba en una reunión pública a la que
asistían todos aquellos que tenían derecho a votar. En ella
las aspiraciones, opiniones y decisiones de los votantes se
comunicaban directamente a sus representantes, mantenién
dose un contacto directo entre los políticos y el pueblo.
Ahora, sin embargo, las decisiones de los votantes se toman
después de ver en televisión, por espacio de quince a treinta
segundos, lo que es el equivalente político de un anuncio
comercial. Desde el punto de vista de las cadenas de televi
sión, estos espacios publicitarios tienen la sola misión de
mantener a los votantes pegados a sus televisores el tiempo
necesario para ver los anuncios comerciales «de verdad».

Si se quiere que la gente de Europa tenga confianza en
su capacidad para forjar su propio destino, las decisiones
tienen que tomarse más cerca del ciudadano. Si la mayoría
de las decisiones de la CE se toman a puerta cerrada, y,
como ocurre en Dinamarca, es difícil ver ninguna diferencia
real entre los criterios de nuestros políticos y de nuestros
partidos políticos, lo único que queda ya para poder intere
sar a la gente son los escándalos. Tenemos que devolver las
decisiones a los ciudadanos para que les sirvan de mayor
incentivo para participar en la vida política.

Este es el punto de vista que muchos daneses mantienen
acerca del futuro de Europa. Si otros países europeos lo
encuentran correcto, podría ayudar a alcanzar entre todos
un mayor entendimiento mutuo. Al menos se puede decir
que nuestra idea de futuro va en dirección directamente
contraria a la tendencia centralizadora y antidemocrática
que actualmente domina el desarrollo de la Comunidad
Europea.

Naestved, 1 de julio de 1993
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¿QUE HAY DE MALO EN LA POLÍTICA DE UN
FEDERALISMO EUROPEO? LOS MALES DE LA

POLÍTICA FEDERALISTA EUROPEA. EL ERROR
DE UNA POLÍTICA FEDERALISTA PARA EUROPA

Samuel H. BEER

Un gobierno moderno no puede mantenerse sin un apoyo
amplio y profundo de la gente a la que sirve. Para poder
soportar las responsabilidades y valorar los beneficios, los
políticos deben gozar de la aprobación activa y comprensiva
de los ciudadanos. Esta necesidad condiciona igualmente la
acción de gobierno tanto en la Comunidad Europea como
en sus naciones miembros.

Uno debe por tanto preguntarse cómo será posible al
canzar la «cada vez más estrecha» unión que propone el
Tratado de Maastricht no obstante el escaso e indiferente

apoyo de que goza la Comunidad entre el pueblo europeo.
En esta última expresión queda planteado el problema:

¿Existe el «pueblo europeo» como tal entidad?
Ser «un pueblo» no es cuestión de sentimiento, sino ante

todo de comportamiento. Si nos guiamos por lo que las
distintas personas responden en las encuestas, sí parece
haber una mayoría que ve la unión con buenos ojos y una
minoría que se sienten tan ciudadanos de Europa como de
sus respectivos estados-nación. Pero cuando uno examina lo
que hace esa mayoría, y no sólo lo que dice, advierte muy
escasas pruebas de que exista un compromiso profundo.

Dada la seguridad con que se propone la realización de
cambios radicales en atribuciones y medidas de gobierno,
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uno supondría que había surgido en todo el continente un
movimiento a gran escala que las habría provocado. Eso es
lo que generalmente ha ocurrido con respecto a otros cam
bios comparables en la política moderna, como, por ejemplo,
el nacimiento del Estado del bienestar en el siglo XX. La
gigantesca expansión de los servicios sociales y las regla
mentaciones económicas que supuso dicho Estado del bie
nestar, se vieron acompañadas y en gran parte impelidas
por la actividad de los partidos políticos socialdemócratas y
sus organizaciones afiliadas. La creación de los Estados
Unidos de Europa no impondría una menor demanda sobre
los recursos espirituales y materiales del continente, pero,
en cambio, no ha encontrado un agente político equivalente
para darle perspectivas de futuro.

La causa europea no ha producido ningún reajuste en la
configuración de las alianzas de los partidos políticos. En
las elecciones al Parlamento Europeo de algunos países los
temas paneuropeos han adquirido más relieve y se han
dado unos pocos casos de agrupaciones políticas, en especial
la de los Liberales Europeos, que han hecho su campaña en
manifiestos comunes. Las elecciones al Parlamento Europeo
se pueden considerar, sin embargo, más como doce eleccio
nes nacionales diferentes que como un hecho continental
coordinado. En general los mismos partidos que dominan
las elecciones nacionales presentan también sus candidatos
a Estrasburgo y el apoyo a estos candidatos sube y baja
según la posición que esos partidos ocupen en sus foros
nacionales. Por término medio y en la mayor parte de los
países, la participación en las elecciones al Parlamento Euro
peo ha sido mucho más baja que en las elecciones naciona
les, y en las tres elecciones de 1979, 1984 y 1989 la partici
pación ha disminuido. Pocos líderes de la política nacional
han orientado sus ambiciones hacia el Parlamento Europeo,
lo que confirma la poca importancia que esas elecciones
tienen a los ojos de los votantes.

Lo que ocurre, en palabras de un historiador canadiense,
es que «el sentido de ciudadanía europea es débil y superfi
cial comparado con el robusto sentido de ciudadanía nacio
nal» que se tiene en los Estados miembros de la Comunidad.
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O, como ha dicho un estudioso suizo, los europeos viven
todavía en naciones-estado, y apenas se sienten compatriotas
en Europa. En esta era democrática, la realización de una
acción política dirigida a controlar los poderes que la go
biernan, es uno de los indicativos de que una agrupación de
gente constituye verdaderamente un pueblo. La causa de la
unión europea no ha producido ningún esfuerzo popular,
de alcance nacional, semejante. En resumen, no existe un
«pueblo europeo», sino como se dice en el preámbulo del
Tratado de ParísjdeJ551 del que surgió la Comunidad,

"«variüS~pueblos».
~¿QuFHiFerer^^ o

jyarios^uiehlos? Para seFmás precisos, ¿de qué modo incidirá
esta distinción en la centralización que propone el Tratado
de Maastricht? La experiencia americana, con el estableci
miento de sus Estados Unidos, parece dar una respuesta
muy clara.

En nuestros comienzos también nosotros nos enfrentamos

con el problema de cómo reconciliar la unidad y la diversi
dad, y con frecuencia los defensores de la unión europea
han pensado que podían seguir el ejemplo americano. La
expresión más calurosa de esta esperanza que puedo recordar
la oí hace algunos años de labios de uno de nuestros estu
diantes de postgrado. Era de nacionalidad holandesa y apo
yaba con calor una mayor unión europea. Por la época en
que se estaba configurando el Parlamento de Estrasburgo,
mantuve con él alguna conversación ocasional sobre su
posible significado a largo plazo. Un día de 1979, después
de que se celebrase la primera reunión, corrió a mi despacho
lleno de entusiasmo y me expuso su visión de este aconteci
miento como el momento decisivo en que la democracia
europea se daría la mano, igual que había pasado con el
Congreso Continental Americano en 1774, y establecería
sus propios Estados Unidos.

Es absolutamente coherente que un apasionado de la
idea de una Europa unida y democrática como él haya
encontrado una prometedora analogía en ese organismo,
americano. Hablando a través del Congreso, los americanos
se pudieron llamar por primera vez a sí mismos «un pueblo»
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cuando declararon su independencia en 1776. Demostraron
su unión, sin embargo, mucho más enfáticamente por lo
que hicieron que por lo que dijerónT " ~"~ ~ '

Los delegados que se reunieron en Filadelfia en 1774 no
eran representantes de los gobiernos establecidos de las
trece colonias. No podían recibir tal legitimidad pues en
casi todas las colonias, el gobernador, designado por la
corona, habría bloqueado la acción. El Congreso, por con
siguiente, era un organismo revolucionario, elegido por di
versas vías institucionales, laterales que convirtieron a sus
miembros en delegados no de los gobiernos, sino de asocia
ciones voluntarias de individuos particulares. Estaban los
whigs, partido político que constituía un movimiento de
alcance continental comprometido con un proyecto político
común y relacionado por medio de una red de acción y
comunicación. Los whigs no incluían a todo el mundo. Los
esclavos, los indios y las mujeres no votaban y solamente
los conservadores, una minoría sustancial, preferían ser go
bernados por un rey. Como mayoría considerable que eran
entre la población políticamente activa, sin embargo, los
whigs aseguraban hablar por «el pueblo», o, como a veces
decían, reconociendo quizá su parcialidad, «la buena gente»
de las distintas colonias.

Este pueblo creado a sí mismo fue la fuerza constituyente
que creó y dio forma al nuevo estado republicano. Actuando
a través del Congreso Continental, dirigió las revueltas con
tra los británicos, autorizó a las colonias rebeldes a que se
organizaran en estados, declaró la independencia colectiva
de estos estados, y luego hizo la guerra y después la paz.
No eran monolíticos en sus opiniones. Su frecuente división
en «conservadores» y «radicales», sin embargo, les ayudó a
llegar a un consenso equilibrado y práctico sobre qué hacer
y cuándo hacerlo. Se trató de una revolución que no devoró
a sus propios hijos. Más aún, cuando la primera constitución
que se dieron a sí mismos, los Artículos de Confederación,
mostró su debilidad y carácter opresivo, este pueblo dio
nuevas pruebas de su capacidad para llevar a cabo una
acción unida dándose una nueva estructura de gobierno, la
Constitución de 1787-88.

— 216 —



Las personas que dirigieron la redacción y adopción de
la Constitución eran partidarios de la centralización. Redu
jeron los poderes de los estados y reforzaron los del gobierno
general, especialmente en asuntos militares, financieros y
económicos, y concibiendo, además, estas concesiones de
poder en forma tal que su aplicación podía ampliarse a
medida que surgían nuevas necesidades. Crearon nuevas
instituciones que otorgarían a todo el pueblo americano la
facultad de influir en la actuación del gobierno general, no
sólo como poder constituido sino también en su funciona
miento diario. No dejaron lugar a dudas sobre quién tenía
en última instancia la autoridad de la nación, declarando en
un celebrado Preámbulo que «Nosotros, el Pueblo de los
Estados Unidos ordenamos... esta Constitución.»

Ésla^oncepcíon nacionalista de la unión fue en aquellos
momentos enconadamente rebatida por una poderosa mino
ría que opinaba que la soberanía tenía su origen y residía
de manera permanente en los pueblos individuales de los
diferentes estados. La Constitución, por lo tanto, sólo debía
y podía establecerse por acuerdo o pacto entre los estados
como se había hecho cuando se adoptaron los artículos de
la Confederación. Consideraban que cada estado poseía una
«individualidad» que le convertía en la primera y funda
mental comunidad política para su pueblo. Sus intereses,
por consiguiente, permitían y requerían sólo una delegación
estrictamente limitada de poderes al centro. Cada estado
retenía un poder soberano, lo que lo convertía en juez
supremo de las infracciones del pacto que pudieran ser
cometidas por las otras partes y también de la medida que
se hubiera de tomar como respuesta, desde la anulación
(failure of a State to aid in enforcement offederal laws within
its limits), la interposición (the doctrine that an individual
State may oppose anyfederal action it believes encroaches on
its sovereignty) hasta, finalmente, la secesión. Examinando
la Constitución desde este punto de vista, el afamado pa
triota Patrick Henry dijo que el Preámbulo debería decir,
«Nosotros, los Estados», y no «Nosotros, el Pueblo», uso
que podía ser considerado «pernicioso, descortés y peligro
so.» Esta teoría del pacto, huelga decirlo, constituyó los
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fundamentos ideológicos del intento de secesión por parte
de los estados sureños que precipitó la guerra civil de 1861.

En el lenguaje de nuestros días, tanto la teoría nacional
como la de pactos son «federales» en el sentido, convencio
nal en jurisprudencia y ciencia política, de que ambas con
templan un reparto de poder entre los niveles de gobierno
que está legitimado por un instrumento jurídico de excep
cional autoridad. Hasta aquí las dos teorías coinciden, aun
que para los federalistas partidarios del pacto, la ley funda
mental, la Constitución, es un mero tratado entre Estados
iguales, mientras que para los federalistas nacionales es
donde reside el poder soberano. Con estas premisas, cual
quier Estado federal, esté basado en el modelo menos cen
tralizado de pactos o en el modelo centralizado nacional, es
constitucionalmente descentralizado, muy distinto de un es
tado unitario como el de Gran Bretaña en el que un gobier
no central controla a los gobiernos locales, hasta el punto
de que es él quien los crea y les otorga o les retira sus
poderes.

Antes del debate sobre la Constitución, sin embargo, el
término federal, entonces escrito «foederal», designaba el
modelo de pactos (la palabra se deriva del latín foedus, que
significa «tratado» o «pacto»). Entonces, igual que ahora,
no obstante, la polémica produjo una confusión en el uso
de los vocablos. Por las razones que fuere, entre las que no
descartamos la búsqueda de una ventaja política, los nacio
nalistas centralizadores se apropiaron del término para su
causa, adoptando alegremente el nombre de «federalistas».
A sus adversarios se les llamó consecuentemente «antifede
ralistas».

Que se identifique hoy como centralizadores a los amigos
de una Europa «federal» evoca la acepción que el vocablo
tuvo en aquella etapa americana. Cuando profundizo en la
polémica que actualmente está teniendo lugar en Gran Bre
taña como se recoge en Hansard (Actas del Parlamento
británico) la prensa, y dejando a un lado la terminología,
las tesis principales de las dos posturas encontradas, la que
defiende «una unión federal» frente a la que está a favor de
una «alianza más abierta», me recuerdan constantemente
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las teorías nacional y de pactos. Invocar la experiencia
americana, sin embargo, nos hace fijar también la atención
en la importancia que para la consecución de una unión
más estrecha tiene la política democrática de participación
popular. Las discusiones sobre el «déficit democrático» de
la Comunidad se limitan por lo general a la necesidad de
ampliar los poderes e intensificar la actividad del Parlamento
de Estrasburgo. Los críticos deploran a veces la falta de esa
mayor participación que daría a los votantes europeos con
trol sobre lo que se hace en Bruselas. Lo que no hacen esas
críticas es reconocer que la democracia no sólo confiere
poderes sobre el gobierno, sino que puede también activar
el apoyo popular que fortalece al gobierno y prepara el
camino para una unión más estrecha.

El movimiento hacia una unión más estrecha se aborda
normalmente como si fuese resultado exclusivo de un lide
razgo burocrático y de alta política nacional. Yo sostengo
que una integración mayor debe también fundamentarse en
la política de participación popular. Pero no se puede dar
nacimiento a dicha participación concediendo simplemente
a un grupo de individuos el derecho a elegir en las urnas a
los miembros del Parlamento. Es además necesario que esos
individuos estén movidos por ideas y sentimientos que les
impulsen a utilizar este instrumento de gobierno y a apoyar
sus resultados. Ello comporta tener opiniones, expresarlas
en las organizaciones políticas, tomar parte en el debate
público, votar en las elecciones y aceptar las decisiones de
la derrota así como buscar las alegrías de la victoria. Los
pueblos de los Estados democráticos de Europa demuestran
continuamente su capacidad en la política a nivel nacional.
Si hemos de tener una unión federal fuerte, esta población
en su conjunto debe generar un compromiso comparable en
sentir y en comportamiento al que inspira la conciencia de
nación de sus Estados miembros. Sólo un pueblo europeo
puede crear unos Estados Unidos de Europa.

Boston, 14 de julio de 1993
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LOS MALES DEL ELITISMO BRITÁNICO

Eric ELSTOB

Después de haber meditado acerca de la temática general
de este libro, he decidido que un asunto sobre el que nadie
más escribiría, quizá porque ni siquiera son conscientes de
que existe, es la peculiar actitud de las élites británicas
hacia el resto del mundo. Se trata de una actitud de ex

traordinaria autosuficiencia, despego y falta de interés. Cuan
do Bacon escribió que «ningún hombre es una isla» no tuvo
en cuenta a sus compatriotas ingleses. La referida actitud
podría no revestir mayor importancia en relación con Amé
rica o Japón; pero las realidades geográficas deberían al
menos impulsar a las élites británicas a prestar atención a
Europa. Sin embargo los miembros del establishment britá
nico son hoy día menos cosmopolitas que sus antepasados
de los siglos XVIII y XIX. Puede que hayan viajado más,
pero lo único que han visto son aeropuertos, hoteles, ofici
nas, playas y galerías de arte. A diferencia de los jóvenes de
la era de las luces en su Gran Viaje, jamás han pasado
meses viviendo alojados en las casas de sus iguales en el
extranjero, compartiendo sus intereses y conociendo sus
preocupaciones. Conozco a un veterano hombre de negocios
inglés que presume de cómo, en una casa de geishas de
Tokyo, pidió que le volvieran a freír su sashimi. Lo que la
geisha pudo pensar, como perteneciente que era a esa clase
admirables de mujeres viajeras, documentadas y cultas, sería
divertido conocerlo.
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Europa condiciona a Gran Bretaña de una manera radi
calmente diferente a como lo hace América o el Lejano
Oriente. Los patrones comerciales de Gran Bretaña deberían
ser lo suficientemente esclarecedores para cualquiera, pero
lo son quizá más para el hombre de negocios procedente de
otro país que para las élites británicas, las élites, claro está,
no directamente relacionadas con el comercio. Se da entre
los británicos un escepticismo inconsciente acerca de los
extranjeros, como si nada bueno pudiera venir de ninguna
otra parte del planeta. Vale la pena analizar lo que se
esconde detrás de este escepticismo, ya que la innata hostili
dad a todo lo extranjero afecta de manera profunda lo
mismo a la sociedad que a la economía británicas.

Una razón esencial debe ser el estilo de educación britá

nica. La manera en que se enseña aquí la historia presenta
a la Europa continental como una especie de campo de
fútbol para partidos militares de ida (los británicos, haciendo
gala de sensatez, no juegan partidos en casa en ese deporte
concreto.) Esto explica el clima de los asesinatos en el
estadio Heysel en 1985. Aun así la historia es selectiva. Por
cada millar de ingleses que han oído hablar de la batalla de
Agincourt, sólo uno conoce Bouvines, donde el equipo de
casa sufrió una derrota fuera.

El legado de las guerras europeas del siglo veinte, en
que los británicos permanecieron apartados del continente
durante treinta años a causa de las luchas y la Gran Depre
sión, es que dos generaciones por lo menos de la élite
británica no tuvieron la oportunidad de viajar normalmente
por Europa, quedando su percepción del continente limitada
a Francia y los Países Bajos, mientras que Alemania y los
países eslavos fueron unos completos extraños.

Es un tópico referirse al hecho de que Gran Bretaña sea
una isla. Por muy interesante que la expresión «aislados del
continente» pueda resultar como ejemplo de concepto feno-
menológico, en el mundo real es sencillamente una estupidez.
¿Cuántos londinenses saben apreciar la posibilidad que ahora
tienen de ponerse en Praga en tan sólo un día de viaje? Las
fronteras terrestres son siempre permeables, y el automóvil
las elimina de manera efectiva si no han sido reforzadas por
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medio de barreras físicas como era el telón de acero. Psico

lógicamente el tren bala entre Londres y París será de gran
importancia ya que hará de ese viaje algo tan sencillo como
ir a Edimburgo. Quizá sea ésta la razón subconsciente por
la que la élite británica se mostró tan patológicamente
crítica y obtusa en su análisis del enlace ferroviario del
Túnel de la Mancha.

Otra poderosa barrera es la lengua. Aunque lógicamente
el hecho de escoger una u otra lengua como vehículo uni
versal de comunicación entre los europeos no debería deri
varse en una mayor o menor división entre ellos, el que
haya sido precisamente el inglés el idioma que se ha conver
tido en el latín del mundo moderno da idea del grado de
envanecimiento inconsciente a que hemos llegado. (Uno no
puede menos de preguntarse de pasada qué hacen los niños
británicos en el tiempo que se ahorran mientras los franceses
y alemanes están aprendiendo inglés. No se observa una
clara superioridad británica en otras materias.) Cuando los
asistentes a una cena en la Europa continental tienen que
hablar inglés, el resultado es dejar a un lado al comensal
inglés como si fuera un turista, y no un invitado, apartándole
de lo que realmente interesa e importa al resto de la mesa.
Con cuánta frecuencia durante alguna fiesta de noche en
París o Munich he advertido la sorpresa de los demás
invitados al ver que utilizaba la lengua del país; pero siempre
acababan racionalizando el hecho con un «¡Ah claro, es
que uno de sus padres era europeo!» (mi madre era sueca).

El resultado es que las élites británicas desconocen en
general los intereses, políticas y ambiciones de sus semejantes
de la Europa continental. En el mundo moderno esto es
económicamente muy peligroso. Aunque la tendencia hacia
una consolidación económica comenzó en Europa, fue el
resultado inevitable del transporte moderno, de la fabricación
a gran escala y de la comercialización a nivel mundial.
Norteamérica lo ha reconocido formalmente con la creación

de NAFTA (Área de Libre Comercio del Atlántico Norte).
La misma consolidación está teniendo lugar en el Extremo
Oriente de manera extraoficial, por deferencia a la historia
política que la región ha tenido durante este siglo. En el
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siglo veintiuno la existencia de estos tres bloques económicos
es indiscutible. La relación de Gran Bretaña con este mundo

tripolar será crucial para su prosperidad.
La integración económica conducirá inexorablemente a

un mayor grado de integración política y social. Cualquier
otra cosa sería, como mínimo, profundamente antidemocrá
tica. La historia del Mecanismo de Tipos de Cambio es
ilustradora. Lo que debería haber sido una discusión racional
se ahogó en un mar de gritos políticos (no sólo por parte de
los británicos, para ser justos). El afortunado cambio de
política que los mercados de divisas impusieron al Reino
Unido en septiembre de 1992 está siendo presentado como
una prueba de las bondades de la no cooperación, lo cual
tiene el efecto de reforzar la impresión de los demás países
de Europa de que los británicos se muestran negativos
únicamente hacia aquello que apunte mínimamente a una
cooperación más estrecha con los demás Estados. En sí
mismo el Mecanismo de Tipos de Cambio no es malo,
excepto que en él está el marco alemán. Mientras el ciclo
económico alemán mantenga su desincronización con el
resto de Europa como resultado de la reunificación, Alema
nia necesitará naturalmente una política monetaria contraria
a la que adopten todos los demás.

Hay algo de verdad en lo que aducen muchos miembros
de la élite británica. Algunos de los argumentos esgrimidos
a favor de la insularidad son bien curiosos. Puede llegar,
ciertamente, a darse el riesgo de que a través del Túnel de
la Mancha entren en Kent conejos afectados de la rabia;
pero en ese caso los franceses están siendo muy irresponsa
bles, pues una vez que se abra el Túnel, será casi inevitable
que más tarde o más temprano un político francés vaya a
resultar mordido por Lord Tebbit. Por mi parte, no acabo
de entender por qué la suciedad de las playas haya de verse
como la piedra de toque de la soberanía nacional.

Para que un análisis sea útil debe arrojar un poco de luz
sobre el futuro. ¿Qué quiere en realidad la élite británica?
La respuesta es muy difícil porque esta élite no es homogé
nea, sino que presenta divisiones internas. Podríamos distin
guir tres grupos principales:
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Para el primero, la integración en la Comunidad Europea
es sencillamente un error. Políticamente es una equivocación
porque permite que penetren influencias extranjeras en la
vida británica, y económicamente es innecesaria porque Gran
Bretaña es una isla que puede formar un estado industrial
isleño como Hong Kong. Es cierto que el Producto Nacional
Bruto per cápita de Hong Kong es actualmente más elevado
que el de Gran Bretaña, pero esto cabría atribuirlo a la
relación de Hong Kong con China.

El segundo grupo lo conforman los realistas reacios, que
aceptan una cierta e inevitable integración británica en Euro
pa, pero desean y esperan que no se produzca mientras
ellos vivan. Se trata de la vieja doctrina de que todavía no
ha llegado el momento oportuno; he oído, sin embargo una
interesante variante que dice que ya es demasiado tarde
para dar un paso, es decir, la doctrina contraria.

Por último están los llamados proeuropeístas que ven
ventajas comerciales y posiblemente políticas en la perma
nencia en la Comunidad, y aceptan que si se quiere moldear
y optimizar la CE, se tiene que actuar desde dentro.

En los años venideros el perfil de edad de estos grupos
será un factor determinante en la unidad europea. La gene
ración más joven de élites, tanto en Gran Bretaña como en
el continente, dan el acquis communautaire por sentado.
Estudian en escuelas empresariales extranjeras, trabajan para
empresas multinacionales y viajan tranquilamente por todo
el continente. Para ellos la idea de necesitar un visado para
cruzar el Canal es sencillamente inconcebible. Asimismo
está desapareciendo la generación que dentro y fuera del
país piensan en Gran Bretaña como la nación heroica que
ha salvado del totalitarismo a la sociedad libre. No sería
extraño que sus nietos viesen en ella un país triste y negativo,
fama que en nada beneficiaría a su balanza comercial.

Existen señales de que la actitud de las élites británicas
está cambiando. La imagen pública de la Comunidad Euro
pea es mala de necesidad, puesto que los políticos nacionales
achacan a Bruselas toda la culpa de las medidas que, aunque
necesarias, resultan impopulares. A buen seguro, la existencia
de un plausible chivo expiatorio ha hecho posibles unas
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significativas mejoras en las vidas de los ciudadanos europeos
al permitir que se acelerasen unas reformas deseables aunque
inicialmente desagradables. Sin embargo, la CE tiene ya
una existencia lo suficientemente larga como para que se
puedan percibir de manera tangible sus beneficios, y éstos
serán patentes para las élites más jóvenes.

Gran Bretaña sigue pagando las consecuencias de su
ambivalencia. Las opciones están muy claras. Desde el punto
de vista del progreso material, un compromiso pleno con la
Comunidad Europea sería la mejor alternativa. Aunque sería
perfectamente lógico que Gran Bretaña optase por conver
tirse en un lugar semejante a la Albania de Hoxha, no se
puede decir que ello fuese racional. Afortunadamente, los
británicos son una nación racional y no lógica.

Cuando entregué las líneas hasta aquí escritas al editor
del libro, éste me comunicó que Lord Tebbit era uno de los
que escribían en él. Confío, Norman, en el sentido del
humor británico.

El editor me advirtió también que quizá había pasado
por alto un ejemplo obvio para ilustrar mi retrato del
aspirante a ciudadano británico no insular. Debo confesar
que sentí una punzada de dolor, incluso de vergüenza por
mi escandalosa omisión. Se da el caso de que el editor y yo
crecimos, pasada la Segunda Guerra Mundial, en la misma
población del West Country y me bastaría con recordar la
ejemplar carrera empresarial que desarrolló en Europa el ya
fallecido Herbert Hill de Birfield Limited, empresa adquirida
por GKN en 1966.

Después de realizar un valioso trabajo en la recuperación
económica de Rhineland-Westphalia en 1945, Hill volvió al
continente a principios de los años 50 con Brifield, grupo
de empresas industriales establecido en Hardy-Spicer, Bir-
migham, y en Laycock, Sheffield, de donde su nombre
Birfield. Hill persuadió a los alemanes y franceses para que
cooperasen en la creación de una empresa europea de piezas
de motor, las desaparecidas Walterscheid Mueller de Dus
seldorf y Robert Glaenzer de París. Hardy-Spicer desarrolló
el sistema de propulsión sobre las ruedas delanteras y Hill
convenció a Issigonis para que diseñara el omnipresente
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Mini en 1959, primer diseño de motor colocado transversal-
mente. A comienzos de los 60 se implantaba en Brunico,
Italia del norte, la próspera empresa de fabricación Birfield
Transmisioni S.p.a. Le siguió una vinculación con Dana
Corporation de América. Hill también se introdujo en Che
coslovaquia; desgraciadamente Dubcek fue destituido, pero
no sin dar tiempo a que el conductor de Birfield pudiese
llevar el Rolls Royce hasta Moscú para la Expo Mundial de
1966. En la actualidad, GKN es el primer proveedor mundial
de piezas de transmisión para automotores; Glaenzer-Spicer
de Francia, dirigida hasta hace poco por Gerard de La
Passe, que Hill reclutó hace casi cuarenta años, consiguió
que se concediera una licencia a la industria automovilística
japonesa a finales de los 80 y así lograr la oportunidad de
expansión mundial.

El editor citó luego el ejemplo de Bill Cash, diputado
del parlamento y conocido euroescéptico. Había pasado por
alto su trabajo con algunos dirigentes en Francia, Alemania,
España y Dinamarca y su creación de la nueva Fundación
Europea, integrada por un grupo de expertos paneuropeos,
para generar debate y líneas de actuación a través de toda
Europa. ¿Habría aprobado Herbert Hill la Europa, sin Maas
tricht, con la que sueña Bill Cash?, preguntó. «Sin ninguna
duda», respondió el coordinador. «Birfield se creó y expan
dió por toda Europa cuando Gran Bretaña ni siquiera
estaba todavía en el mercado común. Los británicos abrieron

el camino y persuadieron a los franceses y alemanes para
que cooperasen en beneficio mutuo (según el principio de
mutuo reconocimiento). Y Birfield no fueron los únicos; ahí
está el ejemplo de Redland y British Aerospace».

Británicos como el fallecido Herbert Hill y el perspicaz
Bill Cash son los raros cosmopolitas de la élite británica
que han prestado un gran servicio al país. Necesitan ser
oídos, y escuchados, en la siguiente fase del debate europeo
que ahora comienza.

Londres, 4 de junio de 1993
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¡ALORS, DELORS! ¿EMBUSTERO O ZOPENCO?

Lord HARRIS OF HIGH CROSS

En medio del desconcertante conflicto de pareceres que
enfrenta a nuestros parlamentarios a propósito de Maas
tricht, se han escuchado ciertas manifestaciones que pudieran
producir un acuerdo amplio, cuando no total, entre los
cognoscenti. El que no hayan salido a la luz se debe, en
parte a que los medios de comunicación encuentran más
noticiable la polarización y en parte a que los partidarios de
uno y otro lado prefieren no dar demasiada publicidad a
los puntos en que ambos coinciden por temor a proporcio
nar argumentos al contrario.

Así, hasta los más feroces opositores al Tratado podrían
muy bien admitir (en privado) que existen razones de peso
para plantearse, a largo plazo, el modelo de la unificación
política europea. Por su parte, los defensores a buen seguro
reconocen (también en privado) que sus aliados continentales
apoyan con entusiasmo el Tratado de la Unión Europea
como un paso más en el «proceso» de construcción de un
estado federal unitario con todos los rasgos inherentes a tal
estado: ciudadanía europea, moneda única, políticas econó
micas uniformes y una política común para asuntos exterio
res y de defensa.

Si hasta los más fervientes defensores británicos de Maas
tricht en ambas Cámaras Parlamentarias se han abstenido
calculadoramente de reconocer esta realidad, es a causa de
otro hecho que, al igual que el anterior, muy pocos se
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atreverían a cuestionar: esto es, que la opinión pública está
todavía abrumadoramente del lado de los detractores. Por

su parte, los detractores tendrían que reconocer que tal
oposición es más un producto del instinto y la ignorancia
que de un conocimiento profundo de lo que supone Maas
tricht.

Así las cosas, yo diría que de todas las batallas que
hemos librado a lo largo de doce días de debates en la
Cámara de los Lores, la derrota de la moción en favor de la
celebración de un referéndum —y con ello la ocasión de
haber abierto un debate público— ha supuesto la pérdida
de una oportunidad histórica. Paradójicamente, este triunfo
de los dirigentes europeístas puede provocar la ruina de las
esperanzas de unión política europea que tanto tiempo han
anhelado. Aun antes de que la ley fuera aprobada por el
Parlamento, la nueva presidencia belga dijo bien claro que
Maastricht «no es el fin del camino sino tan sólo el punto
de partida». Es decir que el «núcleo de Europa», al que
Douglas Hurd, lo mismo que su predecesor Geoffry Howe
y sus «fontaneros» del Ministerio de Asuntos Exteriores,
aspiran tan desesperadamente, continuará siendo un encar
nizado campo de batalla. John Major, o su sucesor, se
encontrará de nuevo luchando contra los federalistas, colec
tivistas, socialistas, proteccionistas y reglamentistas, sin ol
vidar a los allanadores del Sr. Delors. Hubiera sido más

fácil para nuestros representantes luchar por los intereses
británicos si hubieran estado seguros de que tenían el res
paldo de una opinión pública informada.

Habiendo yo mismo aprendido tanto en los debates de
la Cámara de los Lores, no me cabía ninguna duda de que
el argumento más sólido en favor del referéndum era que la
campaña resultante habría también instruido al electorado
acerca de las cuestiones claves. No se puede negar que el
proyecto europeo ha consistido en un conjunto de acuerdos
llevados a cabo en sesiones secretas entre una muy escasa
élite política de los doce países comunitarios. En Gran
Bretaña, la connivencia de los tres partidos mayoritarios en
los Comunes no ha permitido que se oigan las voces de los
escépticos. En la Cámara de los Lores, entre los arribistas,
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los mercenarios y los apologistas de Bruselas, había parejas
de antiguos comisarios respaldando a laboristas y demócrata-
liberales (respectivamente, Lord Richard/Clinton Davis y
Jenkins/Thomson, a los que ahora se ha unido Dahrendorf)
con Lord Cockfield parando balones para los Conservadores,
más varios parlamentarios europeos antiguos y actuales a
los que, de manera sorprendente, Lord Stockton manifestó
ambicionar unirse.

La enmienda solicitando un «referéndum consultivo» fue

presentada en el período informativo por Lord Blake, el
respetado académico de Oxford (que fue elogiado en 1971
nada menos que por Edward Heath) y de quien en una
ocasión se dijo ser «lo más próximo a una Constitución
escrita que tienen los conservadores». Basó dicha enmienda
en el argumento de que el Tratado introducía, de modo
«irrevocable e irreversible», cambios significativos en la Cons
titución.

Pero en lugar de considerar este cualificado testimonio
con la solemnidad que cabría esperar de los conservadores
hacia los alegatos constitucionales, los portavoces del Go
bierno siguieron a los laboristas, primero, en negar que
Maastricht supusiera una innovación, degradando, en se
gundo lugar, el papel constitucional de la Segunda Cámara
y sosteniendo, por último, que el referéndum era un ele
mento extraño a nuestra Constitución (a pesar de haberse
utilizado cuatro veces en los últimos veinte años). Con esta
cortapisa a la realización de su habitual labor correctora
—por temor a que el proyecto de ley fuera devuelto a los
Comunes y a Bill Cash— los Lores recibían severas adver
tencias por parte de los ministros de no aparecer como
adversarios de la Cámara elegida por votación popular atre
viéndose a hacer valer su consolidado privilegio de dar «a
la otra sala» tiempo para la reflexión. Lord Blake explicó
que dar un voto a su enmienda proporcionaba «una opor
tunidad de oro para demostrar que los lores están a favor
del pueblo».

El argumento más cínico que se ha llegado a utilizar
contra la celebración del referéndum fue el de que Maastricht
había sido apoyado por una mayoría masiva en los Comu-
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nes, cuando hasta los lores que no tenían amigos en la
Cámara baja han debido de tener noticia de la inusitada
imposición de obediencia a las consignas de partido —lle
gándose incluso a la intimidación física— que fue necesaria
para que el Gobierno pudiera superar con una diferencia
mínima de tres votos una división clave.

Por supuesto, los asuntos se llevan con más decoro en la
Cámara de los Lores. Con todo, la aplastante derrota de la
convocatoria de referéndum por 445 votos contra 176 sólo
fue posible con el apoyo de los laboristas y de los liberal-
demócratas reforzado por una excepcional llamada urgente
al voto que advertía a los diputados del partido guberna
mental: «La asistencia de su Señoría, al menos que existan
razones poderosas de enfermedad, es, por consiguiente, esen
cial».

La triste realidad es que una vez que el primer ministro
hubo empeñado su propia supervivencia en conseguir la
aprobación del Tratado de Maastricht, su Gobierno se vio
obligado a emplear todos los medios posibles, limpios o
menos limpios, para salir victorioso. Su principal estrategia
consistió en jugar con el miedo de que Gran Bretaña podía
quedar relegada a las tinieblas de la marginación por parte
de sus socios europeos, sin tomar en consideración el hecho
de que cualquier cambio del Tratado requiere unanimidad,
de modo que los otros once socios no habrían podido
alterar el statu quo sin nuestro consentimiento.

La Confederación de la Industria Británica (CBI) prestó
obsequiosa su apoyo a la línea del Gobierno. Y así, antes
de que se abriera el gran debate, los miembros de la Cámara
de los Lores recibieron una circular del presidente de la
Confederación que comenzaba expresando su «máxima preo
cupación» por el Mercado Único, manifestaba a continua
ción su hostilidad hacia Bruselas por su «filosofía dirigista...,
edictos napoleónicos... arrogancia», para terminar explotando
el factor miedo: «Esta no es razón para abandonar el Mer
cado Único como los llamados euroescépticos desearían».
Enfatizo esas palabras porque nunca se ha cuestionado
abandonar el Mercado Común. Lo que realmente pone en
peligro nuestro objetivo común de crear un auténtico mer-

— 232 —



cado competitivo viene de la filosofía económica y social
claramente colectivista de la Comisión y del Tribunal de
Justicia Europeo, concepción que Maastricht refuerza pode
rosamente.

Lord Cockfield puso involuntariamente el juego al des
cubierto al comienzo de la segunda sesión. Como comisario
responsable del programa de medidas para 1992, sabía mejor
que nadie lo que se decía. Dio la impresión de sentir cierto
placer diabólico en martirizar a la señora Thatcher (sentada
junto a él) recordándole que ella había firmado en Stuttgart
una «solemne declaración sobre la Unión Europea» por la
que los Doce quedaban comprometidos en una «Europa
unida,... Programa Social Europeo,... convergencia en el
desarrollo económico,... progresos para llegar a la Unión
Monetaria y Económica,... estrategia industrial,... transfe
rencia de recursos hacia regiones menos desarrolladas...» y
otras muchas perversidades. Para Lord Cockfield, Maastricht
pone simplemente los puntos sobre las íes de unas «políticas
con las que la Comunidad está comprometida desde hace
tiempo».

Esta concepción es aún más alarmante a la luz del
especial papel y especiales procedimientos del Tribunal de
Justicia Europeo de Luxemburgo como suprema autoridad
judicial con poder para emitir sentencias que anulen las
legislaciones nacionales y las funciones de los tribunales
locales. Este Tribunal de Luxemburgo tiene, según la temida
Declaración de Stuttgart, «un papel esencial que jugar en el
progreso hacia la Unión Europea garantizando el cumpli
miento y desarrollo, de la legislación comunitaria».

A diferencia de los tribunales británicos, sus sentencias
tienen en cuenta los objetivos fundamentales de la Comuni
dad, incluyendo lo que explícitamente señala como «progre
sos concretos hacia la Unidad Europea». Como dice el
manual de Lasok y Gridge: «...las referencias al espíritu y
objetivos de los Tratados facultan al Tribunal para salvar
las lagunas del sistema... (El Tribunal) actuaba consciente
mente... como el artífice de la integración europea». Y lo
que es aún peor, de los trece jueces que lo integran, algunos
proceden de la política, y solamente tres han tenido expe-
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riencia judicial previa. ¿Cómo puede el Gobierno británico
esperar que un Tribunal tan innovador vaya a respetar
escrupulosamente las tan traídas y llevadas «excepciones» a
la Unión Monetaria o la Carta Social, cuando tanto uno
como otro vulneran no sólo el espíritu, sino también la
letra de compromisos anteriores?

Esta esperanza se hace todavía más lejana a la luz de la
filosofía político-económica que practica el Consejo. Incluso
sin el dogmático pensamiento social-cristiano de Jacques
Delors, las circunstancias serían desfavorables a la economía
de mercado competitiva tal como se concibe por el pensa
miento liberal británico, pues se trata de ideas que no
encuentran eco en el continente. Desde hace mucho tiempo,
la tradición dominante de Francia, Alemania, Italia, España
y otros países comunitarios ha sido corporativa, prefiriendo
la cooperación y el consenso a la lucha y la competencia.
Como ejemplo baste recordar las 300 horas que los parla
mentarios británicos invirtieron debatiendo calurosamente

los detalles del Tratado de Maastricht, mucho más tiempo
que el total de horas empleadas por los otros once parla
mentos juntos.

Peor aún, la Comisión goza de poder exclusivo para
elaborar directivas y se acoge regularmente al Acta Única
Europea para, mediante mayoría cualificada, proponer me
didas sociales ante el Consejo con el fin de invalidar la
capacidad de veto británica. El ejemplo más conocido de
los sinuosos métodos de la Comisión fue el intento de hacer

cumplir la directiva de la semana laboral de 48 horas a
través del artículo 118a del Acta Única que se supone está
circunscrito a «Salud y seguridad en el trabajo». (El ciuda
dano Delors presume de trabajar catorce horas al día). En
lugar de rebelarse contra semejante artimaña abandonando
simplemente la reunión del Consejo y nombrando en lo
sucesivo negociadores permanentes más firmes, el ministro
inglés trató de suavizar la situación y luego apeló al Tribunal
de Justicia Europeo, cuyo veredicto se espera ahora con
pesimismo, dada la falta de seguridad en que se produzca
un fallo justo. Las perspectivas de que se gane este y otros
pleitos han empeorado con el Tratado de Maastricht y con
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la aceptación por parte del primer ministro de la ampliación
de los objetivos del tratado con la inclusión de la «Cohesión
Social», que inevitablemente introducirá la Carta Social en
el Reino Unido por la puerta trasera. De hecho, ya el 2 de
agosto, el Tribunal de Justicia Europeo concedió el pago de
indemnizaciones ilimitadas por daños y perjuicios en caso
de discriminación sexual en el trabajo.

Un ejemplo todavía más revelador de duplicidad es la
directiva de la Comisión sobre las condiciones de empleo de
los trabajadores a jornada parcial, apoyada invocando el
artículo 100a, que justificaba el uso de la mayoría cualificada
para acelerar la supresión de las barreras y pleno estableci
miento del Mercado Único. Y aunque este artículo excluye
expresamente, ínter alia, «los derechos e intereses de las
personas que tienen empleo, la directiva tiene como objetivo
imponer para los trabajadores a tiempo parcial, unos bene
ficios proporcionalmente similares a los que disfrutan los
trabajadores a tiempo completo en materia de pensiones,
vacaciones, despido y antigüedad».

La utilización de las atribuciones que sobre mercado único
otorga el artículo 100a se justifica de manera especiosa con
los siguientes cinco argumentos: primero, la jornada laboral
parcial está aumentando; segundo, las disposiciones que la
regulan varían mucho de país a país; tercero, tales variacio
nes ponen en peligro la competencia leal; cuarto, las dife
rencias en las condiciones estipuladas afecta a los costes
indirectos; y de ahí a la falsa conclusión: «es necesario
aproximar las normativas nacionales oportunas para eliminar
las disparidades que dan lugar a una desvirtuación de la
competencia».

Como ocurre con tantos otros intentos de armonización
llevados a cabo por la Comisión, este razonamiento revela a
la perfección lo que el concepto delorseano de «nivelación
del terreno de juego» tiene de delirante política económica
de apisonadora. ¿Es que acaso todo el comercio entre com
pañías, distritos o países no está condicionado por las va
riaciones en costes de capital, trabajo, tierra o localización,
debidas a ventajas comparativas naturales o adquiridas?
Mon pauvre Jacques. Lo ha entendido todo al revés. ¿Trata
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de engañar o es acaso un zopenco? Es cierto que el libre
comercio tiende a aproximar los costes en todo el mercado
por el simple procedimiento de facilitar la expansión de los
productos procedentes de recursos localizados o competiti
vos. Pero ese es el resultado ex-post, no la condición ex ante
de la competencia.

Un ejemplo actual serviría para ilustrar el análisis. Cuan
do yo empezaba mis estudios de economía en Cambridge,
los líderes sindicales denunciaban con regularidad las im
portaciones de Hong Kong como «dumping social» produci
do por capitalistas que pagaban a sus trabajadores un pu
ñado de arroz al día. Cincuenta años más tarde, y a pesar
de las restricciones impuestas a las exportaciones del extremo
oriente, el libre cambio, aun siendo imperfecto, ha facilitado
a los ciudadanos de Hong Kong la posibilidad de cambiar
artículos inferiores por otros de mayor valor, de modo que
sus salarios están ahora por encima de los de algunos países
europeos.

Siguiendo la lógica de este brote de dementia delorsia
que padece Bruselas, habría que imponer una hora común
europea para irse a la cama y así impedir que los extranjeros
laboriosos puedan llegar a aventajar a los demás trabajando
por la noche. Mis amigos me han rogado que suprima esta
pequeña broma no fuera que llegara a oídos del circunspecto
comisario alemán Bangemann, carente en absoluto de senti
do del humor (¿recuerdan a aquel comisario de la URSS
que se oponía a las patatas con sabor a gamba y estaba a
favor de un modelo único de condón?). Seguramente se
pondría a meditar sobre la mejor hora de echar el cerrojo a
Europa, en interés, qué duda cabe, de la salud, la seguridad
y/o la competencia leal. ¿Las 10.30 tal vez? ¿O mejor quizá
las 11.00?

El ejemplo de intento por parte de la Comisión de
imponer políticas sociales por medio del voto mayoritario
genera severas dudas sobre cuánto tiempo podrá durar nues
tra excepción. No menos seria es la interrogante acerca de
nuestra exención de la tercera fase de la unión monetaria.

Lord Tebbit preguntó repetidamente si el Gobierno de su
Majestad estaba a favor del principio de que una moneda
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única sustituyera finalmente, y de forma irreversible, a todas
las monedas nacionales; pero no obtuvo respuesta alguna.
Todo lo que se le ocurrió decir al ministro fue que el
gobierno no tenía que decidirse sobre tales cuestiones hasta
después del día señalado en 1997 ó 1999. Desgraciadamente
en una postura tan fácil se advierten por lo menos dos
fallos que pueden resultar fatales.

El cada vez más numeroso sector crítico, a quien el
hundimiento del Mecanismo de Tipos de Cambio ha venido
a dar la razón, nos había advertido del perjuicio que se
haría a toda Europa. Bajo el título de «área óptima de una
moneda», un análisis económico técnico sugiere que los
países que utilizan una moneda única deben tener estructuras
similares, estar en un nivel semejante de desarrollo y pro
gresar a un ritmo de crecimiento similar. El sistema podría
funcionar por la misma razón que puede funcionar una
carrera a tres piernas, si los dos miembros de cada pareja
tienen el mismo tamaño, fuerza y velocidad, y siempre y
cuando corran en la misma dirección. Si no se da tal
conformidad, la política monetaria que conviene a las eco
nomías más prósperas ejercerá presiones contradictorias
sobre los rezagados, tal y como sucedió dentro de Inglaterra
desde que el declive industrial de los años 30 condenó a
Escocia y a la zona del noreste al estatus de área deprimida
demandando cuantiosas y continuas subvenciones.

La necesidad de abordar estas desagradables realidades
es lo que hace que el Tratado de Maastricht esté lleno de
palabras acerca de convergencia y fondos de cohesión. Pero
el supuesto calendario de 1997 ó 1999 no guarda ninguna
relación con el prolongado período de ajuste que la historia
económica ha demostrado que es necesario, especialmente
en estos tiempos de rápido progreso técnico y cambios sin
precedentes en el comercio, la investigación y otros ámbitos
de contacto entre los pueblos de todo el mundo. Incluso si
pudiera identificarse un área óptima de moneda, rápidamente
se vería alterada por acontecimientos que afectan de una
manera distinta a unas zonas y a otras. Los desequilibrios
causados por la reunificación de Alemania son tan sólo un
ejemplo especial de esta proposición general e ineludible.
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La unión monetaria europea es una de esas huidas de la
realidad que casi con toda seguridad va a producir un saldo
pavoroso. Si alguien se pregunta cómo es posible que los
dirigentes políticos puedan tomarse el proyecto tan en serio,
habría que recordarle el consenso keynesiano-colectivista
sobre política de rentas, industria estatal, poder sindical,
economía mixta, subvenciones y Estado del bienestar que
mantuvo esclavos a todos los partidos hasta que Margaret
Thatcher rompió el hechizo en 1979.

El segundo grave error se oculta tras la firme garantía
ministerial sobre la excepción de Gran Bretaña de la tercera
fase de la Unión Monetaria Europea. El Tratado es perfec
tamente explícito cuando pide a los países que se mantienen
fuera que entiendan la convergencia económica como un
requisito para entrar en el Mecanismo de Tipos de Cambio
y traten mientras tanto su economía y su política de tipos
de cambio «como asunto de interés común». Pero ya antes
de que Maastricht haya entrado en vigor, Delors y otros
han criticado la decisión británica de dejar flotar su moneda
arguyendo que con ello se da una injusta ventaja competitiva
a nuestras exportaciones, abaratando sus precios con res
pecto a otras monedas nacionales. De nuevo se produce
aquí una deliciosa despreocupación del más elemental análi
sis económico, que demuestra que un efecto de la subida de
ventas de las exportaciones británicas «baratas» sería, con
el tiempo, el de incrementar la demanda de nuestra moneda
y por tanto su precio, lo que acabaría haciendo nuestras
exportaciones menos baratas.

Aun en el caso de que Bruselas acertase a entender algo
de este elemental análisis, el Tratado de Unión Europea
tiene como objetivo fundamental la unión económica, polí
tica y monetaria. Dado que los zopencos no podrán captar
estas verdades económicas —despreciadas, desde luego, por
los constructivistas— cualquier esfuerzo por parte de Gran
Bretaña de permanecer indefinidamente fuera del fracasado
Mecanismo de Tipos de Cambio puede ser cuestionado por
nuestros socios en el sentido de que les coloca en una
posición de desventaja competitiva, pero también de que
con ello faltamos de manera manifiesta a nuestros repetidos
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y solemnes compromisos. Como mínimo, nos veremos ex
puestos a una presión incesante para participar plenamente
en la segunda fase como paso previo necesario para poder
decidir sobre nuestra excepción. Lo más probable es que, si
continuáramos dando largas a nuestras intenciones, la Co
misión o algún país miembro nos llevaría ante el Tribunal
de Justicia Europeo, y es muy difícil imaginar cómo podría
mos negar no haber tomado en serio la Unión Monetaria
Europea. Si el Tribunal fallara en contra nuestra, quizá
lamentaríamos haber contribuido con tanta alegría en dotarla
de la nueva facultad de imponer multas indefinidas sobre
futuros rebeldes, que, curiosamente, habíamos supuesto se
rían antes que nadie los italianos.

Cuanto más he meditado sobre el futuro de Gran Breta

ña en Europa después de Maastricht, más me preocupo.
Aparte del persistente escándalo de la Política Agrícola
Común (CAP), el apreciado Mercado Único está ya sufrien
do las consecuencias del exceso de medidas de armonización
y el elevado coste de las disposiciones en materia social, que
el imperialismo de la Comisión y del Tribunal pretenderán
intensificar. El acumulado acquis communautaire impedirá
la ampliación a los países del este. Y lo único que se le
ocurre a Delors como respuesta a la perspectiva de una
competencia creciente por parte de China y los tigres asiáti
cos es la propuesta «un pacto social global».

Es difícil no estar de acuerdo con aquellos toríes que,
adoptando una postura cínica, han apoyado Maastricht por
que piensan que nunca se llevará a la práctica, pero se
equivocan al decir que no existe motivo de preocupación.
Cada vez estoy más convencido de que, a menos que en
Europa devolvamos al mercado competitivo la importancia
que merece, tendremos que imitar a Hong Kong en su
adopción del libre comercio unilateral como medio para
conseguir la prosperidad.

Barnet, 2 de agosto de 1993
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REALIDADES ECONÓMICAS A LAS QUE SE
ENFRENTA EUROPA

Brian READING

Liberalización frente a reglamentación

Maastricht es un callejón sin salida. Es éste un hecho
que la mayor parte de la gente hoy reconoce, aunque mu
chos políticos lo nieguen; habiendo sido ellos, sin embargo,
los que llevaron a Europa a esta situación, se entiende que
sean las últimas personas en admitirlo. Dichos políticos han
hecho de la unión monetaria y económica un objetivo en sí
mismo, recurriendo más tarde a criterios de convergencia
para poder alcanzarlo, criterios concebidos con la exclusiva
finalidad de garantizar que la proyectada moneda única sea
tan estable como la más estable de las europeas, y evitar
que llegue al grado de empobrecimiento a que algunos
países miembros han llevado a las suyas. Los gobiernos y
bancos de Europa actuaron tomando como referencia la
inflación de los años 70, en la creencia de que los problemas
del pasado serán también, inevitablemente, los del futuro.

Los padres fundadores de la Comunidad Europea pen
saron en términos similares, pero ellos tenían sobradas ra
zones para hacerlo. Su visión del futuro de Europa estuvo
condicionada por los recientes y amargos recuerdos de la
depresión económica de los años 30, con su alta tasa de
desempleo y rivalidades económicas entre las naciones, que
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desembocarían una vez más en el devastador conflicto militar
de la Segunda Guerra Mundial. Estimulando el desarrollo
pretendían eliminar las rivalidades nacionales y los desórde
nes internos. En lugar de imponer controles estrictos, lo que
hicieron fue liberalizar.

Todos los gobiernos europeos de la postguerra compar
tieron los mismos objetivos: crecimiento rápido, baja tasa
de desempleo y unas sociedades equitativas en las que los
ancianos, los enfermos, los pobres y los desempleados pu
dieran participar de la prosperidad nacional. No dieron
especial prioridad a la estabilidad de los precios. La inflación
no se consideraba un problema que pudiera darse en tiempos
de paz. Hasta entonces había sido un fenómeno surgido en
los períodos de guerras o de postguerras, especialmente
entre las naciones derrotadas (véase el gráfico 1). Una mayor
prosperidad sería el antídoto contra la pobreza, la injusticia,
el fascismo, el comunismo, los nacionalismos y, sobre todo,
contra la guerra. El libre comercio entre las naciones era la
receta para alcanzar un rápido crecimiento, y el Estado del
bienestar, su aliado en la tarea de garantizar una armonía
social dentro de cada nación. Este fue el pacto social que
los gobiernos de la postguerra ofrecieron a su pueblo, y
resultó enormemente bien acogido.

Gráfico 1. La inflación mundial desde Cromwell
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Entonces, ¿qué fue lo que salió mal? Las cargas fiscales
impuestas sobre los que producen la riqueza de las naciones,
a cambio de proporcionar unas condiciones de vida razona
bles a aquellos que no pueden contribuir con su trabajo al
bienestar general (no por su culpa, en la mayoría de los
casos), se dispararon hasta unos niveles con los que nunca
se había contado. Los impuestos rompieron la relación exis
tente entre el valor de la producción y las recompensas
económicas que reciben los que la hacen posible. El gráfico
número 2 demuestra la magnitud que han llegado a alcanzar
dichos impuestos. En Alemania, por ejemplo, el coste medio
de hora trabajada es de 22 dólares, pero el trabajador se
queda apenas con un tercio de esta cantidad, esto es, 7'70
dólares netos, por una hora extra de trabajo. El trabajador
alemán en paro obtiene, en cambio, 7'50 dólares (brutos)
¡por no trabajar!

Compruebe lo pequeños que son los «mordiscos» de los
impuestos en Gran Bretaña y en España comparados con
los de Francia y Alemania, y la relación que existe entre los

Costes totales $22,2

Gastos generales —

Salario marginal

Alemania

Gráfico 2. El mordisco de los impuestos
Costes salariales por hora
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salarios netos marginales l con las prestaciones por desem
pleo en Europa. Para poder invertir capital y mano de obra
en una empresa, se necesita como incentivo la perspectiva
de que el valor de la producción obtenida supere el coste de
la misma. El aumento de los impuestos eleva los costes
totales y por tanto reduce la cantidad de capital y trabajo
que merece la pena invertir. Pero cuantos menos trabajado
res haya produciendo riqueza, más grande tendrá que ser la
cuña de impuestos necesaria para sostener a los parados. El
resultado es un círculo vicioso en el que el sistema acaba
luchando contra sí mismo.

El coste del pacto social se ha visto incrementado por la
alta tasa de desempleo, y se incrementará aún más debido
al envejecimiento de la población europea. Con la mejora
de los niveles de vida, los europeos optaron por tener
familias más reducidas. La abultada población a que dio
lugar el repentino boom de la natalidad ocurrido en el
período de la postguerra había soñado con tener una vejez
demasiado acomodada, a expensas de una prole demasiado
exigua. La solución al problema podría estar en la entrada
libre de inmigrantes procedentes de países más pobres, pero
ello es inaceptable.

Desempleo, inflación e impuestos

El desempleo creció, en parte, porque los que tenían
trabajo no estuvieron dispuestos a aceptar su decreciente
participación en el disfrute de la riqueza que ellos mismos
producían. La implantación de un sistema fiscal igualitario
para ayudar a mantener el generoso estado del bienestar,
rebajó las diferencias de ingresos entre obreros y oficinistas,
trabajadores cualificados y no cualificados, y entre emplea
dos y parados. Los trabajadores respondieron exigiendo a
sus patronos incrementos salariales para compensar la cre
ciente rapacidad impositiva. El resultado fue una inflación
por incremento de los costes (o para ser más exactos, de los
impuestos).

Por una hora extra de trabajo.
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Gráfico 3. Gasto público e inflación
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Alguien (probablemente un articulista de The Economista
definió brillantemente la inflación como «demasiado dinero
a la caza de demasiados pocos productos». Dicha descripción
quedó acuñada en el lenguaje y condujo a la conclusión
natural de que limitando el crecimiento del suministro de
dinero se limita la inflación. La frase, sin embargo, define
—y es buena receta para— una inflación causada por la
presión de la demanda. «Demasiado dinero a la caza de de
masiados pocos productos» describe las condiciones propias
de una economía sobrecalentada, aquella en la que se dan
al mismo tiempo un rápido crecimiento y una rápida subida
de los precios. Pero esto, evidentemente, no encaja con la
experiencia de los últimos dos decenios, en los que la estan-
flación y la recesión con inflación —es decir, una rápida
subida de precios acompañada de estancamiento o caída en
la producción— han sido la norma (ver gráfico 4). La
inflación de los años 70 se debió a la subida de los costes
salariales, no al incremento de la demanda, es decir, a que
demasiadas personas reivindicaban una participación dema
siado grande en unos ingresos reales demasiado pequeños.
En lugar de solucionarse el problema de la inflación con el
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aumento del desempleo, éste se incrementó a causa del
aumento de la inflación.

La receta de limitación del dinero que se aplicó para el
tratamiento de este tipo diferente de inflación produjo re
sultados perversos a largo plazo. (Controlar el suministro
de dinero puede ser una condición necesaria para rebajar la
inflación a corto plazo, pero no es una condición suficiente
a largo plazo). La inflación producida por el incremento de
los costes, que redujo la producción y aumentó el desempleo,
se «corrigió» mediante una deflación causada por la presión
de la demanda, rebajando aun más la producción y aumen
tando el desempleo. La inflación se contuvo durante los
años 80, pero estuvo lejos de solucionarse, y ello por la
sencilla razón de que no se trataba en realidad de un
problema sino de la solución que se buscó al problema
estructural planteado por la crisis económica en la que el
síndrome del pacto social del estado del bienestar había
sumergido a las economías europeas. Aceptar el mal que
supone un aumento todavía mayor del paro a cambio de
una menor inflación ha exacerbado la crisis. Pero al menos
ha servido también para revelar su verdadera naturaleza,
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que no es otra que la de garantizar los puestos de trabajo
rentables para todas aquellas personas disponibles para
asumirlos.

Los gobiernos han percibido esto vagamente, pero a
costa tan sólo de empeorar las cosas. Se ha brindado al
sector privado una mayor participación en los recursos por
medio de alivios fiscales alternados con períodos de tiran-
tezmonetaria. En vez de reducir la cuña de los impuestos
disminuyendo el gasto, han «reducido» éste recurriendo al
endeudamiento. A los votantes que no podían tolerar un
descenso en los niveles de vida, tanto de los que no produ
cen, a través de recortes en la seguridad social, como de los
que sí producen, a través de un aumento en los impuestos,
se les ha dicho que ninguna de estas dos soluciones era
necesaria. Lo que hicieron, a cambio, fue traspasar la carga
a las futuras generaciones mediante la acumulación de gi
gantescas deudas en el sector público. Esto dio resultado en
los años 70 cuando los tipos de interés real eran negativos.
Pero los altos tipos de interés real de los años 80 han
introducido otra cuña entre el uso productivo de capital
privado y el despilfarro que se ha hecho de los ahorros
financiando él consumo del sector público.

La amenaza que suponen los bajos costes de ciertos países
productores

La crisis de empleo que Europa se ha causado a sí
misma se ha visto agravada por los acontecimientos inter
nacionales. En un mundo de libre comercio, los fabricantes
europeos deben competir más y más con unas naciones en
proceso de industrialización, cuyos costes salariales y sociales
son sólo una fracción de los que debieran pagar. Cuando
las diferencias de productividad son mayores que las dife
rencias de renta, no existe ningún problema. Pero la supre
sión de la desigualdad en los ingresos de los trabajadores
europeos cualificados y los no cualificados, y entre los
mejor y peor formados, supone que los trabajadores euro
peos semicualificados ocupados en trabajos repetitivos de

— 247 —



tecnología standard ganan más de lo que puede justificar su
nivel de productividad. La competencia por parte de las
economías con costes salariales más bajos hace bajar los
precios y reduce el valor de su producción por debajo del
que justificaba su mantenimiento en el empleo.

Hasta ahora, sin embargo, la expansión de la industriali
zación en los años de la postguerra ha sido extraordinaria
mente lenta. El gráfico 5 compara las cuotas de producción
industrial mundial con las cuotas de población. Ambas
acabarán por converger, y cuando eso ocurra las rentas de
los países en desarrollo crecerán, mientras que las de algunos
trabajadores de países avanzados se harán descender para
ponerlas a la altura de las primeras. Hasta ahora, la distri
bución de producción frente a población se inclina de ma
nera grotesca a favor de América, Europa y Japón. Esto se
debe sobre todo a que la mayoría de los restantes países
adoptaron ideologías políticas y estrategias de desarrollo
que hicieron imposible una rápida industrialización.

Gráfico 5. Productividad relativa y cuotas mundiales de producción y
población
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Los países comunistas se autoexcluyeron de las econo
mías de mercado y siguieron su propio camino. Muchos
estados independientes postcoloniales adoptaron la propiedad
y control estatales como base de la industrialización, prote
giendo sus industrias nacionales mediante la imposición de
una serie de restricciones comerciales y de cambio con la
esperanza de que podrían crecer y prosperar recurriendo a
la importación. Tan sólo un puñado de países, principal
mente de Asia, adoptaron estrategias más liberales, orienta
das a la exportación. Estos nuevos países industrializados
lograron un éxito espectacular, llegando a superar amplia
mente a los países avanzados de la OCDE, con un incre
mento sustancial de sus cuotas de producción y comercio
mundiales. Los cuatro países asiáticos recién industrializados,
Corea del Sur, Taiwan, Hong Kong y Singapur, contabiliza
ron el 0'5% de la producción industrial mundial en el año
1965 y el V5% de las exportaciones. Hoy, esas cifras se han
multiplicado por cinco o seis.

La competencia con los nuevos países industrializados
ha provocado pérdida de puestos de trabajo en Europa. La
industria ha emigrado allí donde los costes eran más bajos.
Las empresas multinacionales se han subido al Orient Ex
press, lo cual, si bien doloroso para un sector limitado de la
industria europea, no representa más que un leve pinchazo
para el conjunto de su economía. Los nuevos países indus
trializados son unos enanos poderosos. Su población global
representa el 1% de la población mundial y un 1/20 de la
de los países de la OCDE. Pero durante los años 80 una
revolución ideológica recorrió el mundo entero. Se desechó
el comunismo y se dio la bienvenida a la privatización y a
la desregularización. Las viejas y fracasadas estrategias de
desarrollo fueron abandonadas en favor de las estrategias
liberales, orientadas a la exportación, que han practicado
los nuevos países industrializados, donde han puesto ahora
los ojos los nuevos países exportadores, que acaban por fin
de iniciar el despegue hacia una rápida industrialización.

Estos nuevos países exportadores suponen una amenaza
sin duda mucho mayor. La población global de los que
tienen más posibilidades de triunfar (Indonesia, Malasia,
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Tailandia y China) duplica a la de los países de la OCDE.
De momento representan tan sólo una doceava parte de la
producción industrial y exportación mundiales, frente a más
de la mitad y las 3/4 partes, respectivamente, de los países
de la OCDE. Pero el crecimiento anual en dos dígitos de su
Producto Interior Bruto los catapultará hasta la gran liga
de países industrializados antes de que el siglo XXI esté muy
avanzado. (Hace algo más de diez años, China ocupaba el
puesto número 38 en la lista de países exportadores. Sus
exportaciones se han multiplicado por seis desde entonces,
se ha duplicado su cuota mundial de producción y ahora
ocupa el puesto número 13 entre los más grandes). Y esto
sin contar con otros países como Méjico, Brasil, la India y
países de la Europa Oriental, que siguen, o están a punto
de iniciar, un camino similar.

Necesidad de un cambio de estrategia

Europa está ya en crisis. Una crisis estructural, no cíclica.
Una crisis de empleo, no de inflación. Y va camino de
empeorar calamitosamente. Habiendo vuelto a crear las con
diciones de elevado y creciente desempleo que se dieron
antes de la guerra, los líderes europeos se enfrentan ahora
con las mismas amenazas sociales y políticas que desgarraron
a Europa hace cincuenta años. Es ésta una verdad que la
gente común percibe intuitivamente y que, en cambio, no
ven sus miopes líderes europeos. No es de extrañar que los
gobiernos en general gocen de tan baja estima. No es de
extrañar que la gente esté volviendo a prestar oídos a los
demagogos, tales como Sr. Le Pen en Francia (o en América,
Ross Perot) y a partidos distintos de aquellos que han
monopolizado el poder tras la Segunda Guerra Mundial. La
solución hay que buscarla en una vuelta a los principios
fundamentales. El auténtico objetivo de Europa es la pros
peridad, no la estabilidad de los precios. Maastricht comete
el error monumental de suponer que lo último es causa de
lo primero, cuando es así que la estabilidad de los precios
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no conduce hacia un rápido crecimiento y progreso, sino
todo lo contrario.

El nuevo proyecto europeo debe comenzar por el aban
dono de Maastricht. (El fracasado Mecanismo regulador de
cambios (MRC) ya ha empobrecido innecesariamente a la
ciudadanía europea). Y se debe basar en la vuelta a los
principios fundamentales, algunos de los cuales son muy
fáciles de comprender. En primer lugar, la soberanía, al
contrario que la virginidad, es divisible. Para cada función
de gobierno hay un nivel determinado de máxima eficacia.
Por poner un ejemplo trivial, Bruselas no puede ser respon
sable del vaciado de los cubos de basura, como tampoco el
ayuntamiento de Broadstairs puede ser responsable del con
trol del tráfico aéreo local. Lo que hay que hacer es exami
nar todas las funciones de gobierno para determinar cuál es
el nivel mínimo necesario en que cada una se puede realizar.

En segundo lugar, en cada nivel de gobierno debe haber
un sistema democrático de representación. La actual estruc
tura antidemocrática de las instituciones europeas significa
que no es prudente asignar funciones a Bruselas, aunque
sean propiamente paneuropeas. Los dictados formulados
por la Comisión para ser impuestos tras deliberaciones se
cretas entre los ministros, a los países miembros, deben
rechazarse inmediatamente. Para hacer cualquier cesión de
poder a Bruselas es requisito previo y esencial que exista un
sistema democrático de gobierno europeo aceptado en refe
réndum por toda la población europea.

Así fue exactamente como se estableció la Constitución

americana. Tenemos el precedente para lograr una integra
ción que funcione, así que ¿por qué no lo utilizamos? Cier
tamente, su ejemplo nos enseña que la democracia es dema
siado valiosa como para dejarla en manos de políticos que
trabajan con mentes cerradas detrás de las puertas cerradas
de las Conferencias Intergubernamentales. Se necesita un
Congreso Constitucional Europeo abierto donde se discutan
y generen propuestas por parte de aquellos que cada nación
considere sus representantes mejor dotados.

Dejando a un lado este cri de coeur, veamos lo que
hubiera sucedido a la proyectada moneda única si se hubiera
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seguido el primer principio que acabamos de apuntar. Existe
un extenso cuerpo de doctrina sobre el tamaño óptimo del
área de aplicación de la moneda única. Según dichas teorías
los beneficios que se derivan de la utilización de una moneda
única en el comercio internacional debieran pesar más que
la pérdida de flexibilidad en el tratamiento de las diferencias
producidas por agentes exógenos o las variaciones en los
niveles de desarrollo. Cuanto más homogéneas sean unas
determinadas economías y más similares sus niveles de des
arrollo, mayor será el área dentro de la que los beneficios
de una moneda única superarán a sus desventajas.

La Comunidad Europea, sin embargo, no es homogénea,
sino bastante dispar. Gran Bretaña y Holanda son produc
tores de petróleo pero otros países europeos, principalmente
Alemania, son importadores de energía. Las variaciones
bruscas en el precio del petróleo empobrecen a una parte de
Europa mientras enriquecen a otra. Las modificaciones en
los tipos de cambio reducen esos impactos, pero eso es un
ejemplo del pasado. Consideren el peligro que ahora suponen
los nuevos países industrializados y los nuevos países expor
tadores. El pacto social se llevó a mayores extremos en
Alemania, Francia y países del norte continental de Europa
que en Gran Bretaña y países del sur de Europa. Y cuando
se produjo la unificación alemana, incluso se extendió, con
resultados desastrosos, de la Alemania Occidental a la Ale
mania Oriental.

Los fabricantes alemanes y franceses tienen que soportar
mayores costes sociales reales que los británicos y los espa
ñoles, lo que motivó el reciente cierre de la fábrica de
Hoover en Lyon y la expansión de la de Cambuslang, en
Escocia. Estos costes que los Estados imponen sobre las
nóminas, conducen a la rigidez del mercado. Las medidas
que impiden a los patronos hacer reducciones de plantilla o
imponen el pago de fuertes indemnizaciones a los que sí
están autorizados a llevarlas a cabo, hacen que cada posible
empresario realice un cuidadoso cálculo de las consecuencias
que le acarreará la instalación o expansión de centros de
producción en esos países. En aquellos países en que los
empresarios tienen más libertad para despedir a los emplea-
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dos con mínimas indemnizaciones, las cargas que supone el
sostenimiento del Estado del bienestar recaen sobre el
Estado, con lo que quedan repartidas equitativamente entre
todos los productores. Esto aumenta la posibilidad de crea
ción de nuevos puestos de trabajo para reemplazar los que
se han perdido.

Cuadro de los costes de una nómina de Hoover

Francia Escocia

* Paga neta semanal
* Deducciones: IRPF/Seguridad Social,

Jubilación, vacaciones, etc.

* Coste bruto total del patrón

* % del Neto sobre el Bruto

* % de las Deducciones sobre el Neto

Fuente: Análisis del Daily Mail

Libras

281 199

126 35

407 234

69% 85%

45% 18%

En los países en que la rigidez del mercado laboral lleva
a compañías e industrias importantes a una situación de
insolvencia o las obliga a reinstalarse en el extranjero, la
solución que los gobiernos se ven tentados a adoptar es la
de las subvenciones. Esto inhibe la caída estructural de
industrias envejecidas y, dado que los costes deben ser
soportados por unas industrias no subvencionadas, dismi
nuye la rentabilidad de las empresas saneadas, reduciéndose
la creación de la riqueza que se necesita para financiar y
desarrollar nuevos y más avanzados productos. Las pesadas
cargas con que se grava el empleo de mano de obra aceleran
la utilización de capital para salvar puestos de trabajo a
costa de inhibir la inversión de capital en creación de empleo
en empresas rentables. No es casualidad que la aplicación
de la moderna tecnología informática haya reducido por lo
general el empleo. No cuesta nada despedir a un ordenador.
Su uso no soporta impuestos.
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Alemania y Francia se enfrentan a una crisis del pacto
social de una magnitud mucho mayor que la de Gran
Bretaña o España. Esta disparidad es demasiado grande. En
un área de moneda única, con los tipos de cambio congela
dos a niveles que revelan el sesgo deflacionario del Bundes
bank alemán —i.e. con un marco alemán exageradamente
sobrevalorado en razón de los costes laborales, lo mismo
que el franco— si los franceses no son lo suficientemente
sensatos como para evitarlo —Alemania y Francia serán en
el futuro las naciones deprimidas de Europa. Sufrirán pérdi
das de puestos de trabajo, no sólo en favor de los nuevos
países industrializados y los nuevos países exportadores,
sino también en favor de Gran Bretaña, España e Italia. Su
crisis del pacto social se intensificará.

La «solución» de Maastricht es irresponsable. Mediante
la Carta Social pretende extender la rigidez laboral a toda
la Comunidad. Para que pueda existir una competencia
justa, cada uno de sus miembros debe sufrir costes sociales
similares. El dumping social debe ser proscrito. Toda Europa
se convertirá entonces en zona catastrófica. La presión para
que se proteja el comercio se hará irresistible. Europa se
convertirá en una plaza fuerte, dejando a la Europa Oriental
fuera de sus puertas. Para entonces habremos adoptado
precisamente aquellas intolerantes políticas comerciales que
los nuevos países industrializados y los nuevos países expor
tadores han abandonado. Y detrás de sus barreras, una
empobrecida Europa se verá arrastrada hacia una profunda
crisis estanflacionaria. La democracia estará en peligro. Este
enfoque es exactamente lo contrario de lo que querían los
padres fundadores de la CEE de la postguerra.

La alternativa es obvia. La Comunidad Europea es de
masiado extensa y diversa como para llegar a constituir un
área óptima de moneda única. Si los franceses y los alemanes
no quieren aceptar las medidas necesarias para reducir la
generosidad de sus sistemas sociales, la rigidez de sus mer
cados laborales, las subvenciones a sus empresas en declive,
entonces deben actuar en solitario. Sería conveniente que
formasen una área de moneda única en torno al núcleo
marco alemán/franco francés, como lógica conclusión de la
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política monetaria del franc fort. El marco/franco podría
así depreciarse con respecto a las monedas que se mantengan
fuera. La depreciación retrasa el proceso de pérdida de
puestos de trabajo a costa de hacer que toda la economía
sufra el dolor del deterioro de los niveles de vida, en vez de
dejar que aquél se concentre sobre el sector industrial y
comercial. Una Europa de dos velocidades constituye una
vía mejor para avanzar en lo económico —quizá no en lo
político, pero no estoy tratando ahora ese aspecto— pues
ello permitiría a Alemania y Francia viajar por el carril
lento sin entorpecer el desarrollo económico del resto de la
Comunidad Europea.

Productividad frente a estabilidad de precios

Retirar el obstáculo que supone Maastricht a la solución
de la crisis de empleo, no garantizará el éxito. Tan sólo
impedirá que la situación se deteriore tan rápidamente en
toda la Comunidad Europea. La creación de nuevos puestos
de trabajo requiere que se reduzcan los costes o que se
incremente la productividad. Puede que al motor industrial
franco-alemán todavía le quede impulso suficiente como
para seguir avanzando con el freno del pacto social, pero
las economías marginales ya están demasiado débiles como
para contemplar semejante absurdo. Rebajar los costes sig
nifica reducir los niveles de vida relativos de las personas
que no producen, así como los niveles de vida de los que
producen por un valor que no justifica un nivel de vida más
alto.

Podría parecer que de este modo se rompen los términos
del pacto social, lo cual para los pesimistas puede suponer
una simple ruta alternativa hacia la misma desastrosa con
clusión que acabamos de describir. Un descenso relativo en
el nivel de renta sólo puede tolerarse si se lleva a cabo un
rápido incremento de los niveles de vida, de modo que
nadie tenga que sufrir. Esto sólo puede conseguirse incre
mentando rápidamente la productividad, que es el verdadero
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reto al que han de enfrentarse los gobiernos, en lugar de
tratar de garantizar la estabilidad de los precios.

El reto de los nuevos países industrializados, de los
nuevos países exportadores, de la Europa Oriental y del
resto de las naciones emergentes debe contemplarse como
una oportunidad y no una amenaza. Las economías en
rápida expansión rara vez generan excedentes de ahorro.
Sus florecientes exportaciones son necesarias para financiar
sus también prósperas importaciones y así poder mantener
su rápida expansión. No existe peligro de depresión mundial
para el primer cuarto del siglo veintiuno, que promete traer
consigo el mayor boom que jamás ha conocido la historia,
acompañado además de una espectacular caída de los pre
cios. No habrá reducción general de la demanda de produc
tos europeos, excepto para aquellos productos en los que
Europa no esté en condiciones de competir. Hay que ir
hacia un rápido trasvase de recursos de las viejas industrias
a las nuevas, para así poder satisfacer la pujante demanda
mundial.

Paradójicamente, el camino para crear empleo es destruir
las viejas y poco competitivas industrias tan pronto como
sea posible. La respuesta proteccionista de Europa a la
competencia en el campo de la agricultura, la industria
textil, automovilística y siderúrgica es errónea y debe ser
abandonada. Probablemente resulte más barato a largo plazo
pagar los salarios renta de los trabajadores desplazados
durante el tiempo que medie hasta que sean reabsorbidos
en otras actividades, que mantenerlos en sus inútiles empleos
fabricando productos sobrevalorados. Lo que genera nuevos
empleos son las industrias prósperas, no las que apenas se
sostienen. Si no dejamos a los países de Europa oriental y
otros que nos vendan las cosas que pueden fabricar más
baratas, tampoco podremos venderles nosotros las cosas
que podemos fabricar a más bajo coste que ellos. Los
consumidores se beneficiarán del abaratamiento de los pre
cios. Nuestras industrias competitivas se expandirán y pros
perarán y el empleo tendrá la oportunidad de recuperarse.
Esto significa cambiar drásticamente la Política Agrícola
Europea, que sólo conduce a privar de un adecuado nivel
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de vida a una minoría de agricultores de edad avanzada o
que trabajan a tiempo parcial, y en virtud de la cual los
productores importantes obtienen un superávit de beneficios
procedente de un superávit de producción. Las ayudas deben
darse a la gente, no a los productos. Todas las demás
subvenciones industriales de la Comunidad Europea, desde
la minería del carbón a los semiconductores, deberían desa
parecer por la misma razón.

La dinámica del empleo y el comercio

Los trabajadores desplazados no encontrarán trabajo en
un principio. Es improbable que posean la preparación
técnica y la educación adecuada para trabajar en las indus
trias y en los servicios que prosperan en virtud de esta
política comercial liberal. Las florecientes obtendrán supe
rávits. El crecimiento que no vaya acompañado de un aumen
to de los puestos de trabajo puede que no aumente los
ingresos ni el consumo, pero sí la recaudación tributaria. La
cuestión está en saber emplearla en la mejora de la calidad
de la fuerza laboral. Dar cursos de formación a los desem

pleados no significa normalmente hacer un sabio uso del
dinero de los contribuyentes y, por lo general, ha demostra
do ser ineficaz, pues comienzan en las escalas inferiores de
la cualificación técnica y educativa, cuando las vacantes
laborales se dan en los niveles superiores. Pero no pueden
saltarse estos niveles inferiores, especialmente en una época
en la que se incrementa el número de los que están siendo
desalojados de ellos.

Es mucho mejor reciclar a los que ya tienen trabajo y
son capaces de escalar uno o dos peldaños, dejando huecos
que otros pueden ocupar. El sistema educativo europeo no
ha sido sólo ineficaz para los desempleados, sino que tam
bién ha fracasado con muchos que tienen trabajo. Algunos
tienen una educación y una preparación equivocadas. Y
muchísimos jamás han explotado todo su potencial en la
juventud. Muy pocos pueden permitirse la posibilidad de
tomarse tiempo libre y comenzar de nuevo. Dar medios a
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aquellos que tienen trabajo para mejorar o completar su
educación y su formación convertiría la escala del trabajo
en una escalera mecánica, en beneficio de los que están
esperando poder subirse a ella. Una buena manera de gastar
el dinero sería promover un sistema de becas, garantizando
la conservación del nivel de ingresos durante los períodos
de preparación.

Sería igualmente necesario abolir la exigencia de un
sistema estricto de salarios mínimos. No existe ninguna
razón para que todos los trabajos deban proporcionar unos
ingresos suficientes para un maduro padre de familia. Mu
chos de esos trabajos deberían hacerlos estudiantes, jóvenes,
trabajadores a tiempo parcial o mujeres casadas. Su empleo
no priva a los varones de mayor edad de poder disponer de
un trabajo a jornada completa. Lo que hace esto es favorecer
generalmente el empleo y los ingresos, dando un empujón a
la economía en beneficio de todos.

Resulta inaceptable proponer una reducción drástica de
las prestaciones por desempleo con el fin de forzar a la
gente a coger los trabajos peor pagados. Sería como multar
a las víctimas de una oleada de delitos porque fueran dema
siadas. La miseria y desesperación en que se vieron sumidos
los tejedores manuales del siglo pasado no se puede compa
rar a lo que nos espera en nuestros días si no se da otra
solución al problema. Se debe buscar una mejor aplicación
de los subsidios de paro poniendo en marcha, por ejemplo,
un sistema de primas por empleo según el cual los patronos
se comprometen a dar ocupación y preparación a los traba
jadores en paro a cambio de contribuir significativamente a
soportar sus costes.

La necesidad de una reforma fiscal

El sistema tributario es otro campo que necesita hace
tiempo de una reforma. Cada vez que se propone gravar con
impuestos la riqueza se producen exclamaciones de horror. Y
sin embargo no resulta muy lógico que se grave a los
trabajadores y patronos por ingresos y beneficios generados
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por la producción de riqueza, y en cambio el disfrute de la
propiedad de esa riqueza se vea exento. Todos los impuestos
suponen una confiscación. Los gravámenes sobre el interés,
los dividendos, las ganancias de capital y las herencias son
impuestos indirectos sobre la riqueza utilizada productiva
mente o entregada a otras personas. Y se podrían eliminar.

Se podría entonces recaudar un impuesto sobre el patri
monio según unas tasas calculadas de modo que dupliquen
los impuestos gravados sobre los ingresos provenientes del
uso del patrimonio. En un caso en que fuera razonable
esperar, digamos, un 3% en beneficios por inversión de
capital en la industria, con un impuesto base del 25%, el
patrimonio que sobrepasase el mínimo estipulado podría ser
gravada en un 0'75%. No es tan difícil idear un método de
evaluación. Los impuestos sobre la renta presentan el mismo
problema. Un impuesto sobre el patrimonio proporciona un
incentivo a los empresarios capaces de obtener ganancias
por inversión de capital superiores a la media. El disfrute
privado de la riqueza quedaría limitado a aquellos cuya
contribución productiva a la sociedad les diera los ingresos
necesarios para pagar el impuesto patrimonial.

La simplista división de las categorías impositivas en
renta y patrimonio (o capital) se utiliza para enfatizar la
importancia de la incidencia de los impuestos. Si se grava la
producción, entonces ésta se resiente ya que el precio de los
productos tiene que subir. El gráfico de costes en nómina
de Hoover que figura más arriba resulta revelador en este
punto. La riqueza, por otra parte, puede utilizarse como un
incentivo dinámico a la producción, a través de inversión
directa de capital, o bien invertirse en activos no dinámicos,
tales como obras de arte o propiedad rústica.

La diferencia, por ejemplo, entre el modo en que los
Lánder alemanes recaudan sus impuestos, de las contribu
ciones municipales, y el sistema que se sigue en Gran Breta
ña por el que los organismos municipales se financian prin
cipalmente por medio de subvenciones del gobierno central
provenientes de las retenciones de las nóminas, tiene impli
caciones importantes, adversas en general para Gran Breta
ña. Por ejemplo, los precios de la vivienda y el nivel de
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propiedad son ambos mucho más altos en Gran Bretaña,
como lo es la consiguiente asignación de créditos para este
sector ampliamente improductivo. Un analista bancario de
Nomura Securities calculó en 1992 que alrededor del 75%
del total de los 261'7 mil millones de libras a que ascienden
los préstamos bancarios en Gran Bretaña, había ido a parar,
de una manera u otra, a la propiedad. Cuando a estos 200
mil millones de libras, más o menos, se le suman los 800
mil millones prestados en créditos hipotecarios para vivienda
por otras instituciones, por ejemplo las Sociedades Inmobi
liarias, se percibe un claro desequilibrio que resulta perjudi
cial tanto para las instituciones de crédito como para la
economía de Gran Bretaña en su conjunto.

No es de extrañar que Helmut Schlesinger, presidente
del Bundesbank, anunciara, en noviembre de 1992, en el
Parlamento Europeo de Estrasburgo que antes de que pu
diera considerarse una moneda común europea, era necesaria
una mayor convergencia en las políticas fiscales nacionales.
El debate fiscal en Europa ha comenzado solamente sobre
un impuesto, el del IVA, cuya incidencia varía enormemente,
con tasas muy dispares en toda Europa.

La necesidad de un debate radical

Estas propuestas son más ilustrativas que exhaustivas.
Pueden llegar a ser extremas, novedosas o controvertidas.
Pero la crisis a la que se enfrenta Europa es grave. Y tan
sólo la pueden solucionar aquellos que estén dispuestos a
emprender un cambio radical. Ninguna de las sugerencias
anteriormente expuestas tiene que ser ejecutada en el nivel
europeo. Incluso la total abolición del CAP sería posible, si
se permitiese que los países se pudieran acoger a excepciones.
Después de todo, restringe el comercio y es antiliberal.
Pocas de las propuestas recibirían, ab initio, un apoyo pan-
europeo, y no hay necesidad de ello.

Todavía pueden obtenerse beneficios del mercado único,
permitiendo una competencia, a nivel nacional, para buscar
modos de salir de la crisis de empleo. La mejor manera de
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explotar el mercado único es dejar que cualquiera pueda
excavar sus hoyos en el campo de juego si de esta manera
obtienen una ventaja. La libre competencia entre los sistemas
fiscales, sistemas comerciales, sistemas de regulación laboral,
etc., animaría a otros países europeos a buscar la armonía
en aquello que sea mejor y más eficaz o perder la batalla.

El mercado único se basta a sí mismo para provocar
reformas nacionales. No necesita (ni le servirá de ninguna
ayuda) el férreo control de Bruselas, que, bajo la batuta de
Alemania y Francia, es más probable que estorbe el comer
cio y la competencia. Si ellos tuvieran una costa rocosa y
nosotros cinco puertos profundos, querrían probablemente
que los llenásemos. Un enfoque flexible, liberal y competitivo
del desarrollo de Europa añade a otros valores la virtud de
simplificar la expansión de la comunidad. Es necesario abrir
se a otros países prósperos del norte de Europa para poder
repartir la carga que supone la ayuda a los países de la
comunidad que están más atrasados.

Alemania no puede llevar sola este peso. Se me puede
argumentar que este enfoque limita la visión de una unión
política, económica y monetaria de todos los países miem
bros de la CE y posibles futuros miembros, a una mera
área de libre comercio. Pero está muy lejos de ser así. Se
trata de un camino diferente que conduce al mismo objetivo
último. La unión política, económica y monetaria es una
cuestión de voluntad política que nace de un apoyo público
entusiasta. Sin éste, no hay ningún futuro europeo. No es
una escalada a la cima del Everest, que hay que alcanzar
por medio de subidas escalonadas a campamentos pre
instalados. El empobrecimiento de Europa que supone Maas
tricht, socavará la voluntad política mucho antes de que se
alcance la cima de la Unión Monetaria Europea. El apoyo
popular a Maastricht es, como mucho, tibio. La crisis de
empleo cada vez más profunda que sufre Europa lo dejará
helado. Esta es la razón por la que Maastricht está conde
nado a un fracaso seguro.

Nadie sugirió la introducción paulatina de la constitución
de Estados Unidos ni de la unificación alemana. Como

ellas, la Unión Monetaria Europea equivale a un salto de
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puenting desde el Forth. Si se abordase el problema buscando
el progreso como meta prioritaria, la gente y sus gobiernos
tendrían la confianza suficiente para efectuar el salto en el
momento oportuno. Los peores enemigos de Europa son
sus supuestos mejores amigos, sobrados de celo, pero equi
vocados. Entre ellos figuran, con unas pocas y brillantes
excepciones, casi todos sus más importantes políticos, ya
sea presidiendo gobiernos o en la oposición. Han permitido
que la emoción suplante a la razón. Mirando hacia el pasado
y de espaldas a un futuro que no pueden ver, nos están
conduciendo, sin nuestro consentimiento, hacia la destrucción
de todo lo que ellos tienen la esperanza de lograr. Esperemos
que cuando tropiecen por fin con la cruda realidad, en
algún lugar se mantenga todavía viva la nueva visión de
Europa.

Londres, 10 de junio de 1993
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POLÍTICA MONETARIA EN EUROPA «DESPUÉS DE
MAASTRICHT»

Wilhelm NOELLING

La condición previa para que pueda existir una Unión
Monetaria en la Comunidad Europea es que Alemania esté
dispuesta a permitir el sacrificio del marco alemán —la
moneda más fuerte del Sistema Monetario Europeo— en
aras de la unión económica europea. Alemania está orgullosa
de la larga historia del marco alemán. No obstante, a lo
largo de este siglo el país ha padecido dos veces el dolor de
la híperinflación, por lo que hoy, y por encima de cualquier
otra consideración, su política monetaria está subordinada
a la necesidad de controlar la inflación. Por consiguiente,
cualquier decisión de incluir el marco alemán en una nueva
euromoneda es un tema de trascendental importancia para
los alemanes, muchos de los cuales están profundamente
preocupados ante la perspectiva de una unión monetaria sin
paliativos y de una renuncia demasiado rápida e incondicio
nal al marco alemán.

En el prólogo a mi último libro, Rudiger Dornbusch,
Catedrático de Economía en el Instituto de Tecnología de
Massachussetts, va directamente al grano:

La Unión Monetaria Europea se ha ido; saquemos el
mayor provecho de lo que nos queda. La idea de una
Europa unida no se concibió como una meta en sí misma,
sino como un medio capaz de proporcionar paz y prospe-
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ridad. El proyecto fundamental se ha perdido... En el
área monetaria, la búsqueda de una convergencia mediante
mecanismos convencionales ha fracasado y por tanto se
necesitan nuevas respuestas.

¿Debemos perder de vista la idea de una unión monetaria
franco-alemana, que incluya a los países del Benelux, a
causa de la agitación que en torno a los cambios de divisas
se produjo en septiembre de 1992 y agosto de 1993?

Repasando la historia del marco alemán, llegué a la
reforma del sistema monetario carolingio ocurrida hacia
finales del siglo VIII, que me hizo recordar la propuesta que
presenté en enero de 1990 acerca de la posibilidad de una
unión monetaria entre Alemania y Francia. Ahora que los
intentos de aprobar rápidamente las disposiciones de Maas
tricht han fallado a causa del hundimiento del Mecanismo

Europeo de Tipos de Interés de agosto de 1993, es sorpren
dente que, hasta donde yo sé, nunca se hubiera investigado
esta opción alternativa con anterioridad al otoño de 1992.
Dado el acuerdo establecido en Maastricht sobre el interés

común del tema, ¿habría de presentar menos dificultades,
entonces, de las que parecía existir hace un año? El día 21
de septiembre de 1992 el antiguo presidente del Bundesbank,
Otto Poehl, presentó una propuesta similar en una visita a
Washington, en la que pedía «la conclusión de un acuerdo
suscrito solamente por aquellos países que estén dispuestos
a moverse hacia la integración, y puedan hacerlo». Poelh ve
claramente a Alemania y Francia como los miembros cen
trales de este club exclusivo.

Nunca podríamos resaltar suficientemente el atractivo
político que tiene una medida de este tipo. Algo concreto se
habría conseguido si los dos enemigos irreconciliables en el
pasado, en pleno corazón de Europa, pudieran recoger el
legado monetario de Carlomagno, expresaran su compromiso
firme con ese objetivo e iniciaran las medidas necesarias en
el futuro inmediato, lo cual depende exclusivamente de la
voluntad de los dos gobiernos implicados. Se pondría fin
con ello a las inevitables incertidumbres que surgen cuando
varias partes interesadas tienen que negociar durante un
largo plazo para llegar a acuerdos concretos. La política
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económica y social, sin embargo, tendría que estar coordi
nada más rigurosamente y, a medio plazo, las decisiones
político-institucionales pertinentes de los dos países tendrían
que ajustarse a un nivel supranacional. Esto significaría
claramente que las funciones de la Comisión Europea y del
Parlamento Europeo se verían afectadas y que los dos par
lamentos nacionales tendrían que unirse (creándose sin duda
problemas especiales).

Yo argumenté que los temores de Francia podrían di
siparse inmediatamente y su razonable insistencia en tener
una plena participación en las decisiones de política mone
taria europea quedaría complacida en un plazo de tiempo
relativamente corto. Los intereses de Alemania tendrían que
ser salvaguardados, de la misma manera que hubieron de
serlo en Maastricht. Ya no existe ningún peligro de que
Francia exporte inflación: su firme compromiso en una
política de estabilidad ha quedado suficientemente demos
trado. Los representantes franceses en un nuevo consejo
mixto del Banco Central no serían menos conscientes que
sus colegas del Consejo del Banco Central del Bundesbank
de la necesidad de conseguir la estabilidad. Y podemos
esperar sin lugar a dudas que ambos países estén de acuerdo
en la necesidad de que tal institución sea independiente.

El nuevo organismo de gobierno podría ser fortalecido,
bien sobre la base de igual representación o bien eligiendo
por votación colectiva unos miembros adicionales que re
presentasen a otros países a medida que vayan consiguiendo
la convergencia. Para aumentar los atractivos de la opción
de representación paritaria sería necesario, no sólo que la
presidencia rotase cada año, sino que se concediese al presi
dente un voto de calidad en los casos en que llegase a un
punto muerto.

Desde mi punto de vista, las objeciones que surgen a la
idea de una unión monetaria central progresista y alcanzable
en términos reales, o a una Europa de dos velocidades
siguiendo estos mismos criterios, son más políticas que eco
nómicas. Una iniciativa bilateral para hacer avanzar a Euro
pa, sin contar con los otros diez miembros de la Comunidad
se verá probablemente como una fuente de dificultades in-
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superables, y puede muy bien provocar temores de que la
cohesión del Sistema Monetario Europeo y la Comunidad
Europea resulte perjudicada.

¿Pero por qué habría de ser así?, preguntaba en mi
libro.

Una paridad fija del marco alemán y del franco podrían
reemplazar la actual función de ancla que desempeña el
marco alemán. Los demás países convergerían hacia ello,
como lo han hecho previamente con el Sistema Monetario
Europeo. El modelo de un banco central franco-alemán
podría extenderse con la incorporación de representantes de
Holanda y/o Dinamarca (cuyos bancos nacionales son prác
ticamente independientes), y se les podría dar voz en la
determinación de tipos de interés comunes para Alemania y
Francia (y de ahí para toda Europa). Si otros países desearan
unirse a este sistema de tipos fijos de cambio, serían evalua
dos de acuerdo a los criterios establecidos en el Tratado de
Maastricht. El proceso sería semejante en principio al pro
cedimiento de admisión a la Comunidad Europea, excepto
que probablemente conduciría más rápidamente a un resul
tado positivo de haberse satisfecho las condiciones previas
necesarias.

Ya en el año 1987 propuse una alternativa al modelo
bilateral. La propuesta fue motivada por el reconocimiento
de lo que era por otra parte un hecho bastante obvio (que
el dominio del Bundesbank en los asuntos monetarios euro
peos resultaría probablemente inaceptable a largo plazo,
independientemente de que sus políticas fueran, o parecieran,
acertadas y conducentes al bien general). Esto es lo que sin
duda ocurrió cuando el Bundesbank se vio obligado a im
poner estrictos controles sobre los tipos de interés, como
resultado de políticas gubernamentales contradictorias e iló
gicas, algo que naturalmente, no se podía prever en 1987.

El modelo propuesto en aquel momento me pareció tan
simple que se antojaba poco realista —razón por la que
presenté el plan en términos muy generales, omitiendo cual
quier referencia a las formas institucionales que pudiera
adoptar. Que yo sepa, la propuesta no fue tomada en
consideración.
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La estructura de la unión monetaria propuesta era
verdaderamente sencilla. Se daría sitio y voz en el consejo
del banco central «europeizado» de Frankfurt, solamente a
los representantes de los Bancos Centrales de aquellos países
miembros que participan plenamente en el sistema de cam
bios y gozan de autonomía. Su número sería proporcional a
la fuerza económica de los países que representan. Tras
discutir la situación económica y monetaria de sus respecti
vos países, votarían juntos en sus reuniones regulares para
determinar los tipos de interés de Alemania, Francia, Ho
landa, etc. Naturalmente, votarían sobre cada país por se
parado, porque en esta fase no se requeriría que los tipos
de interés fueran uniformes en todos los países.

Los enormes esfuerzos que con posterioridad se han
hecho para elaborar el status de un Banco Central Europeo
independiente habrían sido entonces superfluos, y los bancos
centrales nacionales que no son todavía independientes, se
habrían visto forzados a seguir este camino. Naturalmente,
esto se refiere especialmente a Francia (como en el caso del
modelo bilateral). De este modo, la política monetaria euro
pea habría sido compartida de manera efectiva. No obstante,
las objeciones políticas planteadas en conexión con Maas
tricht quizá se habrían mantenido —muy especialmente la
ausencia de unión política y la persistencia del control na
cional sobre la política económica—. Al mismo tiempo, sin
embargo, creo que las tendencias intrínsecamente pacíficas
y estabilizadoras de este modelo podían haber ayudado a
crear confianza y acostumbrar a los europeos a la idea de
que el logro de una unión plena requiere creer en una meta
común.

Los críticos han mantenido —aun antes de los agitados
acontecimientos del verano de 1993— que las condiciones
necesarias para que se pudiera llevar a cabo el plan bilateral
que expuse en mi libro, difícilmente podría llegar a verla
nuestra generación. Debemos admitir con toda franqueza
que la tarea de reformar y mejorar las instituciones para
conseguir una más estrecha cooperación, es más difícil ahora
de lo que parecía hace tan sólo un año. No obstante, esto
no debiera en absoluto disuadirnos de mirar hacia adelante.
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Europa necesita una visión positiva para ayudar a detener
el efecto de desintegración que ha provocado el hundimiento
temporal del Mecanismo de Tipos. Sigo teniendo la fuerte
convicción de que, sin un sistema que funcione, otras ideas
más progresistas de integración monetaria podrían ser rele
gadas al status de un Glasperlenspiel. Por tanto, la tarea
inmediata es averiguar el porqué de este fracaso temporal
de Mecanismo de Tipos de Cambio. Aquí es donde entra en
escena la tan anunciada libre circulación de capital. Dediqué
un capítulo entero de mi libro a los efectos y daños que se
derivan de unos incontrolados, masivos y especulativos flujos
de dinero. Debemos prestar mayor atención a la identifica
ción de estos errores y a la búsqueda de remedios funciona
les.

Hamburgo, 5 de agosto de 1993
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UNION ECONÓMICA FRENTE A UNION MONETARIA

Sir Alan WALTERS

Gran Bretaña permanece como miembro de pleno derecho en
la Unión Económica

Los comunicados de prensa oficiales y los diputados
encargados de mantener la disciplina de partido en el parla
mento se han cansado de augurar una catástrofe segura si
Gran Bretaña no ratificaba Maastricht. No acompañando a
los otros once países en su marcha hacia la unión política y
monetaria, nos quedaremos «excluidos» de Europa (como
se dice en el informe que la Corporation of the City of
London encargó al Foro de Política Europea).

Pero dejemos antes perfectamente sentado lo que Maas
tricht significa. Primero y sobretodo, Maastricht es «el Tra
tado de la Unión Europea». Su función principal es, de una
parte, la formación de una unión monetaria con un banco
central y una moneda única y, de otra parte, la toma de
medidas para aumentar el poder de Bruselas en materia de
política exterior, defensa, seguridad y políticas nacionales.
Así que si Gran Bretaña no ratifica el Tratado, está renun
ciando literalmente a la unión monetaria y a la unión
política.

Pero Gran Bretaña no abandonaría el mercado común,
el libre movimiento de mano de obra y de capital y la
Europa sin fronteras que establecen el Tratado de Roma y
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el Acta Única Europea. En otras palabras, Gran Bretaña
continuaría formando parte de la unión económica de Euro
pa; no firmando el Tratado de Maastricht, Gran Bretaña se
habría quedado fuera de la unión política y monetaria, y
también habría facilitado esta opción al resto de Europa.

La Unión Económica no requiere una Unión Monetaria

Pero los «eurófilos» —fundamentalmente Delors, Bange-
mann, León Brittan— no dejan de repetir que la unión
económica sólo se puede llevar a término si se da la unión
monetaria, lo que, a su vez, implica una unión política. El
principal argumento empleado para defender esta idea es
que el cambio de moneda ocasiona unos costes considerables
y sólo desaparecerán las barreras del mercado cuando se
eliminen esos costes en las transacciones intercomunitarias.

Pero esta es una teoría absurda, pues los costes de
cambio de moneda son mínimos para quizá el 98% de las
transacciones; sólo en el aeropuerto y en los niveles de
venta al pormenor es donde pueden apreciarse diferencias
sustanciales entre los precios de venta y los de compra para
monedas de distinto valor. Uno paga por este servicio, lo
mismo que paga por el uso de la tarjeta de crédito para
obtener dinero en efectivo en cualquier moneda.

Existe, por supuesto, otra razón que no se expone. La
unión monetaria es quizá el único modo de privar a los
países del legítimo derecho a organizar su sistema monetario
con arreglo a las circunstancias internas de la nación, y no
las del país que posee la moneda dominante, es decir Ale
mania. Los acontecimientos del día 16 de septiembre de
1992 (y del 2 de agosto de 1993) demostraron que, a falta
de una unión monetaria, los países pueden recurrir a lo que
peyorativamente se denomina «devaluaciones competitivas»,
y que, por supuesto, no merecen ese calificativo ni mucho
menos. Se trató de una reacción completamente racional,
que por desgracia se hizo esperar demasiado, contra el
absurdo de imponer una masiva restricción monetaria en
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una economía que llevaba mucho tiempo sumida en una
profunda depresión.

Vimos cómo el mercado hacía caer las estúpidas políticas
que imperaban antes del 16 de septiembre de 1992 (y el 2 de
agosto de 1993), pero en una unión monetaria con una
moneda única, los mercados no hubieran tenido nada que
hacer. Si hubiera estado operando una única moneda euro
pea no habría habido ningún margen de maniobra para
reaccionar a la dominante restricción monetaria alemana.

La unión monetaria desterrará el mercado e impondrá la
disciplina de Bruselas o Frankfurt. (Naturalmente, muchos
comentaristas sofisticados consideran semejante rendición
del mercado a los burócratas como algo absolutamente
deseable. Y es verdad que los Banqueros Centrales tendrían
una vida mucho más tranquila, a expensas, claro, de los
que hacen cola en las oficinas del paro) l.

Unión Económica sin Unión Monetaria

La idea de que una unión económica completa requiere
la unión monetaria goza de una amplia aceptación entre los
euroentusiastas, lo que dice mucho de la asombrosa labor
de relaciones públicas y manejo de la prensa por parte de
Bruselas y sus aliados. Asombrosa porque basta una lectura
superficial de los hechos para que la idea quede inmediata
mente desacreditada.

Consideremos, por ejemplo, la otra gran unión económi
ca que existe hoy día en el mundo, la unión de los Estados
Unidos y Canadá, a los que muy pronto se unirá Méjico.
Canadá y los Estados Unidos son los dos países del mundo
que mantienen entre sí un comercio más intenso, que es
prácticamente libre para la inmensa mayoría de los bienes y

1 Nota del editor: El 18 de mayo de 1993 The Wall StreetJournal Europe
publicó las siguientes palabras pronunciadas en Los Ángeles por Helmut
Schlesinger, presidente del Bundesbank: «El mercado único puede existir, y
ser beneficioso, sin necesidad de que se haga ningún otro intento de
integración en el terreno monetario».
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servicios y pronto será total. No existe impedimento alguno
a los movimientos de capital y muy pocos con respecto al
movimiento de mano de obra.

Su unión económica es, desde el punto de vista su
funcionamiento, mucho más completa que la de la Comuni
dad Europea. La prueba que de verdad acredita la existencia
de una unión económica no es el número de directivas que
emite, sino los efectos que surte. Se trata en definitiva de
verificar si los precios por las mismas mercancías, ajustados
en función de los impuestos locales, son, en términos gene
rales, los mismos. En América del Norte, el precio de los
automóviles, antes de incorporárseles los impuestos locales,
varía solamente con respecto a los costes de transporte
desde el proveedor al mercado. En la Comunidad Europea,
en cambio, el precio que tiene un coche en el mercado más
caro es un 80% superior a su precio en el mercado más
barato. Y los automóviles son sólo un ejemplo de la dispa
ridad de precios que existe en Europa. La Comunidad tiene,
pues, un largo camino que recorrer hasta que sus mercados
sean realmente abiertos.

Si los Estados Unidos y Canadá forman una unión
económica, uno se pregunta ¿por qué no se han dado cuenta
de que su unión económica está todavía incompleta y re
quiere una unión monetaria para coronarla? Y lo que toda
vía debe dejar más perplejo a Delors y compañía es que los
canadienses no fijan el dólar canadiense de acuerdo con el
poderoso dólar USA. Es cierto que durante dos breves
períodos desde el fin de Bretton Woods, el dólar canadiense
siguió al dólar de los EEUU, pero esa paridad tuvo unos
efectos tan calamitosos que el gobierno canadiense pronto
volvió a una flotación prácticamente libre de su moneda. Es
más, según mis informaciones, nadie ha considerado seria
mente la posibilidad de que la Asociación de Libre Comercio
Norteamericana (NAFTA) necesite subordinar el dólar ca
nadiense o el peso mejicano a la moneda más fuerte.

Abundando en la ironía, podríamos preguntar a los
eurófilos si estos estadounidenses o canadienses son acaso

demasiado estúpidos para no ver las «contradicciones fun
damentales» de sus políticas, que tan evidentes resultan a la

— 272 —



totalidad de los eurófilos. Pero todavía podrían destacarse
ejemplos más cercanos de unión económica sin unión moneta
ria.

En nuestras propias islas, y desde la ascensión al trono
inglés de Jacobo VI de Escocia, ha habido una unión eco
nómica entre Escocia e Inglaterra. Durante casi todos esos
años, hasta la Ley Bancaria (Bank Act) de 1844, Escocia
tenía un sistema monetario y bancario completamente dife
rente e independiente del sistema inglés administrado por el
Banco de Inglaterra. Pero la cuestión es que durante alrede
dor de doscientos años (excepción hecha del período de
inconvertibilidad de la guerras napoleónicas) existió una
unión económica que funcionó perfectamente sin necesidad
de ninguna unión monetaria. La imposición de una unión
monetaria después de 1844 no fue una bendición para Esco
cia. Muchos estudiosos han argumentado que el sistema
monetario escocés de «libertad bancaria» era muy superior
al sistema monopolizador del Banco de Inglaterra (Ver «Scot-
tish Free Banking» en The New Palgrave's Dictionary of
Money and Finance). Pero, se quiera o no aceptarlo, no
había ninguna necesidad de establecer una unión monetaria
para «completar» la unión económica entre Escocia e Ingla
terra. Como tampoco se necesita ningún Maastricht para
«completar» la unión económica de la Comunidad Europea.

Lo que sí se requiere es una competencia más abierta,
reducción de barreras comerciales, mercados de capital más
abiertos, etc., para todo lo cual sobra Maastricht. Pero es
evidente que la unión monetaria que propone Maastricht
implica unas considerables transferencias de poder a Bruselas
en forma de unión política. Y el gobierno alemán lo ha
dejado muy claro al decir que considera esencial que se
hagan progresos hacia una unión política a fin de lograr la
unión económica. La idea de que si Gran Bretaña no llegase
a formar parte de esta unión política, nos veríamos «exclui
dos» de Europa, ha sido subrayada en el informe que el
European Policy Forum, elaboró para la Corporation of the
City of London como argumento principal en favor de la
ratificación del Tratado.
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La táctica del miedo a la «exclusión» empleada por el
«European Policy Forum»

Los autores del «European Policy Forum» han procedido
luego a calcular que, en el caso que se llevara a efecto dicha
«exclusión», el sureste de Inglaterra perdería hasta 10.000
millones de libras de renta por año, que irían a parar
presumiblemente a otros países europeos de la Unión. Según
el informe, Gran Bretaña sufriría además una reducción en
inversiones extranjeras directas (otros 10.000 millones) que
significaría una pérdida de renta anual de 6.000 millones de
libras. Todo esto me hace recordar aquella queja de Lord
Goddard: «Se me dice que los números no mienten; pero los
mentirosos pueden sin duda inventarse números» 2. Aunque
estas cifras se han repetido incesantemente, no existe la más
mínima base para sostenerlas ni siquiera como aproximación
o indicativo de magnitud. Los autores del informe del EPF
no tienen literalmente ni idea de lo que están diciendo.

Lo que sí debieran tener en cuenta es la inmensa pérdida
de producción (un 7% como mínimo del PIB) además de la
reducción de acumulación de capital que hemos padecido
desde que nos hicimos miembros de hecho en 1987, y de
derecho en 1990. Y eso que el Mecanismo de Tipos de
Cambio es sólo el calentamiento que precede a la gran
carrera de la unión monetaria. Más aún, aunque es imposible
cuantificar el comportamiento de la inversión directa ex
tranjera, sabemos con certeza lo que la motiva —el probable
interés sobre el capital. Como sabemos, mientras Gran Bre
taña ha estado fuera del Mecanismo de Tipos de Cambio,
pero dentro de la Comunidad, ha atraído durante los años
80 más inversión directa de capital extranjero que cualquier
otro país miembro, como puede verse en las muchas que
realizaron Japón y Estados Unidos en la industria manufac
turera del Reino Unido.

¿Puede alguien creerse que si Gran Bretaña acaba por
cumplir los compromisos adquiridos por el Tratado de Roma

2 Se trata de un juego de palabras: «I am informed that figures cannot
lie; but surely liars can figure», (N. del T.).
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y el Acta Única, saldrá perjudicada por su «exclusión» de la
unión política y monetaria? Parece más plausible que suceda
lo contrario. Gran Bretaña tendrá todas las ventajas de
pertenecer a una unión económica, pero ninguna de las
desventajas de estar dependiendo como un perrito faldero
del dirigismo burocrático y político de Francia y Alemania
con una política fiscal y monetaria que encaja muy poco en
las condiciones internas de Gran Bretaña. Para contemplar
desde fuera sería, no lo dudo, un atractivo espectáculo.

La «City» de Londres

Tras gran parte de la especiosa argumentación y fantás
tico juego de cifras del informe del EPF se esconde la
explotación de un cierto sentimiento de intranquilidad que
acusa la comunidad financiera y comercial (y en menor
medida la industrial) ante lo que pueda acarrearles la «ex
clusión». Quizá el mayor temor sea que si Gran Bretaña no
está firmemente integrada en la unión monetaria, Londres
perderá su categoría de gran centro financiero. Incluso se
ha llegado a decir que la comunidad financiera emigrará,
como zánganos siguiendo a la reina, para reunirse en las
faldas del Banco Central Europeo, que según todos los
indicios se establecerá en Frankfurt.

En este debate se produce una gran confusión. En primer
lugar hemos de disipar la idea de que, si existe un Banco
Central Europeo, atraerá a todos los hombres y mujeres
que tienen el dinero. Sucede que yo vivo en Washington
DC, precisamente donde está ubicada la Oficina Federal de
Reservas de los Estados Unidos. Y sin embargo Washington
no es ningún centro financiero; comparado con los vecinos
Baltimore o Filadelfia, Boston, Chicago o Nueva York,
tiene un tamaño insignificante y está subdesarrollado. Natu
ralmente, la mayoría de los grandes bancos nacionales se
abren donde están los mercados financieros importantes,
pero la teoría de que los bancos centrales crean o retienen
una comunidad financiera en torno a ellos, dista mucho de
estar demostrada.
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En un plano más general, los dignatarios de la City han
argumentado que ésta se resentirá mucho si Gran Bretaña
no se sube con decisión al tren de Maastricht. En su carta a

The Times el día 18 de mayo de 1993, el Señor Alcalde y los
personajes más eminentes de la City aseguraban que si
Gran Bretaña «...se excluía de los acontecimientos europeos,
los negocios que antes habrían venido a la City se llevarían
a cabo en otros centros financieros». Para decirlo lisa y
llanamente: firmemos Maastricht o dispongámonos a sufrir.

Sin embargo, todos sabemos que la razón fundamental
de la supremacía de Londres es la existencia de una norma
tiva muy simple y la muy escasa interferencia por parte de
las autoridades; de esta manera, la City, prácticamente libre
de cualquier estorbo político y burocrático, ha podido llevar
adelante su negocio de hacer dinero. Esto, unido a su
pasada reputación de integridad, ha hecho de la City un
centro financiero internacional. Lo que debe hacer ahora, si
en algo valora su futuro, es concentrarse en conservar, o
quizá mejor restablecer, su empañada imagen en lugar de
ocuparse tanto de Maastricht.

Pero si es correcta la afirmación de que quedar fuera de
la unión política y monetaria perjudicará a la City, debe ser
porque un gobierno británico «excluido» de Europa estará
más dispuesto a imponer una mayor normativa restrictiva
—y probablemente el superestado franco-alemán liberará a
Frankfurt etc. del papeleo actual. Esto no merece mucha
credibilidad. A pesar de las diversas directivas sobre libera
lización de capital, los países miembros comunitarios del
continente son mucho más dirigistas que el Reino Unido,
como Francia ha demostrado recientemente con su política
de compartimentación del mercado monetario a corto plazo
a través de sus directivas bancarias. Gran Bretaña tiene

mucho más que temer de un euroregulador, o posiblemente
de su propia caída en desgracia, que de la postura abierta e
internacionalista que ha venido manteniendo.

Finalmente, mucha gente, puede que incluso una mayoría
dentro de la City, se ha dejado por fin convencer por la tan
traída y llevada teoría de que no hay posibilidad alguna de
conservar la supremacía de Londres si no entra en la rueda
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de la estabilidad de los tipos de cambio materializada en la
unión monetaria. Pero basta una reflexión superficial de los
hechos para echar por tierra tales asertos. Ejemplos de lo
contrario abundan. Haciendo un repaso de la historia, vemos
que los grandes centros financieros del siglo XVI (Genova) y
de los siglos xvil y xvill (Amsterdam y Londres), pasando
por el siglo XVIII y gran parte del XIX, no tenían tal estabi
lidad monetaria. Desde los años 30 de este siglo, pasando
por Bretton Woods hasta nuestro actual sistema de flotación,
sólo se han dado algunos períodos intermitentes de estabili
dad de los tipos de cambio y muchas restricciones en el
movimiento de monedas. Y sin embargo, el dominio de
Londres creció de manera espectacular en los años 70 y 80.
Hong Kong proporciona el más reciente ejemplo en contra
de la citada teoría; no creo necesario abundar más en él.

Conclusión

Las bases que hicieron posible el gran éxito obtenido
por la City fueron las de un benigno gobierno, una escasa
legislación restrictiva y una bien ganada reputación de inte
gridad. Todos los demás argumentos sobre hinterland, euro-
ataduras, etc., son engañosos y se ven desacreditados por la
evidencia de la historia. ¿No podemos simplemente concluir
que las legislaciones asfixiantes, las interferencias políticas y
los gobiernos autoritarios que han caracterizado la historia
del continente, por no mencionar los deficientes niveles de
integridad, pondrían a cualquiera al que de verdad preocupe
el futuro de la City y de Gran Bretaña, firmemente en
contra de la entrada a formar parte de dicha Unión? Mejor
haría la City en mirar el buen hacer conseguido a lo largo
de tanto tiempo y trabajo y restaurar su reputación de
honestidad y juego limpio. Ésa es la base de su éxito.

Washington, 17 de abril de 1993
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GRAVES FISURAS EN EL CORAZÓN DE LA

ECONOMÍA EUROPEA

Stephen HILL

Los problemas que origina la imposición de una moneda
única en países con economías diferentes, principal objetivo
del Tratado de Maastricht, han quedado ampliamente de
mostrados en la situación económica que vive Alemania
tras la reunificación, a pesar de ser en este caso tan sólo
dos las naciones implicadas. Alemania Occidental posee una
de las economías más fuertes de Europa, y Alemania del
Este una de las más débiles. El hecho de poner el marco de
la Alemania Occidental en una paridad próxima al de la
Alemania del Este convierte a la ex República Democrática
Alemana en un erial económico que amenaza con arrastrar
con él por varios años al Banco para la Reconstrucción y el
Desarrollo (antigua institución de la Alemania Occidental).
En la práctica, las condiciones de casi total conversión a
una moneda común, crearon una tendencia inflacionaria
dentro de un torbellino deflacionario, en lo que supone una
preferencia de la ECUnomía política sobre la economía. Tal
medida se ve justificada, sin duda, por el hecho de que los
habitantes del Este son también alemanes, y por tanto legí
timos herederos de la igualdad teutónica.

Qué diferente podría haber sido si Alemania del Este
hubiera conservado su marco, carente de valor en términos
comparativos. En ese caso, el Este habría disfrutado de una
fuerte ventaja competitiva de su moneda que hubiera atraído
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inversiones hacia el interior y conducido a una revitalización
gradual de su casi arruinada economía. Occidente debería
aprender la lección con rapidez, dado que la Europa Oriental
cuenta con otros cien millones de habitantes viviendo en
países cuyas economías se han visto igualmente debilitadas
por el comunismo. Los alemanes conseguirán finalmente la
reunificación económica, pero no sería inteligente intentar
repetir el mismo proceso que ellos han seguido, pues la
distancia que media entre el Río Oder y los Urales es
demasiado grande.

La idea de establecer para 1999 un mercado común con
una moneda compartida por doce, o posiblemente quince
países con diferentes economías (como han apuntado re
cientemente ciertos comisarios europeos no elegidos demo
cráticamente), es absolutamente absurda y constituye el ca
mino más seguro hacia la depresión económica. Es el gran
peligro que se deriva de la designación de unos fonctionnaires
para unas tareas sobre las que demuestran tener muy pocos
conocimientos y nula visión de futuro, no estando, además,
obligados a dar cuentas a ningún electorado, por la razón
obvia de que nadie los ha votado.

Y no estoy hablando en el plano de las generalidades,
sino en el de los hechos perfectamente constatados. En 1992
fuimos testigos de primera mano de cómo la economía
británica se tornó en un «desierto económico», según pala
bras del director de BTR, una de las más prósperas empresas
manufactureras de Gran Bretaña. Cierto que se produjo en
un contexto de recesión mundial, pero la causante directa
de la casi total asfixia económica que estuvimos a punto de
padecer, fue la pertenencia de Gran Bretaña al Mecanismo
regulador de cambios (MRC). Lo mismo está ahora suce
diendo en Francia y precisamente por la misma razón.

La política económica británica consistió únicamente en
ser miembro del Mecanismo de Tipos de Cambio desde
octubre de 1990 hasta el 16 de septiembre de 1992. Su único
objetivo, rebajar el insostenible 11% a que había llegado la
inflación, se pretendió alcanzar manteniendo la libra esterlina
en los márgenes en torno al 6% de 2,95 marcos alemanes.
Pero los altos costes que supuso la reunificación de Alemania
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hicieron que el marco perdiese sus virtudes no-inflacionistas
justo en el momento en que Gran Bretaña comenzaba a
atar su moneda al supuestamente estable marco alemán. El
resultado fue una subida de los tipos de interés alemanes,
con lo que también tuvieron que subir los de Gran Bretaña
para poder mantener la banda de paridad establecida. Este
eje monetario estranguló ambas economías, pero mientras
que la inflación de Gran Bretaña había caído hasta el 4% y
seguía bajando, su Tipo Base de interés tenía que mantenerse
todavía en el 10%, produciendo así un tipo de interés real
del 6%.

La economía británica no podía soportar esta enorme
presión deflacionaria. Los mercados de divisas extranjeros
corrieron en auxilio de Gran Bretaña y forzaron la libre
flotación de la libra. Una vez más se comprobaba que la
imposición de medidas de convergencia entre dos monedas
pertenecientes a estructuras económicas diferentes, resultaba
inviable. El 2 de agosto de 1993 se dejaba flotar el franco
francés debido a exactamente las mismas circunstancias.

La idea de que la inflación de Gran Bretaña se redujo
como resultado de su breve pertenencia al Mecanismo de
Tipos de Cambio es asimismo una completa falacia. En
1980, Margaret Thatcher se enfrentó con una inflación por
encima del 20%, pero para 1983 ya se había reducido al
4%, dándose la circunstancia de que la libra no perteneció
en ningún momento de los años 80 al Mecanismo de Tipos
de Cambio. Cuando la inflación de la libra esterlina se puso
en el 4%, las monedas del MRC estaban todavía experimen
tando una inflación del 8%, según se recoge en el Libro
Rojo del Ministerio de Hacienda para 1992-93. Sin embargo
es el propio Ministerio de Hacienda el que ahora dice que
los bajos niveles actuales de inflación se han alcanzado
gracias a la pertenencia al MRC. ¡Qué gran falsedad! La
inflación bajó en 1990-92 por exactamente la misma razón
que lo hizo en 1980-83, es decir, a causa de los altos tipos
de interés real, que no tienen nada que ver con la pertenen
cia o no pertenencia al Mecanismo de Tipos de Cambio. De
hecho, en 1987-90 se perdió el control de la inflación cuando
Nigel Lawson, Ministro de Hacienda, pretendió seguir al
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marco alemán estableciendo un cambio de 3 marcos por
libra durante el período de preparación para la incorporación
del país al Mecanismo de Tipos de Cambio.

La verdad es que los movimientos de los tipos de cambio
son el resultado de multitud de agentes causales. Cuando
aquéllos se fijan de manera artificial, como ha sucedido con
el MRC o el Patrón Oro, surten un efecto neutralizante en
dichos agentes subyacentes, como son la demanda, la pro
ducción, el empleo, el crédito y los tipos de interés, que es
generalmente negativo para, al menos, una de las dos mo
nedas que intervienen en el cambio, cuando no para las
dos. La ventaja de los tipos de cambio es que se ajustan al
mercado de modo que no interfieran con los componentes
causales de la economía. Fijar los tipos de cambio equivale
a poner un freno al desarrollo del plan que se había trazado.

Por ejemplo, la decisión de la Alemania Occidental de
poner el marco de la Alemania del Este en paridad parcial
con el marco de Alemania Occidental ha agarrotado la
economía del este eliminando su competitividad. Y a su vez,
los resultantes altos tipos de interés alemanes han obligado
a la economía francesa, al oeste, a entrar en una masiva
compresión deflacionaria, dado que Francia no quiere darse
cuenta de que su política del franc fort es una estrategia
perdedora. La manera de poder abandonar este callejón sin
salida sería sencillamente dejar flotar los tipos de cambios
de acuerdo con los tipos del mercado y aliviar la parálisis
que afecta a los fundamentos básicos de las economías, que
es, en definitiva, lo que hicieron los mercados en septiembre
de 1992 y agosto de 1993. Los burócratas culparon entonces
a los mercados de haberse dejado manipular por los especu
ladores, lo cual es un perfecto absurdo. Estos supuestos
especuladores no son sino diferentes entidades económicas,
desde fondos de pensiones hasta compañías industriales,
que conocen la realidad económica de los mercados y los
efectos de una mala gestión política mucho mejor que los
mismos burócratas, primeros responsables de las inoperantes
políticas que se están aplicando.
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Con la implantación de una moneda única para toda
Europa surgiría un peligro nuevo y más preocupante. Todos
los grandes países de la CE están asumiendo grandes deudas
nacionales en estos primeros años del decenio de los 90
para poder sostener sus inflados programas de seguridad
social. Una moneda única agruparía estas respectivas deudas
nacionales en una deuda única detrás de una moneda única
—sin una responsabilidad democrática que permita exigir a
un país concreto la satisfacción de esa deuda. Tan sólo
tenemos que mirar hacia América y ver los efectos inflacio-
nistas y de depresión económica de su enorme deuda federal,
que está retrasando la recuperación y obligando al presidente
Clinton a intentar recortar 500 mil millones de dólares USA

en el gasto público, mientras la aplicación de los tipos de
interés más bajos que se han dado desde hace más de dos
decenios no consiguen impedir este retraso, y posible parali
zación, de la recuperación económica.

El colapso efectivo del Mecanismo de Tipos de Cambio
el 2 de agosto de 1993 se contempla en Francia como una
tragedia nacional; en Alemania, como prueba evidente de la
ley de la gravedad en economía; el Bundesbank le atribuye
una importancia pasajera, mientras que en el Reino Unido
es objeto de alegría y gran regocijo. Cabe, pues, preguntarse
en qué consistió exactamente el Mecanismo de Tipos de
Cambio, qué pretendió conseguir, y si realmente importa
que emita esos violentos estallidos con escape de moneda,
antes de estallar por fin en un remolino de añicos de mone
das procedente de dominios igualmente destrozados.

La semilla del Mecanismo de Tipos de Cambio germinó
hace unos tres siglos en las mentes de algunos mercantilistas
franceses, como Colbert. Contemplando los vastos campos
de Francia, vieron claro que su población eminentemente
agrícola podía «convertirse en rehén» de unas importaciones
de productos alimenticios relativamente más baratos, y que
el valor de sus exportaciones podrían sufrir a consecuencia
de unos precios relativamente más bajos en los productos
agrícolas. El argumento en favor del proteccionismo parecía
indiscutible y los franceses se fijaron entonces como objetivo
prioritario el establecimiento de precios estables para los
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productos agrícolas dentro de unas barreras arancelarias.
Esta medida condujo inevitablemente a la creencia en la
necesidad de mantener unos tipos de cambio estables, pues
parecía absurdo conseguir un precio estable si las fluctua
ciones en los tipos de cambio de moneda desbarataban el
precio de los productos, permitiendo la entrada de importa
ciones baratas o la salida de exportaciones devaluadas. Esta
doble medida en la política agrícola —estabilidad de los
precios y fijación de los tipos de cambio— fue el origen de
la inclinación francesa hacia el proteccionismo y el mercan
tilismo, puesta de manifiesto por primera vez en este siglo
con la adhesión de Francia al Patrón Oro, y ya en estos
últimos años del siglo, en la doble política francesa del
PAC y del Mecanismo de Tipos de Cambio.

Después de la Segunda Guerra Mundial, esta idea clave
de la política francesa se vino a reforzar desde dos vertientes.
En primer lugar el resurgimiento de la industria alemana y
la relativa debilidad de la industria manufacturera francesa

de los años 50 y 60, hizo de Alemania el socio comercial
principal de Francia, así como el principal mercado de
exportación para su industria más desarrollada y para el
sector proveedor de más puestos de trabajo, esto es, la
agricultura. En segundo lugar Jean Monnet concibió la
Comunidad Económica Europea como un mecanismo para
alcanzar la paz futura, incorporando el poder económico
alemán en una unión monetaria y, finalmente, una unión
política, en la que la estabilidad de los precios para los
productos agrícolas y unos tipos de cambio fijos conducirían
a una moneda única, el marco-franco. Esta moneda única
estaría controlada por un banco central franco-alemán, de
modo que Francia tendría una considerable capacidad de
control sobre la política monetaria en Alemania y su indus
tria más importante recibiría fuertes subvenciones, con lo
que la economía francesa podía seguir el ritmo del gigante
alemán.

La política que en los años 60 practicaron los franceses
estuvo condicionada por la necesidad de establecer la PAC
en el eje de la nueva Europa, razón por la cual De Gaulle
no quiso que Gran Bretaña se integrara en el Mercado
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Común. Los británicos habrían querido, sin embargo, un
verdadero mercado común libre de subvenciones, ya que
ellos importaban los alimentos más baratos fundamental
mente de la Commonwealth, pero esto habría ido directa
mente en contra de los objetivos franceses. La PAC se
estableció con la aquiescencia alemana, dado que Alemania
Occidental estaba decidida a reparar las dos guerras mun
diales y se consideraba más una federación situada en el
borde oriental de la CEE, que una nación propiamente
dicha. Cuando en 1973 se permitió la entrada de los británi
cos en este mercado poco común, el núcleo franco-alemán
ya había dado un paso adelante planificando la segunda
etapa de la estrategia con el Sistema Monetario Europeo,
conocido entonces como «la serpiente», en el que el franco
seguiría en todo momento la trayectoria del marco alemán.
El Sistema Monetario Europeo quedó formalizado en 1979,
pero las medidas que establecía comenzaron varios años
antes en el mismo decenio de los 70.

La política monetaria clave de los socialistas franceses
en los años 80 era la de conseguir una paridad estable entre
el franco y el marco alemán, lo que se logró, a costa de una
considerable deflación, mediante la imposición de altos tipos
de interés real, hasta el punto en que la inflación francesa
llegó de hecho a converger con la inflación alemana, de
acuerdo con los criterios de convergencia monetaria del
Tratado de Maastricht. Desgraciadamente, este tratado fue
hijo directo del pensamiento de los años 50 y no fue capaz
de resolver la importante «línea de dislocación» que apareció
inesperadamente en 1989 cuando se vino abajo el muro de
Berlín. Los economistas franceses habían olvidado la primera
regla de la historia europea: que los vientos de cambio
soplan a través de las Puertas de Brandenburgo.

La caída del telón de acero surtió el efecto inmediato de
la reunificación de Alemania, convirtiéndola de nuevo en
una nación soberana que comenzó a caminar, hablar y
pensar como tal nación por primera vez desde 1945. Las
condiciones monetarias establecidas por el canciller Kohl
para la reunificación con Alemania del Este, sin embargo,
condujeron a principios de los años 90 a una explosión de
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las disponibilidades líquidas en marcos alemanes, que pro
vocó un súbito crecimiento monetario de hasta un 10%,
sólo en 1993. El rápido juego de manos alemán concediendo
la paridad del marco oriental con el occidental para los
primeros 4.000 marcos del Este, y un tipo de dos a uno
para cambios posteriores, supuso un golpe para el francfort
francés.

El dolor para Francia es inmenso, sobre todo teniendo
en cuenta que Balladur tiene al socialista Mitterrand como
presidente para los próximos dos años y no puede abando
nar fácilmente la política del francfort, con lo que el dolor
de los políticos se traduce en angustia económica para los
franceses. Después de cuarenta años de considerables es
fuerzos persiguiendo una complicada política económica,
ésta se hacía añicos a tan sólo un paso de conseguir el
éxito. En este año de 1993 se da la paradoja de que Francia,
con una inflación de un 2%, inferior a la mitad de la que
ha alcanzado Alemania, un 4'5%, ve tambalearse su moneda
debido al comportamiento del marco alemán, y ello porque
los mercados de divisas perciben que, mientras Alemania
conseguirá finalmente sus objetivos de reunificación a pesar
de los elevados tipos de interés, la actual economía francesa
no puede aguantar por más tiempo unos tipos de interés
real que superan el 6%. Uno debería ir más allá y cuestionar
el supuesto de la eficacia de una moneda única como vehí
culo de una paz duradera. El slotje resultó un fracaso para
la paz en la antigua Yugoslavia, al igual que lo fue el dólar
en la América del siglo xix y la libra esterlina en la Gran
Bretaña del siglo XVII. El vehículo para lograr la paz entre
las naciones es el librecambismo, no una moneda común.

Este hecho fundamental nos lleva directamente a recordar
el tratado librecambista anglo-francés de 1860. (¿Acaso los
socialistas han prohibido la historia en Francia durante
estos últimos doce años?). Gladstone se encontró en 1859
en una situación francamente inusual para un ministro de
Hacienda británico: dispuso de un presupuesto con 2 millo
nes de libras de superávit debido a la remisión de las
Rentas Vitalicias (Long Annuities). Y en aras de la paz
europea, Gladstone decidió que esta sustanciosa suma fuera
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destinada a reducir los aranceles aduaneros impuestos a las
importaciones francesas.

Cobden, como enviado de Gran Bretaña, se reunió el
siguiente otoño en París con el emperador Luis Napoleón.
Este quedó impresionado por el éxito de la política libre
cambista británica y se convenció de que los proteccionistas
o «colbertianos» franceses no hacían sino frenar la economía
general tratando de favorecer sus intereses sectoriales. Y a
pesar de que su ministro de Hacienda era un «proteccionista
furibundo» y favoreció la causa de los colbertianos, entre
enero y septiembre de 1860 se negoció minuciosamente el
tratado, que sería firmado en noviembre.

Cobden estuvo presente en todas las negociaciones y
observó que «los proteccionistas son los hacendados de
Francia que tratan de proteger sus propios intereses. Ellos
constituían la guardia pretoriana del monopolio. Entre sus
filas figuran banqueros, cortesanos, escritores, obispos y
sacerdotes. Naturalmente, todos los testigos franceses cuentan
la vieja historia de alarma y ruina... si se les retira su
protección».

Lo único que ha cambiado 133 años después es que los
«colbertianos» son ahora los agricultores. Los banqueros se
ven ahora apoyados por los burócratas de la CE. Los
subsidios de los agricultores se destinan ahora a aliviar los
«problemas sociales», sin tener en cuenta los problemas
económicos que causan a otros sectores de la economía
francesa y mundial. Más grave todavía es el hecho de que la
defensa francesa de los subsidios de la PAC amenazan con

provocar una guerra comercial con América; si las conver
saciones del GATT se mantienen paralizadas debido a la
intransigencia francesa en este punto, considerado de la
máxima importancia, es probable que los americanos reduz
can todavía más, o incluso retiren su presencia militar en
Europa, eliminando con ello la base para su seguridad.

Las masivas subvenciones de la PAC lesionan gravemente
el corazón económico de la CE. Están minando el mercado

común, impiden el crecimiento económico y suponen una
amenaza a la estabilidad europea. La PAC debe ir elimi
nándose progresivamente, y cuanto antes se haga mejor. La
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agricultura sigue siendo, incluso para Francia, un sector
generador de desempleo, mientras que el país ha desarrollado
industrias a nivel mundial en otros importantes ramos de la
producción: desde las telecomunicaciones hasta la energía
nuclear, la defensa y las manufacturas en general, desde el
automóvil a la aeronáutica. Francia debiera seguir el ejemplo
del emperador Luis Napoleón y emprender con decisión
una política de librecambismo, abandonando el defectuoso
programa socialista del MRC y de la PAC.

Todo el mundo está de acuerdo en un punto con relación
a Europa: que la evolución de una Europa unida y en paz
está subordinada a una prosperidad económica. Si algo nos
ha enseñado la violenta primera mitad de este siglo XX, fue
precisamente esta realidad esencial, la necesidad de una
reconciliación conseguida mediante el intercambio de «ben
diciones en lugar de maldiciones». La estrategia fundamental
para conseguir ese objetivo tras la Segunda Guerra Mundial
fue el proyecto de creación de un mercado común como
pilar básico de un continente revitalizado y cohesionado,
pues la historia nos ha demostrado una y otra vez que el
comercio libre y la prosperidad pacífica se cogen de la
mano, mientras que el proteccionismo, en todas sus vertien
tes, conduce inevitablemente a la privación económica y
finalmente a la guerra.

El malestar económico provocado por la Primera Guerra
Mundial no fue, sin embargo, abordado como el problema
más acuciante de la posguerra, y la Sociedad de Naciones
fracasó en sus intentos de conseguir el respaldo de los
EEUU. Las tarifas arancelarias de Fordney-McCumber que
a principios de los años 20 impuso América principalmente
a las importaciones europeas, constituyeron una de las prin
cipales causas de la Gran Depresión. (Los historiadores
suelen atribuir ésta a «los tristemente famosos aranceles
proteccionistas de Smoot-Hawly» de los años 30, pero la
realidad es que fueron aquellas primeras barreras arancela
rias las que dieron inicio a todo el proceso de destrucción).
La Gran Depresión condujo entonces a la Gran Inflación
que padeció Alemania en los primeros años 30. La falta
absoluta de una coherente acción económica creó el vacío
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que permitió a los nazis hacerse con el control del país más
poderoso del continente. La recuperación económica de
Hitler fue inducida por el resurgimiento de la industria
armamentística. Los pequeños buques de guerra (pocket-
battleships), los submarinos alemanes, los aviones de caza,
los bombarderos, los aviones de bombardeo en picado, los
tanques y la artillería autopropulsada, con su necesidad de
acero y motores, hicieron nacer nuevas tecnologías y, sobre
todo, generaron un pleno empleo. El resultado inevitable
fue la Segunda Guerra Mundial.

Sin embargo, en esta segunda ocasión, los aliados no
olvidaron la lección de aquel círculo asesino. El Plan Mars
hall para la recuperación económica del continente fue fi
nanciado directamente por los EEUU (y de manera indirecta
por Gran Bretaña con el pago de sus deudas de guerra a los
EEUU).

El concepto de una unión aduanera como zona de libre
cambio que abarcase a todos los países de la Europa Occi
dental, desde el Atlántico hasta el telón de acero, quedó
establecido en el Tratado de Roma de 1957, cuando la
recuperación económica se hacía cada vez más evidente.
Durante cuarenta y cinco años el Continente Europeo —al
menos su zona occidental— disfrutó del período de paz más
largo de todo el milenio, así como el de mayor prosperidad.

La mitad oriental de Europa, en cambio, no tuvo paz ni
prosperidad. Durante cuarenta y cinco años, mientras Occi
dente se recuperaba y prosperaba, el Este se veía sometido
al férreo centralismo de la antigua URSS. En Alemania del
Este, una protesta de trabajadores era aplastada en 1953 sin
que todavía se sepa hoy día el número de víctimas; en 1956
se producía la invasión de Hungría; en 1968 se reprimió el
movimiento democrático de Checoslovaquia; y en la antigua
URSS los disidentes eran sistemáticamente encarcelados sin

un juicio previo. En las economías militarizadas de los
regímenes comunistas prosperaban los miembros del partido
y de la policía secreta, mientras la gran mayoría del pueblo
luchaba sin cesar y hacía colas eternas para conseguir los
productos más elementales, cuando los había.
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Mientras las economías de la Europa Oriental estaban
en 1990 a punto de hundirse, las de Europa Occidental
habían alcanzado su máxima cota de desarrollo desde el

final de la guerra. Pero lo que resulta más extraordinario es
que, mientras el centralismo económico de los países del
Este estallaba en mil pedazos, los doce miembros de la
Comunidad Europea tomaban la decidida determinación de
avanzar hacia una mayor centralización, en forma de unión
monetaria, de una política monetaria dirigida por unos
presidentes de bancos centrales no elegidos democrática
mente, de una imposición a los patronos de medidas de
seguridad social estandarizadas, y de una ampliación de la
Política Agrícola Común con sus costosos e improductivos
subsidios.

Europa Occidental vivía en el pasado. Mientras trataba
de conformar una estructura socialista federal dirigida desde
el centro, su prima no tan lejana del Este, es decir, la
estructura comunista federal controlada por un centro mili
tarizado, se estaba yendo a pique. Occidente buscaba la
convergencia o «una unión cada vez más fuerte»: se despla
zaba mayor poder hacia el centro, con el consiguiente aumen
to de corrupción que la medida traería consigo; el centro
evolucionaba hacia una negación de la democracia a medida
que se extendía la práctica de toma de decisiones a puerta
cerrada; de manera lenta y segura se iba debilitando el
poder de los gobiernos nacionales. Mientras el proteccionis
mo imperante en el Este demostraba su ineficacia para
hacer progresar la economía, Occidente favorecía una ten
dencia proteccionista paralela. Los niños mimados del Este
han sido los militares; en Occidente lo son los agricultores y
otras industrias nada rentables. La incapacidad para atender
las deudas contraídas surgió por primera vez en los países
del Este, pero ahora ese mal está amenazando con extenderse
a Occidente.

La cruda realidad es que Europa Occidental podría de
sintegrarse en el futuro de una forma muy parecida a lo que
sucedió en los países del Este, bajo el peso de unos costes
de seguridad social y de impuestos sobre la nómina (IRPF)
que son los más caros del mundo, agravados por una severa
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política monetaria deflacionaria aplicada en un momento de
recesión mundial. Dicho brevemente, dos de los conceptos
fundamentales que inspiran el Tratado de Maastricht están
hundiendo a Europa Occidental en un océano de deudas
nacionales, al tiempo que pone a los países del Este en una
situación de verdadero confinamiento económico. Mientras

tanto, el precio del oro sube vertiginosamente, y con él el
desempleo.

Los líderes de la Europa Occidental han perdido el
sentido de la realidad política y económica. La realidad
política es que el telón de acero ha dejado de existir. La
realidad económica es que la Comunidad Europea no es un
mercado común en el verdadero significado de la palabra.
Se trata de una estructura defensiva de la Europa Occidental
de la posguerra, que está pasada de moda y ha dejado de
ser útil en la forma que presenta actualmente. Su tendencia
creciente hacia los subsidios, hacia niveles mínimos de segu
ridad social y hacia directivas centralizadas, la hacen econó
micamente inviable en un medio como el actual, caracteri
zado por una feroz competencia mundial. El Tratado de
Maastricht no sólo no aborda los problemas reales que
tiene con los que se enfrenta Europa, sino que los exacerba
e impide un debate verdadero con la elaboración de un
programa equivocado.

Ya es hora de desenterrar el olvidado programa de
Maastricht y volver a la estrategia esencial: la necesidad de
crear un mercado común donde los fabricantes, los trabaja
dores y el capital puedan moverse libremente para maximizar
su potencial de mercado. Si bien es cierto que se han
producido manifiestos avances en los aspectos más obvios y
visibles de una Europa sin barreras, como la eliminación de
los impuestos aduaneros, de los registros en las fronteras y
de las prolongadas esperas que provocaba el interminable
papeleo, la Comunidad Europea sigue agobiada por un
latente proteccionismo en sus múltiples formas y simulacio
nes.

Los impuestos aduaneros sobre productos importados
constituyen la forma más obvia de proteccionismo. Pero,
desgraciadamente, hay otras muchas: mecanismos de apoyo
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a los precios, subvenciones a la producción, subvenciones a
la no-producción, subvenciones al empleo, subvenciones a
la exportación, criterios sobre reglamentaciones de aspectos
técnicos y de seguridad, prohibiciones categóricas, restric
ciones «voluntarias», fijación de los precios, fiscalización de
los movimientos de capital e incluso subvenciones de los
tipos de interés.

Esta lista de mecanismos antimercado común admite
una comparación con la práctica que actualmente se lleva a
cabo dentro de la Comunidad Europea. Los subsidios que
la PAC concede a los agricultores alcanzaron en 1992 un
coste espectacular de 88.000 millones de libras esterlinas,
según cálculos de la OCDE: los agricultores reciben incluso
subvenciones por no trabajar la tierra, acogiéndose al pro
grama de «cupos de producción» para poder mantener los
precios; los fabricantes de semiconductores reciben fuertes
subvenciones tanto de la CE como de sus propios países; y
lo mismo sucede con la minería, la energía atómica, los
ferrocarriles, la TV de alta definición y otros muchos sectores
de la industria en general; se aplican cupos de importación
a gran cantidad de mercancías, desde los plátanos hasta los
cerdos; hay cupos de producción para otra gama de.pro
ductos que abarca desde el aceite de colza hasta los vehículos
fabricados por los japoneses en Europa; se impone todo
tipo de restricciones técnicas a industrias claves, como las
telecomunicaciones; a la flota pesquera británica sólo se le
permite hacerse a la mar dos días a la semana; existen
cárteles en amplios campos de la industria, desde la produc
ción de cemento hasta los billetes de avión; los movimientos
de capital están muy limitados dentro del continente, por
ejemplo por la clara falta de datos sobre la propiedad y
balances financieros, ampliamente disponibles en el ámbito
público del Reino Unido; y en Alemania el KFW (Instituto
de Crédito para la Reconstrucción) llega incluso a dar a la
industria subvenciones en forma de préstamos a bajo interés.

Lejos de formar un mercado común, la Comunidad
Europea es un elaborado sistema de engaños y desconcierto
económico, que capacita a las instancias centrales para rea
lizar todo tipo de maniobras de trueque, como conceder
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una determinada subvención a cambio de imponer contin
gentes a un tercero, permitir a una nación la aplicación de
una política abierta en la adquisición de suministros en un
sector a cambio de aplicar el proteccionismo en otro sector,
y conseguir el acatamiento de medidas comerciales por parte
de una nación a cambio de la concesión de ayudas, présta
mos o avales al desarrollo de otra. Se trata de una estructura

con la que sueña todo burócrata, pues todos estos instru
mentos de negociación comercial son la moneda con la que
adquieren influencia y escalan puestos. Cuando el poder se
desplaza hacia el centro, la corrupción se hace inevitable.

Un mercado común digno de tal nombre tiene una con
figuración muy diferente, basada en la política económica
que dicta el sentido común. El subsidio de una persona
supone un coste para otra persona, bien en forma de im
puestos, endeudamiento o el precio que ha de pagar por los
bienes que adquiere. El empleo subvencionado de una per
sona es el desempleo de otra persona. Y nunca puede ser de
otra manera. Por consiguiente los 88.000 millones anuales
que cuesta la PAC viene a representar un coste anual de
1.020 libras esterlinas para una familia británica de cuatro
personas, suma que no puede, por tanto, utilizarse en la
adquisición de otros bienes o servicios. Con ello la demanda
por parte del consumidor, de productos industriales no
agrícolas queda reducida en esa cantidad (a la que todavía
habrá que restar la porción destinada a un posible ahorro o
inversión). Esta estructura contribuye a la disminución de la
demanda y la inversión, tan evidente en la recesión mundial
de 1991-93. De esta manera, la subvención que se concede a
un puesto de trabajo perdido en el sector agrícola destruye
la posibilidad de generar un empleo alternativo en una
industria saneada.

Sucede lo mismo con todos los demás tipos de subven
ciones. Los programas gubernamentales para ayuda de ob
tención de recursos, por ejemplo, que están polarizados
hacia las empresas nacionalizadas, incrementan invariable
mente el coste del servicio resultante, que suele ser, además,
un servicio menos efectivo. La privatización de British Tele
com ha acabado con su monopolio de mercado de servicios
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más importante del Reino Unido y ha llevado a la aparición
de un gran abanico de abastecedores que ofrecen una amplia
gama de servicios más baratos y más eficientes. La eficacia
y las ganancias en productividad resultantes contribuyen a
que el resto de la industria del Reino Unido sea también
más competitiva. En realidad, el sector de las telecomunica
ciones en el Reino Unido es ahora un mercado común y no
un mercado cerrado, exactamente lo contrario de la política
que en materia de agricultura lleva a cabo la Comunidad
Europea, siendo el sector que más puestos de trabajo genera
en Europa y en cualquier otro continente.

El reto que ha de afrontar la CE en este decenio de los
90 es el establecimiento de un mercado común librecambista

dentro de su seno, ampliar este mercado común hasta los
Urales y promover a continuación el libre movimiento de
capital en todo el mundo. Cualquier impedimento a este
incipiente orden mundial no hará sino sembrar las semillas
del proteccionismo y de la discordia para los tiempos por
venir.

Londres, 12 de agosto de 1993
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DONDE VEA «RUSIA» LEA «PARQUE BORASICO»

Franco RACCA

El dinosaurio de la economía rusa tiene una espina
dorsal política hecha de arcilla y vive en un habitat conta
minado. Que pueda sobrevivir es realmente una «incógnita
envuelta en un misterio rodeado de enigma». Si esta especie
hoy casi extinguida llegara a desaparecer, sin embargo, las
consecuencias que sufriría Europa serían incalculables. Para
empezar a imaginar la magnitud de este peligro, tome un
mapa de Rusia y Europa, colóquelo en posición invertida y
vea las capitales del continente desde el punto de vista de
Moscú ¿cómo pueden los europeos hablar ahora de un
mercado común que excluya a la Europa del Este y la
Rusia Blanca?

Occidente debe prestar urgente ayuda al dinosaurio co
munista para que salga del frío y venga hacia nosotros.
Cuando el presidente Gorbachov acudió a la cumbre que
los 7 Grandes celebraron en Londres en junio de 1990,
solicitó unos préstamos por valor de 10 mil millones de
dólares USA. Su petición fue denegada y con razón, pues el
dinero habría ido a parar a unas cuentas bancarias en Suiza
y otros lugares y nunca se habría devuelto. La solución que
se necesita es otra, pero antes se requiere hacer un análisis
de los problemas.

La única parte de este dinosaurio que galopa de verdad
es la inflación, que en 1992 dobló sus cifras todos los
meses. En primer lugar, el gobierno y el banco central
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continúan autorizando más y más créditos para las empresas
estatales que registran pérdidas, y siguen imprimiendo dine
ro. El índice de precios al consumo continúa subiendo cada
mes —un 25% tan sólo en diciembre de 1992. El déficit
público oficial en 1992 fue de apenas el 4% del PIB, pero el
total de créditos que el banco central concedió sólo al
sector estatal, llegó hasta el 40% del PIB. Mientras se ve
flaquear el ánimo de reforma económica y la voluntad
política se debilita, el Fondo Monetario Internacional argu
menta que no puede conceder préstamos, no por una exce
siva cautela de su parte, sino debido a los despilfarros en
que incurre el gobierno ruso. Lo que el Banco Mundial
quiere ver en Rusia es capacidad y voluntad para llevar a
cabo una reforma y presentar un programa económico co
herente.

En segundo lugar, el programa de privatización parece
haber tenido éxito —más de 50.000 pymes habían sido
privatizadas en enero de 1993— pero la realidad es mucho
más cruda. La mayoría de las empresas privatizadas han
conservado las mismas estructuras de gobierno, los mismos
métodos y el mismo personal que tenían bajo el régimen
soviético. Apenas se han producido inversiones o acometido
reestructuraciones ni nuevos planteamientos de estrategia.
La mayoría de las compañías son propiedad mayoritaria de
los directivos, los empleados y los administradores burócra
tas, que pudieron asegurarse sus posiciones de control en
las mejores compañías gracias al acceso que habían tenido a
los limitados datos financieros disponibles. Esos propietarios
defienden el statu quo en los niveles de empleo y bienestar,
en lugar de adaptarse a una economía de mercado.

En tercer lugar, la economía militarizada soviética tiene
que encontrar nuevos mercados exteriores para exportar sus
armas, o hacer una reconversión hacia productos civiles, o
simplemente reducirse en la misma medida en que se reduce
el presupuesto militar. De estas opciones, la reconversión
requiere nuevas inversiones y nuevos equipos de gestión, lo
cual es sencillamente inviable. No existe, pues, ninguna cura
milagrosa instantánea para lo que constituye el orgullo de
la industria rusa, que es líder mundial en aeroespaciales,
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barcos, submarinos y metalurgia. Además, los gobiernos
regionales se muestran poco dispuestos a dividir sus monolíti
cas empresas militares en unidades económicas independien
tes. Esta indecisión a alto nivel ha impedido la elaboración
de unos planes claros sobre qué reconvertir, en qué recon
vertir, qué abandonar y cómo reconvertir esto en aquello.
Fábricas enteras quedan así relegadas al olvido, esperando
que lleguen más subsidios y pedidos y sobreviviendo a base
de la venta de mercancías varias. El complejo aerospacial
Aviastar de Ul'yanovsk, por ejemplo, fabrica los aviones
más grandes del mundo, junto con muebles y barbacoas. La
cruda realidad es que no se cuenta con gran cosa para
atraer inversores, aparte de los rápidos beneficios que puedan
obtenerse del sector servicios.

Algunas de las firmas de tecnología media han logrado
constituir joint-ventures con empresas occidentales ofreciendo
su probada solvencia profesional o productos de «doble
uso», militar o civil, que abarcan desde helicópteros hasta
aparatos electrónicos o armas deportivas. Sin embargo, ésta
es la excepción, porque la mayoría de los productos están
por debajo de los niveles de calidad mundiales y muchas
firmas que han empezado el proceso de reconversión están
descubriendo que sus productos no son lo suficientemente
buenos como para poder ser exportados. Este es un doble
golpe, ya que para poder seguir invirtiendo en el proceso de
reconversión se necesitan las divisas fuertes que proporcio
narían las exportaciones. Además, los volúmenes de pro
ducción fueron el único objetivo bajo el régimen comunista,
en detrimento de la investigación y el desarrollo, la comer
cialización y distribución, los controles de calidad y los
servicios postventa. Los setenta años de comunismo han
hecho que las empresas no estén funcionando según la
demanda del mercado ni del consumidor.

Finalmente, a la economía de orientación militar no le
hacía falta realizar estudios de costes ni llevar contabilidad
alguna, lo que hace que las empresas no piensen en términos
de costes o beneficios. En Aviastar, por ejemplo, que es
también el complejo industrial más grande del mundo para
fabricación de aeronaves, los trabajadores todavía utilizan
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clavos y remaches en las alas de los aviones en lugar de
emplear la tecnología del aluminio estruido. La empresa no
lleva un registro de gastos, por lo que no se puede medir su
rendimiento.

Dar un giro completo a la cultura de cualquier empresa
es una tarea difícil, dado que la gente, en cualquier lugar
del mundo, se encuentra siempre más cómoda haciendo lo
que sabe hacer o al menos lo que está acostumbrada a
hacer. A ello se debe la tendencia rusa a invertir en el

desarrollo de tecnología ya existente en lugar de analizar
mercados potenciales para nuevos productos.

El cuarto problema serio con que se enfrenta la CEI es
la antipatía que sienten hacia Moscú las antiguas repúblicas
de la URSS. (Un buen mensaje que el dinosaurio podría
enviar a Jacques Delors: por «Moscú» entiéndase «Bruse
las»). Por tomar un ejemplo extremo, consideremos el centro
portuario de Nakhodka, en el Pacífico, con sus 225.000
habitantes y distante de Moscú unos 8.000 kilómetros y
siete zonas horarias hacia el este. Aprovechando la intro
ducción de la economía de mercado, ha emprendido rela
ciones comerciales con otros centros regionales como Shang
hai, Tokyo y Seúl y está consiguiendo que varios países,
China entre ellos, inviertan en él. El objetivo de Nakhodka
es que toda la zona sea declarada primera área económica
libre de Rusia. Pero el dinosaurio de Moscú reacciona prohi
biendo la importación de coches japoneses.

Semejantes absurdos están haciendo ahora que Vladi-
vostock, la capital territorial, esté considerando la posibilidad
de declarar el Territorio Marítimo una república. Dos senci
llas cuestiones son las que provocan esta lucha de fuerzas
—primera, la de quién recibe y gasta los impuestos y segun
da, la de la responsabilidad democrática. Nakhodka ha
privatizado las instalaciones portuarias situadas en la zona
inicial de economía libre y que controlan el 25% de las
exportaciones rusas, así que los burócratas tienen que estar
alerta. El hecho innegable es que Moscú está demasiado
distante y parece inevitable que su esfera de influencia pronto
termine en los Urales.

— 298 —



El dinosaurio ruso es una interrogante que espera
respuestas. El dinero no es la solución, pero el dinosaurio
necesita ayuda para poder formular las preguntas correctas
y establecer prioridades. Esa ayuda también beneficiaría a
Occidente al alejar los peligros que amenazan desde la
zona: los peligros medioambientales derivados de los fallos
de las centrales nucleares —no se puede descartar otro
Chernobyl—, los peligros militares que supone la búsqueda
de nuevos mercados para el armamento, los misiles, el
plutonio enriquecido y los científicos rusos, el riesgo econó
mico de un impago forzoso de las deudas, y por último el
peligro político de una anarquía si llegase a fracasar el
movimiento de reforma. Las cuatro amenazas pueden cris
talizar simultáneamente de forma alarmante.

El Fondo Monetario Internacional y el Banco Europeo
para la Reconstrucción y el Desarrollo quizá logren elaborar
algunos planes que pueden resultar económicamente viables
según sus criterios bancarios, pero la mayoría de ellos no
pueden proporcionar divisas fuertes. Por lo tanto es más
aconsejable realizar una política de trueque y que la mayoría
de los proyectos se orienten hacia la búsqueda de joint-
ventures y directivos occidentales. En lugar de prestar dinero,
los gobiernos y agencias occidentales deberían garantizar la
constitución de joint-ventures en el sector privado y establecer
las prioridades industriales, por sectores y regiones. En efec
to, occidente debe darse cuenta de un hecho de capital
importancia: que el mercado común llega hasta los Urales;
lo único que ocurre es que en Rusia el trueque reemplaza a
la moneda como principal instrumento de cambio.

Rusia cuenta con gran número de técnicas y recursos
naturales. Es rica en minerales que occidente necesita en
abundancia: petróleo, diamantes, oro, titanio y metales poco
comunes. Rusia necesita comida, especialmente trigo, y ma
quinaria fabril. Rusia también ha desarrollado unas técnicas
mundialmente competitivas en la industria aerospacial, na
viera y metalúrgica, pero necesita directivos, y los eficaces y
visibles sistemas de distribución que la moderna tecnología
del microchip puede proporcionar a precios realistas.
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Al igual que en occidente, la estabilidad política sólo se
puede conseguir si se mantiene unos determinados niveles
de progreso económico, y para ello Rusia necesita de la
ayuda occidental. El pedido de exportación más importante
que se ha hecho jamás —el proyecto Al-Yamamah realizado
en Arabia Saudi y dirigido por British Aerospace, por un
valor de 20.000 millones de libras esterlinas— fue en parte
un trueque. Arabia provee 500.000 barriles de petróleo al
día y algún dinero, y BAe proporciona Tornados, Hawks,
instalaciones en tierra y formación de personal así como
limpiadores de campos de minas de Vosper Thorneycroft.
El modelo ya está constituido, ahora es urgente que se
establezcan también para Rusia las agencias y prioridades
que tanto necesita.

Además de contribuir a la salvaguardia de su propia
seguridad, la Europa Occidental podría derivar otros bene
ficios de estas medidas de ayuda. La mano de obra que se
necesita podría paliar el paro de manera considerable; habrá
nuevos mercados; habrá una doble fuente de abastecimiento
de productos esenciales, como el petróleo; los precios al
consumidor serán más bajos. Si Occidente no aprovecha la
oportunidad de las mutuas ventajas que se pueden derivar
de la ayuda a los agobiados ciudadanos de Rusia, podría
lamentablemente ocurrir que el Parque Borásico del Este se
convirtiera en el Parque Jurásico de Occidente por no haber
evitado una catástrofe que tenía solución. La película, esta
vez real, podría llenar con sus horrores las pantallas de
televisión de nuestros hogares si occidente muestra una falta
de voluntad y deja que el tiempo se agote.

San Petersburgo, 10 de julio de 1993
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RECETA PARA LA NUEVA EUROPA

Sir Donald MAITLAND

Las noticias de las nueve: Martin Bell, corresponsal de
la BBC, se agazapa al borde de la carretera con las ruinas
de un pueblo de Bosnia Central apareciendo a sus espaldas.
Una patrulla británica de las fuerzas de protección de Na
ciones Unidas ha encontrado los restos de una familia que
mada viva en el sótano de su vivienda: «Esto, informa Bell,
está sucediendo hoy mismo y en nuestro continente —Euro
pa». Ha visto escenas como ésta demasiadas veces y quiere
que compartamos su rabia. La compartimos.

Entretanto en Westminster, cuanto más se alarga el de
bate sobre Maastricht, mayor es la confusión en torno a la
futura forma que ha de adoptar Europa. Las multitudes se
manifiestan en el exterior de la casa de Solingen, cuyos
residentes turcos de muchos años, han sido incinerados en
un ataque racista. El canciller alemán lamenta el vandalismo;
las políticas de inmigración están siendo revisadas. El resul
tado del referéndum danés mueve a una personalidad belga
a pedir que se avance sin más dilación hacia la nueva etapa
de integración. En la política italiana persiste la confusión.
Los sondeos de opinión revelan un descenso en el apoyo
popular a la Comunidad. La Comisión Europea rebaja sus
previsiones de crecimiento económico. Se observan más di
vergencias que convergencias. Dos entusiastas defensores de
la unión Europea retiran su respaldo a la Comunidad en las
negociaciones comerciales con Estados Unidos: Francia a
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causa de los productos agrícolas y Alemania de los equipos
de telecomunicación. Otra moneda se ve forzada a aban
donar el Mecanismo regulador de cambios (MRC). El de
sempleo alcanza nuevas cotas en la antigua República De
mocrática Alemana. Los grupos de presión del sector
ganadero y pesquero se preparan para la lucha. La lista de
situaciones de conflicto es interminable y sigue aumentando.

Las conclusiones que un observador imparcial podría
extraer de lo que hoy está sucediendo en Europa no serían
halagüeñas. En primer lugar, las propuestas para una más
estrecha integración de la Comunidad iniciadas por la Co
misión Europea y adoptadas por el Consejo de Ministros a
lo largo de los últimos años han ido mucho más allá de los
deseos de los ciudadanos. En aquellos Estados miembros en
que el sentido de la historia, de la tradición y de la identidad
nacional es más fuerte, la tendencia hacia la centralización
—que muchos políticos británicos equiparan erróneamente
al federalismo— se ha ido haciendo cada vez más inacepta
ble. Bruselas no parece todavía reconocer plenamente este
hecho.

En segundo lugar, los esfuerzos de los Estados miembros
por desarrollar una política exterior común no fueron capa
ces de superar su primera prueba verdadera. Se diría que el
fin de la guerra fría y la caída del muro de Berlín ha cogido
por sorpresa a los ministros de Asuntos Exteriores comuni
tarios. Las consecuencias del final de los regímenes que
durante cuarenta años habían impedido la libertad de ex
presión individual y nacional eran predecibles, pero no se
predijeron. Igualmente, la amenaza a la integridad de Yu
goslavia se puso claramente de manifiesto el mismo día en
que murió Tito. La lista de errores políticos y diplomáticos
cometidos desde que comenzó la lucha en la antigua Yugos
lavia ha conducido no sólo a una destrucción generalizada,
a una miseria humana a escala gigantesca y a la traición a
la gente de Bosnia, sino que también ha dañado gravemente
la imagen de la Europa Occidental.

Tercero, las perspectivas económicas para la Comunidad
hacen que el calendario fijado para la consecución de la
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unión monetaria y económica sea incluso menos realista
que cuando se firmó el Tratado de Maastricht.

Cuarto, Europa Occidental tiene dificultades para adap
tarse al advenimiento de nuevos credos y culturas.

Por último, no es fácil encontrar hoy día una figura
política capaz de liderarla. Los que han detentado el poder
durante muchos años se han quedado vacíos de ideas; ade
más, los escándalos y el implacable examen al que son
sometidos por los medios de comunicación han hecho dis
minuir el respeto a los políticos en general.

Pero los habitantes de Europa no hemos perdido el
interés por ella, y por esa razón tenemos que convertir
nuestro desaliento ante lo que ha estado sucediendo, en
crítica constructiva.

Si se quiere que la Comunidad Europea cobre un nuevo
impulso y recupere la buena voluntad de sus ciudadanos, se
hace necesaria una vuelta a los principios que la inspiraron.
Esa «unión cada vez más estrecha» que concibieron sus
«padres fundadores» no constituye una involuntaria erosión
de la soberanía, real ni teórica, sino la fórmula más inge
niosa que se haya inventado jamás para regular las relaciones
entre los pueblos. Debemos estar orgullosos del carácter
evolutivo de la empresa europea, animada por la continua
dialéctica entre la Comisión, que representa los intereses
comunitarios y el Consejo de Ministros, que representa los
intereses de los Estados miembros. Debemos tener presente,
sin embargo, que los firmantes originarios del Tratado de
Roma asumieron que la integración económica constituiría
una base suficientemente robusta para la consecución de la
unión. Paul-Henri Spaak se pronunció así sobre la confe
rencia de Messina de 1955: «Nos dispusimos a construir una
nueva Europa y acabamos discutiendo sobre los aranceles
de los plátanos». Jean Monet, por su parte, había establecido
un objetivo diferente: «El verdadero cambio que perseguimos
no es la libre circulación de mercancías, sino una transfor
mación de las relaciones entre la gente».

En los años 50 reconciliación y reconstrucción eran ob
jetivos primordiales que se pretendían alcanzar mediante el
establecimiento de un extenso mercado común europeo que
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vinculase a todas las economías de la Europa Occidental. Se
marcaron estos objetivos en el marco de una progresiva
integración de las naciones europeas que compartían los
mismos ideales. Por supuesto, cuando el Tratado de Roma
entró en vigor en 1958, este plan contemplaba exclusiva
mente a la Europa situada al oeste del telón de acero.

Lo que nos intranquiliza hoy día es que los términos en
que se desarrolló el debate de Maastricht no tuvieron en
cuenta muchos de los factores que condicionarán el futuro
de nuestro continente. Los importantísimos cambios demo
gráficos, sociales, económicos y políticos que ahora percibi
mos ni siquiera se imaginaban en los años cincuenta. El
crecimiento de la población, especialmente en los países en
desarrollo, ha alcanzado niveles sin precedentes, previéndose,
por ejemplo, que en un plazo de veinticinco años la pobla
ción de África, que hoy se equipara más o menos con la de
su vecina del norte, Europa, habrá crecido hasta triplicar la
europea. Cuando finalice el primer cuarto del próximo siglo
la población mundial contará con tres mil millones más de
personas, lo que supondrá un aumento del 60%. El creci
miento de la población se ha visto acompañado de movi
mientos migratorios a gran escala —naturales del sub-
continente asiático y del este africano al Reino Unido, árabes
del Magreb a Francia, turcos y europeos orientales a Ale
mania, convirtiendo a la sociedad europea en un conglome
rado de culturas y credos religiosos.

El maridaje de las telecomunicaciones y la tecnología
informática ha facilitado la creación de incontables redes

electrónicas. El comercio y la coherencia creciente de las
políticas económicas y monetarias de los últimos años han
estimulado la interdependencia, que está ya adoptando la
forma de interconexión por obra y gracia de los revolucio
narios avances habidos en los métodos de tratamiento de la

información. La actividad económica adquiere dimensiones
mundiales. Las fusiones y adquisiciones de empresas a nivel
internacional, los abastecimientos a escala mundial, las joint-
ventures internacionales, el establecimiento de niveles de

— 304 —



calidad comunes, y la colaboración en el terreno de la in
vestigación y de los programas de desarrollo, se están con
virtiendo en operaciones habituales hoy día.

Estos progresos ofrecen oportunidades pero también su
ponen riesgos. Las redes electrónicas son el medio para
conseguir un fin. Pueden fortalecer el entramado interna
cional, pero por otro lado, dado que desconocen cualquier
frontera, pueden disminuir la capacidad de las naciones
para afrontar los retos que se plantean a sus intereses
económicos y, de esa manera minar los conceptos tradicio
nales de soberanía. Mas aún, dichas redes pueden provocar
una división internacional del trabajo por imperativos del
mercado. Las multinacionales pueden instalar sus centros
de producción en aquellas zonas del mundo donde los costes
son bajos, produciéndose con ello importantes consecuencias
en los patrones de empleo. Ahí tenemos ya el ejemplo de
las 350 grandes multinacionales, cuyas ventas equivalen a
un tercio de los productos nacionales brutos de todo el
mundo industrial y sobrepasan con mucho las ventas de los
países en desarrollo. Resulta claro que urge abordar seria
mente los problemas que afectan a la relación entre comercio
y gobiernos y examinar el papel que juegan las normativas
internacionales.

Otros caminos han llevado también a la dispersión del
poder. Los niveles de vida han aumentado, las aspiraciones
de la clase trabajadora son ahora más ambiciosas, se ha
extendido la propiedad privada de todo tipo de bienes, y los
ciudadanos y grupos particulares han sido exhortados a
asumir un mayor control sobre sus propios intereses. Todos
estos cambios sociales y la descentralización de la toma de
decisiones han modificado las actitudes hacia la autoridad.

Los cambios que se han operado en el campo económico
han sido todavía más extraordinarios. Los países de la
cuenca del Pacífico se cuentan ahora entre los protagonistas
mundiales de la economía. Brasil, China y la India han
hecho progresos espectaculares. La recesión sufrida en los
Estados Unidos y Europa Occidental no hace pensar en una
pronta vuelta a las altas cifras de crecimiento alcanzadas en
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el decenio de los ochenta. El desempleo a largo plazo y el
envejecimiento de la población son otra fuente de tensión
para las finanzas públicas.

En los años cincuenta nadie preveía la repentina caída
del comunismo. La eliminación de la tiranía del Kremlin

puso punto final no sólo a la inmediata amenaza que supo
nía para la paz mundial, sino también a la anulación de las
libertades fundamentales en Europa Central y Oriental y del
sentimiento de identidad nacional, cultural y religiosa. Estas
son algunas de las consideraciones que deben dar forma al
futuro de Europa. La Conferencia Intergubernamental, que
tendrá como objetivo la revisión de la política y la defensa
exteriores, proporcionará a los líderes europeos una oportu
nidad para relanzar la Comunidad y corregir el error come
tido por sus predecesores en Messina. Los acontecimientos
han venido a demostrar que la confianza de sus protagonis
tas en que la creación de un mercado común sería base
suficiente para el logro de una unión de Estados europeos,
estaba mal fundada. Sin una cuidadosa coordinación de la

política exterior, apoyada en acciones conjuntas en el ámbito
de la defensa, el progreso hacia una unión cada vez más
estrecha seguirá tropezando con serias dificultades.

La tarea inmediata, sin embargo, es terminar con el
derramamiento de sangre en la antigua Yugoslavia y pre
sentar una solución viable a su situación. Las lecciones que
este vergonzoso episodio nos ha enseñado no se pueden
olvidar. En el futuro los gobiernos comunitarios deben de
dicar el mismo esfuerzo a eliminar las causas de estas cala

midades que a mitigar sus efectos. La decisión adoptada en
1991 de reconocer la independencia de los Estados fue un
total desatino. En el verano de ese año, cuando la Comuni
dad ofreció sus buenos oficios para ayudar a los pueblos de
Yugoslavia a zanjar pacíficamente sus diferencias, se debía
haber aclarado que cualquier intento de resolver esos pro
blemas por la fuerza era inaceptable en la Europa de los
noventa y que, salvo que se pusiese un fin inmediato a la
lucha, se impondría un embargo a todo el territorio. Lo que
estaba pasando en los Balcanes suponía una más clara
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amenaza para la paz que la anarquía de Somalia, y la
urgente necesidad de ayuda humanitaria tras la limpieza
étnica que había tenido lugar, era tan evidente como en el
citado país africano. Los gobiernos europeos podrían haber
solicitado al Consejo de Seguridad que el embargo se hiciese
universal y se autorizase el uso de cualquier otro medio
para terminar con la lucha. Unos ataques aéreos en las
primeras etapas del conflicto habrían servido de claro men
saje a otros posibles partidarios de la limpieza étnica en el
resto de Europa.

La tragedia de los Balcanes subraya la urgencia de am
pliar la Comunidad para incluir a todos los Estados políti
camente cualificados y que están dispuestos y preparados
para aceptar la disciplina que supone la adhesión. Las ne
gociaciones para admitir a Suecia, Finlandia, Austria y
Noruega no deben demorarse por más tiempo. Como re
compensa por sus progresos democráticos y como medida
de aliento a sus naciones vecinas, se debe acelerar la conce
sión a los cuatro países centroeuropeos —República Che
coslovaca, Eslovaquia, Hungría y Polonia— un estatus es
pecial, superior al de asociado pero inferior al de miembro
de pleno derecho; esto entrañaría una entrada más fácil de
sus productos en el Mercado Único, lo que sería un pequeño
precio a pagar. Entre el momento presente y 1996 se debe
elaborar un programa para la asociación y posterior adhe
sión de otros países de la Europa oriental.

Anticipándose a la conferencia de 1996, la Unión Euro
pea Occidental debe planificar la gradual integración de una
parte de las fuerzas nacionales de defensa en una fuerza
combinada de defensa europea. Para apoyar esta medida,
los abastecimientos militares deben ser coordinados de una

manera más rigurosa, haciendo el mejor uso de las posibili
dades que ofrece la industria militar europea. El Reino
Unido y Francia deben buscar un medio efectivo de aunar
sus fuerzas nucleares y mantener sus fuerzas de disuasión
para servicio de la Europa Occidental.

El final de la guerra fría capacitó al Consejo de Seguri
dad de Naciones Unidas para actuar por fin de acuerdo con
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los principios que inspiraron la redacción de la Carta de
Naciones Unidas. También privó a los déspotas de los países
en desarrollo de los medios para provocar el enfrentamiento
entre Moscú y Washington. No obstante, han surgido situa
ciones inaceptables en partes de África y del sureste de
Asia. El efecto de la respuesta de la comunidad internacional
a dichas situaciones ha supuesto la gradual erosión del
artículo 2 (7) de la Carta, que impide la intervención en
asuntos internos de un estado miembro. Los gobiernos euro
peos deben alentar este proceso apoyando una intervención
más efectiva para detener las matanzas, acabar con las
violaciones de los derechos humanos, y erradicar la produc
ción de drogas y el apoyo al terrorismo internacional. Los
esfuerzos realizados por el Secretario General para establecer
medios más efectivos de coordinación de las operaciones
humanitarias y militares autorizadas por el Consejo de Se
guridad merecen el incondicional apoyo europeo. Las Fuer
zas Combinadas de Defensa Europea podrían disponer de
elementos de reacción rápida y ponerlo a disposición de
Naciones Unidas para este tipo de operaciones. Las fuerzas
británicas y francesas ya tienen un espléndido historial en
este cometido.

Antes de que la Comunidad se amplíe y asuma un papel
internacional más efectivo, deberá poner en orden su situa
ción interna. El Tratado de Maastricht ha añadido una

carga más a las ya existentes. Se impone ahora realizar un
análisis crítico de la estructura de la Comunidad, los respec
tivos papeles de sus instituciones y sus métodos de trabajo.
La aplicación del principio de subsidariedad debe incluir un
estu3IoM3eTasTun^ la Comunidad a fin de
distinguir aquellas cuya responsabilidad puede ser restituida
irlas administraciones nacionales!

Es mucho lo que se puede ganar reduciendo el tamaño
de l^ Comisión. Menos gente significará menos actividad;
sólo lo esencial debe mantenerse. Cuando se amplíe la Co
munidad, ni siquiera será posible .vtejQfí.C-^Ls5^^^'"pot
cadaJEs^^ El número de direcciones ¿eneraíes
también puede ser reducido de manera correspondiente
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—por absorción, por delegación de las funciones operativas
a las administraciones nacionales o agentes ejecutivos, o
suprimiéndolas del todo. Aunque se debe conservar el dere
cho de iniciativa de la Comi&iojí, sus propuestas deben ser
sometidas a un escrutinio más profundo y sistemático por
parte del Consejo Europeo^ el Parlamentó EtiTOpeo-y los
TépresertafíTés driórjparTámentos nacionales. Debería crearse
un cuerpo de control multinacional para comprobar el es
tricto cumplimiento de la legislación comunitaria.

En el ámbito de la política interior, al mismo tiempo
que se toman medidas para estimular el crecimiento y pro
mover el empleo, se debe acelerar la liberalización de las
telecomunicaciones en todo el territorio de la Comunidad y
facilitar ayudas para invertir en este sector en la Europa
central y oriental, a fin de estimular el crecimiento de redes
electrónicas a nivel continental.

Pero unos cambios de dirección y unas reformas internas
de este tipo, no servirían por sí mismos, para mucho más
que detener el declive del prestigio internacional de la Co
munidad y hacer que sus instituciones fueran ligeramente
más aceptables ante la opinión pública. Los líderes comuni
tarios deben reconocer la urgente necesidad de articular sus
fines y ambiciones en términos más imaginativos. Durante
cuarenta años las polítícas^exteriores y de defensa estuvieron
dominadas por la necesidad de contener la amenaza soviéti
ca. John le Carré nos ha recordado recientemente que el fin
de la guerra fría significaba que ya no podíamos tener a la
humanidad bajo un yugo para defender a la humanidad.
«Ya no necesitamos cortar las alas de nuestra humanidad»,
dijo. «Ya es hora de que echemos a volar de nuevo.»

Nada más cierto. En 1977 el entonces presidente de la
Comisión, ahora Lord Jenkins, propuso que la Comunidad
se centrase en aquellas «funciones que, mas allá de una
duda razonable, dan resultados significativamente mejores
porque se realizan a nivel comunitario» y se dejase para los
estados miembros «aquellas funciones que éstos pueden de
sempeñar con la misma o mayor eficacia actuando en soli
tario». Es cuando menos una lástima que tuvieran que

— 309 —



pasar catorce años para que el principio de subsidariedad
quedara amparado en el derecho comunitario. También lo
es que el Tratado de Maastricht no especificase más detalla
damente el modo en que ha de aplicarse dicho principio.
No obstante, la subsidariedad ofrece no sólo a los ciudada
nos de la Comunidad actual, sino también a nuestros vecinos
del este de Europa, el doble beneficio de contar con un
lugar seguro en lo que Mikhail Gorbachov llamó la «Casa
europea» y del derecho a tomar las decisiones que más
íntimamente les afectan, en los niveles de efectividad más
bajos posibles y en la forma más apropiada.

Mediante la división horizontal de soberanía en diferentes
capas de poder que implica la subsidariedad —y ésta es una
de las definiciones más acertadas de federalismo— la comu
nidad podría demostrar un grado de respeto a las sensibili
dades y aspiraciones de las minorías. Por esa vía, la Comu
nidad daría otro paso de incalculable valor hacia la
aceptación de las realidades y disfrute de los beneficios de
una sociedad como la nuestra, compuesta de numerosos
credos y numerosas culturas. Esto a su vez animaría a los
europeos a reconocer que, a pesar de la recesión, la alta
tasa de desempleo y las tensiones sociales que estos factores
generan, no podemos ignorar nuestras responsabilidades para
con el resto del mundo.

No puede esperarse que la generación más joven, para
quien la Segunda Guerra Mundial no es más que un borroso
No-Do en blanco y negro, entienda los motivos que anima
ron a Jean Monnet y Robert Schuman. Cabezas rapadas
aparte, a los jóvenes les importa sobre todo la gente —no
sólo la gente de Europa sino la de cualquier parte del
mundo— y merecen que se les facilite una declaración de
objetivos. Quieren que se les informe de los valores morales
sobre los que se basará la construcción de una Europa
ampliada y que inspirarán las políticas a seguir en su rela
ción con el resto del mundo. Quieren saber cuál será el
equilibrio entre derechos y obligaciones, tanto a nivel co
munitario como estatal, corporativo o individual. Cuando
nuestros líderes políticos tengan el buen juicio y la valentía
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de elaborar una declaración de objetivos digna de los más
nobles aspectos del patrimonio europeo y coherente con el
potencial de Europa, quizá Martin Bell esté muy cerca para
decirnos: «Esto está sucediendo por fin en nuestro continente
—Europa.»

Bath, 24 de junio de 1993
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¿HA LLEGADO EL MOMENTO PARA UNA DEFENSA
COMÚN?

Frederick BONNART

La necesidad de una Europa Unida y del Tratado de
Maastricht ha sido objeto de amplios debates en el pasado
reciente. A estas alturas, el Tratado sobre la Unión Europea,
para darle el título que le corresponde, entrará en vigor el
primer día del mes en que sea ratificado por la República
Federal de Alemania, donde todavía está pendiente una
decisión por parte del Tribunal Constitucional Alemán. Ese
día podría ser el 1 de noviembre de 1993.

Aunque este acto supondrá la aprobación final de lo
que ha sido un minucioso proceso de unificación, es sabido
por todos que muchos de los objetivos son inalcanzables en
el plazo previsto y que el proceso en su conjunto está
sufriendo las consecuencias de un desencanto general en
todos los países miembros, en parte debido a la adversa
situación económica y al sentimiento generalizado de que
dicha situación adversa ha sido favorecida por la rigidez del
sistema. Pero también existe la conciencia de que el proceso
está siendo conducido por unos políticos entusiastas y unos
altos funcionarios íntimamente comprometidos con él y que
intentan imponerlo a través de medidas institucionales, ig
norando por completo el sentir popular. Lo mismo ocurre
en el ámbito de la defensa en el que se toman como hechos
lo que son meras esperanzas y aspiraciones, dando lugar a
acciones que no guardan coherencia alguna con la realidad.
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El gobierno británico, sin embargo, se ha comprometido,
junto con los once signatarios restantes, a establecer una
Unión Europea. Uno de los principales objetivos de esta
Unión es la afirmación de su propia identidad mediante la
puesta en práctica de una política exterior y de seguridad
común «que implique la elaboración de una política común
de defensa que pueda conducir finalmente a una defensa
común».

Esta cautelosa redacción debe servir de base a cualquier
análisis del desarrollo de una identidad de defensa europea.
Sin presuponer, no obstante, que ésta sea necesaria, ni
siquiera deseable, me dispongo a abordar este tema haciendo
un breve repaso de la historia y conceptos de la defensa
europea, pasando luego a hacer una valoración de su nuevo
significado a la luz de los acontecimientos que siguieron al
fin de la guerra fría. Examinaré la estructura de defensa
europea que se tiene prevista y expondré sus principales
dificultades y posibilidades. Finalmente, elaboraré una cui
dadosa hipótesis de su probable desarrollo y daré mi visión
sobre el mejor camino a seguir.

Definición de Europa

Resulta esencial adelantar una definición de Europa ya
que, en primer lugar, y antes que una expresión política,
que no lo ha sido hasta época muy reciente, Europa es una
expresión geográfica —de contornos, además, no bien deli
mitados. Y aunque la Unión cuenta con una frontera exterior
oficial, Europa la sobrepasa con mucho de modo que sus
confines están aún por determinar.

La definición geográfica oficial «desde el Atlántico a los
Urales» plantea una serie de preguntas que no tienen por
qué afectar demasiado al tema que he abordado, pero vale
la pena recordar que para algunas naciones incluye islas
situadas en la costa de África o en medio del Atlántico así
como ciertas zonas de la costa norteafricana, y que parte de
Turquía se adentra en el Cercano Oriente y por lo tanto en
Asia.
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En cuanto a la definición política, está la Europa de la
OTAN, formalmente definida en el Tratado de Washington;
la de la Comunidad Europea contenida dentro de las fron
teras de los doce firmantes del Tratado de Roma; después
cuando se agreguen los miembros de la Asociación Europea
de Libre Comercio (EFTA); y finalmente, la Europa que
incluye a Turquía, con las dimensiones ya mencionadas, los
países del antiguo Pacto de Varsovia, entre ellos las nuevas
democracias de la antigua Unión Soviética, en particular
Rusia, que se extienden mucho más allá de los Urales hasta
la costa del Pacífico.

A los efectos del presente capítulo, y salvo que se especi
fique otra cosa, se entenderá por Europa el territorio a que
se refiere el Tratado y que abarca las doce naciones que lo
firman. Antes de abordar el tema, sin embargo, es impor
tante revisar otros intentos de elaboración de una defensa
común que han tenido lugar en el pasado, en un contexto
geográfico necesariamente menos definido y con socios va
rios.

Orígenes de una defensa común

Puesto que, para gran parte de Europa, la nación-estado
no surgió hasta después de la Revolución Francesa, cualquier
alianza militar previa es irrelevante. Vale quizá la pena
recordar que tales alianzas eran generalmente de naturaleza
religiosa o dinástica y a menudo solamente duraban el
tiempo de una campaña.

Para ver la evolución seguida hasta llegar al concepto
actual no tenemos que remontarnos más allá de la Primera
Guerra Mundial, en la que dos grupos de países europeos
lucharon entre sí, a uno de cuyos bandos se unieron los
Estados Unidos a mitad de la contienda. Los términos

«Europeo» y «Europa» son también aquí de un significado
flexible. En la guerra, Gran Bretaña, Francia e Italia de un
lado, y Alemania del otro, tenían posesiones en ultramar,
algunas de las cuales proporcionaron un contingente consi
derable de fuerzas militares. La guerra tampoco se limitó al
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Frente Occidental de Francia y Bélgica —aunque fue en él
donde se libraron sus principales batallas con enormes
pérdidas de vidas humanas y donde finalmente se ganó—
sino también en el Cercano y Medio Oriente, en África y en
Asia, así como en los mares que dividen estas zonas y en el
océano que separa Europa y Norteamérica.

Lo mismo ocurrió en la Segunda Guerra Mundial, en la
que la composición de los dos bandos fue un tanto diferente.
La intervención de Japón y China, en bandos opuestos, le
dio una mayor dimensión y extendió el conflicto hasta Asia
y el Pacífico. Aunque, como había sucedido con la Primera
Guerra Mundial, se trataba de una guerra de naciones, las
motivaciones ideológicas universales jugaron un importante
papel y mostraron la tendencia existente hacia objetivos
transnacionales fundamentales.

Sin embargo, en cada una de ellas, Alemania se consideró
el mayor culpable en Europa y, siendo la nación europea
que contaba con una mayor población, se vio en ella al
mayor enemigo potencial de los demás europeos occidentales.
Poco tiempo después, la continuada expansión del poder
soviético llevó a éstos a reconocer la necesidad de unir sus

defensas y continuar las firmes relaciones entre América y
Europa. El resultado fue la aparición de diversos conceptos
de defensa europea, que condujeron a la formación de la
Alianza del Atlántico Norte en el que participaron también
Estados Unidos y Canadá. Más tarde se intentó el estableci
miento de un pilar europeo común dentro de la Alianza,
que discutiremos en más detalle.

Winston Churchill había prometido mantener estrechos
vínculos con Francia después de su derrota en 1940, llegando
a sugerir incluso la fusión en una sola nación. Gran Bretaña
cumplió dicha promesa en el Tratado de Dunkerque de
1948. Sin embargo, en 1946, Churchill había advertido ya
del peligro de la caída sobre Europa de un telón de acero y,
con el rechazo del Plan Marshall por parte de Stalin y su
creación de la Cominform en 1948, la ruptura con su aliado
de guerra quedó consumada. El golpe de estado comunista
en Checoslovaquia y el bloqueo de Berlín por parte de la
Unión Soviética condujeron respectivamente a la firma del
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Tratado de Bruselas en marzo de 1948 y, a través de la
Resolución de Vandenberg, al de la Organización del Tra
tado del Atlántico Norte (OTAN) en abril de 1949. Estos
dos tratados pusieron los cimientos de una nueva forma de
cooperación militar entre las naciones para tiempos de paz.

La experiencia de las dos grandes guerras había puesto
de manifiesto la necesidad de una cooperación considerable
mente más estrecha de las fuerzas militares aliadas así como
la de un mando común. Antes de que estallara ninguna de
las dos, cada uno de los grupos de países enfrentados habían
mantenido conversaciones a nivel de Estado Mayor, cam
biando oficiales por instrucción militar, y más tarde estable
cido acuerdos de cooperación. En la Primera, hubo que
solucionar una serie de graves malentendidos y resentimien
tos antes de poder llegar a la unidad de mando. Al inicio de
la Segunda, se creó un Consejo de Guerra común, pero sus
instrucciones, a las que se llegaba por consenso, se transmi
tían a las naciones constituyentes, que las pasaban a los
jefes militares. Los contactos militares quedaron establecidos
desde el principio pero hicieron falta varias derrotas y situa
ciones de crisis para que empezaran a ser efectivos.

Fue con la intervención americana en el Norte de África
cuando se iniciaron planes detallados para constituir un
mando común, que prosiguieron en Italia. Cuando llegó la
fase final, la invasión de Europa, dichos planes estaban
considerablemente adelantados. Las lecciones se aprendieron
a fuerza de sangre, pero por fortuna y de manera excepcio
nal, no parecen haberse olvidado.

La nación soberana

Ante la necesidad de mostrarse unidos para poder obte
ner el compromiso americano, los europeos reforzaron el
Tratado de Bruselas mediante el establecimiento en septiem
bre de 1948 de una Organización de la Defensa de la Unión
Occidental. El mariscal de campo Montgomery fue designado
Comandante en jefe con puesto de mando en Fontainebleau,
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y se nombraron jefes militares de diferentes naciones para
las fuerzas de tierra, mar y aire. Su independencia, sin
embargo, no duró mucho tiempo.

Cuando se creó la OTAN en abril de 1949, La Unión
Occidental accedió de buen grado a transferir sus responsa
bilidades militares. El general Eisenhower las aceptó cuando
fue nombrado Comandante en jefe de las Fuerzas Aliadas
en Europa (SACEUR) y constituyó el Puesto de Mando de
las Fuerzas Aliadas en Europa (SHAPE) en abril de 1951,
al que incorporó los mandos e instalaciones militares de la
Unión Occidental, adquisición nada despreciable pues la
Unión había creado un programa de infraestructura en el
que compartieron gastos para la construcción de aeródromos
y establecimiento de comunicaciones.

La OTAN y SHAPE emprendieron entonces la organi
zación de una red militar común de centros de operaciones
e infraestructuras, que permitiría a las fuerzas aliadas una
cooperación inmediata y efectiva en situación de crisis o en
caso de guerra. El primer paso, falto de espectacularidad
pero absolutamente esencial, fue el de asegurar que todos
hablaban la misma lengua militar, que se acordó fueran el
francés y el inglés. Más importantes todavía fueron los
tempranos intentos realizados para establecer procedimientos
comunes. Éstos tenían que abarcar desde los más prosaicos,
como el establecimiento de un alfabeto común —objeto de
encendida polémica, pues todas las naciones tenían buenas
razones para preferir el suyo propio—, hasta unas sofistica
dísimas técnicas de distorsión radiofónica para aviones, que
resultaron mucho más sencillas, ya que durante la guerra
los aviadores aliados se habían entrenado en los Estados
Unidos o en Gran Bretaña. De aquí surgió al final una
organización sin parangón en la historia de las fuerzas
armadas en tiempos de paz: la estructura militar integrada
de los aliados. En tierra, mar y aire, los mandos y unidades
militares podían entrar en combate inmediatamente según
los planes que los Estados Mayores aliados habían elaborado
y experimentado a lo largo de los años. Hace tan sólo unos
años, en pleno auge de la OTAN, 20 divisiones del ejército,
apoyadas por un fortísimo potencial aéreo, estaban dispues-
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tas en la zona centro de Europa donde se esperaba la
principal acción sorpresa por parte de la Unión Soviética,
con otras 60 divisiones disponibles en un plazo de tiempo
muy corto. Aviones y buques estaban listos para atravesar
el Atlántico con refuerzos, mientras de los depósitos euro
peos salía armamento pesado, transporte y provisiones para
alguno de ellos. Los minuciosos planes para un apoyo táctico
nuclear se veían reforzados por la enorme capacidad de la
fuerza estratégica nuclear.

Al mismo tiempo los intentos de una integración militar
europea proseguían con rapidez. Movida en parte por la
evidente necesidad de atraer a Alemania, Francia propuso
ya en 1950 la creación de un ejército europeo, integrado a
nivel de división, con uniforme común, estructura de mando
unificada, y abastecimiento y producción de armas comunes.
En 1951 se sustituyó este plan por la propuesta de creación
de una Comunidad de Defensa Europea, que comprendiese
a Francia, Italia y los países del Benelux, además de Alema
nia. Gran Bretaña se quedó fuera siéndole concedida la
condición de observador.

Menos conocida pero más trascendente fue la propuesta
institucional de creación de una Comunidad Política Euro
pea, basada en la entonces incipiente Comunidad Europea
del Carbón y del Acero (CECA), destinada a controlar las
fuerzas de defensa. Su Consejo de Ministros y Comité Eje
cutivo tendría unos poderes más amplios que los contem
plados en la Unión Europea de nuestros días. Sin embargo,
y aunque firmado por los gobiernos de todas las partes, el
proyecto no prosperó porque, sin el apoyo británico, fue
ignorado por la Asamblea Francesa en agosto de 1952.

Fueron los Acuerdos de París, firmados en octubre de
1954, los que cruzaron por fin el umbral de Europa. A las
potencias firmantes del Tratado de Bruselas se unieron Ale
mania e Italia para constituir la Unión Europea Occidental
(UEO), que permitía a la nueva República Federal de Ale
mania organizar unas fuerzas armadas al tiempo que facili
taba los medios para mantener su armamento bajo control.
Alemania pudo asimismo entrar en la OTAN (Italia había
sido uno de los miembros fundadores). Pero, al igual que la
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Unión Occidental, la UEO se abstuvo de duplicar la estruc
tura de mando de la OTAN y pasó escrupulosamente toda
la planificación y ejecución militar a SACEUR.

Paulatinamente, a medida que Alemania iba siendo acep
tada, se suprimieron las restricciones sobre armamento acor
dadas en el Protocolo de París, hasta quedar reducidas
exclusivamente a la prohibición nuclear (que todavía subsis
te). La Agencia de la UEO para Control de Armamento se
hizo prácticamente innecesaria, el Consejo se reunía perió
dicamente pero no adaptó ninguna decisión de importancia
y en la asamblea parlamentaria se desarrollaban animados
debates aunque su influencia era nula. Habiendo al parecer
alcanzado su propósito, la organización entró en un letargo
del que no salió hasta 1984, impulsada por Francia, con el
resurgir de una conciencia europea.

Existieron otras importantes tentativas de formación de
un pilar europeo dentro de la OTAN, entre los que figuró
la propuesta de 1962 de creación de una Fuerza Nuclear
Multinacional, cuyas naciones miembros habían de participar
en operaciones militares con fuerzas nucleares designadas
por los Estados Unidos y Gran Bretaña. La idea no fructifi
có y fue posteriormente reemplazada por el Grupo de Pla
nificación Nuclear, al que se adhirieron todos los países
europeos excepto Francia (que lo haría más tarde). Esta
organización todavía existe y tiene como misión el segui
miento nuclear de los objetivos que le han sido asignados,
así como un gran número de medidas de control, seguridad
y almacenaje. Francia, sin embargo, continuó considerando
su fuerza nuclear como componente estrictamente nacional,
concebido y organizado exclusivamente para la defensa de
Francia.

Otro paso fue la constitución en 1968 del EUROGROUP,
destinado a coordinar los criterios de los ministros de de
fensa europeos en la OTAN. Tampoco esta vez se contó
con la participación de Francia ya que no toma parte en las
reuniones del Comité de Planificación de la Defensa de los
ministros de Defensa de la OTAN. Las reuniones de los
europeos siempre precedieron a las que el Comité de Plani
ficación de la Defensa celebraba cada seis meses y en las
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que se coordinaban posturas y se discutía la dimensión
práctica del Grupo. Esta consistía en una serie de subgrupos
encargados de diferentes aspectos militares (instrucción, co
municaciones, logística, etc.). Sin embargo, su tarea más
importante, y también su mayor logro, fue, con mucho, su
propagación en los Estados Unidos de la contribución de
Europa a la Alianza. En su última reunión celebrada en
mayo, los ministros europeos traspasaron una serie de fun
ciones a la UEO y es muy probable que para finales de este
año el Grupo haya sido absorbido en esta organización.

Quizá el último intento que merece la pena señalar es el
del Grupo de Programas Europeos Independientes. Fue crea
do en 1976 por iniciativa de EUROGROUP, con el fin de
hacer posible la participación de Francia en la seria búsque
da por parte de la OTAN de una racionalización en la
adquisición y producción de armamento. En las numerosas
reuniones que se celebraron a lo largo de los años se vertió
mucha tinta, pero poco más. Sin embargo, bajo una gran
presión ministerial, las naciones acordaron al menos garan
tizar que pasarían rápidamente a todos los demás miembros
información nacional sobre futuras necesidades de adquisi
ción de armamento para que las industrias correspondientes
pudieran hacer sus ofertas de contratos. El Grupo ha sido
recientemente integrado en la revitalizada UEO.

Este extenso repaso a los intentos realizados durante la
postguerra para organizar una defensa común, muestra con
claridad que solamente uno, el de la OTAN, ha tenido
alguna importancia hasta época reciente. Aunque tal revisión
haya podido resultar prolija, era esencial para mostrar que
siempre ha existido cierta presión para conseguir un compo
nente militar europeo independiente y cohesivo, pero que
nunca existieron los postulados necesarios para hacerla po
sible, que no son otros que el abandono de la soberanía
nacional que está implícita en la subordinación de las fuerzas
militares a un mando extranacional.
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La ruptura con el pasado

Es importante subrayar aquí que, a pesar de su evidente
capacidad, la OTAN no es una organización supranacional.
Cada medida que toma es negociada individualmente con
las naciones, y la participación en dicha medida depende en
última instancia de la decisión del gobierno y parlamento
de cada una de las naciones miembros. Hasta la reciente
reorganización de fuerzas, existían delegaciones y unidades
de apoyo nacionales en todos los niveles de mando, con la
sola excepción de la Fuerza Móvil del Mando Aliado en
Europa y la Fuerza Aérea de Alerta Permanente, con es
tructura de brigada, que suministra los aviones AWACS
(Sistema Aerotransportado de Alarma y Control), alguno
de los cuales está ahora operando en los Balcanes. Ambas
organizaciones menores tienen un carácter absolutamente
internacional.

En la nueva estructura de fuerzas de la OTAN, el nivel
multinacional se ha elevado hasta el de cuerpo de ejército,
que ha incrementado considerablemente su integración in
ternacional. Asimismo, los procedimientos comunes y el
sistema de consulta rápida que se ha elaborado y practicado
durante 40 años ha hecho posible un alto grado de consenso
que facilita la toma rápida de decisiones. La agilidad en la
intervención se ve doblemente favorecida gracias a un cierto
grado de automaticidad en la asignación de elementos na
cionales bajo mando internacional.

Este último punto siempre ha sido rebatido por Francia
desde la decisión de De Gaulle de retirarse de la estructura

militar integrada, e ilustra las dificultades para superar las
prerrogativas nacionales. Sin embargo, incluso Francia se
vinculó a la mayoría de los planes de defensa automática
por medio de tratados bilaterales, de modo que la Alianza
estaba lista para contestar a un ataque sorpresa masivo, que
se ha considerado una amenaza real desde el concentración

de fuerzas nucleares efectivas por parte de la Unión Soviética
a principios de los años 50.

La desaparición del peligro soviético ha traído consigo
un replanteamiento fundamental de las necesidades de segu-
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ridad y las medidas que se corresponden con dicha necesi
dad. Está claro que no existe ya posibilidad alguna de que
se produzca una agresión sorpresa contra Alemania o cual
quier otro lugar, como tampoco la de seguir el juego de la
amenaza y contraamenaza nuclear.

Y sin embargo, salvo la eliminación de las armas de
medio y corto alcance —sobre las que se firmaron acuerdos
mientras todavía estábamos en la fase de confrontación-
Ios principales arsenales nucleares permanecen intactos y
están siendo mantenidos y modernizados, a pesar de su
presente inutilidad como instrumento de seguridad o de
proyección de poder. Con el desmembramiento de la Unión
Soviética, Ucrania se ha convertido en la tercera potencia
nuclear del mundo, se sabe que China está mejorando su
potencial y se cree que otros países poseen o están a punto
de crear el suyo propio. Los que no están en esa situación,
como Alemania y Japón, por ejemplo, tienen que tener una
poderosísima garantía de protección.

La proliferación nuclear supone por tanto un grave peli
gro para la estabilidad que requiere una capacidad para
responder a él o, mejor aún, prevenirlo. Las recientes decla
raciones de buenas intenciones, incluyendo la del Grupo de
los Siete en el mes de julio, pueden suponer el abandono de
las pruebas durante un tiempo pero, salvo que y en tanto
no se elimine radicalmente el peligro, debe mantenerse una
capacidad de respuesta nuclear fiable depositada en unas
manos también fiables. Esto significa que por ahora Europa
debe mantener la protección nuclear americana y los arse
nales arsenales nacionales de Gran Bretaña y Francia.

A fin de sacar provecho de la situación de paz que
estamos disfrutando, las naciones aliadas han suprimido
elementos considerables de fuerzas convencionales. La
OTAN ha desarrollado una nueva estrategia para acomo
darse a la nueva situación y se ha establecido una nueva
estructura de fuerzas. Aunque la función primera de la
OTAN permanece inalterada como la de la defensa común
del territorio de sus miembros, los nuevos peligros de ines
tabilidad generalizada, causados por la desintegración de
sistemas totalitarios altamente centralizados y los trastornos
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económicos que le acompañaron, exigen un tratamiento
más sofisticado.

Las fuerzas armadas aliadas están por consiguiente siendo
diseñadas para hacer frente a los puntos de conflicto. Al
mismo tiempo, el elemento político está profundamente com
prometido en ayudar a las nuevas democracias a establecer
los marcos democráticos y jurídicos que permitan la remo
delación sus propios efectivos militares, así como la recon
versión de las industrias para usos civiles.

La nueva estructura de fuerzas de la OTAN consiste en
unas fuerzas de intervención rápida, fuerzas de defensa del
territorio y fuerzas de reserva. Las fuerzas de intervención
rápida se subdividen en dos clases, fuerzas de intervención
inmediata y de intervención a corto plazo de los tres ejérci
tos. Algunas de estas tropas y cuarteles generales permanecen
en emplazamientos anteriores, principalmente en Alemania,
pero buena parte de ellas ha regresado a sus países. Las
fuerzas de defensa del territorio son las fuerzas nacionales
que permanecen disponibles conforme a los planes actuales,
mientras que las fuerzas de reserva permanecen en diferentes
estados de disponibilidad.

De la primera categoría, las fuerzas disponibles navales
fueron recientemente desplegadas en el Adriático, aviones
AWACS en Italia y Hungría, y un cuartel militar aliado
provisional en Bosnia para cooperar en la solución del
conflicto yugoslavo. Un destacamento de la fuerza aérea
aliada fue enviado a Ñapóles al mando del Comandante en
jefe en el Sur de Europa (CINCSOUTH) para vigilar la
zona de exclusión aérea del Consejo de Seguridad. En este
mismo momento, dichas fuerzas se han incrementado para
poder llevar a cabo ataques aéreos en apoyo de las negocia
ciones de paz de Ginebra y levantar el bloqueo de Sarajevo.

El componente europeo

El deseo de contar con un componente netamente euro
peo ha existido desde el comienzo, como acabamos de ver.
También ha sido alentado por el socio americano respon-
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diendo a la idea de una alianza sustentada en dos pilares,
uno de ellos europeo, que se remonta a los tiempos del
presidente Kennedy. Los americanos la concebían como
garantía de que Europa asumiera la mayor parte de la
carga, mientras que algunos europeos, con Francia a la
cabeza, la consideraban un medio para conseguir mayor
poder dentro de la Alianza. El resultado fue la existencia de
unas considerables diferencias de opinión que se pusieron
de manifiesto durante la elaboración del Tratado de Maas

tricht.

Pronto se encontró una solución y así, en la declaración
aneja al Tratado, sus miembros acordaron hacer de la UEO
el componente defensivo de la Unión Europea y un medio
para fortalecer el pilar europeo de la Alianza Atlántica. En
otras palabras, las dos organizaciones deben mantenerse
mutuamente informadas de sus respectivos planes y acciones,
que no deben contradecirse ni duplicarse mutuamente. La
UEO tiene la doble misión de elaborar y poner en práctica
aquellas decisiones y acciones de la Unión que tengan im
plicaciones defensivas.

A tal fin ha trasladado su Secretariado de Londres a
Bruselas donde puede estar en contacto más directo con las
Comunidades Europeas y la OTAN, y ha establecido un
consejo permanente y una célula de planificación militar,
ambas funcionando en la actualidad. Estos organismos tienen
capacidad para preparar las reuniones ministeriales regulares
(ministros de Exteriores y de Defensa) y están empezando a
trabajar en planes de contingencia. Algunos de los represen
tantes permanentes y altos oficiales militares tienen lo que
se denomina función de «doble sombrero», ya que represen
tan a sus países en ambas organizaciones, lo cual favorece
el intercambio de información.

Al igual que la OTAN, las fuerzas de la UEO permane
cen bajo mando nacional y, generalmente, han tenido ya
una misión en la OTAN, pero a diferencia de ésta, no posee
unidades multinacionales (como el AWACS de la OTAN,
redes de satélites y otras comunicaciones, ni cuarteles inte
grados), como tampoco cuenta con tropas de reserva (como
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las Fuerzas Móviles del Mando Aliado en Europa o las
fuerzas navales (SACLANT).

La UEO se siente especialmente orgullosa de la ejecución
de tres operaciones principales: el rastreo de minas durante
la Guerra de Irán-Iraq para proteger la navegación en el
Golfo en 1987, una misión similar en la Guerra del Golfo,
y las recientes maniobras navales llevadas a cabo en el
conflicto de Yugoslavia donde la UEO fue responsable del
control del embargo y más tarde del bloqueo de un sector
del Adriático.

Pero nada de esto fue necesario ni especialmente difícil.
Las fuerzas navales están integradas primordialmente por
buques que forman compactas unidades autosuficientes. Con
comunicaciones, procedimientos y un poco de práctica co
munes, cualquier buque de la fuerza naval puede trabajar
en cooperación con otros. Las naciones implicadas acordaron
enviarlos a estas operaciones bajo bandera de la UEO por
razones políticas. Podían trabajar juntos ya que, siendo
todos también miembros de la OTAN y habiendo colabora
do durante años en ejercicios aliados, estaban plenamente
familiarizados con las prácticas operativas comunes. Con
buena voluntad, cualidad que les sobraba, fueron capaces
de elaborar juntos unos planes de protección que tuvieron
un indudable éxito.

En el Adriático, sin embargo, la existencia de un mando
de la UEO independiente del mando de la OTAN era un
claro anacronismo. También contravenía el principio de
complementariedad y pronto se reveló como un obstáculo
para la formación de una cadena racional de mando. Afor
tunadamente hoy ha sido eliminado y las fuerzas del Adriá
tico funcionan bajo un mando único de la OTAN.

La presunción, al comienzo de la crisis, de que Europa
sería capaz de controlarla, supuso uno de las más grandes
quimeras jamás concebidas y contribuyó al caos que siguió
en Yugoslavia. Comenzó bajo la presidencia de Luxemburgo
cuando, optimista por el éxito de las negociaciones de Maas
tricht, Europa dijo prácticamente a los Estados Unidos que
se mantuviera al margen de la situación, pues era intención
de la Comunidad resolverla por sí misma. Un poco más
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tarde, bajo la presidencia holandesa, el entonces ministro de
Asuntos Exteriores de Holanda, Hans van den Broek, acti
vamente apoyado por su colega francés Roland Dumas,
pensó en hacer intervenir a las tropas europeas en el con
flicto hasta que se encontró con que, en primer lugar, no
contaba con el apoyo de todos sus colegas y, en segundo,
había muy pocas tropas para intervenir.

Otro componente que puede llamarse propiamente euro
peo es el Euroejército, formado en Estrasburgo por Francia
y Alemania. Fue también objeto de discordia entre la OTAN
y Europa, resuelta amistosamente cuando se acordó que su
función primordial sería la de una defensa común conforme
al artículo 5 del Tratado de Washington, para lo cual
quedaría bajo control de SACEUR. Esto era de importancia
capital pues las formaciones de combate de Alemania inte
gradas en él habrían salido necesariamente de las fuerzas
asignadas a la OTAN y ninguno de los demás países euro
peos se habría adherido sin esa precondición.

Como consecuencia, Bélgica ha ingresado en dicho Cuer
po, España lo hará en breve y otros países han expresado
su interés. El elemento de mando está funcionando y ya se
han efectuado algunos ejercicios militares. Habiendo apren
dido la lección de anteriores fiascos con las experiencias de
la brigada franco-alemana, éstos se están manteniendo dentro
de unas dimensiones asequibles. Se tendrá que producir un
alto grado de armonización pero no parece faltar voluntad
y entusiasmo, con lo que las dificultades no serán insupera
bles. Una de sus ventajas es que las Fuerzas Armadas
francesas podrán ponerse al día de los procedimientos, doc
trinas básicas y equipos de la OTAN, doctrinas tácticas y
equipos y así cooperar más estrechamente con todos sus
aliados, ya sea dentro o fuera del Cuerpo Europeo.

¿Una defensa paneuropea?

Si la UEO hubiera de reemplazar a la OTAN tendría
que comenzar asumiendo todas las actividades, instalaciones
y responsabilidades comunes. Muchas de éstas, como las
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maniobras de reconocimiento, satélites de vigilancia, trans
porte pesado de refuerzos por mar y aire, son propiedad
total o casi total de los Estados Unidos o suministrados por
ellos. Los europeos tendrían que encontrar recursos para
estas actividades y no parece probable que puedan disponer
de ellos en un futuro cercano.

De mayor envergadura todavía es el problema nuclear.
Todas las fuerzas nucleares permanecen bajo el estricto
control de las naciones propietarias. Hemos visto cómo los
Estados Unidos y Gran Bretaña han puesto una porción de
ellas a disposición de la OTAN para fines de planificación,
pero su utilización dependería en última instancia de la
nación que las posee. Francia guarda su fuerza nuclear
exclusivamente para la defensa nacional, e incluso Gran
Bretaña ha establecido la reserva de suprema necesidad
nacional en la asignación de las mismas.

Inicialmente algunos franceses creyeron que podrían lle
gar a un acuerdo con Alemania para que ésta suministrara
la mayor parte de las fuerzas convencionales mientras Fran
cia sería responsable del elemento nuclear, pero el plantea
miento se considera hoy demasiado ingenuo. Francia ha
estado negociando con Gran Bretaña el desarrollo conjunto
de un misil aire-tierra de medio alcance con capacidad
nuclear, pero aunque el proyecto llegue a materializarse en
el actual clima antinuclear y de bajos presupuestos, es im
probable que conduzca a un control común del armamento
no compartido. En teoría podría también llegarse a un
convenio de acción conjunta en el seguimiento de objetivos
nucleares bajo los auspicios de la UEO, que podría desem
bocar en la creación de un grupo de planificación nuclear
europeo. Los medios a su disposición serían, no obstante,
significativamente más pequeños que los que tiene la OTAN
y no serían un adecuado contrapeso a los de Rusia, Ucrania
o los Estados Unidos.

Las fuerzas convencionales serían escasas, ya que los
europeos han venido reduciéndolas a un ritmo más rápido
que los Estados Unidos. Las excepciones son Grecia y Tur
quía que gastarán una considerable proporción de su PIB
en defensa, pero sus razones son diferentes. La estructura
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de los cuarteles se podría mantener, siempre que se contase
con suficientes fondos para infraestructura, pero muchas de
las unidades que han de ser acopladas en las formaciones
sólo serían elementos de mando. La tendencia actual a
reemplazar el impopular servicio militar nacional por unas
fuerzas regulares voluntarias no sólo hace que los soldados
resulten más costosos, reduciendo por tanto su número,
sino que elimina las posibilidades de contar con una fuerzas
de reserva entrenadas. Si no se puede hacer uso de éstas en
tiempos de crisis, no se podrán completar las unidades
operativas.

De igual modo, los problemas de la industria de la
defensa se verían agravados por la exclusión de los Estados
Unidos de una alianza común. Es cierto que una buena
parte del material militar europeo ha sido adquirido en los
Estados Unidos en el pasado, en parte porque la industria
americana se organizó más rápidamente y de manera más
racional y porque ha invertido más en investigación y desa
rrollo. Europa está empezando a darse cuenta de esto pero
le salen al paso una serie de dificultades, como la propiedad
estatal de la industria armamentística que existe en alguno
de los países, unas prácticas y relaciones laborales más
difíciles, y unos gravosos subsidios para mantener el empleo.

Aún en el caso de que dichas dificultades se pudieran
superar, la reducción de la adquisición de material defensivo
ha supuesto unas repentinas bajadas en la demanda y mu
chas de las industrias militares están teniendo problemas. Si
quieren sobrevivir tendrán que modernizarse, especializarse
y unir sus fuerzas para crear unidades más grandes pero en
menor número. Algo de esto se encuentra ya en marcha,
pero el cambio es lento y la adaptación difícil. El problema
para Europa sería, sin embargo, el mismo dependa o no de
la OTAN para su defensa.

La solución de futuro

Se nos plantea entonces la pregunta de si la OTAN se
ha hecho innecesaria y debería ser reemplazada por las
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UEO para la defensa de Europa. Los aliados han dado su
respuesta en la Cumbre de la OTAN celebrada en Roma en
noviembre de 1991 cuando el presidente Bush preguntó
abiertamente a sus aliados europeos: «¿Quieren que los
Estados Unidos permanezcan en Europa?». Todos los pre
sentes, incluido el presidente Mitterrand de Francia, respon
dieron con un sonoro «¡Sí!».

Los países no integrados en la OTAN también confían
en ella para su seguridad militar. Para ellos se trata del
único organismo internacional capaz de ejercer un poder
militar. Es el caso de los europeos del centro oriental de
Europa, que ven con preocupación lo que está sucediendo
en los países situados más al este; de Rusia y Ucrania, a
pesar del resentimiento existente en alguno de sus círculos
más nacionalistas; y finalmente de gran parte de la pobla
ción mundial que considera a la Alianza como una fuerza
protectora de la democracia y confía en que siga ahí, dis
puesta a intervenir si sus frágiles democracias se vieran
amenazadas.

Sin embargo la finalidad de la OTAN siempre ha sido la
defensa de Europa. Cuando se constituyó la organización,
la participación americana era esencial, ya que Europa,
integrada por una serie de Estados debilitados por una
larga y costosa guerra, era completamente incapaz de hacer
frente por sí sola a la formidable amenaza soviética. Con la
desaparición de dicha amenaza y la creciente cohesión y
sólida prosperidad de los Estados de Europa, ésta debería,
en teoría, poder defenderse a sí misma, pero suponer que
puede hacerlo sería una tremenda equivocación.

La razón para la participación de los Estados Unidos a
finales de los años 40 no fue sólo su preocupación por
Europa, a la que le unían lazos culturales, raíces y valores
comunes, sino la convicción de que la seguridad de Europa
era también la seguridad de América y que solamente un
completo compromiso alcanzado en tiempos de paz podría
impedir otra guerra mundial. Esta convicción se atenuó
necesariamente con la desaparición del peligro soviético, tan
tangible en el pasado. Por lo tanto Europa no necesitaría
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esforzarse demasiado para conseguir que los Estados Unidos
abandonen dicho compromiso.

Pero Europa no se compone de una sola nación, sino de
muchas naciones diferentes con distintas tradiciones, culturas
y lenguas, situación que no se prevé pueda cambiar en un
¡Futuro cercano. Su sistema defensivo, por tanto, sólo podrá
establecerse dentro de un marco como el de la OTAN,
donde todos los países tienen igual voz en la toma de
decisiones, para cuya puesta en práctica se requiere la una
nimidad.

Si Europa decide defenderse sola, tendrá que suminis
trarse sola las fuerzas necesarias para su propia defensa,
soportar sola todos los costes que ello acarrea, y realizar
sola el esfuerzo tecnológico antes compartido para el desa
rrollo de material militar. Perdería los reducidos pero todavía
poderosos elementos de fuerza americanos estacionados per
manentemente en Europa, el compromiso de envío automá
tico de refuerzos, diversas competencias militares básicas y,
sobre todo, la cobertura nuclear.

Existe en Europa el potencial para conseguir todo esto,
pero falta voluntad. Pues la voluntad requiere sacrificios
reales en términos de bienestar para hacerse con los recursos
militares necesarios, aumentar las fuerzas armadas naciona
les, y avanzar hacia un grado de cohesión que las poblacio
nes de sus países no están dispuestas a facilitar.

Existe un camino abierto a Europa, pero sigue una ruta
diferente. La seguridad del continente sólo se puede conse
guir, sin dejar de avanzar por la lenta pero firme senda
hacia una mayor cohesión, perseverando en los métodos
que ha comenzado a adoptar. Debe ir creando de manera
paulatina unos componentes europeos íntimamente vincula
dos a la OTAN, preferiblemente dentro de la Alianza, donde
pueda intentar hacer realidad el sutil concepto del pilar
europeo. Debe continuar experimentando con componentes
militares europeos integrados a fin de extender los aceptados
procedimientos, conceptos tácticos y organizaciones de la
OTAN. Debe asumir en lo que pueda la carga común de
los costes de infraestrucutra y participar en la medida de lo
posible en una investigación tecnológica común.
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Esta línea de acción capacitará a los europeos para
aceptar una mayor responsabilidad dentro de la Alianza.
Cuando la relación de fuerzas se haga evidente, el SACEUR
será europeo, pero el poder debe seguir estando uniforme
mente repartido a fin de asegurar la continuación del com
promiso americano. Pues, hasta donde se puede ver en este
momento, la seguridad de Europa descansa sobre la Alianza
del Atlántico Norte con su enlace trasatlántico.

En un futuro lejano y de forma paulatina, a medida que
las naciones se vayan acercando, es muy posible que Europa
desarrolle sus propias fuerzas armadas. Pero para entonces
es de esperar que su número no tenga que ser demasiado
elevado y sus tareas estén encaminadas primordialmente al
servicio de la humanidad bajo los auspicios de las Naciones
Unidas, dejando la misión de la defensa de Europa como
una eventualidad altamente improbable para la cual serían
garantía definitiva de seguridad.

Bruselas, 10 de agosto de 1993
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Sin mucha exageración podría afirmarse que una de
las mayores virtudes del Tratado de Maastricht ha sido
la de contribuir a que, en todas las naciones de la vieja
Europa, se haya abierto un debate sobre el sentido y la
oportunidad del actual proceso de «construcción»
europea. En 1996 la Conferencia de los Gobiernos de
la U E. ha de revisar la situación actual a la luz de la

experiencia obtenida en numerosos aspectos sobre la
unión monetaria, la defensa común y el papel de las

intas Instituciones comunitarias.

. ¡siones de Europa es un testimonio privilegiado de la
hondura y la radicalidad que, especialmente en
Inglaterra, ha alcanzado la discusión sobre nuestro
destino común. Entre españoles, por el contrario, ha
sido frecuente una cierta inadvertencia de los perfiles
precisos, de los riesgos ciertos y las posibles ventajas,
del proceso. Un cierto europeísmo se ha beneficiado
de la identificación con la democracia en una confusión

que era el resultado de nuestras legítimas aspiraciones
de pertenencia a la C E E.

Todavía estamos a tiempo de considerar .
-jtiones con más lucidez y con menos beatería, i

lectura de quienes -británicos, franceses, daneses,
alemanes y belgas- han pensado a fondo los problemas
del futuro de Europa, es un tonificante intelectual y
político de primer orden. A estos textos se han
añadido los de tres autores españoles que consideran,
desde nuestra perspectiva, los intereses esenciales de
España en la Unión Europea.
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